
PRESUPUESTO DE EGRESOS 
DE LA FEDERACION 2010

El Secretario diputado José Gerardo Rodolfo Fernán-
dez Noroña: «Proposición con punto de acuerdo, a fin de
que en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración de 2010 se consideren recursos que permitan incluir
el programa de protección civil para las viviendas en ries-
go, a cargo del diputado Rigoberto Salgado Vázquez, del
Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito diputado Rigoberto Salgado, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, integrante de esta LXI Legislatura de la Cámara de
Diputados, del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto por el artículo 58 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, someto esta proposición con
punto de acuerdo, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En la década de los 40 y 50, la Ciudad de México experi-
mentó una importante inmigración de personas, principal-
mente habitantes del campo, que vinieron a radicar a la ciu-
dad buscando un mejor nivel de vida. Sin embargo, y como
ocurre hoy en día, nunca hubo una planeación adecuada de
los asentamientos. A partir de esa época se acuño la expre-
sión “Paracaidistas” para nombrar a las personas que con
palos, piedras y láminas de cartón llegaban de pronto a un
predio baldío para edificar sus viviendas.

Muchas de estas viviendas no reúnen las condiciones míni-
mas de seguridad estructural. Además, están asentadas en
zonas donde hubo minas (que implican el riesgo de hundi-
miento), en laderas de las montañas o en las barrancas (es-
pacios que mantienen el riesgo de inundaciones y  desgaja-
mientos). Las principales delegaciones donde se localiza
esta problemática son Magdalena Contreras, Miguel Hidal-
go, Cuajimalpa y especialmente, Álvaro Obregón y Tlá-
huac.

El caso de la delegación Álvaro Obregón se caracteriza por
un territorio saturado de sitios con diferentes aspectos que

representan un gran peligro para la población. Ahí, siete de
cada diez habitantes se encuentran en zonas de muy alto
riesgo.

De acuerdo con el atlas de riesgo de la zona, que elaboró la
delegación, se tienen detectadas siete fallas geológicas,
oleoductos, 80 zonas de inundaciones, una estación de al-
macenaje de combustible a cargo de Pemex y hasta una fá-
brica de pólvora que depende de la Secretaría de la Defen-
sa Nacional (Sedena).

Se han identificado 800 puntos de riesgo, de los cuales 500
se catalogaron de muy alta peligrosidad. La mayoría de és-
tos corresponden a las lluvias, pues ponen en riesgo crítico
a 460 mil personas que viven en barrancas, 100 mil más
que están asentadas en lechos de ríos y 52 mil viviendas
ubicadas sobre minas. En total, podrían estar en riesgo en
la ciudad cerca de 800 mil a 1 millón de personas.

Este problema no es nuevo ni desconocido. La mayoría de
las viviendas en riesgo se resuelve dando alternativas via-
bles a las familias que requieren ser desalojadas.

En los últimos años se han presentado aludes que han co-
brado vidas humanas y causado pérdidas cuantiosas, prin-
cipalmente en las delegaciones Iztapalapa, Cuajimalpa, Ál-
varo Obregón y Tláhuac.

No se omite señalar que en el Presupuesto de Egresos del
2008 la Cámara de Diputados autorizó 750 millones de pe-
sos para proyectos de rescate, construcción de muros de
contención, relleno de minas, otorgamiento de créditos a
personas que tuvieron que ser desalojadas y créditos para
hacer mejoras estructurales a las viviendas. Sin embargo,
se estima que se requiere al menos otro tanto para reducir
totalmente los riesgos inminentes en que viven miles de
personas en la ciudad.

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en el ar-
tículo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, me
permito solicitar al pleno de esta honorable Cámara de Di-
putados se someta a consideración la siguiente proposi-
ción:
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Punto de Acuerdo

Único. Se solicita a la Comisión del Presupuesto y Cuenta
Pública considere dentro del Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal 2010, recursos por la
cantidad de mil millones de pesos para el Programa de Pro-
tección Civil para las viviendas en riesgo de la Ciudad de
México.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de 2009.— Dipu-
tado Rigoberto Salgado Vázquez (rúbrica).»

El Secretario diputado José Gerardo Rodolfo Fernán-
dez Noroña: «Proposición con punto de acuerdo, a fin de
que en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración de 2010 se consideren recursos para mejorar la in-
fraestructura penitenciaria, a cargo del diputado Emiliano
Velázquez Esquivel, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito diputado federal e integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática a la
LXI Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en lo dispuesto por el artículo 58 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos; presento a la consideración de
esta soberanía la siguiente proposición con punto de acuer-
do, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

La reforma constitucional en materia de justicia penal y se-
guridad pública, reformó el artículo 18 constitucional con
la intención de remediar las pésimas condiciones en que se
encuentran las prisiones en nuestro país, condiciones debi-
das, principalmente, a que no han sido consideradas un ru-
bro sustantivo o relevante, dentro de la las políticas de
asignación de recursos. Las prisiones son vistas como un
gasto que siempre sería deseable poder economizar. Esta
posición ha provocado que las prisiones se conviertan en
lugares donde sistemáticamente se violan los derechos hu-
manos de los reclusos.

“Entre las causas que producen el fracaso del sistema peni-
tenciario están la sobrepoblación, originada por el gran nú-
mero de personas consignadas y la limitada capacidad de
habitación de los reclusorios; la dilación en la tramitación
de los procesos; la carencia de personal profesional; los ba-
jos salarios del personal de las prisiones y la corrupción

provocada por los internos que cuentan con poder econó-
mico (delincuencia organizada). Las lesiones, el homici-
dio, el tráfico de drogas y los motines forman parte de la
vida cotidiana de la prisión”1.

En Michoacán, el problema de la sobrepoblación peniten-
ciaria es delicado, no sólo atañe a las prisiones para adul-
tos, sino que se ha extendido a los centros de tratamiento
para menores infractores, ante el aumento de jóvenes que
participan en la comisión de delitos contra la salud, viola-
ciones a la Ley Federal de Armas de Fuego y homicidios
dolosos relacionados con la delincuencia organizada.

Ante esta problemática, el Gobierno del estado de Micho-
acán ha implementado un programa de infraestructura pe-
nitenciaria y la creación de un Centro Estatal de Evalua-
ción y Control de Confianza.

Por lo antes expuesto, someto a la consideración de esta so-
beranía el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión, para que en el marco del proceso de análisis y apro-
bación del decreto del Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración correspondiente al ejercicio fiscal 2010, considere
en el Ramo 33 la programación de $41,926,236.00 (cua-
renta y un millones novecientos veintiséis mil, doscientos
treinta y seis pesos) para el rubro de infraestructura peni-
tenciaria en el estado de Michoacán.

Nota:

1 Victoria Adato Green, “Urge instrumentar una política criminal que
dé resultados”, en Iter Criminis Revista de Ciencias Penales del Insti-
tuto Nacional de Ciencias Penales, México, núm. 12, octubre 2004-
marzo 2005, pp. 11-23.

Dado en el Palacio Legislativo, a 29 de octubre de 2009.— Diputado
Emiliano Velázquez Esquivel (rúbrica).»

El Secretario diputado José Gerardo Rodolfo Fernán-
dez Noroña: «Proposición con punto de acuerdo, a fin de
que en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración de 2010 se consideren recursos para el aprovecha-
miento racional de los recursos naturales de la cuenca del



río Cupatitzio, en Michoacán, a cargo del diputado Emilia-
no Velázquez Esquivel, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado federal integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática ante la
LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en el artículo 58
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, se permite someter
a la alta consideración de esta soberanía, la siguiente propo-
sición con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Las múltiples e intensas presiones sobre la cuenca y el cau-
ce del río Cupatitzio, en el estado de Michoacán, compro-
meten su sobrevivencia. De ahí la necesidad de hacer un
uso eficiente de los recursos de la región y principalmente
del agua en el Sistema de Riego Cupatitzio-Cajones.

Para atender esta problemática, el Gobierno del estado de
Michoacán ha elaborado el Programa de Aprovechamiento
Racional de los Recursos Naturales en la Cuenca del Río
Cupatitzio en una visión integral y con un horizonte de lar-
go plazo.

El programa busca beneficiar a 30 mil hectáreas de riego,
haciéndolas más eficiente. Para ello, promueve la tecnifi-
cación del uso del agua en el modulo I y II correspondien-
do a áreas de Gabriel Zamora y parte de Nueva Italia.

El programa requiere en total de 184 millones de pesos. En
una primera etapa para el pago del proyecto ejecutivo y en-
tubamiento del denominado canal Acequía El Grande se re-
quiere de un total de 69 millones de pesos para ejercer en
el año 2010. De esta inversión total corresponderían 60 mi-
llones de pesos a la Federación, 6 millones de pesos al go-
bierno del estado, y 3 millones de pesos al municipio y los
usuarios.

Para el año 2011 se esperaría una inversión de 115 millo-
nes de pesos para completar el monto total de la inversión.

Se considera que con este proyecto el balance hidrológico
de la cuenca del río Cupatitzio será favorable y se podría
mejorar o planear nuevos desarrollos hidroagrícolas en
otros municipios del estado.

Por lo anteriormente expuesto, someto a esta soberanía la
aprobación de la siguiente  proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se solicita a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública y a la Comisión de Recursos Hidráulicos de la Cá-
mara de Diputados consideren, dentro del Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2010,
recursos por la cantidad de 60 millones de pesos para el
Programa de Aprovechamiento Racional de los Recursos
Naturales en la Cuenca del Río Cupatitzio, Michoacán.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de 2009.— Dipu-
tado Emiliano Velázquez Esquivel (rúbrica).»

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Proposición con punto de acuerdo, a fin de que en el pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación de 2010
se consideren para infraestructura carretera de Zacatecas
recursos por lo menos equivalentes a los aprobados en el
PEF de 2009, a cargo del diputado Gerardo Leyva Hernán-
dez, del Grupo Parlamentario del PRD

Los que suscriben, diputados Claudia Edith Anaya Mota,
Gerardo Leyva Hernández, Heladio Verver y Vargas Ramí-
rez, Samuel Herrera Chávez, Ramón Jiménez Fuentes, in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática en la LXI Legislatura, con fundamento
en el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General, someten a consideración de esta so-
beranía proposición con punto de acuerdo al tenor de las
siguientes

Consideraciones

La inversión pública, especialmente en infraestructura en
materia de comunicaciones, es una de las medidas contra-
cíclicas que debe implantar cualquier economía en rece-
sión.

Además, la inversión en infraestructura es un elemento in-
dispensable para el desarrollo económico de cualquier país
en esta sociedad.

A partir de 2007 se ha venido incrementando de manera
significativa el presupuesto en materia de infraestructura
carretera en todo el país. En 2007 se presupuestaron 29,412
millones de pesos. Para el siguiente año se aumentó a
38,379 millones y en 2009 la inversión se incrementó has-
ta 48,251 millones de pesos. Sin embargo, para este año en
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la iniciativa enviada por el Ejecutivo únicamente se consi-
dera 48,329 millones. Es decir, una reducción en términos
reales, puesto que ni siquiera se logra compensar el efecto
de la inflación.

Aunque a todo el país le va mal, en el tema de infraestruc-
tura carretera a algunos les va peor que a otros. Entre los
más afectados se encuentra Zacatecas. En 2009 se aproba-
ron 1,868.1 millones de pesos, lo que constituyó un impul-
so muy importante a la modernización del estado. Se ha lo-
grado avanzar de manera significativa en los ejes que
conectan al estado con el resto del país. 

Los ejes Zacatecas-San Luis Potosí, Zacatecas-Coahuila,
Fresnillo-Durango y Zacatecas-Guadalajara implican un
salto fundamental en el desarrollo del estado y fue posible
avanzar gracias a que se tomó la decisión política de hacer
crecer por primera vez en muchos años, la inversión públi-
ca en este sector de la economía. 

El gobierno del estado tomó el tema de infraestructura co-
mo una prioridad, lo que ha permitido que exista una coor-
dinación estado-federación que ha arrojado buenos resulta-
dos.

Lamentablemente, el proyecto del Ejecutivo para este año
únicamente considera 1,122 millones de pesos para in-
fraestructura carretera en Zacatecas. Además, de esta can-
tidad debemos descontar casi 500 millones de pesos que,
de manera errónea, vienen etiquetados para proyectos ya
concluidos o no prioritarios. Esto implicaría una noticia
gravísima para el estado. Significaría no sólo el freno de
buena parte de los proyectos estratégicos sino el retraso en la
comunicación del estado con el resto del país y del mundo.

En términos efectivos, se está reduciendo la inversión en
infraestructura carretera para Zacatecas de 1,868.1 millo-
nes de pesos en 2009 a únicamente 645 millones en 2010.
Esto resulta realmente escandaloso e inaceptable. Su apro-
bación sin cambios significaría una verdadera agresión a
los zacatecanos.

Los legisladores de Zacatecas llamamos a la Comisión de
Comunicaciones a efecto de que revise, de manera urgen-
te, a fondo y con rigor, el proyecto de Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2010 y ejer-
za a plenitud sus facultades para elaborar un dictamen que
tome en cuenta las preocupaciones de todas las regiones
del país y garantice que ningún estado se vea afectado de
manera desproporcionada.

De manera específica, llamamos a la Comisión de Comu-
nicaciones a efecto de que se apruebe un presupuesto por
lo menos equivalente en términos reales a lo que se presu-
puestó en 2009. 

La licenciada Amalia García Medina entregó el 22 de oc-
tubre a la Comisión de Comunicaciones la lista de proyec-
tos prioritarios que los legisladores zacatecanos asumimos
como propia.

Asimismo, pedimos a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública que valore con criterios técnicos objetivos y con
una visión que ponga en primer término el desarrollo equi-
librado y justo de todas las regiones del país.

Ningún estado de la república merece que se reduzca has-
ta un tercio, de un año a otro, la inversión programada en
un rubro tan fundamental como lo es la infraestructura ca-
rretera.

Por lo expuesto y fundado, sometemos a consideración de
esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a las Comisiones de
Comunicaciones, y de Presupuesto y Cuenta Pública a con-
siderar en el Presupuesto de Egresos de la Federación para
el Ejercicio Fiscal de 2010 una inversión en materia de in-
fraestructura carretera para el estado de Zacatecas, por lo
menos equivalente a lo aprobado en el Presupuesto de Egre-
sos de 2009 por un monto de 1,868.1 millones de pesos.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de
2009.— Diputados: Claudia Anaya Mota, Gerardo Leyva Hernández,
Samuel Herrera Chávez, Heladio Verver y Vargas Ramírez, Ramón Ji-
ménez Fuentes (rúbricas).»

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Proposición con punto de acuerdo, a fin de que en el pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación de 2010
se destinen recursos a la creación del proyecto educativo y
al desarrollo del parque fabril para establecer la industria
aeroespacial en Zacatecas, a cargo del diputado Gerardo
Leyva Hernández, del Grupo Parlamentario del PRD

Los que suscriben, diputada Claudia Edith Anaya Mota y
diputados Gerardo Leyva Hernández, Heladio Verver y



Vargas, Samuel Herrera Chávez, Ramón Jiménez Fuentes,
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática en la LXI Legislatura, con funda-
mento en el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno
interior del Congreso General, someten a consideración de
esta soberanía proposición con punto de acuerdo al tenor
de las siguientes

Consideraciones

Una condición indispensable para la paz y prosperidad de
nuestro país es garantizar el derecho de todo individuo a un
empleo digno y remunerado.

Una de las consecuencias de la actual crisis económica que
enfrenta el mundo, pero con especial gravedad nuestro pa-
ís, es la pérdida de cientos de miles de empleos, cada uno
de los cuales representa un desastre en la familia afectada.

Por eso reviste especial importancia que empresas de pres-
tigio internacional decidan escoger a nuestro país para des-
arrollar aquí proyectos de inversión que tienen la capacidad
de detonar el crecimiento económico de toda una región.

La empresa Triumph, de origen estadounidense, es una de
las más importantes de los fabricantes de partes de aviones
y helicópteros del mundo, eligió el estado de Zacatecas pa-
ra invertir por lo menos 208 millones de dólares. Esto im-
plicará la creación de más de mil 400 empleos directos en
una primera etapa del proyecto. Por tanto, es un deber de
todo gobierno establecer las condiciones para hacer reali-
dad este desarrollo.

La parte que corresponde al gobierno de Zacatecas ha sido
generar la infraestructura necesaria para la instalación no
sólo de la empresa Triumph, sino para todo el conjunto de
empresas que conformarán el cluster aeroespacial que trae
aparejado un proyecto de esta envergadura.

El total de inversiones públicas requeridas será de 436.2
millones de pesos, que se obtendrán de diversas fuentes y
programas 

Sin embargo, es indispensable que en el Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2010 se
autoricen 179.6 millones de pesos.

Estos recursos pueden ser canalizados a través del Fondo
Proméxico de la Secretaría de Economía. Cabe señalar que

en 2009 este fondo tuvo recursos por 50 millones de pesos
y en el Proyecto del Ejecutivo 2010 se contemplan 33 mi-
llones de pesos. Por tanto, resulta urgente incrementar de
manera significativa su bolsa nacional y etiquetar de ma-
nera específica estos 179.6 millones para Zacatecas.

La autorización de esta partida presupuestal es indispensa-
ble para dar viabilidad la inversión de la industria aeroes-
pacial y, por consiguiente, para la generación de empleos.

Cabe señalar que esta industria requiere mano de obra alta-
mente especializada y se eligió a Zacatecas porque tiene
personal capacitado en las áreas requeridas. Por tanto, los
empleos que se generarán serán de calidad, con estabilidad
laboral para los trabajadores, con la garantía de todos sus
derechos laborales, con sueldos competitivos y posibilida-
des de desarrollo profesional.

Más de mil 400 empleos de esta calidad, implicarán una
derrama económica muy importante para toda la región,
tendrán un efecto multiplicador en el consumo y, por lo
tanto, significarán un detonante para el desarrollo econó-
mico.

Tenemos confianza en que la creación de un cluster aero-
espacial atraerá inversiones adicionales en otras industrias
y la creación de una red de pequeñas y medianas industrias
locales que son el núcleo de toda economía próspera.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de esta
soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a las Comisiones de
Economía, y de Presupuesto y Cuenta Pública, a incluir en
el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejerci-
cio Fiscal de 2010 un paquete de recursos por 179.6 millo-
nes de pesos, a fin de crear el proyecto educativo y desa-
rrollar el parque industrial para el establecimiento de la
industria aeroespacial en Zacatecas.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de
2009.— Diputados: Claudia Anaya Mota, Gerardo Leyva Hernández,
Samuel Herrera Chávez, Heladio Verver y Vargas, Ramón Jiménez
Fuentes (rúbricas).»
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La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Proposición con punto de acuerdo, a fin de que en el pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación de 2010
se consideren recursos para divulgar la ciencia y equipar
los centros científicos de Zacatecas, a cargo del diputado
Gerardo Leyva Hernández, del Grupo Parlamentario del
PRD

Los que suscriben, diputada Claudia Edith Anaya Mota y
diputados Gerardo Leyva Hernández, Heladio Verver y
Vargas, Samuel Herrera Chávez, Ramón Jiménez Fuentes,
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática en la LXI Legislatura, con funda-
mento en el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno
interior del Congreso General, someten a consideración de
esta soberanía proposición con punto de acuerdo, al tenor
de las siguientes

Consideraciones

Un elemento distintivo del género humano es nuestra ca-
pacidad de transformar nuestra realidad. Desde los prime-
ros avances tecnológicos que dieron origen a la civilización
humana, el conocimiento, la experimentación, la creación
de nuevas herramientas, dieron a la raza humana el domi-
nio sobre el mundo y la naturaleza.

Hoy se dice que vivimos en una sociedad del conocimien-
to. La ciencia en el mundo moderno ocupa un lugar central.
Es impensable una sociedad desarrollada en lo económico
que no tenga una gran potencia en calidad científica.

Lamentablemente, el Plan Nacional de Desarrollo 2007-
2012 no aborda el tema del desarrollo tecnológico del pa-
ís. De sus más de 300 páginas, ni una sola se dedica a este
tema. No hay un solo objetivo tecnológico o científico en
el documento rector del desarrollo nacional.

Esto, obviamente, se traduce en una escasa inversión en el
desarrollo científico del país. Este atraso científico fue evi-
dente cuando no tuvimos capacidad para responder de ma-
nera adecuada al surgimiento de la gripe aviar. Ni siquiera
logramos identificar el virus, ni mucho menos registrarlo o
desarrollar una vacuna propia.

Esta situación de atraso tecnológico afecta a todo el país.
Sin embargo, los pocos Centros de Investigación están
concentrados en unos cuantos estados. Sólo el Distrito Fe-
deral cuenta con un total de 63 Centros de Investigación
Científica. Zacatecas sólo tiene uno, a pesar de que posee

uno de los índices más altos de miembros del Sistema Na-
cional de Investigadores por cada cien mil habitantes.

Y es que en Zacatecas se han desarrollado procedimientos
de difusión y divulgación de la ciencia como instrumentos
educativos formales y no formales creados para cerrar bre-
chas en el rezago educativo actual y que fomenten la com-
prensión e interés por la ciencia por parte de los niños y jó-
venes zacatecanos. 

Asimismo, se han construido mecanismos ágiles, eficientes
y responsables en la propuesta e implementación de solu-
ciones tecnológicas a los problemas básicos de atraso pro-
ductivo y pobreza, mediante transferencia o construcción
propia de tecnologías específicas para problemas concretos
de nuestro medio.

Para promover condiciones culturales y educativas que im-
pulsen el desarrollo científico y tecnológico del estado, a
través de programas de apoyo y promoción a la investiga-
ción y de divulgación y difusión de la importancia de la
ciencia y la tecnología como vías para encontrar soluciones
a los problemas de la sociedad zacatecana, se creó el Con-
sejo Zacatecano de Ciencia y Tecnología, en 1991, el cual
ha implantado programas como la Semana de la Ciencia y
la Tecnología, el Registro Estatal de Investigadores, redes
de investigación productivas, centro interactivo zig-zag; y
divulgación en las distintas universidades e institutos de
educación superior del estado.

Por eso, como zacatecanos y como diputados apelamos
hoy para que ante el fortalecimiento y construcción de un
federalismo auténtico se amplíe el presupuesto al estado de
Zacatecas, para lograr el desarrollo de infraestructura que
detone la economía local, beneficiando no sólo a los zaca-
tecanos sino al resto de los mexicanos. 

Existen programas de gran importancia, proyectados, pre-
supuestados y en ejecución para el siguiente ejercicio fis-
cal y, de no contar con el presupuesto necesario, serán de-
tenidas, atrasando aún más el desarrollo sustentable. No
podemos omitir que es finalmente, a través de los estados
y municipios, que la gente encuentra el beneficio más evi-
dente y cercano, por eso debemos privilegiar hoy los pre-
supuestos a las entidades, en aras de fortalecimiento del fe-
deralismo nacional. 

En tal virtud, Zacatecas necesita asegurar que exista la in-
fraestructura necesaria para que todos los zacatecanos pue-
dan tener acceso adecuado a los mercados regionales, na-



cionales e internacionales, que detonen el aprovechamien-
to de recursos de la región y garanticen un mejor nivel de
vida a sus habitantes. 

No contar con los recursos económicos suficientes limita la
acción gubernamental y, por tanto, el beneficio social, que
es lo que tanto se ha buscado en los últimos sexenios. 

Por lo expuesto, sometemos a la consideración del pleno el
siguiente 

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a las Comisiones de Ciencia y Tecnolo-
gía, y de Presupuesto y Cuenta Pública a contemplar en el
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
2010 recursos para divulgar la ciencia y equipar los centros
científicos de Zacatecas con por lo menos 31 millones de
pesos.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de
2009.— Diputados: Claudia Anaya Mota, Gerardo Leyva Hernández,
Samuel Herrera Chávez, Heladio Verver y Vargas, Ramón Jiménez
Fuentes (rúbricas).»

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Proposición con punto de acuerdo, a fin de que en el pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación de 2010
se consideren recursos para los programas relacionados
con la infraestructura hidroagrícola y el agua potable de zo-
nas urbanas y rurales de Zacatecas, a cargo del diputado
Gerardo Leyva Hernández, del Grupo Parlamentario del
PRD

Los que suscriben, Claudia Edith Anaya Mota, Gerardo
Leyva Hernández, Heladio Verver y Vargas Ramírez, Sa-
muel Herrera Chávez y Ramón Jiménez Fuentes, integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática en la LXI Legislatura, con fundamento en el
artículo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General someten a consideración de esta sobera-
nía proposición con punto de acuerdo, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

En materia de recursos hidráulicos, los estados con clima
desértico y semidesértico deben tener un tratamiento espe-

cial. Los índices pluviométricos en las zonas clasificadas
como áridas alcanzan hasta 400 mm, de precipitación
anual, con 8 a 12 meses de secas; y en las semiáridas, el
promedio va de 400 a 700 mm, con 6 a 8 meses secos.

Las zonas semidesérticas están en una situación permanen-
te de riesgo ecológico. La acción humana depredadora y la
falta de políticas públicas que preserven el equilibrio eco-
lógico pueden provocar el avance del desierto y la pérdida
definitiva de tierras productivas, ocasionando un grave e
irreversible daño a toda la región.

Las zonas semidesérticas del país requieren inversiones
públicas de carácter estratégico y de largo plazo para en-
frentar los desafíos de la naturaleza y preservar la actividad
económica, vital para miles de ciudadanos que habitan en
esas regiones inhóspitas.

Zacatecas tiene amplias zonas semidesérticas. Más de 30
de sus municipios tienen regiones con ese clima.

Como consecuencia de ello se enfrentan sequías recurren-
tes, por lo menos cada cuatro años. Esta situación climáti-
ca provoca graves daños en la economía del estado. Un año
sin lluvia suficiente representa sufrimiento para miles de
familias zacatecanas.

La única manera de prevenir los efectos devastadores de la
sequía es invertir de manera suficiente en la infraestructu-
ra hidroagrícola y las medidas preventivas indispensables
para almacenar el líquido, administrarlo con eficiencia y
evitar su desperdicio.

En el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal de 2009 se aprobaron 560.1 millones de pesos
destinados a los programas que maneja la Comisión Na-
cional de Agua en el estado. Este monto habría representa-
do un gran paso para la prevención de catástrofes. Sin em-
bargo, hasta el momento no se ha erogado, y parece que
habrá graves subejercicios.

Los datos que nos han proporcionado los técnicos de la
Conagua y de nuestro grupo parlamentario indican que se
tienen considerados únicamente 332.2 millones de pesos
para Zacatecas.

Ese presupuesto representaría un duro golpe al proyecto de
los zacatecanos de lograr un estado menos vulnerable a los
vaivenes del clima.
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Una nueva sequía en tiempos de tanta dificultad económi-
ca como los que enfrentamos en este momento pondría en
riesgo la supervivencia económica de comunidades ente-
ras, afectaría el desarrollo de la región y dispararía la pro-
blemática social, política y de seguridad que ya sufrimos.

Por lo expuesto y fundado, sometemos a consideración de
esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a las Comisiones de
Recursos Hidráulicos, y de Presupuesto y Cuenta Pública a
considerar en el Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal de 2010 recursos dirigidos a los
programas relacionados con la infraestructura hidroagríco-
la y el agua potable para zonas urbanas y rurales por un to-
tal de al menos 560.1 millones de pesos, que son equiva-
lentes a lo aprobado en 2009.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de
2009.— Diputados: Claudia Anaya Mota, Gerardo Leyva Hernández,
Samuel Herrera Chávez, Heladio Verver y Vargas Ramírez, Ramón Ji-
ménez Fuentes (rúbricas).»

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Proposición con punto de acuerdo, a fin de que en el pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación de 2010
se consideren recursos para concluir la construcción de la
escuela secundaria La Cuesta, en Álvaro Obregón, a cargo
del diputado Agustín Guerrero Castillo, del Grupo Parla-
mentario del PRD

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 55, fracción II, 58 y 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someten a consideración del pleno de
la Cámara de Diputados proposición con punto de acuerdo
al tenor de los siguientes

Antecedentes

1. Dado los enormes rezagos en el país en materia de co-
bertura, calidad y acceso a la educación, en específico la
relativa a la educación media básica, y con el objetivo de
crear infraestructura educativa en beneficio de población

de escasos recursos, la delegación Álvaro Obregón, a tra-
vés de su Dirección General de Obras  y Desarrollo Urba-
no, lleva a cabo desde 2006 la construcción de obra nueva
del proyecto arquitectónico escuela secundaria La Cuesta,
en el predio del mismo nombre, situado en Río Guadalupe
sin número en la colonia el Mirador.

2. El proyecto cuenta con una superficie de terreno de 3 mil
500.00 metros cuadrados y una superficie de construcción
de 2 mil 673.60 metros cuadrados, y beneficia directamen-
te a las colonias Tetelpan, La Joyita, El Mirador, San Cle-
mente, Tecalcapa, Tetelpan Pueblo, Puente Colorado, Oco-
tillos, La Peñita, Flor de maría, Camino Real a Tetelpan,
Alcantarilla, Tizampampano, Herradura y Lomas de Gua-
dalupe, atendiendo una población de 26 mil 947 habitantes.

3. El inmueble contará de cinco cuerpos, todos, según los
planos (ARQ-01,ARQ-02, ARQ-03, ARQ-04, ARQ-05,
ARQ-06, ARQ-07), independientes, cimentados sobre pi-
las que tienen una profundidad promedio de 12.50 metros,
sobre la cual se desplanta una estructura de concreto arma-
do que tiene la planta baja, y dos niveles, adicionalmente la
azotea, los entre pisos tienen una altura de 2.90 metros en
cada uno de los cuerpos, asimismo se tiene considerando
un área adicional para conserjería con servicios indepen-
dientes.

4. La escuela secundaria tendrá con área de gobierno 15
aulas didácticas, 1 salón de música, así como espacios pa-
ra específicos para talleres de dibujo técnico, taquimecano-
grafía, computación, electrónica y corte y confección. El
plantel tendrá además dos laboratorios, una sala de audio-
visual, biblioteca y servicio de sanitarios.

5. Para dar cumplimiento a este proyecto, la delegación ha
ejercido en la primera etapa en 2006 la cantidad de 6 mi-
llones 154 mil 232.62 pesos en trabajos consistentes de
conformación de tercerías, de muros de contención y esta-
bilización de taludes; en la segunda etapa, en 2007, ejerció
la cantidad de 5 millones 825 mil 622.62 pesos en trabajos
de obra civil del edificio principal A, como son estructuras
de concreto armado (columnas, trabes y losas, muros tipo
novoceramic, escalera metálica, paso para instalaciones hi-
dráulicas y eléctricas); en la tercera etapa, en 2008, en la
que se ejercieron 5 millones 701 mil 832.55 pesos, se cons-
truyó un segundo edificio D, se cimentó la planta baja y las
columnas del primer nivel y se protegieron los muros de
contención; en la cuarte etapa, en este 2009, se ejercieron
14 millones 270 mil 111.41 pesos. 



6. El importe total ejercido a la fecha es de 31 millones
951 mil 799.24 pesos de un total de inversión de 66 mi-
llones 715 mil 866.83 pesos, requiriendo para considerar
en el Presupuesto de Egresos de 2010 un importe total pa-
ra conclusión de la obra de 34 millones 764 mil 67.59 pe-
sos.

Considerandos

1. Que ante esta problemática, el Gobierno del Distrito Fe-
deral ha establecido mecanismos de coordinación institu-
cional y de política pública entre las autoridades y actores
federales a fin de garantizar  a los jóvenes de la ciudad el
derecho a la educación de manera corresponsable.

2. Que ante la situación de crisis económica que sufre el
país que agudiza la falta de oportunidades educativas, y la-
borales entre la población resulta necesario establecer ac-
ciones en los diferentes ámbitos de gobierno para garanti-
zar el acceso educativo de la población media básica.

3. En este sentido, la delegación Álvaro Obregón, en cola-
boración con los vecinos de la comunidad, proyecta y rea-
liza en diversas etapas, desde 2006, la construcción de la
escuela secundaria La Cuesta. 

4. Que es responsabilidad de las autoridades locales y fe-
derales respetar, proteger y garantizar, bajo el principio de
igualdad, los derechos económicos, sociales y culturales de
los jóvenes.

5. Que las distintas autoridades locales y federales están
obligadas a establecer acuerdos y convenios entre las dis-
tintas instancias de gobierno local y federal con la finalidad
de garantizar el acceso a la educación y la cultura a los jó-
venes del Distrito Federal.

Por lo expuesto, ponemos a consideración de este honora-
ble Congreso la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Esta soberanía solicita a las Comisiones de Presu-
puesto y Cuenta Pública, de Educación, y del Distrito Fe-
deral de la honorable Cámara de Diputados que se consi-
dere en el decreto de Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2010 recursos eti-
quetados para concluir la construcción de la escuela secun-
daria La Cuesta en la delegación Álvaro Obregón.

Dado en el recinto legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de
2009.— Diputados: Vidal Llerenas Morales, Agustín Guerrero Castillo
(rúbrica), Leticia Quezada Contreras, Balfre Vargas Cortez, Arturo
Santana Alfaro, Avelino Méndez Rangel.»

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Proposición con punto de acuerdo, a fin de que en el pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación de 2010
se consideren recursos para promover el desarrollo rural de
las zonas de mayor atraso relativo, a cargo del diputado Ra-
món Jiménez Fuentes, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, Ramón Jiménez Fuentes, diputado federal e in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, con fundamento en los artículos 58 y 59
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a conside-
ración de esta soberanía la presente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de la siguientes

Consideraciones

1. En el Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2009, en el artículo 55, está consignado
el Fondo para el Desarrollo Productivo del Altiplano Semi-
desértico, con una asignación presupuestal de 750 millones
de pesos. 

2. En el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para 2010 (PPEF 2010), el Ejecutivo federal no ha in-
cluido el fondo mencionado, siendo necesaria su restitu-
ción con el incremento correspondiente en términos reales,
en virtud a la importancia de los apoyos que se otorgan a
los estados de la demarcación comprendida en el altiplano
semidesértico: Coahuila, Chihuahua, Durango, Nuevo Le-
ón, San Luís Potosí y Zacatecas. Es también necesario que
en los lineamientos para la operación del fondo se defina
que las entidades federativas participarán en la delimita-
ción de los municipios beneficiarios. 

3. Por lo que corresponde al estado de Zacatecas, en parti-
cular en las zonas ganaderas, debido a las escasas precipi-
taciones pluviales, es menester dirigir apoyos presupuesta-
les orientadas a la “cosecha de agua”, tanto para usos
agrícolas como pecuarios. Para estos efectos la construc-
ción de pequeñas presas, bordos, abrevaderos, la adquisi-
ción de maquinaria para abrir caminos, para el transporte
de ganado, insumos y productos agrícolas, entre otros, son
actividades prioritarias, que deberán apoyarse.
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4. En el fondo regional consignado en el PPEF 2010, en ne-
cesario incluir al estado de Zacatecas tanto por el nivel de
pobreza de su población, como por el atraso de las activi-
dades productivas, que han provocado que esta entidad sea
importante origen de la migración hacia Estados Unidos de
América.

5. En los Componentes del Programa Especial Concurren-
te para el Desarrollo Rural Sustentable, así como en sus re-
glas de operación, es preciso determinar apoyos presu-
puestales para los efectos antes señalados, particularmente
en el Progan, apoyo a la adquisición de fertilizantes, diesel
agropecuario, infraestructura hidroagrícola, entre otros.

Con fundamento en los elementos antes mencionados, so-
meto a la consideración de esta honorable asamblea, la si-
guiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública a considerar, en la propuesta de decreto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación que presente a este Ple-
no, las necesidades de recursos expresadas en las conside-
raciones de esta proposición, a fin de promover el
desarrollo rural de las zonas de mayor atraso relativo.

Palacio Legislativo a 29 de Octubre del 2009.— Diputado Ramón Ji-
ménez Fuentes (rúbrica).»

El Secretario diputado José Gerardo Rodolfo Fernán-
dez Noroña: «Proposición con punto de acuerdo, a fin de
que en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración de 2010 se consideren recursos para concluir el cen-
tro de especialidades deportivas en Zacatecas, a cargo del
diputado Ramón Jiménez Fuentes, del Grupo Parlamenta-
rio del PRD

Los suscritos, diputados federales Ramón Jiménez Fuen-
tes, Claudia Edith Anaya Mota, Gerardo Leyva Hernández,
Samuel Herrera Chávez, Heladio Gerardo Verver y Vargas
Ramírez, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática de la LXI Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
meten a consideración de esta soberanía proposición con

punto de acuerdo para que dentro del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2010 se
destinen y etiqueten 32 millones de pesos para la conclu-
sión del centro de especialidades deportivas en el estado de
Zacatecas con base en las siguientes

Consideraciones

Actualmente, vivimos en una sociedad donde nuestra niñez
y jóvenes adolescentes tienden con facilidad a adquirir há-
bitos insanos como son fumar, beber alcohol, consumir
drogas, que añadido al sedentarismo, estropea la salud.

El problema del tabaco, las drogas y el alcohol en los ado-
lescentes debe de atenderse en las primeras edades de la
etapa del desarrollo evolutivo y, sin duda, una de las solu-
ciones más eficaces es fomentar a los niños hábitos saluda-
bles como es la actividad física.

Las investigaciones realizadas en estos años demuestran la
necesidad del ejercicio físico en todas las edades, por los
beneficios que indudablemente tienen para la salud.  

En Zacatecas contamos con el Instituto del Deporte, que es
el que se encarga de determinar y desarrollar los planes a
corto, mediano y largo plazos, así como de coordinar las
actividades de las distintas áreas administrativas y finan-
cieras para dar cumplimiento a cada uno de los planes y
programas necesarios para propiciar y fortalecer el des-
arrollo del deporte en todos sus municipios.

Este instituto cuenta con varios programas para su adecua-
do funcionamiento como lo son el de desarrollo del depor-
te, el cual consiste en promover, difundir el deporte me-
diante actividades que desarrollen las actividades y hábitos
positivos de la cultura física en la población, así como apo-
yar y promover deportistas y equipos que alcancen el ren-
dimiento necesario para situar al estado en los primeros ni-
veles de competencia; el de deporte estudiantil, que tiene
como objetivo impulsar los programas de deporte, educa-
ción física y recreación a los estudiantes de todas las eda-
des y niveles educativos, a fin de que adopten el ejercicio
físico como una práctica habitual para mejorar su calidad
de vida; el de formación y capacitación, que consiste en ca-
pacitar y actualizar permanentemente a deportistas, entre-
nadores, directivos; el de deporte selectivo, que es el que se
refiere a la atención, control, seguimiento y apoyo a los de-
portistas más sobresalientes del estado para que obtengan
la excelencia deportiva necesaria para encuentros naciona-



les e internacionales; deporte para todos, que promueve, di-
funde y realiza de manera libre u organizada los programas
de la Comisión Nacional del Deporte, con la participación
de todos los sectores de la sociedad civil, en los distintos
municipios y núcleos urbanos del estado, a fin de emplear
el tiempo libre de manera saludable a través de la práctica
deportiva. 

En marzo del presente año se inicio la construcción de la
primera etapa del centro de especialidades deportivas con
un presupuesto de 19 millones 200 mil pesos, el cual tiene
como finalidad  dar atención a deportistas de alto rendi-
miento, tanto nacionales como extranjeros, ya que Zacate-
cas posee las condiciones  geográficas y de altitud que es
de 2 mil 455 metros sobre el mar, necesarias para el des-
arrollo de actividades deportivas.

Para la conclusión de esta obra, en su segunda etapa se re-
quiere de un presupuesto de 32 millones de pesos, que se-
rían destinados para la construcción de villas de alojamien-
to para los deportistas, construcción de un gimnasio de
fortalecimiento físico, construcción  de un  comedor y un
estacionamiento.

Es de gran importancia concluir esta obra ya que Zacatecas
cuenta con 28 seleccionados nacionales en las disciplinas
de atletismo, levantamiento de pesas, taekwondo, ciclismo,
boxeo, baloncesto y natación.

Por lo anterior, es necesario apoyar a los deportistas que
nos representan a nivel nacional e internacional a través de
infraestructura deportiva.

Por lo mencionado, sometemos a su consideración el si-
guiente

Punto de Acuerdo

Único. Para que dentro del Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2010 se destinen y
etiqueten 32 millones de pesos para la conclusión del cen-
tro de especialidades deportivas en el estado de Zacatecas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de 2009.— Dipu-
tados: Ramón Jiménez Fuentes, Claudia Edith Anaya Mota, Gerardo
Leyva Hernández, Samuel Herrera Chávez, Heladio Gerardo Verver y
Vargas Ramírez (rúbricas).»

El Secretario diputado José Gerardo Rodolfo Fernán-
dez Noroña: «Proposición con punto de acuerdo, a fin de
que en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración de 2010 se consideren recursos destinados al sector
de medio ambiente y recursos naturales, específicamente
para dar continuidad al proyecto de desarrollo sustentable
del relleno sanitario intermunicipal de Zacatecas, a cargo
del diputado Ramón Jiménez Fuentes, del Grupo Parla-
mentario del PRD

Los suscritos, diputados federales Ramón Jiménez Fuen-
tes, Claudia Edith Anaya Mota, Gerardo Leyva Hernández,
Samuel Herrera Chávez, Heladio Gerardo Verver y Vargas
Ramírez, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática a la LXI Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
meten a consideración de esta soberanía la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo para que dentro del Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
de 2010 se destinen y etiqueten 42 millones de pesos en el
sector de medio ambiente y recursos naturales, específica-
mente para dar continuidad al proyecto de desarrollo sus-
tentable del relleno sanitario intermunicipal de Zacatecas,
de acuerdo con las siguientes

Consideraciones

El proyecto de desarrollo sustentable correspondiente al re-
lleno sanitario intermunicipal situado en Zacatecas, es el
resultado de la firma de un convenio entre los municipios
de Zacatecas, Guadalupe, Vetagrande y Morelos.

Este método de relleno consiste en depositar en el suelo
desechos sólidos, los cuales se esparcen y se compactan re-
duciéndolos al menor volumen posible para que así ocupen
un área pequeña. Luego se cubren con una capa de tierra y
se compactan nuevamente al terminar el día

Creado con el objetivo de incrementar la eficiencia en la
recaudación de basura y el servicio de limpia, ya que a la
fecha se cuenta con varios tiraderos en estos municipios;
mismos que en la actualidad son considerados como de al-
to grado de contaminación, toda vez, que se localizan cer-
ca de la mancha urbana, lo que representa un alto impacto
ecológico y social, ya que algunos de ellos emplean tiros
de mina con el objeto de eliminar la basura. 
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Los rellenos sanitarios cuentan con múltiples ventajas, co-
mo la construcción de un método completo y definitivo pa-
ra la eliminación de todo tipo de desechos sólidos; evitar
los problemas de cenizas y materiales que no se descom-
ponen; significa bajos costos de operación y mantenimien-
to; generación de empleos para mano de obra no califica-
da; su ubicación puede darse cerca de áreas urbanas; e
incluso permite utilizar terrenos considerados como impro-
ductivos. 

En todo el estado se generan alrededor de 800 toneladas de
basura, de las cuales, de acuerdo con estudios realizados,
entre los cuatro municipios generan un total de 270 tonela-
das diarias, es decir, el 34 por ciento, divididos de la si-
guiente forma: 130 toneladas de Zacatecas, 120 toneladas
de Guadalupe, 10 toneladas de Morelos y 9 toneladas de
Vetagrande; por lo que la creación de este relleno intermu-
nicipal es de gran importancia.

Con la creación del relleno se logró, además de garantizar
el equilibrio ecológico de estas zonas, responder a una exi-
gencia social de tratamiento de residuos sólidos y garanti-
zar la calidad de vida de los zacatecanos.

A pesar de que para el año 2009 se logró etiquetar en el
Presupuesto de Egresos de la Federación 42 millones de
pesos para la aprobación de esta obra, es necesario un pre-
supuesto adicional de 42 millones de pesos para darle con-
tinuidad, mantenimiento y equipamiento a fin de que sea
un proyecto que beneficie a cientos de familias, por lo que
es de suma importancia destinar más recursos a esta obra. 

Vale la pena señalar que este relleno está construido en un
terreno de 25 hectáreas, situado en la comunidad de Sau-
ceda de la Borda, con un costo de cinco millones de pesos;
costo que fue aportado por los municipios señalados, ade-
más de la coordinación de la federación, el estado y el mu-
nicipio, que sin miras partidistas se ha logrado concretar
esta obra. 

Por lo mencionado, sometemos a su consideración el si-
guiente:

Punto de Acuerdo

Único. Que dentro del Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración para el Ejercicio Fiscal de 2010 se destinen y eti-
queten 42 millones de pesos para el sector de medio am-
biente y recursos naturales, a fin de darle continuidad al

proyecto de desarrollo sustentable del relleno sanitario in-
termunicipal de Zacatecas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre del 2009.— Dipu-
tados: Ramón Jiménez Fuentes, Claudia Edith Anaya Mota, Gerardo
Leyva Hernández, Samuel Herrera Chávez, Heladio Gerardo Verver y
Vargas Ramírez.»

El Secretario diputado José Gerardo Rodolfo Fernán-
dez Noroña: «Proposición con punto de acuerdo, a fin de
que en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración de 2010 se consideren recursos para atender la pro-
blemática de desastres naturales en Álvaro Obregón, a car-
go de la diputada Araceli Vázquez Camacho, del Grupo
Parlamentario del PRD

María Araceli Vázquez Camacho, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática
de la Sexagésima Primera Legislatura de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 58 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración del
pleno proposición con punto de acuerdo por el que se soli-
cita y exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica de la Cámara de Diputados a efecto de que en el mar-
co de sus atribuciones etiquete una partida presupuestal de
800 millones de pesos en el programa Fondo de Desastres
Naturales del Ramo General 23, “Previsiones Salariales y
Económicas”, del proyecto de Presupuesto de Egresos de
la Federación para 2010, para atender la problemática de
desastres naturales en la delegación Álvaro Obregón con
base en los siguientes

Considerandos

La Ley General de Protección Civil establece principios de
política publica en prevención y mitigación de desastres, lo
referido a los fenómenos peligrosos tales como son los hi-
drometeorológicos y geológicos, así como los lineamientos
que deben regir las declaratorias de desastre y emergen-
cias.

La problemática se circunscribe en la protección civil, al
medio ambiente, en la protección de la vida y el patrimo-
nio de los habitantes de la ciudad y en la facultad de esta
Cámara de Diputados de aprobar el Presupuesto de Egre-
sos del ejercicio fiscal correspondiente.



La tragedia mas reciente se dio el 24 de octubre del año en
curso en la colonia Barrio Norte, delegación Álvaro Obre-
gón, donde cerca de las 2:30 de la madrugada un nuevo de-
rrumbe ocasiono un hundimiento de 8 metros de diámetros
y 12 metros de profundidad y donde 67 personas de 20 fa-
milias que viven en ese predio fueron desalojadas por su
seguridad y protección civil. 

En la delegación Álvaro Obregón hay 298 colonias, 27 de
ellas se encuentran asentadas en zonas de minas que repre-
sentan aproximadamente 70 por ciento de su población.

El Plan de Desarrollo Urbano de Álvaro Obregón señala
que las colonias La Cascada, Golondrinas, Molino de Ro-
sas, Barrio Norte, Ampliación las Águilas y Lomas de Ca-
pula son de alto riesgo, ya que los asentamientos humanos
se encuentran situados sobre rellenos heterogéneos, mal
compactados o no compactados, en zonas de fuertes pen-
dientes y sobre zonas federales de ríos y arroyos, lo que im-
plica deslizamientos de las estructuras de desplante de vi-
viendas e inestabilidad estructural de éstas.

Datos del gobierno federal permiten robustecer la propues-
ta: el Centro Nacional de Prevención de Desastres de la Se-
cretaría de Gobernación informó que, en los últimos 20
años, el número de desastres, superiores a 75, han causan-
do alrededor de 7 mil muertes y decenas de miles de dam-
nificados. El número de víctimas fatales durante los últi-
mos 20 años asciende a algo más de 10 mil personas,
alrededor de 500 anuales en promedio. Los daños directos
calculados alcanzan los 9.6 mil millones de dólares.

En el caso de estos fenómenos existen autoridades que
atiende dichas eventualidades, por su parte esta la Secreta-
ria de Gobernación a través del Sistema Nacional de Pro-
tección Civil y el Fonden (Fondo de Desastres Naturales),
que es un instrumento financiero mediante el cual dentro
del Sistema Nacional de Protección Civil tienen como fi-
nalidad apoyar a las entidades federativas de la República
Mexicana, así como a las dependencias y entidades de la
administración pública federal, en la atención y recupera-
ción de los efectos que produzca un fenómeno natural. 

Parte fundamental de la eficiencia del Sistema Nacional de
Protección Civil se sustenta en la oportunidad con la cual
puedan atenderse las necesidades de la población ante la
eventualidad de un desastre natural, a través de acciones
que reduzcan o eliminen la pérdida de vidas, la afectación
de la planta productiva, la destrucción de bienes materiales,

el daño a la naturaleza, así como la interrupción a las fun-
ciones esenciales de la sociedad.

Dicho Fondo de Desastres Naturales se sustenta financie-
ramente en el Ramo General 23, “Provisiones Salariales y
Económicas”, del Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción. Sus reglas de operación disponen, entre otras accio-
nes, apoyar, de acuerdo con los porcentajes de coparticipa-
ción previstos la restitución parcial o total de los daños
ocasionados por un fenómeno perturbador en la infraes-
tructura (incluyendo los bienes de dominio público o pri-
vado) de las entidades federativas, municipios y delegacio-
nes del Distrito Federal, en consecuencia es legitimo el
planteamiento en el presente punto de acuerdo. Por ello, es
de gran trascendencia solicitar un incremento en las parti-
das del Fondo de Desastres Naturales  para la demarcación
Álvaro Obregón, en virtud de las consideraciones plantea-
das.

En virtud de las anteriores consideraciones y con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 58 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, someto a consideración del pleno
la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se solicita y exhorta a la Comisión de Presupuesto
y Cuenta Pública de la honorable Cámara de Diputados a
efecto de que en el marco de sus atribuciones etiquete una
partida presupuestal de 800 millones de pesos en el pro-
grama Fondo de Desastres Naturales del Ramo General 23,
“Previsiones Salariales y Económicas”, del Proyecto de
Presupuesto de Egresos de la Federación de 2010, para
atender la problemática de desastres naturales en la delega-
ción Álvaro Obregón.

Dado en el salón de sesiones de la honorable Cámara de Diputados, a
29 de octubre de 2009.— Diputada María Araceli Vázquez Camacho
(rúbrica).»

El Secretario diputado José Gerardo Rodolfo Fernán-
dez Noroña: «Proposición con punto de acuerdo, a fin de
que en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración de 2010 se consideren recursos para atender la pro-
blemática de las grietas en el Distrito Federal, a cargo del
diputado Rigoberto Salgado Vázquez, del Grupo Parla-
mentario del PRD
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El suscrito, diputado Rigoberto Salgado Vázquez, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática del honorable Congreso de la Unión,
LXI Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración de este órgano legislativo, para
discusión y, en su caso, aprobación, proposición con punto
de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados a apro-
bar, dentro del proyecto de Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2010 recursos para
atender la problemática de las grietas en el Distrito Fede-
ral. 

Exposición de Motivos

La Ciudad de México se encuentra asentada sobre dos mil
kilómetros cuadrados; de ellos, mil 100 corresponden al le-
cho de lo que fue el lago en la gran Tenochtitlán, zona con
el más alto riesgo de hundimientos por el tipo de terreno.

A consecuencia de la explotación de los mantos acuíferos,
en la zona oriente del Distrito Federal han aparecido grie-
tas que ponen  en grave riesgo a la población. Delegacio-
nes como Iztapalapa, Álvaro Obregón, Miguel Hidalgo,
Gustavo. A. Madero, Iztacalco, Venustiano Carranza, Tlá-
huac y Xochimilco. 

De acuerdo con información el Instituto de Geología de la
UNAM, existen al menos 200 grietas en esa demarcación
situadas principalmente en las colonias Ermita Zaragoza,
Ejército de Oriente, Concordia Zaragoza, Santa Martha
Acatitla, Lomas de San Lorenzo, Santa María Aztahuacán,
Vicente Guerrero, Jacarandas, Cananea, Francisco Villa y
Los Ángeles. Esas grietas eventualmente podrían afectar a
más de 60 mil personas que verían trastocado su patrimo-
nio o hasta su integridad física.

A la fecha se han determinado con un nivel de alto riesgo
417 viviendas en este último año por asentamientos en la-
deras, cauces y barrancas, 132 viviendas asentadas en zo-
nas de grietas en la delegación Iztapalapa y 286 predios
con 4 mil 290 viviendas con riesgos estructurales; estas úl-
timas de un universo de 409 predios expropiados, presen-
tados por el Instituto de Vivienda del DF y calificados por
el equipo de trabajo interinstitucional de atención a sitios y
vivienda en riesgo.

Al menos otras tres zonas con presencia importante de
grietas presentan la misma problemática: los alrededores
del cerro del Peñón Viejo, también en Iztapalapa; el cerro
del Peñón de los Baños, en Venustiano Carranza; y la zona
del basurero de Santa Catarina. Misma situación se registra
en Miguel Hidalgo, ya que en julio de 2007, alrededor de
50 metros lineales de asfalto se fracturaron en la calle La-
go Andrómaco, entre Lago Neuchatel y Zurich, en la dele-
gación Miguel Hidalgo. La grieta devoró tres autos. Ape-
nas en mayo de 2009, se registró una grieta en la colonia
Nápoles, por la lluvia y la realización de obras en la aveni-
da del Parque. Este evento provocó la evacuación de 14 ca-
sas habitación.

Ante esta grave problemática, el Gobierno del Distrito Fe-
deral, a través de la Secretaría de Protección Civil, puso en
marcha el 7 de julio  de 2008 el Centro de Estudios y Mo-
nitoreo de Agrietamientos en el oriente de la Ciudad de
México, mediante la firma de un convenio de colaboración
con el Centro de Geociencias de la UNAM. Y de manera
coordinada con otras dependencias y con las delegaciones,
puso en operación brigadas interinstitucionales que han he-
cho recorridos para atender otros eventos geológicos como
las minas y los hundimientos y taludes, estos últimos en la
delegación Álvaro Obregón.

En sitios por asentamientos en zonas de grietas, específica-
mente en la colonia Palmitas, en la delegación Iztapalapa,
se crearon 19 frentes de trabajo con un levantamiento de
153 cédulas de inspección ocular en viviendas, de las cua-
les 70 se calificaron de alto riesgo y, hasta el momento, se
realizaron 18 evacuaciones preventivas y se llevan a cabo
trabajos de mitigación con la construcción de muros de
contención.

La secretaría requiere cuando menos 3 mil millones de pe-
sos para evacuar a las personas que viven en 15 mil 285 vi-
viendas de alto riesgo ya dictaminadas y detectadas.

El presupuesto original para el presente año es de 97 mi-
llones 948 mil pesos y con ampliaciones presupuestales
que se han logrado se llegó a 145 millones 692 mil pesos,
sin embargo el presupuesto es inferior al del año pasado
que fue de 172 millones 614 mil pesos.

Considerandos

Primero. Que la Ciudad de México es el principal enclave
económico, social y político del país.



Segundo. Que el problema de grietas ha afectado a nume-
rosos habitantes, tanto en su vida como en sus pertenen-
cias. Más de un millón de habitantes están en constante pe-
ligro.

Tercero. Que se requieren recursos para rehabilitación de
casas, escuelas e infraestructura dañada por el agrieta-
miento. 

Cuarto. Que la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión deberá ser corresponsable con los habi-
tantes del Distrito Federal, destinando recursos para la
pronta atención de la problemática. 

Punto de Acuerdo

Único. Proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la
Cámara de Diputados a aprobar dentro del proyecto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-
cal de 2010 recursos para atender la problemática de las
grietas en el Distrito Federal. 

Dado en el recinto legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de
2009.— Diputado Rigoberto Salgado Vázquez (rúbrica).»

El Secretario diputado José Gerardo Rodolfo Fernán-
dez Noroña: «Proposición con punto de acuerdo, a fin de
que en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración de 2010 se consideren recursos para capacitar a los
operadores del nuevo sistema de justicia penal, a cargo de
la diputada Dolores de los Ángeles Nazares Jerónimo, del
Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática en la LXI Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en el artículo 58
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos somete a conside-
ración de esta soberanía proposición con punto de acuerdo,
de urgente resolución, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La falta de credibilidad en el sistema penal no es reciente:
estudios y evaluaciones demuestran que la justicia existe
sólo para los que pueden pagarla, lo cual origina una reali-
dad injusta que genera mayores presiones sociales y des-

confianza en el Poder Judicial. A lo anterior habrá que
agregar los altos índices de impunidad y una constante vio-
lación de los derechos humanos relacionados con el propio
proceso penal.

Un juicio penal en México se caracteriza por ser un proce-
dimiento predominantemente escrito y secreto. Hay un cul-
to al expediente, que se traduce en montañas de éstos en los
juzgados, una defensoría pública que no alcanza a defender
a todos los procesados y la constante ausencia de los jue-
ces en las audiencias, a lo que habrá que agregar el papel
predominante que el Ministerio Público tiene en la investi-
gación de los delitos.

En virtud de lo anterior, el 18 de junio de 2008 se publicó
en el Diario Oficial de la Federación la reforma constitu-
cional en materia de justicia y seguridad pública, la cual es-
tablece un nuevo modelo de justicia penal, con juicios ora-
les y garantías del debido proceso.

De ahí que esta reforma, a diferencia de otras, no sólo im-
plique el cambio de un texto sino que obligue a todos los
que de alguna manera se encuentran relacionados con el
derecho penal a capacitarse, derivado del cambio profundo
que conlleva.

De ahí que las universidades y escuelas de derecho tengan
que modificar sustancialmente sus planes de estudios y la
enseñanza en materias del derecho; las barras y los cole-
gios de abogados deberán involucrarse en el tema para así
participar con sus agremiados respecto a lo que ella impli-
ca.

En el ámbito judicial, no sólo serán un gran reto la actuali-
zación y capacitación de jueces y magistrados sino que
también será necesario llevar a cabo las adecuaciones de
juzgados, salas de audiencia y sistemas de grabación, entre
otras medidas que implican erogaciones para su implanta-
ción; lo mismo requerirán las Procuradurías de las entida-
des federativas y la General de la República respecto a la
capacitación de Ministerios Públicos, policías y, en térmi-
nos generales, de todo el personal que labora en ellas.

Las policías de los tres ámbitos de gobierno deben cono-
cerla, no sólo por la proximidad que deben tener con la ciu-
dadanía sino porque también hay disposiciones que se re-
lacionan directamente con sus funciones.

Conforme al artículo octavo transitorio de la reforma cons-
titucional, las legislaturas de los estados deberán prever, a
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partir del Presupuesto de Egresos de 2010, los recursos
destinados al diseño de las reformas legales, los cambios
organizacionales, la construcción y operación de la infraes-
tructura, y la capacitación de los operadores del sistema.

Este transitorio establece la obligación para el Congreso de
la Unión, las legislaturas de los estados y la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal de destinar los recursos nece-
sarios para la reforma de los sistemas de justicia penal y de
seguridad pública.

La experiencia internacional ha demostrado que un cambio
de esta envergadura requiere una cantidad significativa de
recursos financieros. Sin éstos, la reforma estaría condena-
da el fracaso, ya que se requiere invertir, señaladamente, en
la capacitación de ministerios públicos, jueces, magistra-
dos y defensores públicos, entre otros, así como la inver-
sión en infraestructura inmobiliaria para la adecuación al
desarrollo de las audiencias, en cuanto a los procedimien-
tos orales o la creación de juzgados en el caso de los jue-
ces de ejecución de sentencias.

Como referencia de lo mandatado en el artículo octavo
transitorio, el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas
de la Cámara de Diputados realizó un análisis de impacto
presupuestal sobre capacitación para los operadores del
nuevo sistema de justicia penal, el cual, con base en el Ins-
tituto Nacional de Ciencias Penales, menciona que el cos-
to promedio del diplomado es de 6 mil pesos, compuesto
de 140 horas, divididas en 12 módulos. En consecuencia,
en un primer estudio de impacto presupuestario sobre ca-
pacitación, el costo sería de aproximadamente 4 mil 78 mi-
llones 356 mil pesos.

Por lo expuesto se somete a consideración de esta sobera-
nía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a las Comisiones de Justicia, y de Pre-
supuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión a considerar, en el marco del proce-
so de análisis y aprobación del decreto del Presupuesto de
Egresos de la Federación correspondiente a 2010, una par-
tida especial por 4 mil 78 millones 356 mil pesos destina-
dos a la capacitación de los operadores del nuevo sistema
de justicia penal.

Diputada Dolores de los Ángeles Nazares Jerónimo (rúbrica).»

El Secretario diputado José Gerardo Rodolfo Fernán-
dez Noroña: «Proposición con punto de acuerdo, a fin de
que en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración de 2010 se consideren recursos para generar energía
en el centro del país mediante plantas microhidroeléctricas,
a cargo del diputado Eduardo Mendoza Arellano, del Gru-
po Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado federal integrante del Grupo Parla-
mentario del PRD, con fundamento en los artículos 74,
fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y 58 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, somete a la consideración de esta honorable asam-
blea, la siguiente proposición con punto de acuerdo, al te-
nor de las siguientes

Consideraciones

I. Que como parte de la problemática que orilló a la com-
pañía de Luz y Fuerza del Centro y al gobierno federal a
destinar una cantidad de recursos públicos superiores a los
20 mil millones de pesos anuales para el pago de energía en
bloque a Luz y Fuerza del Centro, se encuentra el déficit en
la generación de energía en la región centro del país.

II. Que a la fecha existen proyectos para la generación de
energía eléctrica a través de centrales microhidroeléctricas,
mismos que, a pesar de que cuentan con estudios de facti-
bilidad cuyo dictamen es favorable, no han sido considera-
dos por las autoridades energéticas del país.

III. Que los proyectos de generación de energía a través de
las centrales microhidroeléctricas consideran como fuente
de aprovechamiento los caudales aprovechables de las pen-
dientes pronunciadas (caídas) que se encuentran a lo largo
del trayecto posterior al punto de confluencia Atarasquillo
en el sistema Lerma y del sistema Cutzamala.

IV. Que los puntos ubicados para el aprovechamiento de
energía eléctrica conocidos como San Bartolito, El Borra-
cho y Las Palmas, los dos primeros en el municipio de
Huixquilucan y el tercero en Naucalpan, todos en el estado
de México, en los que se puede aprovechar hasta un volu-
men en caída libre de cuatro metros cúbicos por segundo.

V. Que en el proyecto original para la dotación de agua de
los proyectos de agua a la Ciudad de México, a través del
sistema Cutzamala y del sistema Lerma, se consideró ori-



ginalmente la generación de energía eléctrica además del
suministro de agua para uso urbano.

VI. Que la licitación que en ese entonces tenía elaborada la
Dirección General de Construcción y Operación Hidráuli-
ca no procedió su trámite, toda vez que no se concluyó el
proceso para la obtención del título de concesión, para la
generación de energía eléctrica por parte del gobierno fe-
deral.

VII. Que en el archivo del Sistema de Aguas de la Ciudad
de México se encuentran los proyectos ejecutivos consis-
tentes en planos de proyecto de las obras de generación pa-
ra cada uno de los sitios en caída, obras de toma, conduc-
ción a presión, casa de máquinas y desfogue con una
conexión nuevamente al acueducto; así como obras induci-
das para salvar el desnivel existente en cada caída y las
obras complementarias para la puesta en marcha de las
centrales hidroeléctricas.

VIII. Que de retomar e implementar estos proyectos se es-
tará en posibilidad de generar energía hidroeléctrica, bajo
la consideración a la política establecida por la Comisión
Reguladora de Energía y la Comisión Federal de Electrici-
dad, para incrementar la producción de energía eléctrica
mediante la construcción y rehabilitación de pequeñas cen-
trales hidroeléctricas y, en especial, para el autoconsumo
por grandes usuarios, como es el caso del Distrito Federal.

IX. Que de retomar e implementar estos proyectos los go-
biernos federal y local incrementarían sustancialmente su
capacidad de instalada a razón de 7 mil 400 kilovatio hora,
lo que significa una producción anual de 63 millones 936
mil kilovatios hora por año.

X. Que el costo aproximado para la construcción de las mi-
crohidroeléctricas es el siguiente: San Bartolito, 64 millo-
nes 541 mil 711 pesos; El Borracho, 53 millones 139 mil
989 pesos; y Las Palmas, 62 millones 318 mil 298 pesos,
por lo que se requiere una cantidad total aproximada de
180 millones de pesos.

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado es que so-
metemos a la consideración del pleno de la Cámara de Di-
putados el siguiente

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados, LXI Legislatura, con
pleno respeto al ámbito de sus respectivas competencias

exhorta al Poder Ejecutivo federal, por conducto de la Co-
misión Nacional del Agua, a efecto de que autorice la mo-
dificación a los títulos de asignación pertenecientes al Sis-
tema de Aguas de la Ciudad de México, correspondientes a
sistema Lerma y al sistema Cutzamala para que compren-
dan también la generación de energía eléctrica.

Segundo. Se solicita a las Comisiones de Presupuesto y
Cuenta Pública, y de Energía, de la Cámara de Diputados,
que en el marco de la discusión y aprobación del Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
de 2010, considere establecer en los anexos correspondien-
tes al ramo 18 del Presupuesto de Egresos de la Federación
una a partida destinada a la generación de energía de las
tres centrales microhidroeléctricas a establecerse en los
municipios de Huixquilucan y Naucalpan, estado de Méxi-
co, por un monto de 180 millones de pesos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de 2009.— Dipu-
tado Eduardo Mendoza Arellano (rúbrica).»

El Secretario diputado José Gerardo Rodolfo Fernán-
dez Noroña: «Proposición con punto de acuerdo, a fin de
que en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración de 2010 se consideren recursos para financiamiento,
obras, planes, programas y propuestas que presentan go-
biernos locales y municipios, a cargo del diputado Samuel
Herrera Chávez, del Grupo Parlamentario del PRD

Los suscritos, diputados federales de la LXI Legislatura y
perteneciente al Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática, con fundamento en los artículos 58
y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos
a la consideración de esta soberanía la presente proposición
con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

El 23 de octubre, estuvieron presentes cerca de 150 presi-
dentes municipales de todo el país, de diversas expresiones
políticas, de visita en esta H. Cámara de Diputados, y nos
plantearon dos propuestas, la primera, la creación de una
iniciativa de ley para el fortalecimiento municipal, que
consolide el pacto federal, fortalecer su hacienda municipal
y la participación ciudadana. Iniciativa que presentaremos
llevando la propuesta y reclamo de los municipios.
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De igual forma presentamos ante esta soberanía, punto de
acuerdo para exhortar a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública, para que se aumenten los recursos a los
gobiernos locales y a los municipios del país a través de los
fondos participables como: Ramo 33, Ramo 28, Ramo 20,
Ramo 30 y demás Ramos propuestos en el Presupuesto de
Egresos de la Federación 2010 y fondos complementarios
para su desarrollo y que éstos sean distribuidos de forma
equitativa.

Para respaldar las propuestas de los municipios se realiza-
ron foros y consultas en los municipios y gobiernos loca-
les. Asimismo, tomando en cuenta los requerimientos esta-
blecidos en la Ley de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria, los criterios de los gobiernos de los estados y
las demandas locales, creemos que todos los legisladores
tenemos que asumir nuestro rol de promotores de la voz de
nuestros representados. Nosotros somos quienes aproba-
mos el PEF y si bien no es nuestra voluntad contravenir las
prioridades de los gobernadores, creemos que debemos ser
sensibles en apoyar los proyectos de las mismas entidades
que no son presentados por ellos, con lo que cerramos el
círculo entre criterios técnicos, financieros, gubernamenta-
les y sociales. 

Para el estado al que pertenezco hacemos las siguientes
propuestas:

Estado de Zacatecas.

Construcción del Hospital General, por monto de 565
millones de pesos.

Propuesta de disminución de los pari passu, de 35 a 20
porciento sobre todo en el tema del campo y apoyo a los
programas de Alianza para el Campo, activos producti-
vos, programa del fríjol y el programa de reconversión.

Agua potable y plantas tratadoras, para colonias y co-
munidades del estado

Solicitamos que no desaparezcan y se mantengan con pre-
supuesto el Fonregion, se requiere una asignación presu-
puestal de 350 millones de pesos, para atender los progra-
mas de infraestructura regionales, para darles continuidad
a los proyectos que en los ejercicios 2008 y 2009 fueron
autorizados a través de este fondo para el estado; asimismo
se requiere una asignación presupuestal de 250 millones de
pesos, en el Fondo para Desarrollo Productivo del Altipla-
no Semidesierto, para elevar los índices de desarrollo re-

gional en las zonas semidesérticas del estado; de igual for-
ma, solicitamos una asignación presupuestal de 50 millo-
nes de pesos en el Fondo Migrante, para atender los pro-
gramas y proyectos enfocados a los migrantes que regresan
a esta entidad.

Solicitamos que los 350 millones de pesos que se otorga al
estado a manera de ampliación presupuestal como parte de
la asignación presupuestal original del Ramo 33, Fondo de
Aportaciones para la Educación Básica (FAEB) sea consi-
derado desde la determinación original que hace la SEP de
los recursos de este fondo.

El estado de Zacatecas requiere por única vez una asigna-
ción presupuestal por la cantidad de 190 millones de pesos
para estar en condiciones de atender en tiempo y forma los
compromisos de infraestructura educativa, asumidos con la
suscripción del convenio de coordinación para la creación,
construcción, equipamiento y operación de la unidad edu-
cativa del Instituto Politécnico Nacional, el pasado 28 de
agosto con el secretario de Educación Pública.

Asimismo; se requiere la cantidad de 200 millones de pe-
sos para la construcción de unidades y fortalecer los pro-
gramas académicos en la Universidad Autónoma de Zaca-
tecas.

Solicitamos se cambie la formula inequitativa del FAEB y
se liberen los 96 millones del fondo de compensación para
educación en el Estado de Zacatecas del FAEB, y se eti-
queten y liberen los mil millones de pesos del fondo de
compensación del FAEB manejado por Hacienda en forma
proporcional a los 24 estados con pérdidas al inicio del
año.

Apoyo con 100 millones de pesos para becas para estímu-
los de calidad educativa y asistencia a clase de estudiantes
en riesgo y por afectación de la actual crisis económica.

Requerimos una asignación presupuestal por única vez, por
la cantidad de 22.4 millones de pesos para estar en condi-
ciones de cubrir al Fovissste un adeudo que ha provocado
que este instituto suspenda indefinidamente los derechos
de los trabajadores del sector educativo para recibir crédi-
tos, este adeudo fue generado desde el año 1993 y corres-
ponde exclusivamente a accesorios (actualizaciones y re-
cargos) que no cobró el Fovissste de acuerdo a la ley, y
ahora ponen en riesgo los derechos de vivienda de los tra-
bajadores.



Construcción de carreteras.

La construcción del Boulevard Bicentenario, 200 millones
de pesos; construcción de carretera Zacatecas-Saltillo de
43 km., 500 millones de pesos; carretera Zacatecas-Jerez,
tramo La Escondida Malpaso, 90 millones de pesos; carre-
tera Zacatecas-Guadalajara, tramo Villanueva Malpaso 100
millones; ampliación de carretera y laterales entrada Santa
Mónica-Guadalupe, 50 millones de pesos; distribuidor Ae-
ropuerto Calera- ferrocarril, 22 millones de pesos; carrete-
ra Las Palmas Zacatecas-Durango, 200 millones; carretera
Malpaso-Jerez, 90 millones de pesos; carretera Nieves-Ma-
zapil, 54 millones de pesos; Emilio Carranza-Colonia Hi-
dalgo, Luis Moya-Luis Echeverría, 39 millones de pesos;
carretera Luis Moya-Ojo caliente 100 millones de pesos;
entrada Loreto Zacatecas-Aguascalientes, 80 millones de
pesos; conservación periódica de la red de carreteras fede-
rales, 200 millones de pesos.

Carreteras alimentadoras.

Pinos-La Pendencia - Espíritu Santo 20 km, 20 millones;
Paso Blanco - Santa Rosa de Gallinas 15 km, 15 millones;
Santa Gertrudis - Santana 10 km, 10 millones; Caminos sa-
ca cosechas y mano de obra 50 km, 25 millones; Perales -
La Purísima 16 millones de pesos; Guadalupe-Perales Ge-
naro Codina, 10 millones.

En Ojo Caliente construcción de carretera a Ojo Caliente
20 km, 20 millones de pesos; camino saca cosechas 10 km,
5 millones.

En Guadalupe, Zoquite-La Blanquita 3 km, 3 millones: La
Cocinera 8 km, 8 millones; camino saca cosechas y mano
de obra 30 km., 15 millones de pesos.

En los municipios de Guadalupe apoyo del Ramo 28 y Ra-
mo 23 para pago de adeudos de gastos de operación en ser-
vicios de crecimiento de población, seguro social y seguri-
dad pública, 15 millones de pesos, y para reserva urbana
por crecimiento 20 millones de pesos.

En diversas obras del Ramo 20, 23, Ramo 33 fondo III y
fondo IV; de pavimentación, agua potable y plantas de tra-
tamiento, drenajes, electrificaciones, 50 millones de pesos.

Construcción de gimnasio de alto rendimiento deportivo
por 20 millones de pesos.

Para los municipios de Guadalupe, Jerez, Pánuco, Ojo Ca-
liente, Loreto, Cuauhtémoc, Valparaíso, Saín Alto, Atolin-
ga, Teul de González Ortega, Mazapil, Pinos y Villanueva.

Todo lo anterior para municipios de Zacatecas y del país,
para Juchitán, Guerrero, recursos de los Ramos 33, 28, 30,
23, 20 y demás ramos del Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración 2010 y distintos fondos con recursos en obra pú-
blica, proyectos y obra social, en educación, salud, carrete-
ras, caminos, centros de salud, drenajes, pavimentaciones,
agua potable, drenaje, electrificaciones etc., propuestas que
presentamos con sus anexos.

Por lo que proponemos a esta soberanía de la LXI Legisla-
tura, el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Exhortar a las fuerzas políticas de la Cámara de Di-
putados, a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, y
a las distintas comisiones ordinarias de la Cámara de Di-
putados, para que se aprueben y dictaminen propuestas de
financiamiento, programas, obras, proyectos y propuestas
en los formatos, y anexos que presentan los gobiernos lo-
cales y municipios de varios estados y municipios del país
que se adhieran a este punto de acuerdo.

Palacio Legislativo de San Lázaro,a 29 de octubre de 2009.— Diputa-
dos: Samuel Herrera Chávez, Heladio Gerardo Verver y Vargas, Ge-
rardo Leyva Hernández, Claudia Anaya Mota, Ramón Jiménez Fuen-
tes (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Insértense con los títulos íntegros en el Diario de los
Debates y túrnense a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública.

COMISIONES DE JUVENTUD Y DEPORTE

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió del diputado Juan Carlos Natale López, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde, proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta a diversos congre-
sos estatales a instaurar comisiones de Juventud y Deporte,
en aras de fortalecer la focalización de acciones y medidas
a favor de los jóvenes mexicanos. 
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La Secretaria diputada María Teresa Rosaura Ochoa
Mejía: «Proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta a diversos congresos estatales a instaurar comisio-
nes de juventud y deporte para fortalecer las acciones y
medidas en favor de los jóvenes, a cargo del diputado Juan
Carlos Natale López, del Grupo Parlamentario del PVEM

El suscrito, Juan Carlos Natale López, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México
en la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados, de con-
formidad con lo establecido en los artículos 58 y 60 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos somete a consideración
de esta soberanía proposición con puntos de acuerdo por
los que se exhorta a diversos congresos estatales a instau-
rar comisiones de juventud y deporte, en aras de fortalecer
la focalización de acciones y medidas en favor de los jóve-
nes mexicanos, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La importancia de los jóvenes y el fomento del deporte de-
ben tener sin duda mayor atención de los gobiernos locales
y de los municipales como un fenómeno cultural y social.
Los jóvenes son unos de los mayores generadores de re-
cursos económicos y humanos. Sin embargo, es innegable
el escaso apoyo que se les ha brindado para desenvolverse
de manera satisfactoria en una sociedad cada vez más ame-
nazada por la delincuencia, las adicciones y la indiferencia
de algunos gobiernos.

Según datos del Consejo Nacional de Población, las perso-
nas de 12 a 29 años de edad suman más de 37 millones, que
representan 35 por ciento de la población nacional. En
efecto, la tercera parte de la población nacional correspon-
de al sector juvenil, que se infiere como un óptimo bono
demográfico.

Esta perspectiva cuantitativa permite apreciar la importan-
cia de este sector en el desarrollo. La relevancia del papel
que los jóvenes están llamados a desempeñar en el creci-
miento del país deriva no sólo de su proporción en el total
de la población sino de sus capacidades para constituirse en
agentes activos del desarrollo de la sociedad.

El aprovechamiento de las potencialidades de los jóvenes
depende de los apoyos sociales e institucionales con que
cuenten. De ahí la importancia de diseñar y poner en mar-
cha políticas eficaces de acuerdo con sus necesidades es-
pecíficas, políticas públicas que se orienten a mejorar sus

posibilidades de acceso a actividades que garanticen su ple-
no desarrollo físico, familiar, psicológico, deportivo, cultural
y educativo, y que, en conjunto, constituyan la base para
contribuir a fortalecer sus capacidades para la vida producti-
va del país. En otras palabras, el mayor desafío en esta tarea
radica en lograr el pleno acceso de los jóvenes a la educación
con calidad y pertinencia y a empleos bien remunerados,
programas que atiendan su salud y promuevan adecuada-
mente la práctica del deporte, actividades culturales y ar-
tísticas que propicien su desarrollo integral y más facili-
dades para la adquisición de vivienda, entre otros
aspectos.

El Estado tiene la obligación de coadyuvar a la concreción
de los proyectos de los jóvenes desde una perspectiva no
asistencial, sino de la promoción de su participación como
elementos activos del desarrollo y su formación como ciu-
dadanos conscientes de sus derechos y obligaciones. Sin
embargo, si no logramos este gran esfuerzo de incentivar
socialmente a los jóvenes desde la práctica de políticas de
fomento y promoción, en lugar de acrecentar el bienestar
de este estrato social sólo se contribuirá a debilitar aún más
el tejido social muy por encima de la permanencia del dis-
curso oficial.

Por tanto, el éxito de la atención de las instituciones gu-
bernamentales hacia este sector dependerá en gran medida
del grado de diseño, inclusión e implantación de acciones
y programas por el lado administrativo, y de un marco nor-
mativo oportuno y adecuado por el lado legislativo que, a
su vez, fijen decididamente los referentes mínimos para
consolidar las generaciones cada vez más proactivas en el
desarrollo de cada municipio, estado y de la nación entera.

En consecuencia, necesitamos fortalecer la capacidad de
respuesta de los órganos legislativos y administrativos de
cada nivel de gobierno para garantizar el pleno acceso a las
oportunidades de este grupo poblacional, que ha llegado a
ser injustamente criminalizado por algunos funcionarios de
gobierno y hasta de algunos legisladores al momento de di-
señar ciertas leyes. No obstante los adjetivos que se nos ad-
judiquen, debemos reconocer que somos la tercera parte de
la población mexicana que, estoicamente, ha asumido los
yerros y fracasos de determinados gobiernos en circunstan-
cias y condiciones fuera de nuestra voluntad.

En suma, independientemente de culpas y errores, la pro-
puesta considera que los gobiernos de cada entidad federa-
tiva, incluidos los municipios, impulsen marcos jurídicos
específicos y aplicables que instauren y establezcan facul-



tades, atribuciones y competencias para la atención de la
juventud y sus implicaciones que de ello se deriven como
políticas, acciones, coordinación y delegación de funciones
y responsabilidades entre instancias administrativas, legis-
lativas y de la sociedad civil organizada.

Por lo expuesto, someto a consideración de esta soberanía
los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a los Congresos de Baja California
Sur, Campeche, Colima, Durango, Guerrero, Nuevo León,
Oaxaca, Puebla, Quintana Roo y Tamaulipas a instaurar
una comisión de juventud y deporte para que atienda las
necesidades específicas de este ramo.

Segundo. Se exhorta respetuosamente a los gobiernos de
las 32 entidades federativas a considerar la creación o, en
su caso, revisión de un marco jurídico idóneo que garanti-
ce la consecución de políticas de atención de la juventud y
del deporte en el marco de sus respectivas competencias,
funciones y facultades, principalmente en el rubro de in-
fraestructura deportiva, artística y cultural.

Tercero. Se exhorta respetuosamente a los gobiernos de
los estados y de los municipios, de acuerdo con su capaci-
dad técnica, humana y financiera, y con base en sus planes
integrales de desarrollo, a favorecer la creación de órganos
administrativos encargados de la aplicación y ejecución de
disposiciones y políticas del sector juvenil y de la actividad
deportiva en cuanto a sus respectivas jurisdicciones, facul-
tades y competencias.

Cuarto. Se solicita a la Comisión de Juventud y Deporte
de esta soberanía que, dentro de un plazo menor de 60 dí-
as, forme un grupo, con ocho integrantes, con objeto de
que funjan como interlocutores entre los órganos adminis-
trativos y legislativos de los gobiernos de las entidades fe-
derativas y así posibilitar el apoyo necesario para el cum-
plimiento de dicha propuesta.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a veintinueve de octubre de dos mil nueve.— Diputados:
Juan Carlos Natale López (rúbrica), Daniel Gabriel Ávila Ruiz, Andrés
Aguirre Romero, Diego Guerrero Rubio, César Francisco Burelo Bu-
relo, Manuel Esteban de Esesarte Pesqueira, Francisco Ramos Monta-
ño, Salvador Caro Cabrera, Martín Enrique Castillo Ruz, Sandra Mén-

dez Hernández, César Daniel González Madruga, José Francisco Ja-
vier Landero Gutiérrez, Carlos Torres Piña, Manuel Ignacio Acosta
Gutiérrez, Onésimo Mariscales Delgadillo, Fidel Kuri Grajales, Indira
Vizcaíno Silva (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a la Comisión de Juventud y Deporte.

ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió del diputado Ramón Jiménez López, del
Grupo Parlamentario del PRD, proposición con punto de
acuerdo por el que se crea una subcomisión para revisar y
analizar el proyecto agrícola denominado Pujal Coy, dar
cauce a las demandas de los habitantes del área compren-
dida por los municipios de Valles, Tamuín y Ébano, en San
Luis Potosí. 

La Secretaria diputada María Teresa Rosaura Ochoa
Mejía: «Proposición con punto de acuerdo, por el que se
crea una subcomisión para revisar y analizar el proyecto
agrícola Pujal Coy; dar cauce a las demandas de los habi-
tantes del área comprendida por Ciudad Valles, Tamuín y
Ébano, San Luis Potosí, afectados por el proyecto incon-
cluso; y reactivar éste, a cargo del diputado Ramón Jimé-
nez López, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado federal en la LXI Legislatura e inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, con fundamento en los artículos 34 y 44
de la Ley Orgánica de del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y 58, 59, 60 y 90 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a esta honorable asamblea el si-
guiente punto de acuerdo, con base en las siguientes:

Consideraciones

1. Que el proyecto de riego Pujal-Coy surgió por un afán
de conformar regiones productivas y polos de desarrollo
económico. Su objetivo era formar lo que se presumía se-
ría el “distrito de riego más grande de Latinoamérica”. En
este ambicioso proyecto de desarrollo agrícola la porción
potosina del Pujal-Coy representaba más del 40% de la su-
perficie total del distrito de riego en sus fases I y II.
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2. Que también, el proyecto de Pujal-Coy serviría para a)
controlar las inundaciones y avenidas de los ríos; b) distri-
buiría la tierra mediante expropiaciones y reparto a nuevos
ejidatarios; c) promovería la construcción de grandes obras
civiles e hidráulicas; d) aumentaría la producción y la pro-
ductividad del área con base en una agricultura de riego
orientada a cultivos comerciales y básicos complementada
con una ganadería intensiva; e) se fomentaría la inmigra-
ción de campesinos solicitantes de tierras de otras regio-
nes con gran presión social como el centro y el noroeste
del país.

3. Que hacia finales de 1978 se inició la segunda fase del
proyecto. En una primera versión del proyecto se pensó en
una gran presa, luego de una redefinición se decidió la
construcción de dos de menor tamaño que, a la postre, que-
darían proyectadas como la presa El Pujal y la presa El
Coy. EL área de Pujal-Coy segunda fase nunca llegó a irri-
garse (tampoco fueron construidas de donde se abastecerí-
an los cultivos), por lo que sólo quedó clasificada como
“temporal tecnificado”, es decir, una zona que cuenta con
infraestructura hidroagrícola necesaria, excepto que no se
irriga.

4. Un elemento esencial del proyecto fue la dotación de tie-
rra a solicitantes de la Confederación Nacional Campesina,
Central Campesina Independiente, Central Independiente
de Obreros Agrícolas. Estos carecían de conocimiento agrí-
cola. Además carecían de agua potable, luz, escuelas y cen-
tros de salud. Además la heterogeneidad cultural ocasionó
una serie de pugnas, una débil cohesión interna, el fracaso
colectivo y la desorganización generalizada.

5. Aunado a esto la SARH (Sagarpa) decidía los calenda-
rios de cultivo, determinaba las labores, las técnicas de rie-
go, los sistemas de comercialización y los sistemas de ad-
ministración que debían adoptarse, planeación que a su vez
era tomada como base en el Banrural. Esta falta de coordi-
nación entre las instituciones provocaba que los producto-
res recibieran a destiempo el crédito o los insumos, provo-
cando con ello trabajos de labranza, siembras, control de
plagas y riegos inoportunos. Todo se tradujo en siniestros
recurrentes, acumulación de la cartera vencida que a la lar-
ga dieron como resultado la fragmentación de los ejidos. A
la vez, se sumó la apatía por el trabajo, la deserción y el
abandono paulatino de los ejidos y el usufructo limitado de
las tierras ejidales, además de una creciente venta y renta
de parcelas ejidales a pequeños propietarios y empresarios.

6. Que el proyecto citado generó corrupción  a todos los ni-
veles. Los comisarios ejidales o los responsables del ma-
nejo del crédito en el ejido, en contubernio con los inspec-
tores del Banco y la aseguradora estatal ANAGSA,
contribuyeron al desarrollo de una de las “industrias” con
mayor auge en la Huasteca Potosina: “la del siniestro”.
Una prueba elocuente del mal funcionamiento de las insti-
tuciones se encuentra en el hecho de que en los predios
asignados y trabajados individualmente con recursos pro-
pios y oportunidad (y no cuando lo marcaba el calendario
burocrático), las cosechas casi siempre eran un éxito.

7. Que pareciera que todo lo anterior fue un plan predise-
ñado para la desaparición del proyecto social para conver-
tirse en un proyecto privado, dirigido a unos cuantos y que
pretende generar neolatifundios en la zona.

Por lo anteriormente expuesto, y en términos de los pre-
ceptos legales invocados, someto a la consideración de es-
ta honorable soberanía los siguientes:

Puntos de Acuerdo

Primero. Se crea una subcomisión para analizar y reacti-
var el  proyecto agrícola de Pujal Coy y dar cauce a las de-
mandas de los habitantes del área comprendida por los mu-
nicipios de Valles, Tamuín y Ébano pertenecientes al
estado de San Luis Potosí, afectados por el proyecto in-
concluso y reactivar el proyecto.

Segundo. La subcomisión se integrará por diputadas y di-
putados pertenecientes a todos los grupos parlamentarios
con base en el criterio de proporcionalidad, entre la inte-
gración del pleno y su conformación. Ésta dependerá de la
comisión que esté más relacionada con el problema princi-
pal a tratar, que para el caso supone la presencia de las Co-
misiones de Medio Ambiente y Recursos Naturales, Des-
arrollo Rural, Agricultura y Ganadería, Fomento
Cooperativo y Economía Social, Reforma Agraria y Re-
cursos Hidráulicos.

Dado en el Palacio Legislativo, a los 29 días del mes de octubre de
2009.— Diputado Ramón Jiménez López (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Túrnese a la Junta de Coordinación Política.



ESTADO DE TABASCO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió del diputado Ramón Jiménez López, del
Grupo Parlamentario del PRD, proposición con punto de
acuerdo por el que se solicita la realización de acciones pa-
ra lograr la reparación de daño a los afectados por las in-
undaciones provocadas por la obra pública denominada El
Tintillo, en Tabasco. 

La Secretaria diputada María Teresa Rosaura Ochoa
Mejía: «Proposición con punto de acuerdo, por el que se
solicita la realización de acciones para reparar el daño a los
afectados por las inundaciones que provocó la obra públi-
ca El Tintillo, en Tabasco, a cargo del diputado Ramón Ji-
ménez López, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado federal Ramón Jiménez López del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática ante la LX Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en el artículo 58 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a la alta consideración
de esta soberanía, la siguiente proposición con punto de
acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Como es del conocimiento público, el año pasado, Tabasco
sufrió de nueva cuenta los estragos causados por inunda-
ciones, debido a ello, y con el objetivo de reducir el riesgo
de inundación en la ciudad de Villahermosa, capital del es-
tado, las autoridades de los tres órdenes de gobierno toma-
ron la decisión de construir una ventana de alivio sobre el
margen derecho del caudaloso río Grijalva, a la altura de la
laguna Don Julián y Los Micos, camino a Aztlán, en la co-
munidad de Tintillo, ubicado a tan sólo 15 minutos de la
capital del estado.

La obra que tiene una longitud de 200 metros de largo, 80
metros de ancho y un metro y medio de profundidad, trajo
como consecuencia la conexión del río Grijalva con la la-
guna de San Julián y otros cuerpos de agua.

La decisión de abrir esta venta de alivio fue de común
acuerdo por los tres órdenes de gobierno, y se dio a cono-
cer el 2 de octubre de 2008, en rueda de prensa convocada
por el gobierno de Tabasco, en la que estuvieron presentes
el gobernador, químico Andrés Rafael Granier Melo; por
parte del gobierno federal el entonces subsecretario de Go-

bernación, ingeniero Abraham González Uyeda; así como
la coordinadora General de Protección Civil de la Secreta-
ría de Gobernación; representantes de la Comisión Nacio-
nal del Agua; de la Comisión Federal Electricidad; la Se-
cretaría de la Defensa Nacional; la Secretaría de Marina, y
el actual presidente municipal de Centro, quedando la obra
desde ese momento, bajo responsabilidad de la Comisión
Nacional del Agua (Conagua), según consta en el docu-
mento de aviso de evacuación preventiva de la oficina de
Protección Civil de Tabasco.

Esta obra forma parte del Plan Hídrico Integral de Tabasco.
Dicho plan tiene su sustento legal en el acuerdo de colabo-
ración suscrito el 18 de abril de 2008 por el gobernador de
Tabasco, Andrés Rafael Granier Melo, y, en representación
del gobierno federal, el titular de la Comisión Nacional del
Agua, José Luis Luege Tamargo, así como funcionarios es-
tatales de primer nivel.

Lamentablemente, la decisión de desviar de manera artifi-
cial el cauce natural del río Grijalva tuvo consecuencias
negativas al afectar directamente por inundación a más de
5 mil hectáreas de tierras ejidales y privadas de ocho co-
munidades asentadas en estas áreas; estos son los casos de
Barrancas y Guanal, primera sección (ejido El Tintillo);
Barrancas y Guanal, segunda sección (ejido González); eji-
do Aztlán, primera sección; ejido Corcho Chilapilla, en sus
ampliaciones Aztlán segunda, tercera, cuarta y quinta sec-
ción; y el ejido José López Portillo, todos pertenecientes al
municipio de Centro, Tabasco, a los cuales se les arruina-
ron sus cultivos y sus tierras dedicadas a la siembra de ma-
íz, plátano, chile habanero, hortalizas, así como pastizales
que eran alimento para la ganadería extensiva y otros cul-
tivos; de igual manera, sufrieron la pérdida de animales de
traspatios,  dejando de igual forma en crisis la actividad
pesquera de la zona, debido al relleno de las lagunas con
sedimentos de tierra y lodo que arrastró la fuerza del agua,
dejando a este sector en quiebra total por el azolvamiento
de las lagunas en esta superficie.

Lo peor del caso es que ninguna autoridad de los tres órde-
nes de gobierno informó a los más de 3 mil 500 campesi-
nos afectados que allí viven, ni siquiera a sus autoridades
municipales y agrarias, de la decisión que había sido toma-
da, por ello, el 10 de marzo de este año, el Movimiento
Ecologista de Tabasco, AC, solicitó por escrito al presiden-
te municipal actual del ayuntamiento de Centro, Tabasco,
licenciado Evaristo Hernández Cruz, que informará todo lo
referente a la obra pública El Tintillo, sobre los estudios de
impacto ambiental y permisos otorgados o emitidos por es-
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te ayuntamiento, ya que la obra aquí referida se construyó
en su jurisdicción, así mismo se le pidió que informara cuál
era el grado de responsabilidad de ese cabildo con respec-
to a la obra El Tintillo, y si existían estudios de daños le-
vantados por este ayuntamiento, entre otros puntos.

Ante la omisión de la autoridad de no responder al escrito,
se promovió una demanda de amparo, ante el Juzgado Se-
gundo de Distrito, ubicado en Villahermosa, Tabasco, asig-
nándole el número de expediente 543/2009-VI; por lo que
como resultado de la demanda de amparo se obtuvo, el pa-
sado 3 de julio del presente año, la respuesta obligada de la
autoridad municipal con unas escuetas líneas, señalando
que no es asunto de su competencia el acto reclamado.

Igualmente, en la misma fecha del 10 de marzo del año en
curso, los representantes de los comisariados ejidales, de
los núcleos ejidales afectados, enviaron un documento di-
rigido al licenciado Omar Celim Komukai Puga, titular de
la dirección local, Tabasco, de la Comisión Nacional del
Agua, en donde le solicitaban toda información referente a
la obra El Tintillo, entre otras cosas, el criterio que la Co-
misión Nacional del Agua había tomado para la obra del
cauce de alivio en El Tintillo, los responsables de la obra
antes mencionada, monto ejercido, si esta obra beneficiaba
a los núcleos ejidales y si se habían tomado acciones co-
rrectivas y preventivas por las afectaciones agropecuarias a
sus tierras.

Ante la nula respuesta, también, se promovió una demanda
de amparo en contra de la Comisión Nacional del Agua,
delegación Tabasco, y en contra de su titular, Omar Celim
Komukai Puga, ante el Juzgado Primero de Distrito, con
sede en Villahermosa, Tabasco, con el número de expe-
diente 500/2009-VI-II; por lo que como resultado de este
procedimiento, se otorgó el amparo y protección de la jus-
ticia federal a la parte quejosa.

Conociendo de la sentencia definitiva del Juzgado Primero
de Distrito, el 25 de junio del presente año, el mencionado
funcionario de la Conagua tuvo que dar contestación for-
mal a la solicitud de información de los afectados, en don-
de, en especial menciona que no se cuenta con expediente
o instrumentos técnicos preventivos y correctivos, de afec-
taciones agrícolas y demás del campo, en relación con la
obra del cauce de alivio El Tintillo.

En la misma vía legal, el pasado 13 de mayo de 2009, se
presentó por parte de los representantes del Movimiento
Ecologista de Tabasco, AC, una denuncia popular ante la

Procuraduría Federal de Protección al Medio Ambiente
(Profepa) por los daños ambientales ocasionados por la
obra ventana de alivio en El Tintillo, señalando que dicha
obra había provocado, y seguiría provocando en lo futuro,
severos impactos ambientales en toda la zona referida, mo-
dificando los ecosistemas y cambiando de manera radical
el uso del suelo.

Al respecto, el 1 de junio del presente año, la Profepa rea-
lizó una inspección al lugar referido, y el 10 del mismo mes
y año, la citada dependencia envió una notificación de ac-
tuaciones a los denunciantes, con número de oficio
PFPA/33.1/2C.28.1/0001774-09, y con número de expe-
diente PFPA/33.7/2C.28.2/0059-09, en donde les informa-
ba que, de las actuaciones realizadas por esta dependencia
federal, se pudo circunstanciar que durante el recorrido de
la visita se observó que sí existe un daño al medio ambien-
te en esta zona “como la modificación del barrote del río,
sin contar con la autorización correspondiente, por lo que
sí existen contravenciones a la normatividad ambiental fe-
deral vigente”. Dando como resultado la instauración de un
procedimiento administrativo correspondiente por parte de
la subdelegación jurídica de esa delegación, en contra de la
dirección local Tabasco, de la Comisión Nacional del Agua
y en contra de su titular, Omar Celim Komukai Puga, sin
que hasta el momento, a cuatro meses de esta notificación,
se conozca el resultado de dicho procedimiento.

De la misma forma, el 10 de agosto de este año, se inició.
por parte de tres presidentes de comisariados ejidales, de
núcleos ejidales afectados por la obra del cauce de alivio El
Tintillo una averiguación previa con número de expedien-
te 215/UEIDAPLE/DA/18/2009, ante la Unidad Especiali-
zada en Investigaciones de Delitos contra el Ambiente y
Previstos en Leyes Especiales de la Procuraduría General
de la República por la posible comisión de los delitos con-
tra el ambiente y la gestión ambiental, daños en propiedad
ajena, terrorismo, ejercicio y uso indebido del servicio pú-
blico y los que resulten. Citándose como probables respon-
sables a la Comisión Nacional de Agua (delegación Tabas-
co) y a su titular, Omar Celim Komukai Puga, al gobierno
de Tabasco, a través de la persona o dependencia que re-
sulte responsable, al gobierno del municipio de Centro, a
través de la persona o dependencia que resulte responsable.

El 12 de agosto de 2009, se presentó la denuncia formal an-
te la Secretaría de la Función Pública del gobierno federal,
en contra del titular de la Comisión Nacional de Agua (de-
legación Tabasco), Omar Celim Komukai Puga, por pre-
suntos actos omisivos, con respecto a la obra ventana de



alivio en El Tintillo, Centro, Tabasco, posteriormente dicha
dependencia federal, informó que dicha denuncia se turno
al Órgano Interno de la Contraloría de la Comisión Nacio-
nal del Agua, con número de bitácora 31, y con número de
oficio 615/2009 de fecha 14 de agosto del presente año, di-
rigido al licenciado Celso Castro Vázquez, del área de Res-
ponsabilidades y Quejas de la Conagua, con domicilio en
Insurgentes Sur número 2416, colonia Copilco El Bajo, de-
legación Coyoacán, México, DF, por lo que los denuncian-
tes están en espera del resolutivo.

De igual forma, el 17 de agosto de este año, el Movimien-
to Ecologista de Tabasco, AC, dirigió un escrito al titular
del Ejecutivo federal, Felipe Calderón Hinojosa, en donde
se le informó de manera puntual los acontecimientos rela-
cionados a la abertura de la ventana de alivio, en El Tinti-
llo, así como los daños y perjuicios que esto ocasionó a los
habitantes de las ocho comunidades antes mencionadas, de
igual forma, los firmantes pidieron al presidente Felipe
Calderón su intervención para solucionar el conflicto so-
cioambiental ocasionado por esta obra, así como el pago de
afectaciones, la urgente aplicación de proyectos producti-
vos y ambientales en las comunidades afectadas, entre
otros puntos relacionados a esta problemática, sin que has-
ta el momento los quejosos hayan recibido respuesta algu-
na, a pesar de faltar sólo un par de días para que se cum-
plan dos meses de la recepción del documento por parte de
la Dirección General Adjunta de Atención a Organizacio-
nes Sociales de la Presidencia de la República.

Por todo lo anteriormente expuesto, someto a esta sobera-
nía la aprobación de la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente al gobierno de Ta-
basco, al gobierno federal, a través de la Comisión Nacio-
nal del Agua, organismo sectorizado en la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, y al gobierno mu-
nicipal de Centro, Tabasco, a que de manera urgente y prio-
ritaria se aboquen a realizar todas las acciones necesarias
para lograr la reparación del daño a los afectados por las in-
undaciones provocados por la obra pública El Tintillo en
Tabasco, incluyendo entre otras las siguientes acciones:

a) Se cree un fondo para el pago periódico por las afec-
taciones, mientras tanto no se elabore un plan de control
del agua sobre las tierras de los núcleos ejidales inunda-
dos por la obra de El Tintillo.

b) La urgente aplicación de proyectos productivos y am-
bientales que proporcionen alternativas de subsistencia
y de restauración ambiental a las personas afectadas por
las inundaciones.

c) La reparación de las vías de acceso a las comunida-
des afectadas por las inundaciones causadas por la obra
de El Tintillo.

d) Instalación de la infraestructura básica de agua pota-
ble, alcantarillado y saneamiento, ya que no existe ésta
en las comunidades afectadas.

Segundo. Se exhorta a la Procuraduría General de Repú-
blica, y a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, a través de la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente, para que el ámbito de sus respectivas compe-
tencias realicen las investigaciones necesarias y resuelvan
lo conducente con el objetivo de atender las denuncias por
daños ambientales y demás afectaciones por las inundacio-
nes provocadas por la obra pública El Tintillo, Tabasco. 

Tercero. Se propone la creación de una subcomisión en la
Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales que
investigue los efectos ambientales causados por las inun-
daciones provocadas por la obra pública El Tintillo, Tabas-
co, así como las posibles opciones para resolver este tipo
de problemática de gestión del agua en Tabasco.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de 2009.— Dipu-
tado Ramón Jiménez López (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a las Comisiones Unidas de Recursos Hi-
dráulicos y de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

DISTRITO FEDERAL

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió del diputado Arturo Santana Alfaro, del Gru-
po Parlamentario del PRD; proposición con punto de
acuerdo por el que se solicita al director general de Cona-
gua y al director general del Sistema de Aguas de la Ciu-
dad de México que lleven a cabo las acciones que les co-
rrespondan para solucionar el problema de abastecimiento
de agua en la delegación de Iztapalapa. 
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La Secretaria diputada María Teresa Rosaura Ochoa
Mejía: «Proposición con punto de acuerdo, por el que se
solicita a los directores generales de la Conagua y del Sis-
tema de Aguas de la Ciudad de México que lleven a cabo
las acciones correspondientes para solucionar el problema
de abastecimiento del líquido en Iztapalapa, a cargo del di-
putado Arturo Santana Alfaro, del Grupo Parlamentario del
PRD

El que suscribe, diputado Arturo Santana Alfaro, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática en la LXI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, de conformidad con lo es-
tablecido en el artículo 58 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, presenta a esta soberanía la siguiente proposi-
ción con punto de acuerdo mediante la cual se solicita al di-
rector general de la Comisión Nacional del Agua, y al di-
rector general del Sistema de Aguas de la Ciudad de
México a efecto de llevar a cabo las acciones que les co-
rrespondan para solucionar el problema del abastecimiento
del agua en la delegación Iztapalapa, al tenor de los si-
guientes

Antecedentes

El problema del agua en la delegación Iztapalapa es el más
representativo de todo el Distrito Federal, su abasto, distri-
bución y calidad siempre han estado afectados por decisio-
nes parciales en los tres niveles de gobierno, que han cas-
tigado a más de un millón de habitantes.

Que esta demarcación política concentra el mayor numero
de habitantes de la zona metropolitana y del país, al tener
más de 1.82 millones de habitantes (II Conteo Nacional de
Población y Vivienda 2005, Inegi México), lo que repre-
senta una densidad aproximada de 12 mil personas por ki-
lómetro cuadrado; con un consumo promedio de 177 litros
diarios por persona, cifra por debajo de la comparativa con
otras demarcaciones.

Que la cantidad y calidad de agua que reciben los habitan-
tes de la delegación Iztapalapa, es baja y muy mala, debi-
do a la falta de atención, sanidad y recursos por parte de la
Comisión Nacional del Agua y del Sistema de Aguas de la
Ciudad de México.

Que el problema de atención y sanidad llega a ser de tales
magnitudes, que un monitoreo desarrollado por la UNAM
en varias delegaciones políticas del DF, incluyendo lamen-

tablemente Iztapalapa, reveló que el agua que consumimos
contiene manganeso, cromo, plomo e incluso arsénico.

Que la delegación Iztapalapa obtiene el vital liquido de las
fuentes de suministro para la Ciudad de México, que re-
presentan un abastecimiento de cerca de 31 mil litros por
segundo aproximadamente, distribuidos de la siguiente
manera: Cutzamala (9 mil litros por segundo); Sistema Ba-
rrientos (2 mil 500 litros por segundo); sistema La Caldera
(550 litros por segundo); Manantiales (mil litros por se-
gundo); y Pozos en el Distrito Federal (14 mil 950 litros
por segundo).

Que es importante destacar que cerca del 50 por ciento del
agua que se consume proviene de los pozos de la Ciudad
de México, los cuales son operados por la Comisión Na-
cional del Agua y por el Sistema de Aguas de la Ciudad de
México.

Que hace unos días se informó a la opinión pública sobre
una disminución del 30 por ciento en el suministro de agua
a la Ciudad de México, proveniente del sistema Cutzama-
la; generando desabasto y cortes en el suministro.

Que esta situación ha sido utilizada de forma mediática por
el Poder Ejecutivo para provocar temor en la población y
justificar un programa para crear conciencia, cuya probable
finalidad será el incremento en el precio del agua para au-
mentar la recaudación, al gravar un bien que por naturale-
za es indispensable para la vida del hombre, y por lo cual
resulta del todo inhumano y desproporcionado su utiliza-
ción política.

Que sumando a esta estrategia mediática y política, actual-
mente se encuentran fuera de servicio por circunstancias
mecánicas, 16 de los 39 pozos que surten de agua a Iztapa-
lapa y parte de la ciudad, situación que debe de regulari-
zarse para elevar el suministro de agua para la ciudad y la
delegación.

Por todo lo anterior y lo que resulte del estudio de la infor-
mación al respecto, considero necesario someter a esta so-
beranía el girar exhorto a los directores generales de la Co-
misión Nacional del Agua y del Sistema de Aguas de la
Ciudad de México, a efecto de que en el ámbito de su com-
petencia lleven a cabo las acciones que a continuación se
indican:

Que derivado de estas condicionantes políticas y mediáti-
cas, las cuales han redundado en una falta de atención e in-



terés por parte de los organismos nacional y de la ciudad,
que podrían lesionar gravemente el interés social; es de su-
ma importancia llevar a cabo una revisión de las condicio-
nes físicas del agua, su distribución y fuentes de abasto.

Que se considere como información prioritaria y de interés
para esta soberanía, un informe trimestral de las dependen-
cias en comento, en el cual detallen el numero de pozos
existentes en la Ciudad de México y zona metropolitana,
destacando cuantos de ellos se encuentran operando y
cuantos litros de agua por segundo distribuyen.

Que se inicie a la brevedad un programa emergente y ur-
gente para reparar las fallas mecánicas y técnicas que ten-
gan actualmente los pozos de agua, reactivándolos para
que suministren el 50 por ciento del agua de la Ciudad de
México y zona metropolitana requiere.

Lleven a cabo el rebombeo de la planta Quetzalcóatl.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración del pleno de este órgano legislativo, la siguiente
proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. En uso de las atribuciones conferidas a la Cáma-
ra de Diputados se exhorte al director general de la Comi-
sión Nacional del Agua, licenciado José Luis Luege Ta-
margo, y al director general del Sistema de Aguas de la
Ciudad de México, ingeniero Ramón Aguirre Díaz, a efec-
to de que en el ámbito de su competencia lleven a cabo las
acciones necesarias para dotar de agua a la población que
habita la delegación Iztapalapa, la Ciudad de México y la
zona metropolitana.

Segundo. Que se exhorte a los directores generales de la
Comisión Nacional del Agua y del Sistema de Aguas de la
Ciudad de México a implantar un programa de manteni-
miento y reparación de todos los pozos de la Ciudad de
México, a efecto de mantener y en su caso incrementar el
flujo de extracción de agua, que equivale a cerca del 50 por
ciento del caudal que se distribuye entre la población de es-
ta metrópoli.

Tercero. Se exhorte a los titulares de los Poderes Ejecuti-
vo federal y del Distrito Federal para que los directores ge-
nerales de la Comisión Nacional del Agua y del Sistema de
Aguas de la Ciudad de México presenten a esta soberanía
un diagnostico claro y preciso de las condiciones hidráuli-

cas existentes en la delegación Iztapalapa, la Ciudad de
México y la zona metropolitana.

Cuarto. Se exhorte al titular del Ejecutivo federal a evitar
el uso mediático del problema del agua.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de
2009.— Diputado Arturo Santana Alfaro (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos.

DISTRITO FEDERAL

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió de la diputada Leticia Quezada Contreras,
del Grupo Parlamentario del PRD, proposición con punto
de acuerdo por el que se solicita a la Conagua que otorgue
la concesión para ocupar un terreno federal a los habitantes
de las colonias Vista Hermosa y Atacaxco, en la demarca-
ción territorial Magdalena Contreras, en el Distrito Fede-
ral. 

La Secretaria diputada María Teresa Rosaura Ochoa
Mejía: «Proposición con punto de acuerdo, por el que se
solicita a la Conagua que otorgue a los habitantes de Vista
Hermosa y Atacaxo, en La Magdalena Contreras, Distrito
Federal, la concesión para ocupar un terreno federal, a car-
go de la diputada Leticia Quezada Contreras, del Grupo
Parlamentario del PRD

La que suscribe, Leticia Quezada Contreras, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, con fundamento en los artículos 74, fracción VIII,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos somete a
consideración del pleno de la Cámara de Diputados la si-
guiente proposición con punto de acuerdo, por medio del
cual se solicita a la Comisión Nacional del Agua (Conagua)
que se otorgue la concesión para ocupar un terreno federal
a los habitantes de la colonia Vista Hermosa, en La Mag-
dalena Contreras, Distrito Federal.

Exposición de Motivos

Las colonias Vista Hermosa y Atacaxco se encuentran di-
vididas por la barranca La Coyotera –entre Popocani y an-
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dador Paloma Roquiza, en La Magdalena Contreras–, la
cual durante muchos años fue foco de infección porque era
utilizada como basurero y en ella se depositaba toda clase
de desechos.

Desde hace aproximadamente cuatro años, los vecinos se
han organizado y han unido esfuerzos para limpiar y acon-
dicionar un remanente de la barranca, mediante recursos
propios, a fin de poder utilizar el terreno, de aproximada-
mente mil 178 metros cuadrados, en beneficio de la comu-
nidad, necesitada de un espacio de estacionamiento porque
las calles aledañas son muy estrechas, y estacionar los au-
tomóviles en el arroyo vehicular ocasiona caos vial.

Otra parte del terreno se destina a un espacio de recreación
y esparcimiento seguro para los niños, inexistente en la zo-
na o en las colonias aledañas.

Los habitantes de la comunidad aledaña a la barranca La
Coyotera han realizado durante ese tiempo diversas gestio-
nes ante las autoridades delegacionales, del Distrito Fede-
ral y de la Conagua a fin de solicitar la concesión del te-
rreno, propiedad de la federación, para uso colectivo.

Las gestiones han consistido en la solicitud de integración
al programa de limpia de barrancas, alumbrado público,
desazolve y reparación de la red del drenaje de la barranca,
así como la petición de servicios realizada ante la Conagua,
a fin de obtener la concesión que permita ocupar terrenos
federales cuya administración compete a esa comisión, en
beneficio de la comunidad.

Considerando

I. Que corresponde a la Conagua la administración de los
terrenos federales, según establece el artículo 4 de la Ley
de Aguas Nacionales.

2. Que la condición para que el terreno se otorgue a los ha-
bitantes de Vista Hermosa y de Atacaxco estriba en que se
utilice en beneficio de la comunidad, destinado a uso pú-
blico y colectivo, y que la barranca deje de ser un basurero
y espacio de contaminación e inseguridad, al mismo tiem-
po que se respeta su vocación de recarga de mantos acuífe-
ros y reguladora del ecosistema.

3. Que el uso del espacio no dañaría el ambiente, pues en
el terreno no hay vida silvestre o especies endémicas ni po-
blaciones en riesgo y prioritarias para la conservación, co-

mo tampoco algún cauce de agua que pueda ser contami-
nado.

Por lo expuesto, me permito presentar a consideración de
esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se solicita a la Comisión Nacional del Agua que
otorgue concesión para ocupar y usar, con fines de benefi-
cio colectivo de los habitantes de la colonia Vista Hermo-
sa, delegación La Magdalena Contreras, Distrito Federal,
el terreno federal aledaño al cauce de la barranca La Coyo-
tera, en el tramo situado en las colonias Vista Hermosa y
Atacaxco.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de 2009.— Dipu-
tada Leticia Quezada Contreras (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos.

DISTRITO FEDERAL

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió de la diputada Leticia Quezada Contreras, del
Grupo Parlamentario del PRD, proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta al Instituto de las Mujeres
del Distrito Federal a solicitar a la Secretaría de Gobier-
no del Distrito Federal que emita la declaratoria de alerta
por la violencia contra las mujeres y menores de edad en las
delegaciones Cuauhtémoc y Venustiano Carranza.

La diputada Leticia Quezada Contreras (desde la curul):
Señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputada Quezada.

La diputada Leticia Quezada Contreras (desde la curul):
Presidente, con mucho respeto, pero este punto yo sí pedi-
ría pasar a tribuna a exponerlo y que posteriormente pueda
ser turnado.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Con mucho gusto lo puede retirar y pedir a la Junta de



Coordinación Política que nos lo envíe en los términos que
usted lo solicita, porque nos fue listado en estos términos
de sólo turno. Con muchísimo gusto lo haríamos en otro
momento, diputada, cuando ustedes lo soliciten a través de
la Junta de Coordinación.

La diputada Leticia Quezada Contreras (desde la curul):
Por la importancia del tema, sí estaría retirándolo, porque
es para emitir una alerta de género por las cuestiones de
trata. Estaría presentándolo entonces para la próxima se-
mana.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Lo retiramos como usted lo solicita, diputada.

HORARIO DE VERANO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió de la diputada Adriana Terrazas Porras, del
Grupo Parlamentario del PRI, proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la titular de la Sener a que
en el ámbito de su competencia se homologuen los horarios
de verano de los estados fronterizos del norte del país con
los de la frontera sur de los Estados Unidos de América, a
partir del 2010. 

La Secretaria diputada María Teresa Rosaura Ochoa
Mejía: «Proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta a la titular de la Sener a homologar, en el ámbito
de su competencia, los horarios de verano de los estados
fronterizos del norte del país con los del sur de Estados
Unidos de América a partir de 2010, a cargo de la diputada
Adriana Terrazas Porras, del Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, Adriana Terrazas Porras, diputada a la
LXI Legislatura del Congreso de la Unión por el Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
con fundamento en los artículos 58, 59 y 60 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos presenta ante esta soberanía
proposición con punto de acuerdo, con carácter de urgente
u obvia resolución, por el que se exhorta a la Secretaría de
Energía a homologar los horarios de verano de los estados
fronterizos del norte del país para con el de los fronterizos
del sur de Estados Unidos de América a partir de 2010, al
tenor de las siguientes

Consideraciones

El huso horario se rige por la Oficina Internacional de Pe-
sas y Medidas, con sede en Francia, que mantiene el tiem-
po universal coordinado, la escala de tiempo que se toma
como base del tiempo. En el país se rige por el patrón na-
cional de escalas de tiempo, mantenido en el Centro Na-
cional de Metrología.

Por otra parte, el horario de verano es una medida que con-
siste en adelantar el reloj una hora durante la parte del año
en que se presenta la mayor insolación. En el país se esta-
bleció a partir de 1996. Con la medida se pretende aprove-
char más la luz solar para disminuir el consumo de energía
eléctrica en hogares, comercios, oficinas gubernamentales,
empresas e industria.

El 29 de diciembre de 2001 fue publicada la Ley del Sis-
tema de Horario en los Estados Unidos Mexicanos, en la
cual se reconoce para los Estados Unidos Mexicanos la
aplicación y vigencia de tres husos horarios: 90 grados,
105 grados y 120 grados oeste del meridiano de Green-
wich, aceptando los acuerdos tomados en la Conferencia
Internacional de Meridianos de 1884. Así, en territorio na-
cional las tres zonas del tiempo se forman de la siguiente
manera: la zona noroeste sólo incluye Baja California; la
zona del Pacífico incluye Baja California Sur, Chihuahua,
Nayarit, Sinaloa y Sonora; y la zona del centro incluye
Aguascalientes, Campeche, Coahuila, Colima, Chiapas,
Distrito Federal Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo,
Jalisco, estado de México, Michoacán, Morelos, Nuevo
León, Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis
Potosí, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán y
Zacatecas.

En el artículo 4 de la Ley del Sistema de Horario en los Es-
tados Unidos Mexicanos se indica que el Congreso de la
Unión puede establecer horarios estacionales; lo anterior,
con base en la fracción XVIII del artículo 73 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, donde se
establece que el Congreso tiene la facultad “para establecer
casas de moneda, fijar las condiciones que ésta deba tener,
dictar reglas para determinar el valor relativo de la mone-
da extranjera y adoptar un sistema general de pesas y me-
didas”. De esa manera, el 1 de marzo de 2002 se publicó en
el Diario Oficial de la Federación el decreto por el que se
establece el horario estacional que se aplicará en los Esta-
dos Unidos Mexicanos.
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Por otra parte, la Ley del Sistema de Horario en los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece las condiciones para una
eventual modificación de los horarios estacionales. Ahí se
señala que la propuesta correspondiente “deberá ser pre-
sentada al Congreso de la Unión a más tardar el 15 de no-
viembre del año inmediato anterior al que se pretende mo-
dificar el horario. El decreto respectivo deberá ser remitido
a más tardar el 15 de diciembre del mismo año”.

El 26 de septiembre de 2006 fue aprobado por el pleno de
la Cámara de Diputados el acuerdo de la Conferencia para
la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos
relativo al orden del día de las sesiones, las discusiones de
los dictámenes y la operación del sistema electrónico de
votaciones, que en el artículo décimo segundo establece lo
siguiente:

Artículo Décimo Segundo. En el rubro de proposiciones
con punto de acuerdo podrán presentarse los asuntos de or-
den político, cultural o social que afecten a una comunidad,
grupo, partido o colectividad y cuyos efectos sean de inte-
rés general, para que la Cámara haga algún posicionamien-
to, exhorto o recomendación.

Derivado de que por la existencia de estas zonas de horario
se generan estragos en las actividades de las personas que
habitan las zonas fronterizas del norte del país, los residen-
tes de la frontera inquieren a quienes somos sus represen-
tantes por qué no hemos insistido en modificar los horarios
con arreglo al calendario estadounidense, por lo menos en
la zona noroeste, que incluye Baja California.

Dadas las consideraciones vertidas, se concibe la siguiente

Exposición de Motivos

En el caso de México, donde se ha optado por trabajar con
dos horarios, el de verano y el de invierno, conforme al de-
creto que rige el cambio de horario, encontramos que se
mantiene intacto a pesar de la confusión que ha traído con-
sigo en la región fronteriza con Estados Unidos, marcando
como inicio del horario de verano el primer domingo de
abril, que concluye el último domingo de octubre; mien-
tras, en el vecino país del norte el cambio de horario es dis-
tinto, conforme a lo que marca el decreto de 2006 del huso
del horario de ese país, donde optaron por extender su pe-
riodo de ahorro de energía por más de 30 días, tomando
cuatro semanas adicionales en marzo y una en octubre.

Este fenómeno, que poco importa a muchos residentes del
centro y del sur del país, trae consigo complicaciones a
quienes trabajan con arreglo a los horarios de la Unión
Americana, como las personas que se desenvuelven en am-
bos lados de la frontera. Así, los programas de radio que se
transmiten en las zonas fronterizas se ven en la imperiosa
necesidad de informar constantemente de la diferencia de
horario, entrando una hora más tarde de acuerdo con el ho-
rario estadounidense, lo mismo que ocurre con los progra-
mas de televisión. Las instituciones bancarias en Tijuana
tienen que informar a sus clientes que el horario de trans-
ferencias de dinero a Estados Unidos también se adelanta
una hora y, también, la industria maquiladora, los transpor-
tistas, los ejecutivos y demás miembros del sector econó-
mico deben tener muy presente esta diferencia de 60 minu-
tos en su horario, para no perder tiempo laborable.

La idea de tener un horario de verano intenta reducir el
consumo de energía, y en base a esta creencia, el ex presi-
dente de Estados Unidos de América George W. Bush op-
tó por modificar el calendario que se mantuvo vigente de
1986 a 2006, extendiéndolo por un mes más, manteniendo
la expresión “spring forward, fall back”, en que se com-
prende que durante la primavera se “pierde” una hora y en
el otoño se “ganan” otra. Para entenderlo mejor, vale la pe-
na observar que el tiempo de ahorro de la luz del día ope-
ró en 2004 del 4 de abril al 31 de octubre, en 2005 del 3 de
abril al 30 de octubre y en 2006 del 2 de abril al 29 de oc-
tubre, pero a partir de 2007 se dio del 11 de marzo al 2 de
noviembre, en 2008 fue del 9 de marzo al 2 de noviembre,
en 2009 del 8 de marzo al 1 de noviembre, por mencionar
algunos.

El Departamento de Energía de Estados Unidos ha valo-
rando si el esfuerzo cumple el objetivo, ya que se ha ob-
servado que, lejos de ahorrar energía, la población tiene
una hora más de actividad, lo cual trae consigo mayor con-
sumo de combustible, de gas y electricidad en la industria,
empresas, negocios (todo tipo de comercios) y en los ho-
gares. Por tales motivos, Arizona, con excepción de la na-
ción navajo y las islas de Hawaii, así como los territorios
de Puerto Rico, las Islas Vírgenes, Guam y Samoa, es el
único lugar en la Unión Americana que optó por no obser-
var ningún cambio de horario sino que mantiene el horario
estandarizado todo el año.

Un dato interesante es que más de mil millones de perso-
nas que viven en 70 países observan el cambio de horario
con la finalidad de ahorrar la luz solar, tal es el caso de Ca-



nadá, que en casi todo su territorio se respeta el mismo ho-
rario, con excepción de Saskatchewan y el noroeste de Co-
lumbia Británica, pero resulta que en el otoño de 2005 Ma-
nitoba y Ontario anunciaron que, igual que Estados
Unidos, ampliarían el periodo de vigencia del horario de
verano por un mes, alineándose con sus vecinos del sur.

Esto pone de manifiesto que para nosotros es importante se
homologuen los cambios de horario para con nuestro mayor
socio comercial, de alcanzar esta situación lograríamos tener
beneficios significativos, puesto que se armonizarían nues-
tros nexos financieros, industriales, de transporte, de comu-
nicación, solo por citar algunos, para con Estados Unidos.

Toda vez que no se ha podido cristalizar la propuesta de
homologar los horarios de nuestra frontera para con los de
nuestro vecino del norte, es importante citar que para evi-
tar confusiones y facilitar el cruce de personas, automovi-
listas y carga, se realizan adaptaciones en los horarios de
operación en las garitas.

Para dimensionar esta situación es necesario ejemplificar
que más de 220 mil bajacalifornianos que cruzan diaria-
mente a Estados Unidos por las cinco garitas resultan afec-
tados con la aplicación anticipada de la medida del horario
de verano por el que se pretende supuestamente ahorrar
energía, pero que en toda esta región realmente resulta con-
traproducente.

Dicha medida siempre genera preocupación, no sólo a los
usuarios de las garitas sino, también, a las personas que ca-
da día deben esperar horas para cruzar la frontera, particu-
larmente a las que estudian o trabajan en territorio esta-
dounidense, porque deben iniciar sus actividades en la
madrugada, quienes exponen además de la salud, la inte-
gridad física y económica en razón de la delincuencia. Es
decir, para Baja California resultaría más sencillo estar ho-
mologado con California que con el resto del país, en don-
de la diferencia de dos horas con el horario del centro es ya
una costumbre.

No se omite precisar que el horario de verano ofrece diver-
sas ventajas:

- La población estudiantil en todos los niveles, sobre to-
do la infantil, puede aprovechar mejor la luz de la tarde
que la de la mañana.

- Nuestro país, de aplicar un horario homologado con el
de Estados Unidos, resultaría favorecido con un incre-

mento en el intercambio comercial, derivando así que se
fortalezca entorno a la competencia económica mundial.

- Se evitaría la aplicación de recursos a subsidios que
aporta el gobierno para el apoyo a los hogares, cantida-
des que bien se podrían aprovechar en otros rubros, co-
mo invertir en una mejor infraestructura.

- Se reduce la demanda de energía eléctrica durante horas
pico, lo cual trae aparejado que dejen de arrojarse a la at-
mósfera más de 10 millones de toneladas de contaminan-
tes; y esto permitiría que se difieran permanentemente in-
versiones por más de 6 mil 500 millones de pesos.

En mérito de lo expuesto y fundado, someto a considera-
ción de esta soberanía, con carácter de urgente u obvia re-
solución, el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría de
Energía a homologar en el ámbito de su competencia los
horarios de verano de los estados fronterizos del norte del
país con el de los fronterizos del sur de Estados Unidos de
América a partir de 2010.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de octubre de 2009.— Dipu-
tada Adriana Terrazas Porras (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a la Comisión de Energía.

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió del diputado César Augusto Santiago Ramí-
rez, del Grupo Parlamentario del PRI, proposición con
punto de acuerdo para que la Cámara de Diputados envíe
al titular de la Secretaría de Hacienda requerimiento para
que informe con qué fundamento otorgó un presupuesto
adicional en 2009 a la Auditoría Superior de la Federación,
sin el consentimiento y aprobación de la Comisión de Vi-
gilancia de la Auditoría Superior de la Federación. 

La Secretaria diputada María Teresa Rosaura Ochoa
Mejía: «Proposición con punto de acuerdo, a fin de que la
Cámara de Diputados envíe al titular de la SHCP un re-
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querimiento para que informe con qué fundamento otorgó
a la Auditoría Superior de la Federación un presupuesto
adicional en 2009, sin conocimiento ni aprobación de la
Comisión de Vigilancia de la ASF, a cargo del diputado Cé-
sar Augusto Santiago Ramírez, del Grupo Parlamentario
del PRI

Antecedentes

1. La Auditoría Superior de la Federación (ASF) es un ór-
gano técnico perteneciente a la Cámara de Diputados a tra-
vés de la cual revisa la Cuenta Pública federal. Por decreto
del pleno de la Cámara de Diputados, aprobó el Presu-
puesto de Egresos de la Federación de 2009, en el cual fue
se destinó a la ASF un presupuesto por mil 27.7 millones
de pesos, que quedó sectorizado en el capítulo correspon-
diente al Poder Legislativo. La ASF, conforme a su norma-
tiva, está obligada a presentar para aprobación su proyecto
de presupuesto de egresos ante la Junta de Coordinación
Política, por conducto de la Comisión de Vigilancia de la
Auditoría Superior de la Federación. 

2. Los artículos 20 y 57 a 60 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria establecen las for-
malidades que deben cubrir los Poderes Legislativo y Judi-
cial y los órganos autónomos para modificar su
presupuesto autorizado. La ASF no está exenta de cubrir
las formalidades legales para modificar o realizar adecua-
ciones presupuestarias, para lo cual debe recurrir a la pro-
pia Cámara de Diputados.

3. Dicho criterio ha sido sustentado por la propia Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) con motivo de
una petición formulada por la ASF, que solicitó directa-
mente a la SHCP una ampliación presupuestaria y por el
oficio número 801.1.0223, de fecha 4 de marzo de 2003, el
subsecretario de Egresos de la citada secretaría dio res-
puesta al contador público certificado Arturo González de
Aragón Ortiz, manifestándole que dicha secretaría no
cuenta con atribuciones para emitir autorizaciones presu-
puestales relativas al citado ente fiscalizador por no estar
sectorizado al Ejecutivo federal.

4. No obstante lo anterior, la SHCP, sin fundamento legal y
sin competencia para ello, le concedió un incremento por
100 millones de pesos a la ASF para el ejercicio de 2009,
sumados a los legalmente autorizados, de mil 27.7 millones
de pesos ya identificados.

5. Por escrito de fecha 14 de julio del año en curso, el di-
putado federal José Luis Varela Lagunas expresó su in-
quietud sobre el tema, como consta en su comunicado diri-
gido al entonces presidente de la Comisión de Vigilancia
de la Auditoría Superior de la Federación; y por escrito del
25 de agosto del año en curso, los ciudadanos José Luis Va-
rela Lagunas, Elías Cárdenas Márquez y Cuauhtémoc San-
doval Ramírez, diputados a la LX Legislatura, así como el
senador Carlos Sotelo García, presentaron el 28 de agosto
de los corrientes formal denuncia de hechos ante la Procu-
raduría General de la República por las conductas narradas,
por la posible constitución de delitos cometidos por servi-
dores públicos federales en funciones y en perjuicio de la
federación.

Por lo anterior, se pone a su consideración, como punto de
acuerdo de la Cámara de Diputados, para que por conducto
de la Junta de Coordinación Política se remita el siguiente
cuestionario al secretario de Hacienda y Crédito Público y al
auditor superior de la Federación, a efecto de que den res-
puestas puntuales al pliego de preguntas, bajo protesta de de-
cir verdad, y del contenido de dichas respuestas la propia
Junta de Coordinación Política determine lo que en dere-
cho proceda e informe al pleno acera de su destino.

Cuestionario para Agustín Carstens Carstens, secreta-
rio de Hacienda y Crédito Público, quien debe dar res-
puesta bajo protesta de decir verdad:

I. Diga usted si reconoce la legalidad del contenido del
oficio número 801.1.0223, de fecha 4 de marzo de 2003,
del subsecretario de Egresos de la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público, dirigido al auditor superior de la
Federación.

II. Diga si alguna norma faculta a usted, como secreta-
rio de Hacienda y Crédito Público, para modificar el
presupuesto de egresos del Poder Legislativo o de la Au-
ditoría Superior de la Federación sin cumplir los proce-
dimientos establecidos en la Ley de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria.

III. Diga usted si el auditor superior de la Federación so-
licitó a la SHCP la suma de 100 millones de pesos como
cantidad adicional a su presupuesto autorizado para
2009.

IV. Diga si la SHCP concedió a la ASF 100 millones de
pesos adicionales al presupuesto de mil 27.7 millones



que ya le había aprobado la Cámara de Diputados para
el ejercicio de 2009.

V. Diga de qué partida o partidas presupuestarias del Po-
der Ejecutivo federal dispuso o modificó la SHCP para
proporcionar o disponer de los 100 millones de pesos a
la ASF.

VI. ¿Sabe usted que el acto de la modificación presu-
puestaria de 100 millones de pesos por la SHCP a la ASF
resulta una usurpación de atribuciones e injerencia ilegal
del Poder Ejecutivo federal a la Cámara de Diputados y
puede dar inicio a un juicio político en su contra?

VII. ¿Ha considerado usted que el otorgamiento de los
100 millones de pesos sin sustento legal a que se refie-
re este cuestionario, otorgado por el ente fiscalizado
(SHCP) al fiscalizador superior de la federación (ASF),
que lo revisa y fiscaliza, puede calificarse como una
conducta revestida de conflicto de intereses, además de
poder tipificarse como delito federal?

VIII. Diga usted cuántas reasignaciones del tipo a que se
refiere el otorgamiento de los 100 millones de pesos a la
ASF, la SHCP ha realizado en años anteriores tanto pa-
ra la ASF como para el Poder Ejecutivo, el Legislativo
y el Judicial, y los órganos autónomos.

Cuestionario para Arturo González de Aragón Ortiz,
auditor superior de la Federación, quien debe dar res-
puesta bajo protesta de decir verdad

1. Diga si alguna norma faculta a usted para modificar
el presupuesto de egresos de la Auditoría Superior de la
Federación (ASF) aprobado por la Cámara de Diputa-
dos para el ejercicio de 2009 sin cumplir los procedi-
mientos establecidos en la Ley de Fiscalización Supe-
rior de la Federación y en la Ley Federal de Presupuesto
y Responsabilidad Hacendaria.

2. Diga usted si recibió el oficio número 801.1.0223, de
fecha 4 de marzo de 2003, del subsecretario de Egresos
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y que le
fue dirigido.

3. Diga usted qué motivó la emisión del oficio citado.

4. Diga usted si informó a la Cámara de Diputados en
2003 acerca de la petición de modificación presupuesta-
ria a que se refieren los numeral 2 y 3 de éste.

4. Diga usted si es verdadera la información contenida
en el oficio número ASF/UGA/021/2009 y sus anexos,
remitido por el titular de la Unidad de Administración
de la ASF a la Cámara de Diputados.

5. Diga usted por qué omitió tramitar ante la Cámara de
Diputados, su jefe inmediato, la petición de modifica-
ción presupuestaria de 100 millones de pesos para el
ejercicio de 2009.

6. Diga usted cuántas reasignaciones o modificaciones
presupuestarias del tipo de los 100 millones de pesos ci-
tados, la SHCP le ha otorgado sin la previa autorización
de la Cámara de Diputados.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de 2009.— Dipu-
tado César Augusto Santiago Ramírez (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a la Junta de Coordinación Política.

PRESUPUESTO DE EGRESOS 
DE LA FEDERACION 2010

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Jaime Fernando Cárdenas
Gracia, del Grupo Parlamentario del PT, para presentar
proposición con punto de acuerdo en relación con el pro-
yecto de decreto de Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para el Ejercicio Fiscal 2010.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
presidente de la Mesa. Compañeras diputadas, compañeros
diputados, como sabemos, en 2007 se reformó el artículo
134 de la Constitución, para establecer limitaciones res-
pecto a la propaganda gubernamental.

La Constitución establece en este artículo 134 que la pro-
paganda debe tener carácter institucional, fines informati-
vos, educativos, de orientación social; que la propaganda
gubernamental no debe incluir nombres, imágenes, voces o
símbolos que impliquen promoción personalizada de cual-
quier servidor público. También establece esta norma cons-
titucional que habrá equidad y uso imparcial en el ejercicio
de los recursos; que no deben utilizarse con fines políticos
o proselitistas.
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Por su parte, el artículo 21 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria establece que, en ca-
so de ajustes a un presupuesto, los primeros gastos que de-
ben reducirse son los de comunicación social.

El decreto de Presupuesto de Egresos para 2009 regula, en
el artículo 18, que para propaganda gubernamental deben
utilizarse los tiempos del Estado en principio; sin embargo,
la norma es muy laxa, muy flexible, y permite que si los
tiempos del Estado no están disponibles, los gobiernos de-
ben comprar —o pueden comprar— tiempos para la pro-
moción gubernamental.

Estimo que ha habido un abuso —de parte no sólo del go-
bierno federal, sino de muchos gobiernos de las entidades
federativas— en la compra de tiempo en radio y televisión
para hacer propaganda gubernamental. Por eso estoy pro-
poniendo no recursos, sino que en el decreto de Presupues-
to de Egresos para el próximo año, para 2010, el artículo 18
de ese decreto de Presupuesto de Egresos para 2010 prohí-
ba la compra de tiempo en radio y televisión para hacer
propaganda gubernamental a cargo del gobierno federal, y
que se utilice íntegramente el tiempo del Estado para hacer
uso de los programas gubernamentales.

Es decir, que sea imposible a los gobiernos, sobre todo al
gobierno federal, comprar espacios en radio y televisión, y
que se utilice íntegramente el tiempo del Estado para los fi-
nes de difusión. Es cuanto, señor presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, sobre el proyecto de
decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2010, a cargo del diputado Jaime Fer-
nando Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario del PT

El suscrito, diputado Jaime Cárdenas Gracia, diputado fe-
deral del Grupo Parlamentario del PT en la Cámara de Di-
putados, con fundamento en los artículos 58 y 59 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, solicito se someta a con-
sideración de esta Asamblea, la siguiente proposición con
punto de acuerdo, bajo los siguientes:

Considerandos

1. Que el artículo 134 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos establece en sus párrafos 7 y 8
que:

“La propaganda, bajo cualquier modalidad de comunica-
ción social, que difundan como tales, los poderes públicos,
los órganos autónomos, las dependencias y entidades de la
administración pública y cualquier otro ente de los tres ór-
denes de gobierno, deberá tener carácter institucional y fi-
nes informativos, educativos o de orientación social. En
ningún caso esta propaganda incluirá nombres, Imágenes,
voces o símbolos que impliquen promoción personalizada
de cualquier servidor público.

Las leyes, en sus respectivos ámbitos de aplicación, garan-
tizarán el estricto cumplimiento de lo previsto en los dos
párrafos anteriores, incluyendo el régimen de sanciones a
que haya  lugar.”

2. Que la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria establece en su artículo 21 lo siguiente:

Artículo 21. En caso de que durante el ejercicio discal
disminuyan los ingresos previstos en la Ley de Ingresos,
el Ejecutivo federal, por conducto de la Secretaría, po-
drá aplicar las siguientes normas de disciplina presu-
puestaria:

I. La disminución de alguno de los rubros de ingresos
aprobados en la Ley de Ingresos podrá compensarse con
el incremento que, en su caso, observen otros rubros de
ingresos aprobados en dicha Ley, salvo en el caso en
que estos últimos tengan un destino específico por dis-
posición expresa de leyes de carácter fiscal o conforme
a éstas se cuente con autorización de la Secretaría para
utilizarse en un fin específico, así como tratándose de
ingresos propios de las entidades de control directo. En
caso de que no pueda realizarse la compensación para
mantener la relación de ingresos y gastos aprobados o
ésta resulte insuficiente, se procederá en los términos de
las siguientes fracciones;

II. La disminución de los ingresos totales del gobierno
federal, asociada a una menor recaudación de ingresos
tributarios no petroleros, a disminuciones en el precio
promedio ponderado de barril de petróleo crudo mexi-
cano y de otros hidrocarburos o de su plataforma de pro-
ducción, o a movimientos del tipo de cambio del peso
respecto del dólar de los Estados Unidos de América du-
rante el ejercicio fiscal en cuestión, por debajo de los es-
timados para la Ley de Ingresos, se podrá compensar
con los recursos del Fondo de Estabilización de los In-
gresos Petroleros en los términos de las reglas de opera-



ción que emita la Secretaría. En caso de que, conforme
a lo previsto en dichas reglas, se llegue al límite de re-
cursos del Fondo sin poder compensar dicha disminu-
ción, se procederá a compensar con los ajustes a que se
refiere la fracción III del presente artículo. (DOF
13/11/08).

...

...

III. La disminución de los ingresos distintos a los que se
refiere la fracción II de este artículo se compensará, una
vez efectuada en su caso la compensación a que se re-
fiere la fracción I, con la reducción de los montos apro-
bados en los presupuestos de las dependencias, entida-
des, fondos y programas, conforme a lo siguiente:

a) Los ajustes deberán realizarse en el siguiente or-
den:

i) Los gastos de comunicación social;

ii) El gasto administrativo no vinculado directa-
mente a la atención de la población;

iii) El gasto en servicios personales, prioritariamen-
te las erogaciones por concepto de percepciones ex-
traordinarias; y

iv) Los ahorros y economías presupuestarios que se
determinen con base en los calendarios de presu-
puesto autorizados a las dependencias y entidades.

En caso de que lo ajustes anteriores no sean factibles o su-
ficientes para compensar la disminución de ingresos, po-
drán realizarse ajustes en otros conceptos de gasto siempre
y cuando se procure no afectar los programas sociales;

...

3. Que el artículo 18 del decreto de presupuesto de egresos
para el ejercicio fiscal del 2009, establece que:

Artículo 18. Los poderes Legislativo y Judicial, los en-
tes autónomos, así como las dependencias y entidades
podrán destinar recursos presupuestarios para activida-
des de comunicación social a través de la radio y la te-
levisión, siempre y cuando hayan solicitado en primera
instancia los tiempos que por ley otorgan al Estado las

empresas de comunicación y éstos no estuvieran dispo-
nibles en los espacios específicos y en la vigencia soli-
citada.

Al respecto, se interpreta que la determinación de la dispo-
nibilidad de los espacios y la vigencia solicitada recae en
las propias empresas de comunicación, no se establece
tampoco que los medios de comunicación deberán exten-
der una constancia notariada sobre indisponibilidad de es-
pacios y vigencia, de manera que la determinación es uni-
lateral sin que medie un mecanismo claro para determinar
en qué casos, previa solicitud de los tiempos del Estado, se
puede contratar publicidad con recursos públicos.

Por su parte el mismo artículo 18, en su párrafo 9 estable-
ce lo siguiente:

“Durante el ejercicio fiscal no podrán realizarse amplia-
ciones, traspasos de recursos de otros capítulos o con-
ceptos de gasto al concepto de gasto correspondiente a
servicios de comunicación social publicidad de los res-
pectivos presupuestos ni podrán incrementarse dichos
conceptos de gasto, situaciones de carácter contingente
o cuando se requiera ara promover la venta de produc-
tos de las entidades para que éstas generen mayores in-
gresos.”

De esta manera se abre la posibilidad de ampliar los presu-
puestos destinados a comunicación social y publicidad en
casos de contingencia o para promover la venta de produc-
tos, sin embargo, no se establecen con claridad los criterios
para determinar estos supuestos, tampoco se establecen los
montos o porcentajes máximos en que podrán incrementar-
se los gastos de comunicación social y publicidad, por lo
que la legislación en la materia es laxa.

Por lo expuesto, se somete a consideración de esta sobera-
nía, la aprobación del siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se propone la modificación al artículo 18 del pro-
yecto de decreto de Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para el Ejercicio Fiscal 2010, para quedar en los si-
guientes términos:

Artículo 18. Los Poderes Legislativo y Judicial, los en-
tes autónomos, así como las dependencias y entidades
no podrán destinar recursos presupuestarios para activi-
dades de comunicación social a través de la radio y la te-
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levisión, limitándose exclusivamente al uso de los tiem-
pos que por ley otorgan al Estado las empresas de co-
municación que operan al amparo de concesiones fede-
rales para el uso, aprovechamiento o explotación de
bienes de dominio directo de la nación.

En las entidades federativas en donde se lleven a cabo
elecciones, no podrán realizarse erogaciones de comu-
nicación social, ...

Asimismo, deberán observar lo dispuesto en los artícu-
los 41, fracción III, Apartado C, segundo párrafo y 134,
octavo párrafo, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y 2, numeral, del Código Fede-
ral de Instituciones y Procedimientos Electorales, ...

El Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de Gober-
nación, observando lo dispuesto en el párrafo segundo
de este artículo, supervisará la administración y distri-
bución de los tiempos fiscales cubiertos por las empre-
sas de comunicación que operan mediante concesión fe-
deral. Dicha distribución se realizará en la proporción
siguiente: 40 por ciento al Poder Ejecutivo federal; ...

La Secretaría de Gobernación conforme a lo previsto en
el párrafo segundo de este artículo dará seguimiento a la
utilización de los tiempos fiscales. Asimismo,

...

Con base en lo anterior, la Secretaría de Gobernación in-
formará bimestral mente a la Cámara de Diputados so-
bre la utilización de los tiempos fiscales, ...

(Derogado)

(Derogado)

(Derogado)

El Ejecutivo federal, por conducto de la Secretaría de
Gobernación, remitirá a la Cámara de Diputados un in-
forme que contenga la relación de todos los programas
y campañas de comunicación social, desglosadas por
dependencias y entidades. Asimismo, deberá contener la
descripción de las fórmulas, modalidades y reglas para
la asignación de tiempos oficiales. Dicho informe debe-
rá presentarse una vez autorizados los programas de co-
municación correspondientes.

Los programas y campañas de comunicación social se
ejecutarán con arreglo a las siguientes bases:

I. ...

II. ...

III. (Derogado) 

IV. (Derogado)

V. La publicidad que convengan las dependencias y en-
tidades bajo la modalidad de tiempo del Estado y tiem-
po fiscal, para la difusión de los programas sujetos a re-
glas de operación deberá incluir, claramente visible y
audible, la siguiente leyenda: “este programa es público,
ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el
uso para fines distintos a los establecidos en el progra-
ma”. En los casos de los programas de desarrollo social
únicamente deberá incluirse la leyenda establecida en el
artículo 28 de la Ley General de Desarrollo Social. Pa-
ra lo anterior, deberán considerarse las características de
cada medio.

La Secretaría de Gobernación informará bimestralmen-
te a la Comisión de Radio, Televisión y Cinematografía
de la Cámara de Diputados sobre la ejecución y eroga-
ción de los programas y campañas de comunicación so-
cial. Dichos informes deberán contener, al menos, lo si-
guiente: empresas prestadoras de los servicios y tiempos
contratados, fiscales y de Estado utilizados por cada de-
pendencia y entidad.

En medios impresos podrá realizarse gasto en comuni-
cación social, distribuyendo con criterios de equidad y
de imparcialidad las compras entre los distintos medios.
Estas erogaciones no deberán exceder en cada poder, ór-
gano autónomo, y entidad federal al erogado durante el
ejercicio fiscal 2009. Dicho gasto deberá cumplir a ca-
balidad con lo previsto en los párrafos 7 y 8 del artículo
134 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

En el informe de avance de gestión financiera a que se
refiere la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas
de la Federación se deberá dar cuenta del ejercicio de
estos recursos.

Dado en San Lázaro, a 27 de octubre de 2009.— Diputado Jaime Fer-
nando Cárdenas Gracia (rúbrica).»



El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, señor diputado. Túrnese a la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública.

Señoras diputadas y señores diputados, nos visitan en este
momento alumnos de la Facultad de Derecho, de la Uni-
versidad Veracruzana, así como estudiantes del ICADEP,
de Hidalgo, y alumnos de la Benemérita Universidad Au-
tónoma de Puebla, campus Chignahuapan, de las Faculta-
des de Ciencias Sociales y de Administración. Sean ustedes
bienvenidos.

PRESUPUESTO DE EGRESOS 
DE LA FEDERACION 2010

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Carlos Flores Rico, para
presentar proposición con punto de acuerdo para que en el
proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para
el Ejercicio Fiscal 2010 se consideren medidas federalistas
y de eficiencia para el desarrollo social, suscrito por dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del PRI.

El diputado Carlos Flores Rico: Gracias, presidente.

Ya hemos comentado aquí que, tal y como está diseñada la
política social actual, no funciona. Y no funciona porque
no combate la pobreza, no reduce la desigualdad, no eleva
el desarrollo humano. Esto no hay que demostrarlo mucho,
puesto que en cualquier parte que uno asome la cabeza en-
cuentra marginación, miseria, indigencia y, lamentable-
mente, pocos resultados en política social.

Hoy les vengo a proponer un punto de acuerdo, dirigido a
la Comisión de Presupuesto, que no es de recursos, sino de
criterios, y que tienen que ver con los defectos que vemos
en la política social actual.

Uno. La política actual es asistencialista. En lugar de fi-
nanciar la generación de empleos y la producción, financia
el consumo; y es limitada y subsidiada.

Dos. Es centralista, es asfixiante, es prácticamente de una
alta burocracia que desde acá dice qué hay que hacer allá
donde está el problema.

Tres. Frecuentemente cae en la duplicidad. Hace lo mismo
una secretaría que otra, y repiten lo que hacen los estados.

Cuatro. Es opaca. No hay padrón único de beneficiarios,
pese a que hace años que tienen orden de ley y de la Fun-
ción Pública de hacerlo.

Cinco. Es clientelar. Eso hace que tienda mucho a ser ma-
nejada electoreramente, de manera que el servidor público
o es apóstol o es pastor de votos.

Seis. Es excluyente, porque generalmente no atiende ni a
los estados ni a los municipios, pero mucho menos a la
gente y a la organización social.

Siete. Y finalmente, es costosa e insuficiente.

¿Que hay qué hacer? Hay mucho que hacer. Lo podemos
reducir en una frase: hagamos una reforma social de Esta-
do que cambie el pacto social por el bienestar.

Entre tanto, los diputados firmantes queremos hacer llegar
este punto de acuerdo, que dice cuatro cosas simplemente,
a la Comisión de Presupuesto:

1. Consolidar programas sociales, evitando dispersión de
recursos y sobrecostos, haciendo eficiente la focalización y
ampliando las coberturas.

2. Establecer la obligación de que todos los programas ac-
tuales federales de desarrollo social sean convenidos con
los estados, en los estados y en los órganos correspondien-
tes de cada uno de ellos.

3. Que la actualización y elaboración de las reglas de los
programas no retrasen la implementación eficiente y opor-
tuna.

4. Y, finalmente, garantizar que los apoyos económicos es-
tablecidos lleguen completa, oportuna y directamente a los
beneficiarios, evitando intermediaciones y clientelismos
electorales.

Es cuanto, compañeras y compañeros. Muchas gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, a fin de que en el pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación de 2010
se consideren medidas federalistas y de eficiencia para el
desarrollo social, a cargo del diputado Carlos Flores Rico y
suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario del PRI

Carlos Flores Rico, diputado federal a la LXI Legislatura
del H. Congreso de la Unión, a nombre de los suscritos in-
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tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, ante ustedes comparezco para exponer:

Que con fundamento en lo previsto en el artículo 58 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; sometemos a su
aprobación, la presente proposición con punto de acuerdo
al tenor de los siguientes:

Considerandos

Que el crecimiento económico debe ir aparejado al des-
arrollo social y que debe impulsarse una relación virtuosa
entre la política económica y la política social; para que
propicie un desarrollo económico distributivo más acelera-
do y perdurable.

Que la política social debe ser puntal republicano en el
combate al centralismo, y el impulso al federalismo como
la mejor vía de aprovechar las capacidades de la nación;
que es prioritario cuidar que se agilice el ejercicio del gas-
to social, utilizando la capacidad de ejecución de los esta-
dos y municipios;

Que las decisiones, ejecución y evaluación de los resulta-
dos de los programas sociales deben acercarse a la pobla-
ción, y abrir espacios a la participación de la sociedad res-
petando su dignidad y alentando sus potencialidades
productivas;

Por ello, proponemos a la atenta consideración de esta so-
beranía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se solicita a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública que en el dictamen del Presupuesto de Egresos de
la Federación para el Ejercicio Fiscal 2010, se consideren
los siguientes objetivos de gestión:

1. Consolidar los programas sociales evitando disper-
sión de recursos y sobrecostos, haciendo eficiente su fo-
calización y ampliando las coberturas;

2. Establecer la obligación de que todos los programas
federales de desarrollo social sean convenidos con los
gobiernos de los estados a través de sus órganos de pla-
neación democrática;

3. Determinar que la actualización y/o elaboración de
las reglas de operación de los programas no deberán re-
trasar su implementación eficiente y oportuna;

4. Garantizar que los apoyos económicos establecidos
en los programas sociales lleguen completa, oportuna y
directamente a los beneficiarios, evitando intermedia-
ciones y clientelismos electorales.

5. Acelerar la puesta en marcha del programa de trans-
ferencias de recursos a través de la red de instituciones
bancarias y organismos auxiliares, previsto para im-
plantarse en el 2011, de acuerdo a la cobertura territo-
rial, sin cargo o comisión alguna para el beneficiario.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de octubre de 2009.— Dipu-
tados: Carlos Flores Rico, Alma Carolina Viggiano Austria, Canek
Vázquez Góngora, Ramón Ramírez Valtierra, Miguel Ángel Terrón
Mendoza, Rubén Moreira Valdez, Mario Moreno Arcos, Ángel Agui-
rre Herrera, Fermín Alvarado Arroyo, Jesús Rodríguez Hernández, Jor-
ge López Portillo Basave, Héctor Pablo Ramírez Puga Leyva, José Yu-
nes Zorrilla, Jesús Alberto Cano Vélez, Nicolás Bellizia Aboaf, Isaías
González Cuevas (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública.

COCA-COLA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Emilio Serrano Jiménez,
del Grupo Parlamentario del PRD, para presentar proposi-
ción con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Se-
cretaría del Trabajo y Previsión Social a que combata el
fraude laboral y fiscal desarrollado por The Coca-Cola
Company y sus filiales, valiéndose del outsourcing; igual-
mente para que se exhorte a la Junta Federal de Concilia-
ción y Arbitraje a que se apegue a derecho en el juicio que
el ingeniero Ángel Alvarado Agüero mantiene contra Co-
ca-Cola.

El diputado Emilio Serrano Jiménez: Con su venia, di-
putado presidente. Compañeras diputadas, compañeros di-
putados, les pido el apoyo total para que se corrijan irregu-
laridades que van en perjuicio no solamente de los
trabajadores, sino de la hacienda pública.



Una empresa de prestigio —o desprestigio— internacional
como es Coca-Cola, que se ufana de ser una inversora y te-
ner más de 80 mil trabajadores en México, aunque sola-
mente 400 son los que se ven beneficiados con las presta-
ciones de esta empresa, está evadiendo el fisco, está
violando los derechos de los trabajadores en una simula-
ción a través del outsourcing, con el que quita derechos a
miles y miles de trabajadores. Pero no nada más es esta em-
presa la que viola los derechos de los trabajadores, es una
práctica que se da ya en otras grandes empresas.

No estamos en contra de la inversión extranjera. Estamos
en contra de la violación de los derechos de los trabajado-
res. Estamos en contra de la evasión fiscal que hace esta
empresa. Pero, no obstante que son violadores de la ley, tie-
nen el respaldo, la anuencia de instituciones que están pa-
ra proteger a los trabajadores, como es la Junta de Conci-
liación y Arbitraje, que en forma parcial da la razón a la
empresa. La Procuraduría General de la República también
actúa en forma parcial a favor de estas grandes empresas.

Nosotros pedimos que respeten la ley, y que se actúe con
imparcialidad. No estamos pidiendo favores. Estamos pi-
diendo respeto absoluto a la ley. Por muy empresas trasna-
cionales y poderosas que sean, en México debe respetarse
la ley. Es lo que estamos pidiendo.

Voy a pedirle, señor presidente, que se publique íntegra-
mente el documento del que se hizo entrega, porque ahí te-
nemos un claro ejemplo de las violaciones a los derechos
de los trabajadores. Es cuanto, señor presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la STPS a combatir el fraude laboral y fiscal efectuado me-
diante operaciones de outsourcing por The Coca-Cola
Company y sus filiales; y a la Junta Federal de Concilia-
ción y Arbitraje, a ajustarse a derecho en el juicio que el in-
geniero Ángel Alvarado Agüero mantiene contra dicha em-
presa, a cargo del diputado Emilio Serrano Jiménez, del
Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado Emilio Serrano Jiménez, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, con fundamento en los artículos 58 y 59 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, presenta a esta sobera-
nía, con carácter de urgente y obvia resolución, la siguien-
te proposición con punto de acuerdo

Consideraciones

El ingeniero Ángel Alvarado Agüero, se desempeñó duran-
te 16 años como alto directivo de la empresa The Coca-Co-
la Company, habiendo sido despedido injustificadamente
en mayo de 2007, todo por manifestar su inconformidad
ante las ilegales prácticas monopólicas desarrolladas por la
empresa en nuestro país. En consecuencia de lo anterior, el
ingeniero Alvarado interpuso demanda laboral, que se tra-
mita ante la Junta Especial número 16 de la Junta Federal
de Conciliación y Arbitraje. Siendo indispensable señalar,
que a este ingeniero se le arrancó una supuesta renuncia,
para lo cual la empresa le privó ilegalmente de su libertad
y le hizo víctima de todo tipo de amenazas, además de es-
tar presionado por guardias armados. Así se las gasta esta
trasnacional, que públicamente presume de tanta rectitud.

A partir de entonces, este ingeniero, ha visto la complici-
dad de esta junta con esta poderosa trasnacional, por lo que
se le ha obstaculizado su defensa por todos los medios po-
sibles; su familia ha sido víctima de amenazas y, se le ha
impedido por todos los medios su derecho a reemplearse
nuevamente (es decir, se ha hecho uso de la aborrecible e
ilegal práctica de “poner en el índice”).

Sobre las irregularidades procesales, cabe señalar que la
Junta Especial número 16, sistemáticamente le ha desecha-
do las documentales ofrecidas por este trabajador, las cua-
les son pruebas contundentes, e incluso ha llegado al ex-
tremo de revocar sus propios acuerdos ordenando el
archivo de un expediente sin sustanciar el procedimiento
respectivo.

En todo lo anterior, ha jugado un papel fundamental la si-
mulación laboral desarrollada por The Coca-Cola Com-
pany, por medio de la utilización del mecanismo conocido
como outsourcing, esquema de intermediación laboral y de
servicios, para lo cual The Coca-Cola Company ha creado
varias filiales. Todo con el objeto de burlar sus obligacio-
nes para con sus trabajadores, especialmente el reparto de
utilidades, igualmente para evadir al fisco y al Instituto
Mexicano del Seguro Social (IMSS).

Baste señalar como ejemplo, en 2007 The Coca-Cola Ex-
port Corporation, sucursal México, obtuvo utilidades por
un monto de alrededor de 700 millones de dólares, por lo
que conforme a la Ley Federal del Trabajo a los trabajado-
res se les debieron repartir 70 millones de dólares; sin que
esto haya sido algo excepcional ya que el pago completo de
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utilidades se les ha negado a los trabajadores por más de
treinta años.

Pese a las declaraciones de condena del secretario del Tra-
bajo y Previsión Social, licenciado Javier Lozano Alarcón,
a las prácticas del outsourcing, para lo cual firmó un con-
venio con el Servicio de Administración Tributaria, el
IMSS, la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, y la
Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo, resulta que
a la fecha, pese a las repetidas solicitudes del ingeniero Al-
varado, la STPS no ha hecho nada para poner fin al fraude
laboral desarrollado por Coca-Cola en el país.

El trabajador, en su lucha por justicia ha presentado de-
nuncias penales ante la Procuraduría de Justicia del Distri-
to Federal, las que han corrido con la misma suerte que el
procedimiento laboral. La lista de derechos y garantías que
se le han conculcado al trabajador es muy larga, convir-
tiéndose en una lucha desleal y antijurídica, siendo que lo
único que se busca es la justicia a este trabajador, dada la
práctica de simulación fraudulenta de numerosas empresas
en nuestra nación vía el outsourcing.

Nadie puede oponerse, a que una empresa de capital ex-
tranjero invierta en nuestro país y genere empleo, pero
siempre que lo haga en respeto a nuestro estado de dere-
cho, comenzando por los derechos humanos, en general, y
concretamente los derechos laborales de sus trabajadores.

Por todo lo expuesto y fundado, someto a la consideración
de esta soberanía con el carácter de urgente y obvia resolu-
ción, la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta al secretario del Trabajo y Previsión
Social, licenciado Javier Lozano Alarcón, a que intervenga
contra las prácticas fraudulentas en materia laboral y fiscal,
desarrolladas por la empresa The Coca-Cola Company y
sus diversas filiales, por medio del mecanismo denomina-
do outsourcing. Aclarando que la empresa que tiene la re-
presentatividad legal productiva de esta trasnacional en
nuestro país es la denominada, The Coca-Cola Export Cor-
poration, sucursal México.

Segundo. Se exhorta al presidente de la Junta Federal de
Conciliación y Arbitraje, licenciado Eduardo Andrade Sa-
laverría, a velar porque en el juicio entre el ingeniero Án-
gel Alvarado Agüero y The Coca-Cola Export Corporation

Sucursal México, se actúe en todo momento con imparcia-
lidad y sujeción a derecho.

Tercero. Se exhorta, igualmente, al procurador general de
la República, licenciado Arturo Chávez Chávez, para que
los procesos penales interpuestos por el ingeniero Ángel
Alvarado Agüero con motivo de las irregularidades en el
proceso laboral, se atiendan con oportunidad y legalidad.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de octubre de 2009.— Dipu-
tado Emilio Serrano Jiménez (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Insértese como lo solicita el diputa-
do. Túrnese a la Comisión de Trabajo y Previsión So-
cial.

Tiene la palabra el diputado Arturo Zamora Jiménez, del
Grupo Parlamentario del PRI. Me están informando de su
ausencia en este momento del recinto, por lo cual se le da-
rá el uso de la palabra más tarde.

COMISION ESPECIAL DE PUERTOS 
Y MARINA MERCANTE

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Luz Carolina Gudiño Co-
rro, del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar pro-
posición con punto de acuerdo por el que se crea la
Comisión Especial de Puertos y Marina Mercante de la Cá-
mara de Diputados.

La diputada Luz Carolina Gudiño Corro: Con su venia,
diputado presidente. Vengo a esta tribuna a presentar un
punto de acuerdo para la creación de la Comisión Especial
de Puertos y Marina Mercante.

La razón: México cuenta con más de 11 mil kilómetros de
litoral a lo largo del Océano Pacífico y del Golfo de Méxi-
co, en 17 entidades federativas que representan 15 por
ciento de la población y cerca de 36 por ciento del produc-
to interno bruto.

De los 107 puertos que existen, 24 tienen actividades rele-
vantes, y de éstos 19 son concesionados a las Administra-
ciones Portuarias Integrales, mejor conocidas como APIS,



con participación patrimonial al ciento por ciento de la Fe-
deración, relegando a los estados y municipios a formar
parte únicamente como miembros de sus consejos de ad-
ministración, pero excluidos de las asambleas de socios, ya
que se trata de empresas constituidas, bajo la Ley de So-
ciedades Mercantiles, como sociedades anónimas de capi-
tal variable. Éstas a su vez ceden parcialmente sus dere-
chos a la inversión privada para su explotación, logrando
un gran dinamismo.

80 por ciento del comercio exterior del país pasa por las
APIS de Veracruz, Lázaro Cárdenas, Manzanillo, Ensena-
da y Altamira.

Actualmente, Baja California Sur, Quintana Roo, Campe-
che, Tabasco y Veracruz han constituido sociedades mer-
cantiles de participación ciento por ciento estatal y han ob-
tenido del Ejecutivo federal las concesiones de las
Administraciones Portuarias Integrales para el aprovecha-
miento de sus litorales.

Los principales puertos de México cursan por distintas eta-
pas: unos en proceso de consolidación y otros con proble-
mas operativos de carga, de descarga, de estiba y de segu-
ridad.

Por su ubicación geográfica, México debe fortalecer los in-
tercambios comerciales y de inversión hacia los mercados
europeos y norteamericanos, a través de sus puertos de al-
tura, o bien fortalecer la interacción hacia los mercados lo-
cales.

Es necesario reformular las estrategias para la administra-
ción de las aduanas marítimas, pues se requiere de manera
urgente modernizar los procedimientos y controles de trán-
sito marítimos.

Estudios recientes demuestran que, en la próxima década,
la capacidad de los puertos mexicanos actuales se verá re-
basada. Por ello son necesarias nuevas reglas para estable-
cer recintos fiscalizados estratégicos y zonas de activida-
des logísticas.

Desde la comisión cuya creación se propone pueden im-
pulsarse acuerdos entre los diversos actores, para concretar
en el corto y mediano plazo la ampliación del puerto de Ve-
racruz, la ampliación del puerto de Lázaro Cárdenas, la
ampliación de los puertos de Coatzacoalcos y de Salina
Cruz, destinados a la conformación del corredor transís-
tmico.

La administración de recintos costeros de influencia estatal
y municipal; la revisión de los términos convenidos de la
colaboración fiscal, en materia de zonas federales maríti-
mas terrestres; la expansión de la Escalera Náutica del Pa-
cífico, el desarrollo de la Escalera Náutica del Golfo, la
construcción de recintos refrigerados y de empaque para
productos pesqueros del mar y la construcción de termina-
les industriales metal-mecánicas relacionada a la extrac-
ción petrolera, petroquímica y de refinación.

El desarrollo de los puertos depende de que se comprenda
la importancia y trascendencia del impacto socioeconómi-
co y territorial que la actividad portuaria ejerce sobre la
ciudad y el desarrollo sustentable de la zona de influencia
más cercana.

Debemos de implementar una estrategia regional en la cual
la directriz se sitúe en el Ejecutivo estatal para lograr una
descentralización real y una efectiva desconcentración de
las decisiones que, en el marco del nuevo federalismo,
otorguen más facultades a las entidades federativas.

Por eso, y con objeto de lograr los proyectos estratégicos
planteados en materia de desarrollo portuario, se propone
como punto de acuerdo la creación de la Comisión Espe-
cial de Puertos y Marina Mercante, en los términos publi-
cados en la Gaceta Parlamentaria. Es cuanto.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se crea la
Comisión Especial de Puertos y Marina Mercante de la
Cámara de Diputados, a cargo de la diputada Luz Carolina
Gudiño Corro, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada Luz Carolina Gudiño Corro, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional de la LXI Legislatura de la honorable Cáma-
ra de Diputados del Congreso de la Unión, con fundamento
en el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a la consideración de esta honorable asamblea proposi-
ción con punto de acuerdo, conforme a las siguientes

Consideraciones

En el mundo, los litorales constituyen un elemento de gran
influencia en el desarrollo; los puertos y las playas son ejes
que articulan la inversión y el progreso. En las mayores
economías del mundo el desarrollo costero ha tenido un pa-
pel importante como medida de impulso a la actividad eco-
nómica.
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En México el amplio potencial portuario y costero, y su di-
námica económica y poblacional se localizan en las zonas
altas. Diecisiete entidades federativas cuentan con 11,122
kilómetros de litorales en el Océano Pacífico y el Golfo de
México, y en ellas se concentra más del 15 por ciento de la
población; las zonas costeras registran las mayores tasas de
crecimiento poblacional del país, y aportan cerca del 36
por ciento del producto interno bruto. No obstante, menos
del 3 por ciento de la población económicamente activa se
dedica a actividades relacionadas con la explotación litoral.

Sólo destacan como actividades económicas relacionadas
con el sector, el turismo en sus diferentes modalidades co-
mo: el náutico, sol y playa, cultural, rural, deportivo, entre
muchas más; la pesca de altura y ribereña; así como la
acuacultura; y la transportación de mercancías a través de
puertos comerciales de altura o de cabotaje; en materia in-
dustrial, el desarrollo en rubros como astilleros, industrias
pesadas, petroquímica entre otras, son las actividades pre-
ponderantes del sector. No así la industria de la transfor-
mación, ya que de los 338 parques industriales del país, só-
lo nueve están ubicados en las costas.

Existen 107 puertos de los cuales sólo 24 tienen activida-
des relevantes y de estos, 19 son concesionados a las Ad-
ministraciones Portuarias Integrales con participación pa-
trimonial al cien por ciento de la federación, relegando a
los estados y municipios a formar parte únicamente como
miembros de sus consejos de administración, pero exclui-
dos de las asambleas de socios ya que se trata de empresas
constituidas bajo la Ley de Sociedades Mercantiles como
sociedades anónimas de capital variable.

Las Administraciones Portuarias Integrales federales son:
Ensenada, Guaymas, Topolobampo, Mazatlán, Puerto Va-
llarta, Manzanillo, Lázaro Cárdenas, Salina Cruz, Puerto
Madero, Altamira, Tampico, Tuxpan, Veracruz, Coatzaco-
alcos, Progreso, Quintana Roo, Campeche, Tabasco y Dos
Bocas, esta última creada en noviembre de 1999.

Éstas, a su vez, ceden parcialmente sus derechos a la in-
versión privada para su explotación logrando un gran dina-
mismo. El 80 por ciento del comercio exterior del país pa-
sa por las Administraciones Portuarias Integrales de
Veracruz, Lázaro Cárdenas, Manzanillo, Ensenada y Alta-
mira.

Actualmente, los estados de Baja California Sur, Quintana
Roo, Campeche, Tabasco y Veracruz han constituido so-
ciedades mercantiles de participación 100 por ciento esta-

tal, y han obtenido del Ejecutivo federal las concesiones de
las Administraciones Portuarias Integrales para el aprove-
chamiento de sus litorales.

México goza de una gran biodiversidad y riqueza en recur-
sos naturales con una baja vocación hacia las actividades
marítimas y portuarias. Las zonas costeras de México se
vinculan a los grandes sistemas lagunares, hermosos arre-
cifes, dunas, selvas tropicales y lugares de una increíble be-
lleza natural, que por sus características y ubicación geo-
gráfica presentan amplias posibilidades para el desarrollo y
bienestar de millones de mexicanos.

Los principales puertos de México cursan distintas etapas:
unos en proceso de consolidación y otros con problemas de
congestionamiento de carga, saturación causada por la di-
ferente integración con otras modalidades de trasporte y
por las restricciones de crecimiento por encontrarse rodea-
dos de zonas urbanas. Del mismo modo, existen problemas
operativos de carga, descarga, estiba y de seguridad.

La nación tiene además, puertos turísticos y pesqueros, la
industria del turismo se considera estratégica por su amplio
potencial para generar las divisas que demanda la sociedad,
por su gran capacidad para generar empleos y por los efec-
tos multiplicadores que tiene en otros sectores de la econo-
mía, también por ser un fuerte inductor de capacitación de
inversión extranjera.

Las posibilidades de desarrollo de la actividad turística en
distintos puertos del país, se ven frenadas por carecer  de
una infraestructura de transporte y de servicios turísticos
adecuada y de calidad, también por la falta de una planea-
ción que precise estrategias en cuanto a la coordinación del
turismo, tanto nacional como extranjero, con los diversos
lugares turísticos cercanos de las zonas portuarias.

En cuanto a los puertos pesqueros, a pesar de la importan-
cia que esta actividad reviste y los enormes recursos po-
tenciales a explorar, se desarrolla con límites que impiden
mayor crecimiento. Es de destacar el tamaño y la reducción
de su capacidad en captura de las embarcaciones de su flo-
ta, los métodos, las técnicas, las artes de pesca tradiciona-
les; los problemas de organización, de comercialización y
de financiamiento: la insuficiente infraestructura de apoyo,
como adecuados atracaderos, centros de recepción, conser-
vación y frigorífico, así como la escasa capacidad de pro-
cesamiento industrial. En términos generales, es conve-
niente señalar y atender la falta de integración de la
producción pesquera e industrial, así como el sector turís-



tico, que contrasta con el crecimiento dinámico de la po-
blación. La modernización de los puertos ubicados en el li-
toral mexicano resulta altamente prioritaria: pues de estos
depende un considerable porcentaje de desarrollo de la
economía nacional.

Por su ubicación geográfica, México debe fortalecer los in-
tercambios comerciales y de inversión hacia los mercados
de éste y otros continentes a través de sus puertos de altu-
ra o bien, la interacción hacia los mercados locales. Ante
tal dinámica, el crecimiento de México requiere de una in-
fraestructura portuaria acorde a las expectativas de des-
arrollo, y que permita aprovechar las enormes oportunida-
des de inversión y de turismo, a fin de fortalecer la
productividad que de manera integral asegure la continui-
dad y el crecimiento del país.

Todo ello, sin duda representa un gran reto que necesaria-
mente se debe afrontar, delineando conjuntamente los go-
biernos federal, estatales y municipales; estrategias, objeti-
vos y metas que permitan el logro de un desarrollo
sustentable y armónico de los puertos ubicados en el litoral
mexicano. Las directrices que se fijen deben elaborarse in-
terpretando la realidad social del país, por ello, no es co-
rrecto ni viable, tratar de impulsar la economía gravando
lesivamente los medios de producción de sectores tan es-
tratégicos como el marítimo; se debe fomentar el desarro-
llo de la industria  para garantizar la existencia de una con-
tribución futura, mas no usufructuar el mercado en
perjuicio de los ciudadanos y a favor de los extranjeros.

Con la visión de un federalismo autentico, se deberá im-
pulsar, desde el Congreso federal, la participación de las
entidades federativas y sus municipios, el fortalecimiento
del sector portuario y rescate de la marina mercante para
lograr beneficios directos de la globalización económica.

La temática particular que han impulsado, en los últimos
años, los gobiernos estatales y municipales, así como los
diversos actores se resume en lo siguiente:

• Participación de los estados y ayuntamientos en la Ad-
ministraciones Portuarias  Integrales;

• Autonomía de las actividades de las Administraciones
Portuarias Integrales;

• Participación de la inversión privada en las Adminis-
traciones Portuarias Integrales;

• Transferencia de las capitanías de puerto de la Secre-
taría de Comunicaciones y Transportes a la Secretaría
de Marina;

• Administración de recintos portuarios y costeros;

• Modernización de las aduanas marítimas;

• Nuevas reglas para el establecimiento de recintos fis-
calizados;

• Estratégicos y zonas de actividades logísticas;

• Seguimiento a los proyectos de desarrollo portuario;

• Rescate de la marina mercante; y

• Desarrollo de astilleros.

Por lo anteriormente expuesto, propongo la creación de
una Comisión Especial de puertos y marina mercante en la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
con la finalidad de impulsar y dar seguimiento a los pro-
yectos relacionados con la materia y vinculados a:

• Seguridad nacional; 

• Equilibrio ecológico;

• Protección al medio ambiente;

• Generación de empleos;

• Crecimiento y desarrollo económico portuario e in-
dustrial;

• Turismo;

• Atracción de inversión extranjera;

• Comercio internacional;

• Aduanas;

• Recintos fiscales y recintos portuarios;

• Zonas de actividades logísticas;

• Pesca; e
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• Infraestructura portuaria especializada.

Otro fundamento para la creación de esta comisión, es la
necesidad de reformular tanto las estrategias para la Admi-
nistración de las Aduanas Marítimas como la conveniencia
de emitir lineamientos administrativos específicos en ma-
teria administración de aduanas marítimas; pues se requie-
re , de manera urgente, modernizar los procedimientos y
controles del tránsito marítimo, esto no es un asunto sólo
de seguridad nacional, deben de promoverse esquemas efi-
cientes para su funcionamiento en un mundo competitivo,
en el cual la seguridad y el tiempo de traslado de la mer-
cancía, inciden en forma determinante en los costos, pre-
cios y rendimientos. Estudios recientes demuestran que en
la próxima década, la capacidad de los puertos mexicanos
actuales se verá rebasada. Por ello son necesarias  nuevas
reglas para establecer recintos fiscalizados estratégicos y
zonas de actividades logísticas.

Además, se necesita en la organización interna de esta so-
beranía, un órgano especializado que fomente la producti-
vidad del sector marítimo a través de la confección de po-
líticas públicas que garanticen la dinámica comercial en los
puertos de la República Mexicana, y sobre todo, que en es-
ta dinámica se impulse la contratación de embarcaciones
nacionales, para que funcionen como vehículos de la eco-
nomía mediante el transporte de mercancías, con lo cual,
habrá mayor capital y mas fuentes de empleo, ambas pre-
misas indispensables para el desarrollo de la nación.

Desde la comisión, cuya creación se propone, se pueden
impulsar los acuerdos entre los diversos actores para con-
cretar en el corto y mediano plazo los siguientes proyectos:

• Ampliación del puerto de Veracruz, Veracruz;

• Ampliación del puerto de Lázaro Cárdenas, Michoa-
cán;

• Ampliación de los puertos de Coatzacoalcos, Veracruz
y Salina Cruz, Oaxaca, destinados a la conformación del
corredor transítsmico;

• Administración de recintos costeros de influencia esta-
tal y municipal;

• Revisión de los términos del Convenio de Colabora-
ción Fiscal en materia de zonas federales marítimo-te-
rrestres;

• Expansión de la escalera náutica del Pacífico;

• Desarrollo de la escalera náutica del Golfo;

• Construcción de recintos refrigerados y de empaque
para productos pesqueros del mar;

• Construcción de terminales industriales metal mecáni-
cas relacionadas a la extracción petrolera, petroquímica
y refinación.

En el marco de la economía globalizada, la importancia de
los puertos ha tomado una nueva relevancia. Las ciudades
costeras se encuentran ante la posibilidad de impulsar el
desarrollo de diversas actividades económicas que se ges-
tan alrededor de su litoral.

Alcanzar el desarrollo portuario y de la marina mercante de
México en el reconocimiento y superación de necesidades
sociales y económicas, implica la realización de auténticas
políticas públicas que rijan el desarrollo del litoral y posi-
bilite la modernización del país y necesariamente el logro
de mejores niveles de vida.

Modernizar los puertos ubicados en el litoral resulta alta-
mente prioritario, es conveniente atender la falta de inte-
gración de la producción pesquera e industrial, así como el
sector turístico, que contrasta con el crecimiento dinámico
de la población, impulsar el cabotaje en ríos y la participa-
ción privada en las inversiones.

El desarrollo de los puertos depende de que se comprenda
la importancia y trascendencia del impacto socioeconómi-
co y territorial, que la actividad portuaria ejerce sobre la
ciudad y el desarrollo sustentable de su zona de influencia
más cercana, debemos implantar una estrategia regional,
en la cual, la directriz se sitúe en el Ejecutivo estatal, para
lograr una descentralización real y una efectiva desconcen-
tración de las decisiones que en el marco del nuevo federa-
lismo otorguen más facultades a las Entidades Federativas;
por esto y con el objeto de lograr los proyectos estratégicos
planteados en materia de desarrollo portuario, se proponen
los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se crea la Comisión Especial de Puertos y Mari-
na Mercante de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión.



Segundo. Otórguense los recursos financieros, materiales
y humanos necesarios para su debido funcionamiento.

Tercero. La duración de la Comisión Especial de Puertos y
Marina Mercante comprenderá desde la aprobación del
presente acuerdo hasta el término de esta LXI Legislatura.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de octubre de
2009.— Diputada Luz Carolina Gudiño Corro (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputada. Túrnese a la Junta de Co-
ordinación Política.

Señoras diputadas y señores diputados, contamos con la vi-
sita de alumnos de la escuela Kairos, así como habitantes
del estado de Veracruz que se encuentran como invitados.
Sean ustedes bienvenidos.

Se pospone, a solicitud del Grupo Parlamentario del PRI,
la intervención del diputado Antonio Benítez Lucho.

COMISION ESPECIAL DE ARTESANIAS

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Fermín Gerardo Alvarado
Arroyo, del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar
proposición con punto de acuerdo para crear la Comisión
Especial de Artesanías.

El diputado Fermín Gerardo Alvarado Arroyo: Con su
permiso, ciudadano presidente. Compañeras diputadas y
compañeros diputados, el que suscribe, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del PRI, con funda-
mento en los artículos 34 y 42 de la Ley Orgánica y 58 y
78 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General, somete a consideración de esta soberanía la pre-
sente proposición con punto de acuerdo, conforme a los si-
guientes considerandos:

Los pueblos y comunidades indígenas de México presen-
tan un rostro altamente diversificado y son quienes más
contribuyen con su patrimonio a la riqueza nacional. Están
integrados —más de 12 millones de personas, alrededor de
la décima parte de la población del país— en 20 mil loca-
lidades, que son las que más aportan en recursos humanos,
territorio y cultura, a pesar de que en su mayoría viven en
condiciones de miseria.

La elaboración de artesanías, esencia de nuestra identidad
e historia, es también su modus vivendi y a veces su única
fuente de ingresos. La artesanía comprende las obras y tra-
bajos realizados de manera manual y creativa con poca o
nula intervención de maquinaria, significándose por ser de-
corativos y distintos al trabajo en serie o industrial.

El 14 de junio, el Ejecutivo federal constituyó el fideico-
miso público Fondo Nacional para el Fomento de las Arte-
sanías, sectorizado a Sedesol, para impulsar el desarrollo
humano, social y económico de los artesanos de México.

Asimismo, la Cámara de Diputados contaba con una Co-
misión Especial de Artesanías hasta la LVII Legislatura,
que se fusiona con la Comisión de Comercio y Fomento In-
dustrial, generando con esta lamentable decisión que un
asunto tan importante para la vida económica de una bue-
na parte de la población haya pasado a un segundo térmi-
no.

Por ello, durante los Foros Nacionales Artesanales IV y V,
celebrados en Campeche en 2008, y en Jalisco en este año,
los Institutos de las Artesanías y las Casas de las Artesanías
de los estados del país se manifestaron contundente y unáni-
memente porque esta representación cree e integre nueva-
mente una Comisión Especial que impulse, proteja y regla-
mente la actividad artesanal; revise y actualice la incompleta
e inoperante Ley Federal para el Fomento de la Microindus-
tria y a la Actividad Artesanal, y otorgue los apoyos como
una política pública para que mejoren los ingresos y la cali-
dad de vida de los artesanos mexicanos.

Esta representación, fiel al pacto federal, debe empeñarse
en respaldar decididamente las propuestas que impulsen el
desarrollo de los pueblos indígenas, como variante del fe-
deralismo cooperativo.

Por ello, estimamos pertinente someter a la consideración
de esta honorable soberanía la siguiente proposición con
punto de acuerdo:

Único. Conforme al artículo 42 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se so-
licita a la Junta de Coordinación Política y a esta asamblea
que se constituya la Comisión Especial de Artesanías y se
le dote, para su eficaz desempeño, de los recursos huma-
nos, materiales y financieros necesarios para su debida
operación durante la vigencia de la LXI Legislatura. Es
cuanto, ciudadano presidente.
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«Proposición con punto de acuerdo, para crear la Comisión
Especial de Artesanías, a cargo del diputado Fermín Gerar-
do Alvarado Arroyo, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Fermín Gerardo Alvarado Arroyo, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional en la LXI Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 34 y 42 de la Ley Orgánica; y 58 y 78 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
esta soberanía, proposición con punto de acuerdo, al tenor
de los siguientes

Considerandos

1. Que los pueblos y comunidades indígenas de México
presentan un rostro altamente diversificado y son quienes
más contribuyen con su patrimonio a la riqueza nacional.

2. Que estos pueblos y comunidades están integrados por
más de 12 millones de personas, constituyen la décima par-
te de la población y se encuentran distribuidos en 20 mil lo-
calidades, expresando la mayor riqueza nacional y son los
que más aportan, en recursos humanos, territorio y cultura,
a pesar de que, en su inmensa mayoría, viven en condicio-
nes de franca miseria.

3. Que en doce entidades –entre las que sobresalen Gue-
rrero, Oaxaca y Chiapas– se concentran 5.4 millones de ha-
blantes de la lengua indígena, los restantes 678 mil, están
diseminados en el resto de los estados; 803 municipios, son
considerados de corte indígena, el 67 por ciento de su po-
blación se ocupa en actividades agrícolas; las principales
áreas naturales protegidas se encuentran en municipios y
muchas de ellas, son territorios sagrados y ceremoniales,
con zonas arqueológicas que los pueblos indígenas, desde
tiempos inmemoriales, reclaman como suyas.

4. Que la elaboración de artesanías, además de ser parte
esencial que nos da identidad e historia, es el modus vi-
vendi de grandes sectores poblacionales de la sociedad me-
xicana, destacada y mayoritariamente los pueblos y comu-
nidades indígenas.

5. Que la artesanía comprende, básicamente, las obras y
trabajos realizados de manera manual, con poca o nula in-
tervención de maquinaria, que se significan por ser decora-
tivos y distinta a las demás, diferenciándose del trabajo en
serie o industrial1

6. Que a diferencia de la industria que es toda técnica, me-
cánica aplicada para producir socialmente bienes y servi-
cios, la artesanía es “toda técnica manual creativa, para
producir individualmente, bienes y servicios en tanto que
la industria es “toda técnica mecánica aplicada, para pro-
ducirse socialmente, bienes y servicios”2 y, más aún, para
muchos estudiosos de las artes, la artesanía es un estado
evolutivo que media entre el diseño y el arte.

7. Que el 14 de junio, por mandato del Ejecutivo federal, se
constituyó el fideicomiso público de la administración pú-
blica federal, denominado Fondo Nacional para el Fomen-
to de las Artesanías, sectorizado actualmente a la Secreta-
ría de Desarrollo Social, que responde a la necesidad de
impulsar el desarrollo humano, social y económico de los
artesanos de México, cuya misión es apoyar a los artesanos
y artesanas de México, contribuyendo a la mejora de sus
niveles de vida y a preservar los valores de su cultura tra-
dicional.

8. Que necesitamos vincular la creatividad del artesano con
el consumidor final, mediante programas de apoyo y efec-
tivas estrategias de comercialización que aseguren el posi-
cionamiento de productos artesanales de calidad, en los
mercados nacionales e internacionales  y con la visión de
constituirse en un instrumento que logre mejorar los nive-
les de los artesanos de México, diseñando y ejecutando ac-
ciones de largo plazo, basadas en el fortalecimiento de las
capacidades individuales y comunitarias de los artesanos;
que les permita la generación consistente de recursos eco-
nómicos, para una mejor distribución de la riqueza.

9. Que en este mismo orden de ideas la Cámara de Diputa-
dos, contaba con una Comisión Especial de Artesanías, a
partir de la LVII Legislatura, con el propósito de aprobar
ordenamientos y acciones orientadas a fomentar la activi-
dad artesanal en México; dejó este de operar a partir esa
Legislatura para fusionarse con la vigente Comisión de Co-
mercio y Fomento Industrial, lo que generó que un asunto
tan importante para la vida económica de una buena parte
de la población pase a un segundo término.

10. Que, por ello, durante los Foros Nacionales Artesana-
les IV y V, celebrados en Campeche en 2008 y en Jalisco
en 2009, respectivamente, por el Fondo Nacional para el
Fomento de las Artesanías, los Institutos de las Artesanías
y las Casas de las Artesanías de los estados de la república,
se han manifestado contundentemente y de manera unáni-
me, en solicitar nuevamente al honorable Congreso de la
Unión la creación e integración de una comisión especial



que impulse, proteja y reglamente la actividad artesanal na-
cional la haga competitiva y signifique una verdadera opor-
tunidad de mejorar sus ingresos y calidad de vida.

11. Que además de tender las premisas legales que posibi-
liten la estricta observancia del artículo 2o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, como esta
Comisión Especial de Artesanías, se propiciaría un home-
naje a miles y miles de mexicanos que se dedican a esta no-
ble actividad, que es, sin duda alguna, uno de los baluartes
que dan identidad con una honda composición pluricultu-
ral, amén de proceder a la inmediata oxigenación legislati-
va, a título de ejemplo, de la vigente Ley Federal de Fo-
mento a la Micro Industria y Actividad Artesanal, que
resulta incompleta, inoperante y poco aplicable.

Que esta representación nacional, fiel al pacto federal, se
empeña en respaldar de manera decidida, las propuestas
que impulsen el desarrollo de los pueblos indígenas que es
una de las variantes del federalismo cooperativo a que con-
voca la lectura sistemática e interdisciplinaria del artículo
116 de la Carta Magna, en correlación con el artículo 3o.,
25 y 26 de nuestro código primario; por lo que hemos esti-
mado pertinente someter a la consideración de esta hono-
rable asamblea nacional, para que previo al trámite corres-
pondiente se discuta, analice y, en su caso, se apruebe la
siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Conforme al artículo 42 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se so-
licita a la Junta de Coordinación Política de la honorable
Cámara de Diputados y a esta asamblea, se constituya la
Comisión Especial de Artesanías y se le dote para su eficaz
desempeño, de los recursos humanos, materiales y finan-
cieros necesarios para su debida operación y que el perio-
do de sus funciones comprenda toda la LXI Legislatura.

Notas:

1 Enciclopedia libre Wikipedia.

2 Eutimio Tovar Rodríguez, La artesanía mexicana, su importancia
económica y social.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a 27 de octubre de 2009.— Diputados: Fermín Gerardo Al-
varado Arroyo (rúbrica), Reginaldo Rivera de la Torre (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Túrnese a la Junta de Coordina-
ción Política.

LEY GENERAL PARA EL CONTROL DEL TABACO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Miguel Antonio Osuna
Millán, para presentar proposición con punto de acuerdo
por el que se exhorta a la Presidencia de la Mesa Directiva
a que formule excitativas a las Comisiones Unidas de Sa-
lud y de Estudios Legislativos del Senado de la República,
para que emitan el dictamen correspondiente respecto de la
iniciativa que reforma el artículo 27 de la Ley General pa-
ra el Control del Tabaco, suscrito por los diputados José
Francisco Javier Landero Gutiérrez y Miguel Antonio Osu-
na Millán, del Grupo Parlamentario del PAN.

El diputado Miguel Antonio Osuna Millán: Con su ve-
nia, señor presidente.

Honorable pleno legislativo, los suscritos, diputado federal
José Francisco Landero Gutiérrez y diputado federal Mi-
guel Antonio Osuna Millán, integrantes del Grupo Parla-
mentario de Acción Nacional, de la LXI Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 66,
numeral 1, inciso c), y 67, inciso g) de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en el artículo 21, fracción XVI, y en el artículo 58 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral, proponen el siguiente punto de acuerdo para que la Pre-
sidencia de la Mesa Directiva formule excitativa dirigida a
las Comisiones Unidas de Salud y de Estudios Legislativos
del Senado de la República, para que emitan el dictamen
correspondiente respecto a la iniciativa que reforma y adi-
ciona el artículo 27 de la Ley General para el Control del
Tabaco, con base en lo siguiente:

Entre las finalidades de la Ley General para el Control del
Tabaco se encuentra proteger a la población de los efectos
nocivos del tabaco y garantizar el derecho de los no fuma-
dores a vivir y convivir en espacios libre de humo de taba-
co, así como a establecer las bases para la protección con-
tra el humo del tabaco y las medidas para reducir el
consumo del mismo.

El 9 de septiembre de 2008, en la Cámara de Senadores se
presentó la iniciativa con proyecto de decreto por el que se
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reforma el artículo 27 de la Ley General para el Control del
Tabaco, que fue aprobada por 84 votos a favor.

El 4 de diciembre de 2008 se turnó para su aprobación a la
Cámara de Diputados. Este proyecto de decreto establecía
que en lugares con acceso al público o en áreas interiores
de trabajo, públicas o privadas, incluidas universidades e
instituciones de educación superior, podrán destinarse zo-
nas exclusivas para fumar, las cuales deberán ajustarse a
las disposiciones reglamentarias.

El 14 de abril se aprobó y se modificó la redacción del ar-
tículo, aclarando que deberán existir zonas exclusivamente
para fumar, las cuales deberán ajustarse a las disposiciones
reglamentarias.

Resulta irrebatible la necesidad de modificar la redacción
actual del artículo 27 de la Ley General para el Control del
Tabaco, específicamente la palabra deberán por podrán, ya
que la redacción actual se contrapone con la finalidad de
esta misma legislación.

Es una contradicción obligar a los lugares con acceso al pú-
blico a contar con zonas exclusivas para fumar, pues dicha
obligación no puede ser cumplida en las condiciones que
establece la ley, dado que no todos los lugares con acceso
al público cuentan con espacio suficiente para acatar lo que
la ley señala.

Esta modificación otorgará la opción para que los propie-
tarios de establecimientos puedan elegir por tener un espa-
cio totalmente libre de humo de tabaco o realizar las ade-
cuaciones para las zonas de fumadores.

Por lo antes mencionado y toda vez que el plazo legal de
las comisiones unidas para llevar a cabo el proceso de dic-
tamen a partir del turno ya ha sido ampliamente rebasado,
presento la siguiente excitativa.

En los términos de los antecedentes, consideraciones y fun-
damentos expuestos, pido a la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva que se sirva excitar a las Comisiones Unidas de Sa-
lud y de Estudios Legislativos del Senado de la República,
a efecto de que se sirvan emitir el dictamen correspondien-
te sobre la minuta referente a la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona el artículo 27 de la Ley Ge-
neral para el Control del Tabaco, aprobada y devuelta al
Senado por esta Cámara de Diputados en abril de 2009, pa-
ra su efecto. Es cuanto, señor presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Presidencia de la Mesa Directiva a formular excitativa a
las Comisiones Unidas de Salud, y de Estudios Legislati-
vos del Senado de la República para que emitan el dicta-
men correspondiente a la minuta referente a la iniciativa
que reforma y adiciona el artículo 27 de la Ley General pa-
ra el Control del Tabaco, suscrita por los diputados José
Francisco Javier Landero Gutiérrez y Miguel Antonio Osu-
na Millán, del Grupo Parlamentario del PAN

Los suscritos, diputados federales José Francisco Javier
Landero Gutiérrez y Miguel Antonio Osuna Millán, inte-
grantes del Grupo Parlamentario de Acción Nacional a la
LXI Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto en los artículos 66, numeral 1, inciso c),
y 67, inciso g), de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, así como 21, fracción
XVI, y 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General, proponen el siguiente punto de acuerdo
para que la Presidencia de la Mesa Directiva formule exci-
tativa dirigida a las Comisiones Unidas de Salud, y de Estu-
dios Legislativos para que emitan el dictamen de la iniciati-
va que reforma y adiciona el artículo 27 de la Ley General
para el Control del Tabaco, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos consagra el derecho a la protección de
la salud de todos los mexicanos, y el artículo 73, fracción
XVI, del mismo ordenamiento faculta al Congreso de la
Unión para dictar leyes sobre salubridad general de la re-
pública, por lo que el ámbito de competencia de esta sobe-
ranía se encuentra previamente establecido y reconocido
para tratar el tema de salud en México.

Entre las finalidades de la Ley General para el Control del
Tabaco se encuentran, proteger a la población de los efec-
tos nocivos del tabaco y garantizar el derecho de los no fu-
madores a vivir y convivir en espacios libres de humo de
tabaco, así como establecer las bases para la protección
contra el humo de tabaco y las medidas para reducir el con-
sumo del mismo.

En sesión celebrada el 9 de septiembre de 2008 en la Cá-
mara de Senadores se presentó la iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el artículo 27 de la Ley Ge-
neral para el Control del Tabaco, que fue aprobada por 84
votos a favor del dictamen presentado por las Comisiones



Unidas de Salud y de Estudios Legislativos, Segunda, en la
sesión celebrada con fecha 2 de diciembre de 2008.

Con fecha 4 de diciembre de 2008 se turnó minuta a la Cá-
mara de Diputados, para su aprobación por la Comisión de
Salud, que proponía el proyecto de decreto: 

Artículo 27. En lugares con acceso al público, o en áre-
as interiores de trabajo, públicas o privadas, incluidas
las universidades e instituciones de educación superior,
podrán destinarse zonas exclusivas para fumar, las
cuales deberán ajustarse a las disposiciones regla-
mentarias que al efecto se emitan y

El 14 de abril de 2009, fue aprobada la minuta por la Cá-
mara de Diputados, siendo devuelta dicha minuta en la se-
sión de fecha 15 de abril del año 2009, a las comisiones
unidas de salud y estudios legislativos segunda del Senado
de la República, con las siguientes modificaciones: 

Artículo 27. En lugares con acceso al público, o en áre-
as interiores de trabajo, públicas o privadas, incluidas
las universidades e instituciones de educación superior,
podrán existir zonas exclusivamente para fumar, las
cuales deberán de conformidad con las disposiciones re-
glamentarias:

Actualmente el artículo 27 de la Ley General para el Con-
trol del Tabaco, establece de manera imperativa e inexcu-
sable, el contar con áreas específicas para fumadores en los
lugares de acceso público o áreas interiores de trabajo, pú-
blicas o privadas, que van desde espacios sumamente pe-
queños hasta grandes, incluidas las universidades e institu-
ciones de educación, a los cuales no se puede obligar a que
cuenten con dichas áreas. A la letra establece:

“Artículo 27. En lugares con acceso al público, o en
áreas interiores de trabajo, públicas o privadas, inclui-
das las universidades e instituciones de educación su-
perior, deberán existir zonas exclusivamente para fu-
mar, las cuales deberán de conformidad con las
disposiciones reglamentarias:…”

Resulta irrebatible la necesidad de modificar la redacción
actual del artículo 27 de la Ley General para el Control del
Tabaco, específicamente la palabra “deberán” por “po-
drán”, ya que la redacción actual se contrapone con la fi-
nalidad de ésta.

Resulta un contrasentido, obligar a los lugares con acceso
al público, contar con zonas exclusivas para fumar, pues
dicha obligación no puede ser cumplida en las condiciones
que establece la ley, dado que no todos los lugares de ac-
ceso al público cuentan con espacio suficiente para acatar
lo que la ley señala, además de que facilita la argumenta-
ción para presentar recursos de amparo. 

El 4 de diciembre de 2008 fue turnada la minuta del pro-
yecto de decreto por el que se reforma el artículo 27 de la
Ley General para el Control del Tabaco a la Comisión de
Salud de la Cámara de Diputados para su estudio y dicta-
men, siendo aprobada parcialmente la modificación; se
acepta el cambio de la palabra “deberán” por “podrán”, pe-
ro se rechaza la sustitución “exclusivamente” por “exclusi-
vas”. 

La modificación que se propone por simple que parezca,
respeta en su redacción el espíritu que motivó la creación
de esta ley y sobre todo conlleva a una mayor certeza jurí-
dica y a la potestad de los particulares de contar o no con
zonas exclusivamente para fumar. 

Esta modificación, otorgará la opción de que los propieta-
rios de establecimientos con acceso al público, puedan ele-
gir por tener un espacio totalmente libre de humo de taba-
co o realizar las adecuaciones que exige la ley para las
zonas de fumadores, sin imponer la obligación de que
cuenten con espacios para fumadores y sin contravenir el
objeto primordial de la ley.

Por todo lo antes mencionado y toda vez que el plazo legal
de las comisiones unidas para llevar a cabo el proceso de
dictamen a partir del turno ha sido ampliamente rebasado,
presento la siguiente excitativa:

Único. En los términos de los antecedentes y consideracio-
nes y fundamentos expuestos, pido a la Presidencia de la
Mesa Directiva que se sirva excitar a las Comisiones Uni-
das de Salud y de Estudios Legislativos, del Senado de la
República, a efecto de que se sirvan emitir el dictamen co-
rrespondiente a la minuta referente a la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 27 de la
Ley General para el Control del Tabaco, aprobada y de-
vuelta al Senado por esta Cámara de Diputados en abril de
2009, para su efecto.

Diputados: José Francisco Javier Landero Gutiérrez, Miguel Antonio
Osuna Millán (rúbricas).»

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 29 de octubre de 2009171



El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputado. Remítase a la Cámara de
Senadores.

ESTADO DE OAXACA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Juanita Arcelia Cruz Cruz,
del Grupo Parlamentario del PRD, para presentar proposi-
ción con punto de acuerdo sobre la resolución de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, relativa a la investiga-
ción de los hechos sucedidos en Oaxaca del 1 de mayo de
2006 a enero de 2007, así como del 16 de julio de 2007.

La diputada Juanita Arcelia Cruz Cruz: Con su venia,
señor presidente. Compañeras y compañeros diputados, la
suscrita, diputada Juanita Cruz Cruz, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática
de esta LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a la consideración de esta soberanía la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo al tenor de las siguientes
consideraciones:

Entre mayo de 2006 y enero de 2007 la ciudad de Oaxaca
de Juárez sufrió uno de los momentos más críticos de su
historia moderna, cuando la incapacidad del gobierno del
estado fue expresada por medio de balas, toletes y repre-
sión, como único lenguaje en la solución de las demandas
sociales.

Como resultado de ello se violentó el orden social y cons-
titucional, al realizarse detenciones arbitrarias de ciudada-
nos, agresiones y torturas, entre otros actos fuera de toda
norma y de todo derecho, por parte del gobierno del esta-
do.

Tales hechos fueron analizados y juzgados por la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, como quedó demostrado el
pasado miércoles 14 de octubre, cuando resolvió el dicta-
men sobre la investigación del conflicto entre la Asamblea
Popular de los Pueblos de Oaxaca y el gobierno del estado.

Dicha resolución señala que durante el conflicto se viola-
ron de manera grave los derechos al acceso a la justicia, a

la integridad personal, a la vida, a la paz y al acceso a la in-
formación de la población de la ciudad de Oaxaca, hacien-
do responsable de estas violaciones a los derechos consti-
tucionales y sociales al gobernador del estado, Ulises Ruiz
Ortiz, ya que éste permitió que el conflicto social creciera,
debido a su falta de atención al problema, su falta de oficio
político y una probada incapacidad de él, de su gobierno y
de sus colaboradores.

Asimismo, la resolución refiere que la cadena de responsa-
bilidades no debe quedar sólo hasta el entonces jefe del Es-
tado Mayor de la Policía Federal Preventiva, Ardelio Var-
gas, sino que debe actuarse contra el entonces secretario de
Seguridad Pública Federal, Eduardo Medina Mora, por no
existir registros de los traslados arbitrarios y actos de tor-
tura contra los detenidos.

Al respecto, el Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática se congratula por esta resolución y
se pronuncia porque las autoridades tanto federales como
las del estado de Oaxaca inicien los procedimientos corres-
pondientes para fincar las responsabilidades penales y ad-
ministrativas contra estos servidores públicos, ya que de
nada serviría la resolución de nuestro máximo tribunal si
ésta no se ve acompañada de las sanciones penales y admi-
nistrativas correspondientes.

De no hacerlo, se sentaría un precedente para la procura-
ción y administración de justicia y se contribuiría a seguir
fomentando uno de los peores males que aquejan a nuestro
país: la impunidad.

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta sobera-
nía la siguiente proposición con puntos de acuerdo:

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta al Congreso del estado de Oaxaca a
que, con base en la resolución 1/2007 emitida por la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, con relación al con-
flicto magisterial de Oaxaca, inicie el procedimiento de jui-
cio político contra el gobernador constitucional del estado,
Ulises Ruiz Ortiz.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Procuraduría de Justicia del Es-
tado de Oaxaca a que, con base en la resolución 1/2007
emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con
relación al conflicto magisterial, inicie las averiguaciones
correspondientes contra los ciudadanos Ulises Ruiz Ortiz,
José Manuel Vera Salinas, José Moreno Rivas y Joaquín
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Darío Berges y Dorantes, a efecto de fincar las responsabi-
lidades de carácter penal a que haya lugar.

Es cuanto, señor presidente. Solicito que mi intervención
sea incluida en el Diario de los Debates tal como fue leída.
Muchas gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, sobre la resolución de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación relativa a la in-
vestigación de lo sucedido en Oaxaca del 1 de mayo de
2006 a enero de 2007, así como el 16 de julio de 2007, a
cargo de la diputada Juanita Arcelia Cruz Cruz, del Grupo
Parlamentario del PRD

La suscrita diputada Juanita Cruz Cruz integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca a LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en los
artículos 58 y 59 del reglamento para el gobierno interior
del congreso general de los estados unidos mexicanos, so-
meto a la consideración de esta soberanía la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo de urgente y obvia resolu-
ción al tenor de las siguientes

Consideraciones

Entre los meses de mayo de 2006 y enero de 2007, la Ciu-
dad de Oaxaca de Juárez, sufrió uno de sus momentos más
críticos de su historia moderna, cuando la incapacidad del
gobierno del estado, fue expresada por medio de balas, to-
letes y represión como único lenguaje en la solución de las
demandas sociales. Como resultado de ello, se violentó el
orden social y constitucional al realizarse detenciones arbi-
trarias de ciudadanos, agresiones y torturas entre otros ac-
tos fuera de toda norma y de todo derecho por parte del go-
bierno del estado.

Tales hechos fueron analizados y juzgados por la Suprema
Corte de Justicia de la Nación como quedó demostrado el
pasado miércoles 14 de octubre cuando resolvió el dicta-
men sobre la investigación del conflicto entre la Asamblea
Popular de los Pueblos de Oaxaca (APPO) y el gobierno
del estado. Dicha resolución señala durante el conflicto se
violaron de manera grave los derechos al acceso a la justi-
cia, a la integridad personal, a la vida, a la paz y al acceso
a la información de la población de la Ciudad de Oaxaca,
haciendo responsable de estas violaciones a los derechos
constitucionales y sociales al gobernador del estado Ulises
Ruiz Ortiz, ya que permitió que el conflicto social crecie-

ra, debido a su falta de atención al problema, su falta de
oficio político y una probada incapacidad de él y de su go-
bierno y colaboradores.

Asimismo, la resolución refiere que la cadena de responsa-
bilidades no debe quedar sólo hasta el entonces jefe de Es-
tado Mayor de la Policía Federal Preventiva, Ardelio Var-
gas, sino que se debe actuar contra el ex secretario de
Seguridad Pública Federal, Eduardo Medina Mora, por no
existir registros de los traslados arbitrarios y actos de tor-
tura contra los detenidos.

Al respecto, el Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática se congratula por esta resolución y
se pronuncia por que las autoridades tanto federales, como
las del estado de Oaxaca inicien los procedimientos corres-
pondientes para fincar las responsabilidades penales y ad-
ministrativas en contra de estos servidores públicos. Ya que
de nada serviría la resolución de nuestro máximo tribunal
si ésta no se ve acompañada de las sanciones penales y ad-
ministrativas correspondientes.

De no hacerlo se sentaría un precedente para la procuración
y administración de justicia y se contribuiría a seguir fo-
mentando uno de los peores males que aquejan a nuestro
país: la impunidad.

Por lo antes expuesto sometemos a la consideración de es-
ta soberanía, la siguiente proposición de urgente y obvia re-
solución.

Punto de Acuerdo 

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, exhorta al Congreso del Estado de Oaxaca,
a que con base en la resolución 1/2007 emitida por la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, con relación al con-
flicto magisterial de Oaxaca, inicie el procedimiento de jui-
cio político contra el gobernador constitucional del estado
Ulises Ruiz Ortiz.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, exhorta a la Procuraduría de Justicia del Es-
tado de Oaxaca, a que con base en la resolución 1/2007
emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con
relación al conflicto magisterial de Oaxaca, inicie las ave-
riguaciones correspondientes en contra de los ciudadanos:
Ulises Ruiz Ortiz, José Manuel Vera Salinas, José Moreno
Rivas y Joaquín Dario Berges y Dorantes, a efecto de fin-
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car las responsabilidades de carácter penal a que haya lu-
gar.

Diputada Juanita Cruz Cruz (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Como lo solicita, diputada, insértese en el Diario de los
Debates y túrnese a la Junta de Coordinación Política.

SECTOR TURISTICO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Alejandro Carabias Icaza,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde, para presentar
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la Secretaría de Turismo a eliminar el apoyo de promoción
en la publicidad de oferta extra hotelera, bajo la campaña
Vive México, debido a que constituye una competencia
desleal hacia la oferta de hospedaje formalmente estableci-
da en los destinos turísticos del país.

El diputado Alejandro Carabias Icaza: Con su permiso,
diputado presidente.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, en Méxi-
co la crisis económica nos ha llevado a una situación críti-
ca, con repercusiones negativas en la producción y el con-
sumo, y principalmente en el empleo. Aunado a esta
situación, la emergencia sanitaria provocada por el virus de
la influenza A H1N1 afectó gravemente la actividad turís-
tica del país.

En este tenor, y con el objeto de recuperar la actividad tu-
rística, el gobierno federal ha implementado la campaña de
promoción turística Vive México, con la finalidad de di-
fundir los vastos sitios con potencial turístico de nuestro
país.

Pero, en el contexto de esta campaña hemos sido testigos
de una equivocada orientación del gobierno federal y de un
abuso por parte de empresas privadas, que sirven como in-
termediarios y promotores inmobiliarios, como la compa-
ñía Travel Residences; empresas que promocionan con re-
cursos públicos la oferta extra hotelera prestada de manera
irregular y sin registro alguno ante las autoridades, que —
además de representar fugas en la recaudación, por evadir
los impuestos locales de hospedaje— son un riesgo para la

inversión que genera empleos formales dentro del sector
turístico.

Por tanto, esta oferta extra hotelera irregular y sin registro
ante las autoridades constituye una competencia desleal
frente a los hoteles que aportan su tributación correspon-
diente y que han invertido recursos sustantivos para cum-
plir con distintas regulaciones y normatividad y, que sobre
todo, generan múltiples empleos formales que dan susten-
to a cientos de miles de mexicanos.

En este sentido, los legisladores del Partido Verde conside-
ramos de vital importancia hacer un alto a este tipo de pro-
mociones desleales e inequitativos por parte del gobierno
federal a través de la campaña Vive México.

Por lo anterior y de conformidad con la alta trascendencia
que tiene este tema, los diputados que suscribimos solicita-
mos que se apruebe el siguiente punto de acuerdo:

Único. Se exhorta al Ejecutivo federal a que la Secretaría
de Turismo, a través del Consejo de Promoción Turística,
elimine el apoyo en la publicidad de oferta extra hotelera
que llevan a cabo intermediarios y promotores inmobilia-
rios bajo la campaña Vive México, debido a que constitu-
ye una competencia desleal hacia la oferta de hospedaje
formalmente establecido en los destinos turísticos del país.
Por su atención, muchas gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Sectur a eliminar el apoyo de promoción en la publici-
dad de oferta extra hotelera en la campaña Vive México,
debido a que constituye una competencia desleal hacia la
oferta de hospedaje formalmente establecida en los distin-
tos destinos turísticos del país, a cargo del diputado Ale-
jandro Carabias Icaza, del Grupo Parlamentario del PVEM

El diputado Alejandro Carabias Icaza, integrante de la LXI
Legislatura del honorable Congreso de la Unión y del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México,
con fundamento en los artículos 58 y 60 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, presenta proposición con punto
de acuerdo con base en la siguiente

Exposición de Motivos

En México, la crisis económica nos ha empujado a una si-
tuación crítica con repercusiones negativas en la produc-
ción, consumo y principalmente en el empleo. Aunado a
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esto, la emergencia sanitaria provocada por el virus de la
influenza  A (H1N1) afectó gravemente la actividad turísti-
ca en el país, con la disminución del arribo de turistas na-
cionales y extranjeros principalmente. En este tenor, y con
objeto de recuperar la actividad turística, el gobierno fede-
ral ha implantado la campaña de promoción turística “Vive
México”, con la finalidad de difundir los vastos lugares
con potencial turístico de nuestro país. 

Empero, dentro del marco de dicha campaña hemos sido
testigos de una equívoca orientación del gobierno federal y
de un abuso por parte de empresas privadas que sirven co-
mo intermediarios y promotores  inmobiliarios, como es el
caso de la compañía Travel Residences. Empresas que pro-
mocionan con recursos públicos la oferta extra hotelera
prestada de manera irregular y sin registro alguno ante las
autoridades, que además de representar fugas en la recau-
dación por evadir impuestos locales de hospedaje, son un
riesgo para la inversión que genera empleos formales den-
tro del sector turístico.

Por tanto, esta oferta extra hotelera irregular y sin registro
ante las autoridades recae en una competencia desleal fren-
te a los hoteles que aportan su tributación correspondiente,
que han invertido recursos sustantivos para cumplir con
distintas regulaciones y normatividad, y que sobre todo ge-
neran múltiples empleos formales que dan sustento a cien-
tos de miles de mexicanos. 

En ese sentido, los legisladores del Partido Verde Ecolo-
gista de México consideramos de vital importancia hacer
un alto a este tipo de promociones desleales e inequitativas
por parte del gobierno federal a través de la campaña Vive
México. 

Por todo lo anterior y conforme a la alta trascendencia que
tiene este tema, los diputados que suscribimos solicitamos
se apruebe el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Ejecutivo federal a efecto de que la
Secretaría de Turismo, a través del Consejo de Promoción
Turística, elimine el apoyo de promoción en la publicidad
de oferta extra hotelera que llevan a cabo intermediarios y
promotores inmobiliarios bajo la campaña Vive México,
debido que constituye una competencia desleal hacia la
oferta de hospedaje formalmente establecida en los distin-
tos destinos turísticos del país.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a 22 de octubre de 2009.— Diputado Alejandro Carabias
Icaza (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de Turis-
mo.

UNIVERSIDAD JUAREZ DEL
ESTADO DE DURANGO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Pedro Vázquez González,
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, para pre-
sentar proposición con punto de acuerdo para que en el
proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para
el Ejercicio Fiscal de 2009 al 2010, se consideren recursos
para inversión en equipamiento que requiere el Centro de
Información del Colegio de Ciencias y Humanidades, de-
pendiente de la Universidad Juárez de Durango.

El diputado Pedro Vázquez González: Con la venia, se-
ñor presidente. Compañeras legisladoras, compañeros le-
gisladores, el suscrito, diputado coordinador del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo, así como los inte-
grantes de este grupo parlamentario y el diputado Ricardo
López Pescador, del Partido Revolucionario Institucional,
ponen a consideración de esta soberanía el siguiente punto
de acuerdo:

Como todos sabemos, uno de los puntos centrales de las
carencias que tiene el pueblo mexicano es el relativo a la
educación en todos sus niveles. Desde siempre, pero en se-
manas recientes, autoridades docentes de educación supe-
rior y media superior —por sólo mencionar dos— se han
estado pronunciando por demandar mayores recursos para
las instituciones educativas, con la intención de obtener
mejores condiciones que permitan a sus educandos acceder
a estatus de mejor academia en su preparación.

Recordar que esta soberanía hizo suyo el acuerdo de la Jun-
ta de Coordinación Política suscrito por todos los grupos
parlamentarios y sus coordinadores, para manifestar y ex-
hortar al gobierno federal a que no sufriera recortes presu-
puestales la educación a nivel superior y media superior.
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El Centro de Información del Colegio de Ciencias y Hu-
manidades de nuestra Universidad Juárez de Durango, no
es ajeno a las demandas antes señaladas. El centro es uno
de los pilares básicos de la Universidad estatal, porque le
permite expandir su radio de acción y dar a conocer su pro-
yección de largo alcance.

Para ello requiere actualizar su equipo y menaje, necesi-
tando de mayor cantidad de computadoras, impresoras,
pantallas, equipos de proyección y aire acondicionado; co-
piadoras, escáneres, cafetería, estufa, refrigerador; archive-
ros para sus diferentes áreas de servicio en oficinas admi-
nistrativas de catalogación y, desde luego, acrecentar el
acervo bibliográfico, tanto digital como impreso y especia-
lizado.

Actualmente cuenta con instalaciones que permiten dar
atención a 2 mil 500 alumnos en dos turnos, más 200 alum-
nos del sistema semiescolarizado. Se trata de elevar la can-
tidad de alumnos a los que pueda darles el servicio en con-
diciones óptimas y con tecnología de punta. Para cumplir
con este planteamiento requiere de una inversión de cuatro
y medio millones de pesos, que se invertirán en los equipos
antes señalados.

Nuestra propuesta va en el sentido de que esta honorable
Cámara de Diputados atentamente solicite al Poder Ejecu-
tivo de la federación que transfiera a la Universidad Juárez
de Durango cuatro millones y medio de pesos del Presu-
puesto de Egresos de la Federación 2009 de las partidas
asignadas y aprobadas por esta soberanía a las actividades
de la Presidencia de la República, según se menciona en el
cuerpo del documento que contiene el punto de acuerdo
respectivo y se adjunta.

Además le solicito respetuosamente, señor presidente, se
incluya íntegramente en el Diario de los Debates. Es cuan-
to, señor presidente. Lo entrego a la Secretaría con la firma
de los diputados del Partido del Trabajo y del diputado Ri-
cardo López Pescador del PRI. Es cuanto, gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, a fin de que en el pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2010 se consideren recursos que se des-
tinen a inversión en equipamiento que requiere el Centro
de Información del Colegio de Ciencias y Humanidades,
dependiente de la Universidad Juárez del Estado de Duran-
go, a cargo del diputado Pedro Vázquez González, del Gru-
po Parlamentario del PT

El suscrito, diputado Pedro Vázquez González, coordina-
dor del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo de la
Cámara de Diputados, integrante del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 58 y 59 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la conside-
ración del pleno de esta soberanía, el siguiente punto de
acuerdo de obvia resolución para asignar una partida de
cuatro millones quinientos mil pesos, moneda nacional,
que se destinará a la inversión en equipamiento que re-
quiere el Centro de Información del Colegio de Ciencias y
Humanidades, dependiente de la Universidad Juárez del
Estado de Durango, atento a la siguiente

Exposición de Motivos

El Colegio de Ciencias y Humanidades de la Universidad
Juárez del Estado de Durango, fue creado por decisión de
su junta directiva, el 4 de octubre de 1974 y fue en 1977,
cuando la Secretaría de Educación Pública de la Federa-
ción, aprobó su programa de actividades.

El Colegio se ha desarrollado desde entonces, para llegar a
la actualidad con una infraestructura de 5 edificios, con un
total de 32 aulas equipadas y con laboratorios. Las instala-
ciones permiten atender a una población escolar de 2 mil
500 alumnos en dos turnos del sistema escolarizado, más
200 alumnos del sistema semiescolarizado.

En el área académica cuenta con una planta docente de 156
maestros capacitados con programas para un perfil de
acuerdo al Sistema Nacional de Bachillerato. Adicional-
mente, el Colegio de Ciencias y Humanidades cuenta con
programas para tutorías, asesorías, preparación para el exa-
men de Ceneval, investigación educativa, sicopedagogía y
consultorio médico.

En mayo de 2009, con la actual administración se creó el
Centro de Información, con un edificio construido en una
superficie de 1,386 metros cuadrados, contando con un au-
ditorio para 186 personas, tres áreas de estudio, salón de
exposiciones y área de servicio para alumnos con capaci-
dades diferentes.

Para la Universidad, este proyecto es el más importante pa-
ra la consolidación de sus programas que permitan brindar
un mejor servicio al alumno y estos tengan mayores y me-
jores oportunidades de desarrollo.
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Es importante mencionar que el Colegio de Ciencias y Hu-
manidades participa en actividades académicas como
miembro de la Red Nacional de Nivel Medio Superior de
la Asociación Nacional de Universidades e Institutos Su-
periores.

En septiembre de este año, fue sede del X Coloquio Na-
cional de Formación Docente. La necesidad de contar con
mayor cantidad de computadoras(impresoras, pantallas,
equipo de proyección y aire acondicionado, copiadoras, es-
cáner, cafetería, estufa, refrigerador, archiveros para sus
áreas de oficina, de servicios, de catalogación y por su-
puesto acervo bibliográfico, impreso, digital y especializa-
do, se hizo patente cuando se llevó a cabo una evaluación
del programa académico por parte del Consejo Nacional de
Evaluación para la Educación Media Superior, AC, pues
quedaron de manifiesto nuestras deficiencias en los con-
ceptos señalados con anterioridad.

En esa virtud, es menester que para concluir el proyecto del
Centro de Información, se cuente con los componentes
mencionados en párrafos precedentes.

Compañeras y compañeros legisladores: El Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo, se hace eco de las nece-
sidades que tiene el Centro de Información del Colegio de
Ciencias y Humanidades de la Universidad Juárez de Du-
rango y propone a esta soberanía, un punto de acuerdo pa-
ra dotar a ese organismo, de los recursos mínimos para la
adquisición de los insumos indispensables para la atención
de más alumnos, en esa área vital para complementar su
educación.

El monto mínimo de inversión para dotar a ese organismo
de los componentes citados, es del orden de los 4 millones
500 mil pesos, que nuestro grupo parlamentario propone se
transfieran de la asignación que para 2009, se efectuó en el
Presupuesto de Egresos de la Federación, en la partida del
Ramo 02 Presidencia de la República, a GF 1; FN 1; SF 04;
Al 004; P002 Asesoría, coordinación, difusión y apoyo téc-
nico de las actividades del presidente de la República.

En atención a lo antes expuesto, el Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo, somete a esta soberanía, el si-
guiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados integrante del honorable
Congreso de la Unión, atentamente solicita al Poder Ejecu-

tivo de la Federación, transfiera del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación, aprobado por esta soberanía para
ejercerse en el año 2009, del Ramo 02 Presidencia de la
República, de la partida GF 1; FN 1; SF 04; Al 004; P002
Asesoría, coordinación, difusión y apoyo técnico de las ac-
tividades del Presidente de la República, la cantidad de 4
millones 500 mil pesos, a la cuenta de cheques abierta nú-
mero 4000861682, en HSBC del Colegio de Ciencias y
Humanidades o la clave electrónica 1050500209 y de la
Universidad Juárez de Durango 10UCT000-ID o
10UBH00204, con Registro Federal de Contribuyentes
UJE 570321 HBO.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los veintisiete días del
mes de octubre del año dos mil nueve.— Diputados: Pedro Vázquez
González, Ifigenia Martha Martínez y Hernández, Jaime Fernando
Cárdenas Gracia, Porfirio Muñoz Ledo, José Gerardo Rodolfo Fernán-
dez Noroña, Agustín Escobar García Herón, Francisco Amadeo Espi-
nosa Ramos, Teresa Guadalupe Reyes Sahagún, Mario Alberto di Cos-
tanzo Armenta, Laura Itzel Castillo Juárez, Juan Enrique Ibarra
Pedroza, Óscar González Yáñez, José Ricardo López Pescador (rúbri-
cas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Como lo solicita, insértese en el
Diario de los Debates. Túrnese a la Junta de Coordina-
ción Política.

ESTADO DE QUINTANA ROO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada María Teresa Ochoa Me-
jía, del Grupo Parlamentario de Convergencia, para pre-
sentar proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta al gobernador de Quintana Roo, a la Procuraduría
de Justicia y a la Comisión Estatal de Derechos Humanos
de dicha entidad a que investiguen, deslinden y dejen en li-
bertad a la indígena Yasuri Sac-Nicté Pool Mayorga.

La diputada María Teresa Rosaura Ochoa Mejía: Gra-
cias, señor presidente. Nada más para comentar y comuni-
car al pleno de esta asamblea que retiré esta propuesta por-
que ya fue liberada. Entonces, agradezco.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias. Como lo solicita, diputada.
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LEY GENERAL DE EDUCACION - 
UNIVERSIDAD AUTONOMA DE AGUASCALIENTES

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Margarita Gallegos Soto,
para presentar proposición con punto de acuerdo por el que
se exhorta al Ejecutivo federal y al gobernador de Aguas-
calientes a que cumplan a cabalidad con lo que establece el
artículo 25 de la Ley de Educación, suscrita por los diputa-
dos Margarita Gallegos Soto y David Hernández Vallín, del
Grupo Parlamentario del PRI.

La diputada Margarita Gallegos Soto: Con su venia, se-
ñor presidente. Los suscritos diputados David Hernández
Vallín y Margarita Gallegos Soto, integrantes de la coordi-
nación de Aguascalientes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional de la honorable LXI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados, con base a las
facultades que nos confiere el artículo 58 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, presentan a consideración de es-
ta soberanía proposición con punto de acuerdo, de confor-
midad con los siguientes considerandos.

Primero. En términos de lo establecido por el artículo 3o de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
el Estado, además de impartir la educación preescolar, pri-
maria y secundaria señaladas en el primer párrafo, promo-
verá y atenderá todos los tipos y modalidades educativos;
incluyendo a la educación inicial, así como a la educación
superior, en virtud de que son necesarios para el desarrollo
de la nación, razón por lo cual apoyará la investigación
científica y tecnológica, además de alentar el fortaleci-
miento y difusión de nuestra cultura.

La universidad pública mexicana es la respuesta del Esta-
do para llevar la educación superior a los jóvenes que per-
tenecen a las clases económicamente débiles, quienes no
tienen otra opción para cursar sus estudios. Históricamen-
te, en la universidad pública se han formado los hombres
que han dado rumbo y destino a esta nación.

No obstante, uno de los principales problemas que enfren-
ta la universidad pública es el financiero, y para su subsis-
tencia depende en gran medida de las participaciones que
le asignen el gobierno federal y los gobiernos de los esta-
dos.

En cuanto a la participación federal que se otorga a las uni-
versidades, la asignación de las cantidades específicas a ca-

da una de ellas se hace sin tomar en cuenta criterios de
equidad y proporción, grado de consolidación que tenga la
institución, tasa de crecimiento anual, superación académi-
ca e inflación, pues en la mayoría de las veces, los criterios
se basan en cuestiones políticas o en la presión que se ejer-
ce para la distribución.

Segundo. Las universidades públicas y, en general, la edu-
cación superior, corren el serio peligro de que las funciones
básicas de enseñanza, investigación y extensión del cono-
cimiento no sólo se estanquen, sino que sufran un severo
retroceso, ante el anuncio del secretario de Hacienda de
que el subsidio destinado a la educación superior —en el
Presupuesto de Egresos de la Federación al Congreso de la
Unión— sufrirá una reducción considerable en compara-
ción con el ejercicio fiscal 2009, con lo cual se pone de ma-
nifiesto el escaso o nulo interés que el Ejecutivo federal tie-
ne por la ciencia y la tecnología, elemento fundamental
para el progreso de nuestro país.

Es incuestionable que en los últimos años el gobierno fe-
deral ha cerrado los ojos no sólo a la educación pública su-
perior, sino a la educación pública en general. Asimismo,
evidentemente ha sido la falta de apoyo a la educación me-
dia superior y superior, la responsable de que muchos jó-
venes abandonen su formación educativa ante el preocu-
pante número que no alcanza lugar en las instituciones
públicas.

Tercero. El Estado, política y socialmente, está obligado a
cumplir con la formación educativa de los jóvenes de Mé-
xico, por lo que debe aportar los recursos necesarios para
mantener y, sobre todo, elevar la cobertura de la demanda
estudiantil. La crisis económica que padece nuestro país
sin duda alguna habrá de incrementar esa demanda en ins-
tituciones públicas, al carecer más jóvenes de recursos eco-
nómicos para inscribirse en una universidad privada. Por
ello, hoy más que nunca las autoridades tienen la respon-
sabilidad histórica de apoyar con mayor subsidio la educa-
ción superior en todo el país.

Cuarto. La Universidad Autónoma de Aguascalientes, co-
mo la mayoría de las universidades públicas, enfrenta el
enorme crecimiento de la matrícula, que no ha sido acom-
pañada con incremento similar en el presupuesto que reci-
be del Estado, lo que origina que no pueda atender la alta
demanda estudiantil que anualmente pretende ingresar a
cursar alguna carrera; situación que se irá agravando si no
se le apoya con el financiamiento necesario.
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Durante el presente ejercicio presupuestal la UAA recibió
de la federación 58.23 por ciento de su presupuesto ordi-
nario; 18.70 como subsidio por parte del gobierno estatal,
16.66 por ingresos propios, y 6.41 corresponde a su déficit
presupuestal.

Como podrá observarse, la UAA es de las universidades
públicas del país que aporta el más alto porcentaje de in-
gresos propios para su sostén. Hasta antes de la reforma a
su Ley Orgánica, ocurrida en diciembre de 2007, recibía 15
por ciento de subsidio estatal.

No obstante, es recurrente el déficit anual que la universi-
dad padecía, por lo que las autoridades universitarias se
convirtieron en gestores de recursos extra para mantener la
oferta educativa y tener la oportunidad de incrementar la
misma.

Ante esto, la LX Legislatura del Congreso de Aguascalien-
tes acordó incrementar el porcentaje que por ley recibe de
25 por ciento, lo cual manifiesta el espíritu de apoyo de los
miembros de esta legislatura a los jóvenes que carecen de
recursos para ingresar a una universidad privada. Sin em-
bargo, este año solamente recibió 18.7 por ciento.

El incremento al subsidio a la Universidad Autónoma de
Aguascalientes obedece, dentro de otros aspectos, a que ha
crecido el número de docentes de educación parcial o ex-
clusiva y de personal administrativo, así como a la amplia-
ción de la planta física para ofrecer mejores laboratorios y
espacios académicos.

Además, es necesario consolidar las carreras a nivel licen-
ciatura, fortalecer los posgrados e impulsar la creación de
otros, así como para que la investigación que realiza la uni-
versidad se incremente, responda a las necesidades socia-
les e incida directamente en el sistema productivo.

En resumen, que las funciones básicas sigan teniendo co-
mo fin último la excelencia académica que le permita for-
mar profesionistas de la más alta calidad, para que sean
competitivos al egresar y se conviertan en elementos claves
de cambio y progreso dentro de la sociedad.

Por lo expuesto sometemos a su consideración el siguiente
punto de acuerdo:

Primero. Se exhorta al gobierno federal y al del estado de
Aguascalientes a que cumplan a cabalidad con lo que les

establece el artículo 25 de la Ley General de Educación,
que expresamente señala que:

El Ejecutivo federal y el gobierno de cada entidad federa-
tiva, con sujeción a las disposiciones de ingresos y gasto
público correspondientes que resulten aplicables, concurri-
rán al financiamiento de la educación pública de los servi-
cios educativos. El monto anual que el Estado —federa-
ción, entidades federativas y municipios— destine al gasto
en educación pública y en los servicios educativos no po-
drá ser menor a 8 por ciento del producto interno bruto del
país, destinando de este monto al menos 1 por ciento del
producto interno bruto a la investigación científica y al de-
sarrollo tecnológico en las instituciones de educación su-
perior pública.

Únicamente se requiere la aplicación de la ley en su senti-
do estricto y voluntad política del gobierno federal y del
gobierno del estado.

Segundo…

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Le pedimos concluir, diputada.

La diputada Margarita Gallegos Soto: … Se solicita al
gobierno federal y al gobierno de Aguascalientes que otor-
gue un presupuesto extraordinario a la Universidad Autó-
noma de Aguascalientes, para que pueda enfrentar su défi-
cit presupuestal de 6.41 por ciento y así solventar los
problemas del gasto corriente y de creación de infraestruc-
tura, para estar en condiciones de atender la demanda estu-
diantil que anualmente va en aumento, y otorgar una edu-
cación de calidad. Es cuanto, señor presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal y al gobernador de Aguascalientes a
cumplir a cabalidad lo que se establece en el artículo 25 de
la Ley General de Educación, suscrita por los diputados
Margarita Gallegos Soto y David Hernández Vallín, del
Grupo Parlamentario del PRI

Los suscritos, diputados David Hernández Vallín y Marga-
rita Gallegos Soto, integrantes de la Coordinación del esta-
do de Aguascalientes del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, de la honorable LXI Legisla-
tura de la Cámara de Diputados, con base en las facultades
que les confiere el artículo 58 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
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dos Mexicanos, se permiten presentar a consideración de
esta soberanía proposición con punto de acuerdo, de con-
formidad con los siguientes

Considerandos

Primero. En términos de lo establecido por el artículo 3o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, el Estado además de impartir la educación preescolar,
primaria y secundaria señaladas en el primer párrafo, pro-
moverá y atenderá todos los tipos y modalidades educati-
vos, incluyendo a la educación inicial, así como la educa-
ción superior, en virtud de que son necesarios para el
desarrollo de la nación, razón por la cual apoyará la inves-
tigación científica y tecnológica, además se alentará el for-
talecimiento y difusión de nuestra cultura.

La universidad pública mexicana es la respuesta del Esta-
do para llevar la educación superior a los jóvenes que per-
tenecen a las clases económicamente débiles, quienes no
tienen otra opción para cursar sus estudios. Históricamente
en la universidad pública se han formado los hombres que
han dado rumbo y destino a esta nación.

No obstante lo anterior, uno de los principales problemas
que enfrenta la universidad pública es el financiero y para
su subsistencia depende en gran medida de las participa-
ciones que le asigne el gobierno federal y los gobiernos de
los estados. En cuanto a la participación federal que se
otorga a las universidades, la asignación de las cantidades
específicas que le corresponden a cada una de ellas se ha-
ce sin tomar en cuenta criterios de equidad y proporción; el
grado de consolidación que tenga la institución; la tasa de
crecimiento anual; la superación académica y la inflación,
pues en la mayor de las veces, los criterios en que se basan
son políticos o con base en la presión que ejercen para la
distribución de éstos.

Segundo. Las universidades públicas, y en general, la edu-
cación superior, corren el serio peligro de que las funciones
básicas de enseñanza, investigación y extensión del cono-
cimiento, no sólo se estanquen sino que sufran un severo
retroceso, ante el anuncio hecho por el secretario de Ha-
cienda en el sentido de que el subsidio que en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación, presentado al Congre-
so de la Unión, destinado a la educación superior sufrirá
una reducción considerable en comparación con el ejercido
en el ejercicio fiscal de 2009, con lo cual se pone de mani-
fiesto el escaso o nulo interés que el Ejecutivo federal tie-

ne por la ciencia y la tecnología, elemento fundamental pa-
ra el progreso de nuestro país.

Es incuestionable que en los últimos años el gobierno fe-
deral ha cerrado los ojos no sólo a la educación pública su-
perior, sino a la educación pública en general, así mismo,
evidentemente ha sido la falta de apoyo para la educación
media superior y superior, en donde es preocupante el nú-
mero de jóvenes que no alcanzan lugar en las instituciones
públicas por lo que en muchos casos abandonan su forma-
ción educativa.

Tercero. El Estado, política y socialmente, está obligado a
cumplir con lo formación educativa de los jóvenes de Mé-
xico, por lo debe aportar los recursos necesarios para man-
tener y sobre todo elevar la cobertura de la demanda estu-
diantil, la cual derivada de la crisis económica que padece
nuestro país, sin duda alguna se habrá de incrementar, al
carecer de recursos económicos para inscribirse en una uni-
versidad privada, por lo que hoy más que nunca tiene la
responsabilidad histórica de apoyar con mayor subsidio a
la educación superior en todo el país.

Cuarto. La Universidad Autónoma de Aguascalientes, co-
mo la mayoría de las universidades públicas, enfrenta el
enorme crecimiento de la matricula la cual no ha sido
acompañada con un incremento similar en el presupuesto
que recibe del estado, lo que origina que no pueda atender
la alta demanda estudiantil que anualmente pretende ingre-
sar a cursar alguna carrera, situación que se irá agravando
si no se le apoya  con el financiamiento necesario.

Durante el presente ejercicio presupuestal, la UAA recibió
de la federación el 58.23 por ciento de su presupuesto or-
dinario, el 18.70 por ciento como subsidio por parte del go-
bierno estatal, el 16.66 por ciento por ingresos propios y el
6.41 por ciento corresponde a su déficit presupuestal, como
se podrá observar, la UAA, es de las universidades públi-
cas del país que aporta el más alto porcentaje de ingresos
propios para su sostenimiento, hasta antes de la reforma a
su Ley Orgánica, ocurrida en diciembre del 2007, la Uni-
versidad recibía un 15 por ciento de subsidio estatal, no
obstante es recurrente el déficit anual que la universidad
padecía por lo que las autoridades universitarias se convir-
tieron en gestores de recursos extras para mantener la ofer-
ta educativa y tener la oportunidad de incrementarla; ante
esto, la LX Legislatura del Congreso del estado de Aguas-
calientes acordó incrementar el porcentaje que por ley re-
cibe, a un 25 por ciento, lo cual manifiesta el espíritu de
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apoyo de los miembros de esa legislatura a los jóvenes que
carecen de recursos para ingresar a una universidad priva-
da, sin embargo, este año solamente recibió el 18.7 por
ciento.

El incremento en el subsidio a la Universidad Autónoma de
Aguascalientes obedece, dentro de otros aspectos a que ha
crecido el número de docentes de dedicación parcial o ex-
clusiva, personal administrativo, así como la ampliación de
la planta física para ofrecer mejores laboratorios y espacios
académicos; además de que es necesario consolidar las ca-
rreras a nivel licenciatura, fortalecer los posgrados e im-
pulsar la creación de otros; así como para que la investiga-
ción que realiza la Universidad se incremente y responda a
las necesidades sociales e incida directamente en el sistema
productivo; en una palabra que las funciones básicas sigan
teniendo como fin último la excelencia académica, que le
permita formar profesionistas de la más alta calidad para
que sean competitivos al egresar y se conviertan en ele-
mentos claves de cambio y progreso dentro de la sociedad.

Por lo expuesto, sometemos ante su consideración los si-
guientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta al gobierno federal y al del estado de
Aguascalientes, con la finalidad de que cumplan a cabali-
dad con lo que establece el artículo 25 de la Ley General
de Educación que expresamente señala que el Ejecutivo fe-
deral y el gobierno de cada entidad federativa, con sujeción
a las disposiciones de ingresos y gasto público correspon-
dientes que resulten aplicables, concurrirán al financia-
miento de la educación pública y de los servicios educati-
vos. El monto anual que el estado –federación, entidades
federativas y municipios–, destine al gasto en la educación
pública y en los servicios educativos, no podrá ser menor a
ocho por ciento del Producto Interno Bruto del país, desti-
nado de este monto, al menos el 1 por ciento a la investi-
gación científica y al desarrollo tecnológico en las institu-
ciones de educación superior públicas. Únicamente se
requiere la aplicación de la ley en su sentido estricto y vo-
luntad política del gobierno federal y del Gobierno del Es-
tado.

Segundo. Se solicita al gobierno federal y al gobierno del
estado de Aguascalientes, a otorgar un presupuesto ex-
traordinario a la Universidad Autónoma de Aguascalientes
para que pueda enfrentar su déficit presupuestal del 6.41
por ciento, y así solventar los problemas del gasto corrien-

te y de creación de infraestructura, para estar en condicio-
nes de atender la demanda estudiantil que anualmente va
en aumento y otorgar una educación de calidad.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, México, DF, a 27 de oc-
tubre de 2009.— Diputados: David Hernández Vallín, Margarita Ga-
llegos Soto (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias. Túrnese a la Comisión de Educa-
ción Pública y Servicios Educativos.

Compañeras y compañeros, contamos con la visita en estos
momentos de alumnos del Centro Escolar del Tepeyac, de
Naucalpan; invitados del municipio de Tultitlán y líderes
del municipio de Ecatepec, Estado de México, a quienes
les damos la más cordial bienvenida.

FONDO DE APOYO SOCIAL PARA
EX TRABAJADORES MIGRATORIOS MEXICANOS

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado José Manuel Hinojosa Pé-
rez, del Grupo Parlamentario del PAN, para presentar pro-
posición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
Ejecutivo federal a que modifique las reglas de operación
del fideicomiso 2106, Fondo de Apoyo Social para Ex Tra-
bajadores Migratorios Mexicanos y a los gobiernos de los
estados para crear un Fondo de Recursos Destinados al
Apoyo de Ex Braceros.

El diputado José Manuel Hinojosa Pérez: Con su venia,
señor presidente. Honorable asamblea, en julio del año
1942 las secretarías de Relaciones Exteriores, del Trabajo
y Previsión Social, de Agricultura y Fomento y del Departa-
mento de Salubridad Pública emitieron un acuerdo previ-
niendo que se hicieran las gestiones necesarias para impartir
seguridades a los trabajadores mexicanos que emigraban a
Estados Unidos de América, siendo en agosto del mismo año
cuando los gobiernos de México y Estados Unidos suscri-
bieron el Acuerdo para reglamentar la contratación tempo-
ral de trabajadores agrícolas mexicanos, en el que se esta-
bleció la deducción de 10 por ciento del total de los salarios
percibidos por los trabajadores, el cual les sería devuelto a
su regreso a México por conducto de las instituciones gu-
bernamentales y crediticias establecidas.
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Sin embargo, a muchos de nuestros connacionales no se les
realizó el reembolso de sus ahorros, el cual con mucho sa-
crificio generaron.

Por esa situación, el gobierno del entonces presidente Vi-
cente Fox, en mayo de 2005, publicó en el Diario Oficial
de la Federación el decreto por el que se creó el fideicomi-
so que administraría el Fondo de Apoyo Social para Ex
Trabajadores Migratorios Mexicanos, así como la ley que
lo reglamentaba, con la finalidad de otorgar un apoyo so-
cial a los trabajadores que prestaron sus servicios en los Es-
tados Unidos en dichos años, o en su caso, a los cónyuges
o hijos que sobrevivieran al trabajador y que pudieran
comprobar la procedencia del mismo a través de los requi-
sitos establecidos en dicha ley.

Sin embargo, en junio de 2008 se realizaron modificacio-
nes a los numerales 4, 5 y 6 de las reglas de operación del
citado fideicomiso, así como al artículo quinto transitorio
del acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 14 de octubre de 2008, que estableció que la Secretaría
de Gobernación entregaría un apoyo económico por 38 mil
pesos en exhibiciones de conformidad con los recursos
disponibles en el fideicomiso para cada ejercicio fiscal.

Esta situación contraviene la esencia misma del programa,
ya que son recursos provenientes del ahorro de los trabaja-
dores y que con mucho sacrificio generaron y que después
de muchos años pelearon, ya que los gobiernos priístas ne-
garon reiteradamente su existencia, toda vez que los tuvie-
ron ocultos o lo gastaron.

Aunado a la última modificación a las reglas de operación
del fideicomiso que refiere que será entregado en exhibi-
ciones, implica que no podrán disponer de él de manera ín-
tegra e inmediata, por lo que es necesario que se modifi-
quen las citadas reglas a efecto de quedar como se
establecieron en un principio, trayendo como consecuencia
que los trabajadores y sus sobrevivientes puedan disfrutar
de este derecho que tienen.

El Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional siem-
pre pugnará por apoyar a los grupos sociales menos bene-
ficiados de nuestro país. Pero, además, continuaremos tra-
bajando fuertemente por lograr consolidar la transparencia
y rendición de cuentas de los recursos federales, y los que
les pertenecen por ley a un grupo como los ex trabajadores
braceros…

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración del pleno de esta honorable asamblea el si-
guiente punto de acuerdo.

Primero. Se exhorta al Ejecutivo federal a modificar las re-
glas de operación del Fideicomiso 2106, Fondo de Apoyo
Social para Ex Trabajadores Migratorios Mexicanos 1942-
1964, a efecto de que se vuelva a pagar el apoyo económi-
co en una sola exhibición.

Segundo. Se exhorta a los gobiernos de las entidades fede-
rativas que integran el territorio nacional a crear un fondo
de recursos que permita apoyar a los ex trabajadores bra-
ceros con una determinada cantidad de recursos para el
ejercicio 2010.

Palacio Legislativo de San Lázaro a los 29 días del mes de
octubre de 2009. 

Es cuanto, señor Presidente. Se solicita a la Mesa Directi-
va de la honorable Cámara de Diputados se inserte el texto
íntegro del punto de acuerdo. 

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a modificar las Reglas de Operación
del Fideicomiso 2106, Fondo de Apoyo Social para ex Tra-
bajadores Migratorios Mexicanos (1942 a 1964); y a los
gobiernos de los estados, a crear un fondo de recursos des-
tinados al apoyo de ex braceros, a cargo del diputado José
Manuel Hinojosa Pérez, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Manuel Hinojosa Pérez, diputado a la LXI
Legislatura por el Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, con fundamento en lo dispuesto en la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, y en los artículos 58 y 60 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta hono-
rable asamblea proposición con puntos de acuerdo por los
que se exhorta al Ejecutivo federal a modificar las Reglas
de Operación del fideicomiso 2106, Fondo de Apoyo So-
cial para ex Trabajadores Migratorios Mexicanos (1942 a
1964); y a los gobiernos de los estados, a crear un fondo de
recursos destinados al apoyo de ex braceros, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

1. El 23 de julio de 1942, las Secretarías de Relaciones Ex-
teriores, del Trabajo y Previsión Social, y de Agricultura y
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Fomento, y el Departamento de Salubridad Pública emitie-
ron el acuerdo previniendo que se hagan las gestiones ne-
cesarias para impartir seguridades a los trabajadores mexi-
canos que emigran a Estados Unidos de Norteamérica, que
se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 21 de
agosto del mismo año.

2. Con fecha 4 de agosto del mismo año, los gobiernos de
México y de Estados Unidos suscribieron el acuerdo para
reglamentar la contratación (temporal) de trabajadores
agrícolas mexicanos, en el cual se estableció la deducción
de 10 por ciento de los salarios recibidos por los trabajado-
res, que sería devuelto a su regreso a México por conducto
de las instituciones gubernamentales y crediticias estable-
cidas. Sin embargo, a muchos connacionales no se realizó
el reembolso de los ahorros, los cuales con mucho sacrifi-
cio generaron.

3. Por esa situación, el gobierno del ex presidente Vicente
Fox, con fecha 25 de mayo de 2005, publicó en el Diario
Oficial de la Federación el decreto por el que se creó el Fi-
deicomiso que Administrará el Fondo de Apoyo Social pa-
ra ex Trabajadores Migratorios Mexicanos, así como la
Ley que crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo de
Apoyo Social para ex Trabajadores Migratorios Mexica-
nos, cuya finalidad consistía en otorgar un apoyo social a
los trabajadores que prestaron sus servicios en Estados
Unidos entre 1942 y 1964 o, en su caso, a los cónyuges o
los hijos que sobrevinieran al trabajador y que pudieran
comprobar la procedencia de ello a través de los requisitos
establecidos en dicha ley.

4. Sin embargo, con fecha 29 de junio de 2008 se realiza-
ron modificaciones a los numerales 4, 5 y 6.3.3 de las Re-
glas de Operación del fideicomiso 2106, Fondo de Apoyo
Social para ex Trabajadores Migratorios Mexicanos (1942
a 1964); y quinto transitorio del acuerdo publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 14 de octubre de 2008, el
cual estableció que la Secretaría de Gobernación entregaría
un apoyo económico por 38 mil pesos, que serían entrega-
dos en exhibiciones de acuerdo con los recursos disponi-
bles en el fideicomiso en cada ejercicio fiscal.

5. Esa situación contraviene la esencia misma del progra-
ma, toda vez que son recursos provenientes del ahorro de
los trabajadores que, con gran sacrificio, generaron y que
ahora, después de muchos años de pelearlo, ya que gobier-
nos priistas negaron reiteradamente su existencia, toda vez
que lo tuvieron oculto “o lo gastaron”; y con la última mo-
dificación de las reglas de operación del fideicomiso, la le-

yenda establecida en el artículo 5 de la ley que refiere que
será entregado en exhibiciones genera que no puedan dis-
poner de él de manera completa e inmediata, por lo cual es
necesario que se modifiquen las reglas de operación a efec-
to de que queden como se estableció en un principio, lo
cual traerá como consecuencia que los trabajadores y sus
sobrevinientes puedan disfrutar de este derecho.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración del ple-
no de esta honorable asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se Exhorta al Ejecutivo federal a modificar las
Reglas de Operación del Fideicomiso 2106, Fondo de
Apoyo Social para ex Trabajadores Migratorios Mexicanos
(1942 a 1964), a efecto de que se vuelva a pagar el apoyo
económico en una sola exhibición.

Segundo. Se exhorta a los gobiernos de las entidades fede-
rativas a crear un fondo de recursos que permita apoyar a
los ex trabajadores braceros con una determinada cantidad
de recursos para 2010.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de octubre de 2009.— Dipu-
tado José Manuel Hinojosa Pérez (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Como lo solicita, insértese en el
Diario de los Debates. Túrnese a la Comisión de Hacien-
da y Crédito Público.

COMISION ESPECIAL DE SEGUIMIENTO 
AL FONDO DE APOYO SOCIAL

FIDEICOMISO 2106, PARA EX TRABAJADORES 
MIGRATORIOS MEXICANOS

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada María Dina Herrera Soto,
del Grupo Parlamentario del PRD, para presentar proposi-
ción con punto de acuerdo por el que se crea la Comisión
Especial de seguimiento al fondo de apoyo social Fideico-
miso 2106, para ex trabajadores migratorios mexicanos.

La diputada María Dina Herrera Soto: Con su venia, se-
ñor Presidente, señora secretaria. Diputadas y diputados, la
suscrita, diputada Dina Herrera Soto, integrante del Grupo
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Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática
de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 34 y 42 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos y 58 y 78 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta
soberanía proposición con punto de acuerdo al tenor de las
siguientes consideraciones.

Diputadas y diputados, ustedes saben que hace mucho
tiempo hay ex braceros afuera del Congreso peleando por-
que se les pague de manera íntegra y en una sola emisión
el dinero que ellos ahorraron durante su trabajo en Estados
Unidos.

Ante la carencia de mano de obra rural en los Estados Uni-
dos de América por la participación en la Segunda Guerra
Mundial, este país tuvo la necesidad de requerir de la ma-
no de obra necesaria para trabajar en los grandes campos
agrícolas.

Por ello fue que solicitó al gobierno de México la firma del
convenio de contratación de trabajadores mexicanos para
ser empleados en labores agrícolas en Estados Unidos. En
dicho convenio, los norteamericanos garantizaban la aten-
ción de su sector agrícola por trabajadores del campo me-
xicanos, quienes podrían laborar legalmente y con todas las
garantías jurídicas en Estados Unidos. Este convenio co-
menzó a funcionar a partir de la firma de contratos el 23 de
julio de 1942.

Los trabajadores mexicanos, además de laborar en las
grandes extensiones agrícolas del país vecino, trabajaron
en la construcción de las vías del ferrocarril como parte del
Programa Bracero publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración del 21 de agosto de 1942. Dicho programa per-
maneció vigente hasta 1964.

Para favorecer el esfuerzo de los mexicanos, se estableció
un Fondo de Ahorro Campesino, el cual fue administrado
por el entonces Banco de Crédito Agrícola de México. Di-
cho ahorro se constituía con la aportación de 10 por ciento
de los salarios devengados, y su finalidad fue adquirir im-
plementos agrícolas. Posteriormente este banco se fusionó
al Banco Nacional de Crédito Rural.

En un asunto que no ha podido ser aclarado, los ahorros de
los braceros no se localizaron, por lo que se presume que

fueron saqueados por funcionarios o empleados para fines
gubernamentales no conocidos.

Para entonces, el gobierno federal quedó como garante de
dicho fondo al adquirir esta deuda con los trabajadores mi-
gratorios acogidos al convenio anteriormente mencionado.

En la LIX Legislatura del Congreso de la Unión se aprobó
la Ley que crea el Fideicomiso 2106 que Administrará el
Fondo de Apoyo Social para Ex Trabajadores Migratorios
Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación
el 25 de mayo de 2006. Desafortunadamente los trámites
burocráticos han impedido el acceso a los derechohabien-
tes, quienes en su gran mayoría son mayores de edad.

Por ello, el 28 de septiembre del año en curso presentamos
una iniciativa de ley para crear el fideicomiso que admi-
nistrará el Fondo de Apoyo Social para ex Trabajadores
Migratorios Mexicanos, esto con el fin de facilitar y mejo-
rar la disposición de los recursos que pertenecen a los ex
trabajadores migratorios o a sus familiares.

Por último, quiero manifestar que hago mía la petición for-
mulada por el Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo,
presentada el 23 de septiembre de 2009. Además de respon-
der por la solicitud que me han hecho diversas organizacio-
nes de ex braceros para la creación de dicha Comisión Es-
pecial.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta soberanía la siguiente proposición con punto de
acuerdo.

Único. Conforme al artículo 42 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se so-
licita a la Junta de Coordinación Política de la honorable
Cámara de Diputados y a esta asamblea, que se constituya
la Comisión Especial de seguimiento al Fideicomiso 2106,
Fondo de Apoyo Social para Ex Trabajadores Migratorios
Mexicanos 1942-1964; que cuente para su desempeño con
recursos humanos, materiales y financieros necesarios pa-
ra su debida operación; y que el periodo de sus funciones
comprenda toda la LXI Legislatura.

Palacio Legislativo, 27 de octubre de 2009. Muchas gra-
cias.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se crea la
Comisión Especial de seguimiento al Fondo de Apoyo So-
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cial (Fideicomiso 2106) para ex Trabajadores Migratorios
Mexicanos, a cargo de la diputada Ma. Dina Herrera Soto,
del Grupo Parlamentario del PRD

Consideraciones

Los braceros mexicanos y la deuda pendiente del go-
bierno federal

Ante la carencia de mano de obra en Estados Unidos de
América, por su participación en la Segunda Guerra Mun-
dial, los estadounidenses requerían con urgencia de brazos
para trabajar en los grandes campos agrícola se ese país, de
ahí el término de braceros, por eso solicitaron al gobierno
de México, la firma del Convenio de Contratación de Tra-
bajadores Mexicanos para ser Empleados en Labores Agrí-
colas en Estados Unidos. Con dicho acuerdo los estadouni-
denses garantizaban la atención de su sector agrícola por
trabajadores del campo mexicanos, quienes podrían laborar
legalmente y con todas las garantías jurídicas en EEUU.
Este convenio comenzó a funcionar a partir de la firma de
contratos el 23 de julio de 1942.

Los trabajadores mexicanos, además de poner a producir
las grandes extensiones agrícolas del país vecino, trabaja-
ron en la construcción de las vías del ferrocarril, como par-
te del Programa Bracero publicado en el Diario Oficial de
la Federación del 21 de agosto de 1942. Dicho programa
permaneció vigente hasta el año de 1964.

Para favorecer el esfuerzo de los mexicanos, se estableció
un Fondo de Ahorro Campesino, el cual fue administrado
por el entonces Banco de Crédito Agrícola de México. El
ahorro que hacían los trabajadores mexicanos, el 10 por
ciento de sus salarios, se destinaría a la adquisición de im-
plementos agrícolas. El Banco referido más tarde se fusio-
nó al Banco Nacional de Crédito Rural, cuando se indago
sobre los ahorros de los braceros, no sé localizaron los fon-
dos, por lo que se presume que fue saqueado por los fun-
cionarios, o empleado para fines gubernamentales no co-
nocidos. Quedando así el gobierno federal, que era garante
de dichos recursos, en una deuda con los trabajadores mi-
gratorios mexicanos que se acogieron al convenio de tra-
bajo mencionado y que laboraron de 1942 a 1964 en Esta-
dos Unidos de América.

En la LIX Legislatura del Congreso de la Unión se aprobó
la Ley que Crea el Fideicomiso 2106 que Administrará el
Fondo de Apoyo Social para ex Trabajadores Migratorios
Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación

el 25 de mayo de 2005. Desgraciadamente la tramitología
burocrática impide el acceso a los derechohabientes, quie-
nes en su gran mayoría son mayores de edad.

En fecha reciente, el 28 de septiembre del año en curso,
presenté una iniciativa con proyecto de decreto por el que
reforman diversas disposiciones de la Ley que Crea el Fi-
deicomiso que Administrará el Fondo de Apoyo Social pa-
ra ex Trabajadores Migratorios Mexicanos, con el fin de fa-
cilitar y mejorar la disposición de los recursos para que
lleguen a los ex trabajadores o a sus familiares con dicho
derecho. Hago mía la petición formulada por el Grupo Par-
lamentario del PT, presentada el 23 de septiembre de 2009.
Además respondo a la solicitud que me han hecho diversas
organizaciones de ex braceros para la creación de la men-
cionada comisión especial.

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en el artículo 42 de la Ley Or-
gánica del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos,
acuerda la creación de la Comisión Especial de seguimien-
to al fondo de apoyo social (Fideicomiso 2106) para ex tra-
bajadores migratorios mexicanos 1942-1964.

La Junta de Coordinación Política será la que determine el
número de integrantes, contando con la representación de
todos los grupos parlamentarios interesados.

Presentado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 22 de octubre
de 2009.— Diputada Ma. Dina Herrera Soto (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputada. Túrnese a la Junta de Coordina-
ción Política. 

INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL
DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Laura Itzel Castillo Juárez,
del Grupo Parlamentario del PT, para presentar proposi-
ción con punto de acuerdo por el que se ratifica la resolu-
ción que aprobó la Cámara de Diputados el 31 de agosto de
2007, relativo a la suspensión de la venta de la cartera ven-
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cida del Infonavit y solicitar la comparecencia del director
de dicha institución.

La diputada Laura Itzel Castillo Juárez: Diputado pre-
sidente, diputadas y diputados.

La propuesta que se presenta hoy para que se turne a co-
misión tiene como objetivo la ratificación del punto de
acuerdo aprobado en agosto de 2007, para la suspensión de
la venta de la cartera vencida del Infonavit a empresas
transnacionales. Rápidamente voy a hacer un recuento.

A partir de 2002 se genera la bursatilización de la cartera
del Infonavit. En 2005, en abril, específicamente, hay una
reforma a la Ley del Infonavit, donde se le considera por
esta Cámara, por este Congreso, finalmente como un orga-
nismo inauditable.

En 2005, en octubre, se da a la quiebra 110 mil créditos
vencidos. A principios de 2006 se vende o se cede como se
dice, a título oneroso, la cartera vencida a dos empresas
transnacionales: Capmark y Scrap II; son 56 mil los crédi-
tos vencidos.

Quiero señalar que en el caso de Capmark, es filial del gru-
po GMAC; y en el caso de Scrap II, de Banamex Afore y
de Citigroup; es decir, instituciones que han sido rescata-
das, incluso por el gobierno de Estados Unidos.

Finalmente, por cuestiones de tiempo, diría que a partir de
lo que fueron una serie de amparos que se interpusieron
contra esta venta de la cartera vencida, en 2008 se plantean
dos cuestiones por distintos tribunales: en uno de ellos se
considera inconstitucional la venta de esta cartera vencida,
y en el otro caso se considera que es constitucional. Por esa
razón es que sube a la Suprema Corte de Justicia, en lo que
se denomina “contradicción de tesis”.

Finalmente, a partir de esta contradicción de tesis, lo que
resuelve la Suprema Corte de Justicia es, a través de una te-
sis de la ministra Luna Ramos, que el Infonavit no es auto-
ridad; es decir, que la venta de la cartera vencida no se con-
sidera un acto de autoridad.

Es muy importante señalar que Capmark se declaró en
quiebra en los Estados Unidos el pasado lunes y que se de-
claró en quiebra con mil 600 millones de dólares en el úl-
timo trimestre.

Que Capmark, esta empresa trasnacional, es deudora de
400 millones de pesos, que debe al fisco aquí en México,
400 millones de pesos.

Que el artículo 123 constitucional señala que los patrones
están obligados a proporcionar vivienda cómoda e higiéni-
ca a los trabajadores, para lo cual se creará un Fondo Na-
cional de Vivienda con las aportaciones patronales.

Finalmente, lo que quisiera decir es que es importante que
comparezca el contador público Víctor Manuel Borrás, di-
rector del Infonavit, para tratar este asunto que considera-
mos muy delicado en estos momentos; que en estos mo-
mentos de crisis económica se esté desalojando a miles de
familias es echarle lumbre al fuego.

Finalmente, diríamos que los organismos nacionales de vi-
vienda deben recuperar su origen social. Que soy tan trans-
gresora de la ley que simplemente exijo que se cumpla la
Constitución Política Mexicana. Muchas gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se ratifica la
resolución que aprobó la Cámara de Diputados el 31 de
agosto de 2007 en relación con la venta de la cartera ven-
cida del Infonavit, y se solicita la comparecencia del direc-
tor de dicha institución, a cargo de la diputada Laura Itzel
Castillo Juárez, del Grupo Parlamentario del PT

El artículo 123, fracción XII, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos establece que los patrones es-
tán obligados “…a proporcionar a los trabajadores habita-
ciones cómodas e higiénicas”. Con base en esta disposición,
“las empresas deberán hacer aportaciones a un fondo nacio-
nal de la vivienda a fin de constituir depósitos en favor de
sus trabajadores y establecer un sistema de financiamiento
que permita otorgarles créditos baratos y suficientes para
que adquieran en propiedad tales habitaciones”.

Sin embargo, a partir de la década de los 90 el Estado asu-
me un enfoque de facilitador, con el objetivo de mejorar la
eficacia del mercado habitacional. Así, el papel del gobier-
no se centra en la responsabilidad de formular la política,
promover las reformas estructurales y crear y proteger los
derechos de propiedad de las empresas para facilitar el des-
arrollo del sector.

Este viraje ha convertido al Instituto del Fondo Nacional de
la Vivienda para los Trabajadores (Infonavit) en un ente fi-
nanciero que otorga crédito a la población para que ésta ac-
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ceda a la oferta del mercado, primordialmente de grandes
empresas desarrolladoras. Es por ello que los créditos que
otorga el instituto tienen un diseño mercantil que los vuel-
ve impagables, lo que ha ocasionado que actualmente, al-
rededor de 300 mil familias se encuentren en cartera ven-
cida y en riesgo de perder su hogar. En lugar de buscar una
solución a favor de los trabajadores, el instituto, mediante
autorización de su Consejo de Administración, en 2006
vendió en 55 mil de estos créditos quebrados al 10 por
ciento de su valor, a firmas trasnacionales como Capmark
y Scrap II, ligadas a empresas estadounidenses relaciona-
das con la crisis hipotecaria de ese país. Dichas adminis-
tradoras de cartera revenden a los auténticos propietarios a
más de 5 veces lo contratado.

Gracias a denuncias públicas, a las movilizaciones de las
organizaciones que integran el Consejo de Defensa de la
Vivienda (CDV) y a la acción coordinada con el Frente
Amplio Progresista, la Cámara de Diputados aprobó un
punto de acuerdo el 31 de agosto de 2007 para que el Info-
navit no venda más la cartera vencida. 

Posteriormente, con una auditoría ciudadana, el Consejo
logró que le fueran entregados los contratos de dicha ven-
ta. Esta información ha sido fundamental para la promo-
ción de amparos en todo el país que buscan dejar sin efec-
to esa operación ilegal. Seis tribunales colegiados de
circuito del Poder Judicial de la Federación dieron la razón
al CDV y ordenaron que los créditos que habían sido ven-
didos a empresas extranjeras regresaran a la administración
del Infonavit. 

Así, un total de 25 créditos fueron devueltos al Infonavit
mediante distintos argumentos. Sin embargo, dos tribuna-
les colegiados optaron por una decisión contraria: conside-
rar que el Infonavit sí está facultado para vender los crédi-
tos, toda vez que la ley faculta a su Consejo de
Administración para aprobar cualquier política que sea ne-
cesaria para cumplir su objeto. Estas resoluciones contra-
rias provocaron que la Segunda Sala de la Suprema Corte
abriera un expediente para resolver la contradicción de te-
sis.

Luego de dos convocatorias fallidas, finalmente el 21 de
octubre pasado la Segunda Sala eludió entrar al fondo del
dilema jurídico. Con los votos a favor de los ministros Ser-
gio Salvador Aguirre Anguiano, Margarita Beatriz Luna
Ramos y Fernando Franco, y con el voto en contra del mi-
nistro Genaro David Góngora Pimentel, se resolvió que la
decisión del Consejo de Administración del Infonavit no

representa un acto de autoridad, por lo que le mecanismo
para impugnar la venta de la cartera vencida es a través de
los juicios civiles ordinarios. 

La resolución es sumamente grave, no sólo porque la Cor-
te nuevamente a través de argumentos legaloides renuncia
a su obligación de resolver un tema social tan importante,
sino porque también la decisión representa un retroceso ju-
rídico de 15 años respecto a las jurisprudencias sobre las
que este mismo órgano de justicia se pronunció a favor de
la procedencia de los amparos en contra de las decisiones
de entes públicos, universidades públicas y organismos
descentralizados como el Infonavit.

La determinación es omisa respecto a aspectos fundamen-
tales. No resuelve si el Consejo de Administración del In-
fonavit está facultado para autorizar la venta de cartera
vencida. La Suprema Corte tampoco se pronunció acerca
de ¿cuál es la naturaleza jurídica de la del Infonavit?, ¿cuál
es la naturaleza jurídica de los recursos financieros que ad-
ministra?, ¿cuáles son las facultades o potestades del Info-
navit como ente administrador? y ¿cuál es la norma jurídi-
ca que prevé la facultad para que se pueda realizar
válidamente la venta de la cartera vencida?

El fallo de la Corte tampoco contempla que en ninguna ley
se autoriza al Infonavit a realizar actos de cesión o de ena-
jenación. La Corte tampoco analizó si la venta de la carte-
ra vencida es inconstitucional porque viola el principio de
reserva de ley, dado que a quien compete legislar sobre el
particular es al Congreso de la Unión y no al Consejo de
Administración.

Por todo lo anterior la Cámara de Diputados acuerda

Primero. Se ratifica el punto de acuerdo aprobado por la
Legislatura LX de esta Cámara el 4 de diciembre de 2007,
que consiste en lo siguiente:

“Se exhorta al titular del Instituto el Fondo Nacional de
Vivienda para los Trabajadores, para que suspenda la
venta de cartera vencida y establezca mecanismos de re-
negociación con aquellos deudores que deseen hacerlo
en condiciones preferenciales y acordes con su nivel
económico, que le permitan cumplir con el pago de sus
obligaciones y mantener su patrimonio familiar”.

Segundo. Con fundamento en artículo 93, segundo párra-
fo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, se cita a comparecer al Director General del Insti-
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tuto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabaja-
dores, Víctor Manuel Borras, para el efecto de que respon-
da a las interrogantes que no fueron estudiadas por la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, y el Poder Legislativo
cuente con toda la información necesaria para legislar so-
bre el tema.

Diputada Laura Itzel Castillo Juárez (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias diputada. Túrnese a la Comisión de Vivien-
da.

Contamos con la presencia, compañeras diputadas y com-
pañeros diputados, de invitados especiales de Tlaxacala,
así como un grupo de estudiantes de la Universidad Mexi-
cana, campus Cuatitlán Izcalli. Les damos la  más cordial
bienvenida.

No se encuentra en este momento en el recinto la diputada
María Isabel Merlo Talavera, por lo que se pone al final de
las intervenciones.

Tiene la palabra la diputada María de la Paz Quiñones Cor-
nejo, del Grupo Parlamentario del PAN, para presentar pro-
posición con punto de acuerdo por el que se exhorta al se-
cretario de Salud a que realice las acciones y mecanismos
necesarios a fin de prevenir que laboratorios e instituciones
privadas apliquen y vendan la vacuna contra la influenza
AH1N1 a la población.

Tampoco se encuentra en el salón de sesiones, pasa al final
del capítulo.

FONDO DE ESTABILIZACION DE LOS INGRESOS
DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibe de la diputada Leticia Quezada Contreras del
Grupo Parlamentario del PRD, su proposición con punto
de acuerdo relativo a la liberación de recursos y modifica-
ción de las reglas de operación del Fondo de Estabilización
de los Ingresos de las Entidades Federativas. 

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la liberación
de recursos y la modificación de las Reglas de Operación

del Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entida-
des Federativas, a cargo de la diputada Leticia Quezada
Contreras, del Grupo Parlamentario del PRD

La que suscribe, diputada Leticia Quezada Contreras, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, con fundamento en los artículos 74,
fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 58 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, someto a consideración del pleno de la Cámara de
Diputados la siguiente proposición con punto de acuerdo
relativo a la liberación de recursos y su modificación a las
Reglas de Operación del Fondo de Estabilización de los In-
gresos de las Entidades Federativas (FEIEF).

Exposición de Motivos

La entidades y municipios dejaron de percibir poco más de
30 mil 131.7 millones de pesos por concepto de participa-
ciones y aportaciones federales (PAF) al reducirse 18.6 por
ciento de la recaudación federal participable (RFP) en el
periodo de enero a mayo de este año, respecto a lo progra-
mado ya que los pagos ascendieron a 335 mil 93.1 millo-
nes de pesos mientas que las participaciones y aportaciones
federales (PAF) estimadas a pagar superaban los 365 mil
224.8 millones de pesos.

Prácticamente todos los impuestos participables cayeron
en su recaudación, dado que la recesión económica mun-
dial y nacional provocó una reducción en la actividad eco-
nómica, que a su vez ha impactado la recaudación de im-
puestos que inciden en el consumo interno y en las
actividades empresarial, automotriz, petrolera y otras.

La recaudación de los conceptos participables disminuye-
ron en un 15.8 por ciento en el impuesto al valor agregado
(IVA), 18.2 por ciento en el impuesto sobre automóviles
nuevos (ISAN); 11.8 por ciento en el impuesto sobre la
renta (ISR), la recaudación de las actividades petroleras del
impuesto sobre la renta (ISR); la recaudación de las activi-
dades petroleras del impuesto especial sobre producción y
servicios (IEPS) en gasolina y diesel cayó 115.5 por cien-
to; el derecho ordinario sobre hidrocarburos 64.5 por cien-
to y el derecho sobre hidrocarburos para municipios 64.2
por ciento.

En virtud de la complicada situación en materia de finan-
zas públicas en la que se encuentran los estados y el Dis-
trito Federal derivada de la crisis económica, es necesario
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que la Comisión Permanente gestione ante la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público (SHCP) la reasignación de re-
cursos a las entidades federativas que les permitan hacer
frente a las presiones financieras que están teniendo lugar.

Para lo cual explicamos lo siguiente:

El artículo 1o. de la Ley de Egresos de la Federación con-
templa que:

“...

Durante el ejercicio fiscal de 2009, de los recursos que
genere el Derecho sobre Hidrocarburos para el Fondo
de Estabilización a que se refiere el artículo 256 de la
Ley Federal de Derechos, 40 mil 700 millones de pesos
se destinarán a financiar programas y proyectos de in-
versión aprobados en el Presupuesto de Egresos de la
Federación...

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá destinar
la recaudación obtenida por el derecho sobre hidrocarburos
para el fondo de estabilización a que se refiere el artículo
256 de la Ley Federal de Derechos, antes de destinarlo al
Fondo de Estabilización de los Ingresos Petroleros, para
compensar parcial o totalmente los ingresos del gobierno
federal durante el ejercicio fiscal de 2009, así como para
cubrir el costo de los combustibles que se requieran para la
generación de electricidad en adición a los recursos previs-
tos en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal 2009.

La compensación parcial o total de ingresos del Gobierno
Federal a que se refiere el párrafo anterior se aplicará cuan-
do los ingresos totales, sin considerar los ingresos deriva-
dos del apartado C de este artículo, resulten inferiores a los
valores estimados en el mismo debido a: una disminución
de los ingresos por la recaudación total de los impuestos a
que se refiere el apartado A, fracción I del presente pre-
cepto, o disminuyan los ingresos por concepto del derecho
ordinario sobre hidrocarburos a que se refiere el artículo
254 de la Ley Federal de Derechos, con motivo de una dis-
minución de la plataforma de extracción o del precio del
petróleo crudo, respecto de los valores que sirvieron de ba-
se para las estimaciones contenidas en el presente artículo.

Los recursos del derecho sobre hidrocarburos para el fon-
do de estabilización a que se refiere el artículo 256 de la
Ley Federal de Derechos que resten después de aplicar lo
dispuesto en los párrafos noveno, décimo y décimo prime-

ro de este artículo, se destinarán a lo que establecen las le-
yes federales de Derechos y de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria.”

De acuerdo al Primer Informe Trimestral 2009 de la SHCP,
la recaudación por concepto del derecho sobre hidrocarbu-
ros para el fondo de estabilización fue de 11,791 millones
de pesos.

Asimismo, de conformidad con la declaración del derecho
sobre hidrocarburos para el fondo de estabilización corres-
pondiente al primer trimestre de 2009, Pemex enteró
13,437.8 millones de pesos.

Por lo anterior, al mes de marzo la SHCP recibió 25,228.8
millones de pesos por concepto del Derecho sobre Hidro-
carburos para el Fondo de Estabilización.

De esta manera, se propone que una vez cubiertos los 40
mil 700 millones de pesos a que hace referencia la Ley de
Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2009, se
participe a las entidades federativas de los recursos que ge-
nere adicionales a través de los ingresos de las entidades
federativas (FEIEF).

El artículo 257 de la Ley Federal de Derechos establece
que la recaudación anual que genere la aplicación del De-
recho Extraordinario sobre Explotación se Petróleo (DE-
EP), se destinará en su totalidad a las entidades federativas
(FEIEF).

A su vez, el artículo 19, fracción IV, de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), con-
templa que el Derecho Extraordinario sobre Exportación
de Petróleo (DEEP) se destinará a cubrir la reserva del
Fondo Estabilización de los Ingresos de las Entidades Fe-
derativas (FEIEF).

Asimismo, la fracción V del mismo artículo establece que
una  vez que se cubre la reserva del Fondo Estabilización
de los Ingresos de las Entidades Federativas (FEIEF), los
recursos que se generen por concepto del DEEP, serán des-
tinados en su totalidad al Fondo de Apoyo para la Rees-
tructura de Pensiones (FARP).

Por lo anterior, dado que la reserva del Fondo Estabiliza-
ción de los Ingresos de las Entidades Federativas (FEIEF)
establecida para el 2008 fue cubierta durante 2008, la re-
caudación del DEEP destinada al FARP fue de 22,910 mi-
llones de pesos, de acuerdo a los Informes sobre la Situa-
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ción Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública
de la SHCP.

Con las modificaciones a la LFPRH (artículo 19, fracción
IV, segundo párrafo) que entraron en vigor a partir de ene-
ro de 2009, se incrementó al doble la reserva del Fondo Es-
tabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas
(FEIEF) a partir del 2009, por lo que a partir de este año,
los recursos del DEEP se destinarán nuevamente a cubrir
dicha reserva.

Por lo anterior, con la finalidad de que las entidades fede-
rativas puedan hacer frente a la caída en las participaciones
federales, resultado de una disminución en la recaudación
Federal Participable respecto a la estimada por la SHCP, se
propone que los recursos que por la recaudación del DEEP
se destinaron al FARP durante el 2008, se reintegren a la
reserva del Fondo Estabilización de los Ingresos de las En-
tidades Federativas (FEIEF), y una vez que se alcance el
nuevo monto de la reserva establecida en las modificacio-
nes a la LEPRH, el DEEP cambie de destino conforme a
los dispuesto en el artículo 19, fracción V, inciso b) de la
LFPRH.

La fracción II del artículo 21 de la LFPRH y 12 A de su Re-
glamento, contemplan que la disminución en la Recauda-
ción Federal Participable (RFP) respecto a lo estimado en
la Ley de Ingresos de la Federación, se podrá compensar
con los recursos del Fondo de Estabilización de los Ingre-
sos de las Entidades Federativas (FEIEF) de acuerdo con
sus respectivas reglas de operación.

Ahora bien, estas Reglas de Operación disponen que los re-
cursos del Fondo Estabilización de los Ingresos de las En-
tidades Federativas (FEIEF) se apliquen para entregar a las
Entidades Federativas las cantidades que compensen la
disminución en el monto de las Participaciones vinculadas
con la RFP estimada en la Ley de Ingresos de la federación.

Sin embargo, la regla décima de las Reglas de Operación
en comento, establece que la compensación referida en el
párrafo anterior, se realizará de manera que la reducción de
la Reserva del Fondo Estabilización de los Ingresos de las
Entidades Federativas (FEIEF) no sea mayor al 50 por
ciento del límite máximo establecido en el artículo 19,
fracción IV, segundo párrafo, de la LFPRH.

De esta manera, de acuerdo a las reglas, la compensación
ante una caída en las participaciones asociadas a una dis-
minución en la RFP respecto a lo estimado por la SHCP, se

realiza haciendo uso en primera instancia, de posrendi-
mientos financieros que haya generado la reserva del
FEIEF.

En caso de no ser suficiente, se hará uso del 50 por ciento
del límite máximo de la reserva establecido en la LFPRH.

Considerando los rendimientos financieros al mes de mar-
zo de 2009, las Entidades Federativas disponemos de
30,977.00 millones de pesos en el Fondo Estabilización de
los Ingresos de las Entidades Federativas (FEIEF).

De conformidad con las reglas, para el 2009 las entidades
únicamente podemos disponer de 21,984.5 millones de pe-
sos (50% de la reserva definida en la ley) más los rendi-
mientos financieros mencionados que ascienden a 2,893.2
millones de pesos.

Es decir, en estricto cumplimiento a las Reglas de Opera-
ción del Fondo de Estabilización de los Ingresos de las En-
tidades Federativas (FEIEF), las entidades no seremos cu-
biertas en su totalidad por la caída en las participaciones.

Por lo anterior, y dada la situación económica actual, es ne-
cesario que las entidades dispongamos de la totalidad de
los recursos de la Reserva del Fondo Estabilización de los
Ingresos de las Entidades Federativas (FEIEF), para hacer
frente a la caída en las participaciones vinculadas a la RFP,
Esto es, los 30,977.0 millones de pesos que actualmente
conforman la Resera, para lo cual será necesaria una modi-
ficación a las Reglas de Operación del FEIEF.

Por lo antes expuesto, me permito presentar a la considera-
ción de esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. Se solicita a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público que una vez cubiertos los 40 mil 700 millones de
pesos a que hace referencia la Ley de Ingresos de la Fede-
ración para el Ejercicio Fiscal 2009, se participe a las enti-
dades federativas de los recursos que genere adicionales a
través de la mecánica establecida en las Reglas de Opera-
ción del Fondo de Estabilización de los Ingresos de las En-
tidades Federativas (FEIEF).

Segundo. Se solicita a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público que los recursos que por la recaudación del Dere-
cho Extraordinario sobre Exportación Petrolera (DEEP)
que se destinaron al Fondo de Apoyo para la Reestructura-
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ción de Pensiones (FARP) durante el 2008, se reintegren a
la reserva del Fondo Estabilización de los Ingresos de las
Entidades Federativas (FEIEF), y una vez que se alcance el
nuevo monto de la reserva establecida en las modificacio-
nes a la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria (LFPRH), el Derecho Extraordinario sobre Ex-
portación Petrolera (DEEP) cambie de destino conforme a
lo dispuesto en el artículo 19, fracción V, inciso b) de la
(LFPRH).

Tercero. Se solicita a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público que las entidades dispongan de la totalidad de los
recursos de la Reserva del Fonda Estabilización de los In-
gresos de las Entidades Federativas (FEIEF), para hacer
frente a la caída en las participaciones vinculadas a la re-
caudación federal conforman la reserva, para lo cual tam-
bién se solicita una modificación a las Reglas de Operación
del Fondo Estabilización de los Ingresos de las Entidades
Federativas (FEIEF).

Diputada Leticia Quezada Contreras (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico.

FINANCIERA COOFIA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Cuauhtémoc Salgado Ro-
mero, del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar pro-
posición con punto de acuerdo que exhorta al presidente de
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a que informe
sobre la situación que guardan las sociedades financieras
populares de México y explique el fraude de la cooperati-
va Caja Popular COOFIA, SCL, así como su situación le-
gal.

El diputado Cuauhtémoc Salgado Romero: Con su per-
miso, compañeras diputadas y compañeros diputados.

El hecho de subir a tribuna en estos momentos significa pa-
ra su servidor el reclamo, la desesperación, la frustración,
los sentimientos encontrados de miles de ciudadanos me-
xicanos que confiaron en una institución financiera deno-
minada COOFIA, cuyas oficinas principales se encuentran

ubicadas en la ciudad de Puebla, pero que cuenta con 86
sucursales distribuidas en nueve estados de la República
Mexicana, institución que está legalmente constituida, lo
cual acredito con una copia simple y dejo a esta Secretaría,
para su conocimiento.

Hace 20 días, aproximadamente, un grupo de ciudadanos
guerrerenses se acercaron a su servidor pidiendo interven-
ción urgente, ya que habían sido objeto de un fraude mi-
llonario. Digo textualmente las palabras de estas personas:

“Durante dos meses hemos vagado, tocando puertas de di-
versos funcionarios sin encontrar respuesta alguna. Los
ahorros de nuestras vidas los depositamos en una caja po-
pular llamada COOFIA. Acudimos a la sucursal donde
abrimos nuestras cuentas. La respuesta fue tajante: no te-
nemos dinero y no va a haber dinero. Regresamos a los po-
cos días y nuestra sorpresa fue que ya estaba cerrado el lo-
cal”. Hasta aquí las palabras de los ciudadanos afectados.

Por parte del suscrito, inicié una compilación de datos. Só-
lo bastó anotar COOFIA en una computadora y me di cuen-
ta que es un fraude consumado, 20 mil personas afectadas,
un monto de mil 500 millones de pesos, y lo más sorpren-
dente, no es un tema novedoso, porque éste ya fue tratado
en el Congreso local de Veracruz, donde se aprobó una fis-
calía especial; demandas en Oaxaca, Morelos, Tlaxcala,
Estado de México, Jalisco, Hidalgo; manifestaciones en
Puebla y en Guerrero, así como un exhorto del Congreso
local guerrerense a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para su investigación.

Dejo copia también a esta Secretaría de este exhorto del
Congreso del estado de Guerrero.

El presidente de dicha financiera, Valente Medina, en una
entrevista realizada a un diario de circulación nacional re-
conoce faltante de liquidez, pero no da ninguna alternativa
de solución.

Las mayores preocupaciones de este asunto es el reembol-
so de esos mil 500 millones de pesos a los ahorradores y la
pregunta, ¿qué está haciendo la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores en relación a este fraude? El silencio por
parte de esta institución sigue, salvo una pequeña declara-
ción que hace unos días realizó su presidente, donde men-
ciona que son 10 financieras de las que tienen denuncias.
Por tanto, son muchas dudas que hay al respecto y necesi-
tamos las respuestas.
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Por eso pido a mis compañeras y compañeros diputados de
todas las fracciones aquí representadas, que apoyen este
punto de acuerdo para que comparezca ante la Comisión de
Hacienda y Crédito Público de esta Cámara, el presidente
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, para que
informe sobre la situación actual de las sociedades finan-
cieras populares de México y explique el fraude de la coo-
perativa Caja Popular COOFIA, así como su situación le-
gal. Muchas gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al presidente de la CNBV a informar sobre la situación ac-
tual de las sociedades financieras populares de México y
explicar el fraude de la cooperativa caja popular Coofia,
SCL, así como su situación legal, a cargo del diputado
Cuauhtémoc Salgado Romero, del Grupo Parlamentario
del PRI

El suscrito, diputado federal integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional a la LXI
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 58 y 59 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a la consideración de esta so-
beranía proposición con punto de acuerdo, al tenor de la si-
guiente 

Exposición de Motivos

En México, como en cualquier parte del mundo, el ahorro
siempre ha sido un factor fundamental para desarrollar y
fortalecer la economía. Lo cual surge para prevenir inci-
dentes financieros y preparar gastos futuros. Hay diversas
formas de ahorro, que obedeciendo a una serie de motivos
y medios con los que se dispone, gozan de ventajas y des-
ventajas en el sector formal o bien en el informal y que, de-
bido al bajo nivel económico que presenta la mayoría de la
población, concretamente en nuestro País, nacen las for-
mas de ahorro y crédito no bancarias, esto en el año de
1903, con el objeto de fomentar y fortalecer la cultura de
ahorro en aquellas personas que no cuentan con cantidades
de dinero altas, pero que se empeñan en ahorrar y que ge-
neralmente son campesinos y pequeños productores que
habitan en poblaciones que no cuentan con sucursales ban-
carias, o éstas, son inaccesibles para su economía; y así se
da paso a lo que hoy conocemos como cajas de ahorro, las
cuales en teoría, tienen como objetivo fortalecer y fomen-
tar una cultura de ahorro a los ciudadanos, ya que, dichas
cajas, operan en igualdad de condiciones que la de los ban-

cos, pero con la opción de ingresar a un sector informal o
de menudeo.

En 1994, se desató una crisis económica en México, origi-
nada principalmente por el elevado índice de cartera venci-
da y que arrojó como resultado, la quiebra del sistema ban-
cario, dando paso a que las cajas de ahorro aparecieran en
afluencia en el escenario financiero nacional, y que, a dife-
rencia de los bancos, que eran regulados por la Comisión
Nacional Bancaria, éstas no tenían autoridad alguna que las
regulara ni supervisara, convirtiéndose en un foco impor-
tante de inseguridad para los ahorradores, ya que esta in-
formalidad, trajo como consecuencia la quiebra y así de-
fraudar a muchos mexicanos que invirtieron sus ahorros.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV) es
un órgano desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público (SHCP) con autonomía técnica y faculta-
des ejecutivas en los términos de la Ley de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, la cual, tiene por objeto
supervisar y regular en el ámbito de su competencia, a las
entidades financieras, a fin de procurar su estabilidad y co-
rrecto funcionamiento, así como mantener y fomentar el
sano y equilibrado desarrollo del sistema financiero en su
conjunto, en protección de los intereses del público. Tam-
bién será su objeto supervisar y regular a las personas físi-
cas y demás personas morales, cuando realicen actividades
previstas en las leyes relativas al citado sistema financiero
(artículo 2o. de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores).

En la actualidad, más de tres millones de personas utilizan
esta forma de ahorro, puesto que se puede ahorrar a partir
de 50 pesos, con el fin de conseguir una ganancia más alta
a la que individualmente podrían acceder. Quedando en
manifiesto que la principal diferencia que existe entre una
caja de ahorro y un banco es el tipo de personas a las que
se dirigen y que convierten a los clientes en socios, además
de que el volumen o capacidad de sus recursos y operacio-
nes es menor a la de los clientes de un banco.

En México, existe una gran incertidumbre debido a los pro-
blemas que vienen enfrentando las personas que han sido
defraudadas por estas cajas de ahorro.

A partir del año 2000 se empezaron a ver con afluencia los
fraudes cometidos por estas entidades; según datos de la
SHCP, en la actualidad, existen más de 400 cajas de ahorro
con varias sucursales en todo el país, de las cuales, solo el
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10 por ciento se encuentran reguladas por la Condusef o
por la CNBV. Es por ello que, los fraudes han sido cons-
tantes y a pesar de esto, las autoridades no han hecho nada
por evitar este tipo de delito. 

En el 2001 se publicó en el DOF la Ley Orgánica del Ban-
co del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, SNC (an-
tes Pahnal), y la Ley de Ahorro y Crédito Popular, las cua-
les establecen las disposiciones jurídicas bajo las cuales se
organiza el sistema mexicano de ahorro y crédito popular.
Pero a pesar de las leyes creadas, no se ha podido impedir
que la población siga siendo defraudada por este tipo de fi-
nancieras. 

Caso concreto es el fraude ocurrido por la Financiera Coo-
fia, SC de RL, la cual, a pesar de no estar regulada por la
CNBV y solo aparecer en la lista de  las sociedades en pro-
ceso de prórroga condicionada, operaba con 85 sucursales
en 9 estados de la República, desde hace más de 10 años,
sin que alguna autoridad interviniera su forma irregular de
operar, ya que recibía recursos económicos de socios sin
contar con un respaldo gubernamental de dinero.

La incertidumbre para estos socios, empezó en el año 2008,
cuando la financiera inició con irregularidades en los esta-
dos del centro del país; pero fue a mediados del presente
año cuando los ahora defraudados, empezaron a tener pro-
blemas para recuperar su dinero y de ahí que, los directivos
reconocieron una crisis interna, que les impedía pagar el
dinero. 

Se trata de mil 500 millones de pesos que desaparecieron,
de los más de 20 mil clientes de esta Financiera, en los es-
tados de Puebla (sede), Guerrero, Veracruz, Tlaxcala, Hi-
dalgo, Jalisco, Morelos, Estado de México y Oaxaca; que
por más de 10 años fueron depositando un porcentaje de
sus ganancias por los trabajos que desempeñan, o por las
remesas que sus familiares les enviaban; entre la gente de-
fraudada figuran mujeres, adultos mayores, trabajadores
del campo, maestros jubilados y que, la mayoría de ellos
perdieron los ahorros de su vida; ahora, han sido dejados
en un completo estado de abandono por parte de las auto-
ridades.

Todo esto, porque en la Ley de la Comisión Nacional Ban-
caria de Valores prevé en su numeral 2 que: “La Comisión
tendrá por objeto supervisar y regular en el ámbito de su
competencia a las entidades integrantes del sistema finan-
ciero mexicano que esta ley señala…”; esto es que, a las
entidades que no figuren u operen de manera regular, no

procederán las quejas o reclamaciones por faltas o irregu-
laridades; las preguntas surgen de inmediato, ¿no es esto
acaso una irregularidad demasiado grande? ¿Por qué no
fueron supervisadas correctamente estas cajas de ahorro?
¿Por qué no existen mecanismos claros para prevenir, de-
tectar o en su caso resolver los problemas que puedan sur-
gir? ¿Por qué las autoridades no han concientizado y aler-
tado de los riesgos que conllevan estas cajas de ahorro,
sobre todo a los grupos más vulnerables?

La Ley de Ahorro y Crédito Popular, menciona en su artí-
culo 87 que: “Las sociedades que, habiéndose organizado
con arreglo a esta Ley para operar como Sociedades Fi-
nancieras Populares, no celebren contrato de afiliación con
una Federación, serán consideradas como Sociedades Fi-
nancieras Populares no afiliadas…” y que “…asignará a las
Sociedades Financieras Populares no afiliadas una Federa-
ción para que las supervise de manera auxiliar, debiendo
celebrarse al efecto, un contrato de supervisión auxiliar en-
tre dicha Federación y la Sociedad Financiera Popular no
afiliada.” ¿A caso la banca Coofia se encontraba supervi-
sada por alguna federación como lo establecen los artícu-
los citados? De haber sido así, no se encontrarían defrau-
dados más de 20 mil clientes.

Esa misma Ley prevé en el numeral 32 que “la comisión
expedirá las disposiciones de carácter general que esta-
blezcan los criterios para asignar los Niveles de Operación
del I al IV de cada Sociedad Financiera Popular, las cuales
deberán considerar el monto de activos”, para lo cual se re-
quiere de la aprobación de la CNBV, para que dicha enti-
dad pueda tener mayores ingresos, lo cual deja ver la falta
de supervisión por parte de las autoridades hacia estas en-
tidades.

El título quinto de la ley antes mencionada establece que:
“la Comisión podrá investigar hechos, actos u omisiones
de los cuales pueda presumirse la violación a esta Ley y de-
más disposiciones que de ella deriven.” Ahora bien, en la
misma Ley, el artículo 9 señala que: “se requerirá dictamen
favorable de una Federación y autorización que compete
otorgar discrecionalmente a la Comisión, para la organiza-
ción y funcionamiento de las Sociedades Financieras Po-
pulares...” La banca Coofia funcionaba sin un dictamen
que la autorizara, ¿no estamos frente a una omisión para el
funcionamiento de esas sociedades?

Se debe mencionar que el número de estas sociedades de
ahorro y crédito popular va incrementando de manera con-
siderable y esta situación conlleva al riesgo para el ahorra-
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dor, al no ser detectadas por las autoridades o que no han
querido hacerlo, ya que,  los factores que ayudan a ejecu-
tar este tipo de operaciones, son la negligencia de las auto-
ridades, la corrupción, la codicia de las personas que se ven
beneficiadas con este tipo de acciones que operan al mar-
gen de la ley, engañando intencionalmente al sector más
desprotegido del país, como lo son los estados que tienen
la demanda más alta de emigración; tan solo en el estado
de Guerrero, la banca Coofia contaba con 2 sucursales, una
en Huitzuco y otra en Xochihuehuetlan, las cuales defrau-
daron por más de 41 millones de pesos a más de 4 mil
cuentahabientes y esto solo es una parte del saldo arrojado
por los fraudes perpetrados por estas sociedades fantasma.

Se exhorta a la SHCP, a la Condusef, a la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores, a la PGR y a todos los compa-
ñeros legisladores para que se realice una inspección, su-
pervisión y se intensifique la lucha contra estas Sociedades
Financieras Populares, que vienen operando de manera
irregular y, que se le de seguimiento a las denuncias en
contra de la banca Coofia para que inicie con la liquidación
de los ahorros de los defraudados; no sólo con el propósito
de evitar más riesgos, sino el de impedir el riesgo de conta-
gio entre las instituciones sanas, porque no cabe duda que,
este fenómeno se irá incrementando al paso del tiempo.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los ar-
tículos 78, fracción III, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, 58 y 59 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General, solicito a la
Presidencia de la Mesa Directiva someta a consideración
de este Pleno, con carácter de urgente y obvia resolución,
el siguiente 

Punto de Acuerdo 

Único. Esta soberanía acuerda con carácter de urgente y
obvia resolución, solicitar la comparecencia del presidente
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, para que
informe sobre la situación actual de las sociedades finan-
cieras populares de México, explicar el fraude de la “Coo-
perativa Caja Popular Coofia”, Sociedad Cooperativa Li-
mitada, así como su situación legal y, la solución que se les
dará a los defraudados. Con el propósito de que esta sobe-
ranía disponga de mayores elementos para modificar las le-
yes que regulan dichas sociedades, a fin de salvaguardar
los intereses de los ciudadanos.

Palacio Legislativo, a 27 de octubre de 2009.— Diputado Cuauhtémoc
Salgado Romero (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de Hacien-
da y Crédito Público.

Solicita el Grupo Parlamentario del PAN se posponga la in-
tervención de la diputada Gabriela Cuevas Barrón.

ESTADO DE MICHOACAN

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Víctor Manuel Báez Ceja,
del Grupo Parlamentario del PRD, para presentar proposi-
ción con punto de acuerdo por el que se solicita al presi-
dente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
emita a la brevedad posible sus observaciones y recomen-
daciones sobre el caso de los ex funcionarios y ex presi-
dentes municipales del estado de Michoacán, actualmente
internos en el Cefereso número 4 de Tepic, Nayarit.

El diputado Víctor Manuel Báez Ceja: Gracias, presi-
dente. Voy a obviar la urgente resolución a petición de la
fracción parlamentaria del PRI, para que se turne a Comi-
sión, presidente.

Hoy, la inseguridad pública, la lucha contra el crimen or-
ganizado y la vejación de los derechos humanos en Méxi-
co se han convertido en temas que han trascendido nuestras
fronteras, además de que han suscitado un considerable au-
mento en el número de quejas presentadas ante la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos.

Por ello, hoy más que nunca se espera de este organismo
una participación más eficaz y contundente y comprometi-
da en la defensa de los derechos humanos; es decir, que
cumpla con lo dispuesto en el artículo 2o. de la Ley de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, donde se
establece al pie de la letra que este organismo tiene por ob-
jeto esencial la protección, observancia, promoción, estu-
dio y divulgación de los derechos humanos que ampara el
orden jurídico mexicano.

Para tal fin, la comisión cuenta con diversas atribuciones
que le han sido conferidas en el artículo 102, apartado B,
párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, tales como las de formular recomenda-
ciones públicas no vinculatorias y denuncias y quejas ante
las autoridades respectivas.
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Al respecto valga la pena puntualizar que, si bien las reco-
mendaciones emitidas por la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos no son vinculantes, sí pueden constituirse
en un instrumento eficaz de denuncia que trasciende, en
tanto que se trata de documentos públicos que ponen en
evidencia la violación de los derechos humanos y las ga-
rantías individuales por parte de alguna autoridad, tenien-
do como fin restituir al quejoso sus derechos.

De ahí la importancia de que las recomendaciones sean for-
muladas con estricto apego a derecho y que sean emitidas
dentro de un plazo útil, pues de lo contrario, una demora en
la emisión de las mismas puede traducirse en la pérdida de
derechos para la víctima o en la dificultad para fincar res-
ponsabilidades.

En ese sentido, también resulta de gran importancia que la
comisión está facultada para presentar quejas o realizar de-
nuncias de los hechos ante las autoridades competentes,
desde el momento en que un hecho ha sido calificado co-
mo presuntamente violatorio de los derechos humanos, in-
cluso antes de que se dicte una recomendación, pues el no
hacerlo igualmente puede constituir un grave perjuicio pa-
ra el quejoso, sobre todo en materia de prescripción e im-
punidad.

Sin embargo, a pesar de las atribuciones con que cuenta la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, ha sido am-
pliamente cuestionada su eficiencia en el desempeño que ha
tenido durante los últimos años, en casos como el de las mu-
jeres violadas por militares en Castaños, Coahuila; Zongoli-
ca, Veracruz; y en Nocupétaro, de Carácuaro, Michoacán.

Sobre esto es importante señalar que no sólo se ha cuestio-
nado la manera sistemática en que se han violado los dere-
chos humanos, la poca transparencia en que han derivado y
en que se han desarrollado los procesos, y la impunidad en
que han derivado, sino también que la Comisión siempre
responda a los cuestionamientos a que ha sido sometida
apelando a supuestas limitaciones al mandato de la institu-
ción.

Por esta razón, es de preocupar que después de cuatro me-
ses, las investigaciones correspondientes al caso de los ex
funcionarios de Michoacán, actualmente presos en Nayarit,
no hayan hasta el momento llegado a resultado alguno o
pronunciamiento de parte de la CNDH.

Lo anterior pone en evidencia dos cuestiones fundamenta-
les. Primero, que efectivamente el máximo órgano encar-

gado de velar por los derechos humanos de los mexicanos
cuenta con importantes limitaciones que entorpecen el
cumplimiento de sus funciones.

Segundo, la falta de transparencia y acceso a la informa-
ción sobre los procesos a que han sido sometidos muchos
ciudadanos mexicanos y en los que con frecuencia ocurren
grandes violaciones a los derechos humanos y a las garan-
tías individuales.

No obstante, esto tampoco justifica que la comisión apele
a tales cuestiones para cerrar casos o simplemente no emi-
tir las recomendaciones en tiempo oportuno que le permita
tener mayor alcance e impacto en los procesos, porque ya
se mencionó anteriormente a la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos que si no emite con prontitud sus reco-
mendaciones en torno a este caso, se corre el riesgo de vul-
nerar los derechos de los inculpados, como desafortunada-
mente ha sucedido en otras ocasiones.

Por lo expuesto, someto a consideración de esta soberanía
la aprobación del siguiente punto de acuerdo:

Único. Se solicita de manera respetuosa al titular de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos que emita a la
brevedad posible las observaciones y recomendaciones que
ameriten y se desprendan de las investigaciones correspon-
dientes al caso de los ex funcionarios y ex presidentes mu-
nicipales de Michoacán, que se encuentran recluidos en el
Centro Federal de Readaptación Social número 4, en Tepic,
Nayarit.

Miembros de la asamblea, presidente, es importante co-
mentar que ahora mismo está corriendo información en al-
gunos medios radiofónicos de que, al parecer, ya emitió la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos una resolu-
ción al respecto. 

Esperemos que la misma sea publicada de manera formal y
que esto sirva como una invitación, un exhorto para que se
cumplan en tiempo y forma las acciones a las que está en-
comendada la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos. Y que por ninguna ocasión y por ninguna actitud deba
tenerse a una institución independiente, autónoma, bajo la
tutela del Poder Ejecutivo. Es cuanto, señor presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita al
presidente de la CNDH que emita con la mayor brevedad
sus observaciones y recomendaciones sobre el caso de los
ex funcionarios y ex presidentes municipales de Michoa-
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cán actualmente internos en el Cefereso número 4 de Tepic,
Nayarit, a cargo del diputado Víctor Manuel Báez Ceja, del
Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito diputado federal, Víctor Manuel Báez Ceja, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática por el estado de Michoacán, con funda-
mento en los artículos 58 y 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior de Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, solicito se someta a consideración de esta
Asamblea, la siguiente proposición con punto de acuerdo.

Consideraciones

Hoy en día, temas como la inseguridad pública, la lucha
contra el crimen organizado y la violación de los derechos
humanos en México, se han convertido en temas que han
trascendido nuestras fronteras, además de que han suscita-
do un considerable aumento en el número de quejas pre-
sentadas ante la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos (CNDH).

Por ello, hoy más que nunca se espera de este organismo
una participación más eficaz, contundente y comprometida
en la defensa de los derechos humanos. Es decir, que cum-
pla con lo dispuesto en el artículo 2º de la Ley de la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos, donde se estable-
ce al pie de la letra que este organismo “tiene por objeto
esencial la protección, observancia, promoción, estudio y
divulgación de los derechos humanos que ampara el orden
jurídico mexicano”. Para tal fin, la CNDH cuenta con di-
versas atribuciones que le han sido conferidas en el artícu-
lo 102, apartado B, párrafo segundo de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, tales como la “de
formular recomendaciones públicas, no vinculatorias y de-
nuncias y quejas ante las autoridades respectivas.”

Al  respecto valga la pena puntualizar que si bien, las re-
comendaciones emitidas por la CNDH no son vinculantes,
sí se pueden constituir en un instrumento eficaz de denun-
cia que trasciende, en tanto que se trata de documentos pú-
blicos que ponen en evidencia la violación de los derechos
humanos y las garantías individuales por parte de alguna
autoridad, teniendo como fin restituir al quejoso en sus de-
rechos.

De ahí, la importancia de que las recomendaciones sean
formuladas con estricto apego a derecho y sean emitidas
dentro de un plazo útil, pues de lo contrario, una demora en
la emisión de las mismas se puede traducir en la pérdida de

derechos para la víctima o en la dificultad para fincar res-
ponsabilidades. En ese sentido, también resulta de gran im-
portancia el que la CNDH está facultada para presentar
quejas o realizar denuncias de hechos ante las autoridades
competentes desde el momento en que un hecho ha sido ca-
lificado como presuntamente violatorio de derechos huma-
nos, incluso antes de que se dicte una recomendación. Pues
el no hacerlo, igualmente puede constituir un grave perjui-
cio para el quejoso, sobre todo en materia de prescripción
y de impunidad.

Sin embargo, a pesar de las atribuciones con que cuenta, la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos ha sido am-
pliamente cuestionada por el deficiente desempeño que ha
tenido durante los últimos años en casos como: los de las
mujeres violadas por militares en Castaños, Coahuila; Zon-
golica, Veracruz y Nocupétaro y Carácuaro, Michoacán; el
del 28 de mayo en Guadalajara y el de Oaxaca. Sobre és-
tos, es importante señalar que no sólo se ha cuestionado la
manera sistemática en que se han violado derechos huma-
nos, la poca transparencia con que se han desarrollado los
procesos y la impunidad en que han derivado; sino también
el que la CNDH siempre responda a los cuestionamientos
a que ha sido sometida, apelando a “supuestas limitaciones
al mandato de la institución”, justificando así el que no lle-
ve a cabo un seguimiento efectivo de sus recomendaciones
emitidas, o el que en algunas ocasiones cuando las reco-
mendaciones son rechazadas, la Comisión abandone los
casos dejando a las víctimas sin acceso a recursos a los
cuales tienen derecho.

Por estas razones, es de preocupar que después de cuatro
meses de haberse iniciado –el 6 de junio del presente año–
por parte de la CNDH las investigaciones correspondientes
al caso de los ex funcionarios michoacanos actualmente
presos en el estado de Nayarit, no haya hasta el momento
ningún resultado o pronunciamiento por parte de dicha ins-
tancia.

Sobre todo cuando fue enviada una petición –el pasado 24
de septiembre–, al doctor José Luis Soberanes Fernández
(presidente de la CNDH), a fin de solicitar copia de los ex-
pedientes relacionados con los ex funcionarios y ex presi-
dentes municipales recluidos en el Cefereso número 4 de
Tepic, Nayarit, y que tiene que ver con las condiciones en
que se encuentran y en la forma que han sido tratados los
internos en comento, así como lo que se refiere a la forma
ilegal sobre su detención el pasado 26 de mayo. Obtenien-
do por respuesta una negativa, bajo el argumento de que la
Comisión se encuentra legalmente impedida a satisfacer la
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solicitud formulada, debido a que se trata de información
considerada como confidencial y/o reservada.

Por otra parte resulta relevante que, en el oficio/respuesta
la CNDH informa que giró 175 oficios petitorios y 61 re-
cordatorios a la Procuraduría General de la República, a la
Secretaría de Seguridad Pública, a la Secretaría de la De-
fensa Nacional, a los Juzgados Primero y Segundo de Dis-
trito de Procesos Penales Federales en el estado de Naya-
rit, al Cefereso número 4, en Tepic, Nayarit, al Órgano
Administrativo Desconcentrado de Prevención y Readap-
tación Social, a la Dirección General de Prevención y Re-
adaptación Social en el estado de Nayarit y a la Procuradu-
ría General de Justicia del estado de Michoacán, a fin de
solicitar los informes respectivos. Pero igualmente obtuvo
una negativa a sus solicitudes, por parte de la PGR y del
Juez Segundo de Distrito de Procesos Penales Federales en
el estado de Nayarit. 

Lo anterior pone en evidencia dos cuestiones fundamenta-
les. Primero, que efectivamente el máximo órgano encar-
gado de velar por los derechos humanos de los mexicanos,
cuenta con importantes limitaciones que entorpecen el
cumplimiento de sus funciones. Y segundo, la falta de
transparencia y acceso a la información sobre los procesos
a que han sido sometidos muchos ciudadanos mexicanos, y
en los que con frecuencia ocurren graves violaciones de los
derechos humanos y garantías individuales. 

No obstante, esto tampoco justifica el que la CNDH apele
a tales cuestiones para cerrar casos o simplemente no emi-
tir las recomendaciones en el tiempo oportuno, que le per-
mita tener mayor alcance e impacto en los procesos. Por-
que como ya se mencionó anteriormente, si la CNDH no
emite con prontitud sus recomendaciones en torno a este
caso, se corre el riesgo de vulnerar los derechos de los in-
culpados, como desafortunadamente ha sucedido en otras
ocasiones.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta soberanía la aprobación del siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se solicita de manera respetuosa al titular de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, que emita a la
brevedad posible las observaciones y recomendaciones que
ameriten y que se desprendan de la investigación corres-
pondiente del caso de los ex funcionarios y ex presidentes
municipales del estado de Michoacán, que se encuentran

recluidos en el Centro Federal de Readaptación Social N°
4, de Tepic, Nayarit.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de octubre de 2009.—
Diputados: Víctor Manuel Báez Ceja (rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pe-
droza (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputado. Se turna a la Comisión de
Derechos Humanos y para conocimiento del grupo plu-
ral de trabajo en la materia.

Solicita la palabra el diputado Moreira. A sus órdenes, di-
putado.

El diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (desde la cu-
rul): Desde acá, con todo respeto, señor presidente. Para
preguntarle al señor diputado Víctor Manuel, si acepta que
respaldemos ese punto de acuerdo.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias. Diputado Báez Ceja, ¿está usted de
acuerdo en aceptar la adhesión que propone el diputado
Moreira?

El diputado Víctor Manuel Báez Ceja: Sí.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias. Las diputadas y los diputados que des-
een adherirse a la propuesta del diputado Báez Ceja, favor
de pasar a la Secretaría a suscribir el documento corres-
pondiente. Muchas gracias. Sí, diputado.

El diputado Víctor Humberto Benítez Treviño (desde la
curul): Una atenta petición, señor presidente de la Mesa
Directiva, que esta proposición con punto de acuerdo se
turne también a la Comisión de Justicia, que me honro en
presidir.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: ¿La propuesta del diputado Báez Ceja, es a la que se
refiere usted, diputado?

El diputado Víctor Humberto Benítez Treviño (desde la
curul): Sí, señor presidente, esa misma.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Cómo no, con mucho gusto, diputado, a sus órdenes.
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EDUCACION DE POBLACION ADULTA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Francisco Alberto Jiménez
Merino, del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la SEP a que establezca lo conducente para que ponga un
plazo máximo, no mayor a 10 años, para alcanzar el nivel
de secundaria, primaria y alfabetización de la población
mayor de 15 que aún no ha completado estos niveles.

El diputado Francisco Alberto Jiménez Merino: Con su
permiso, señor presidente.

“Si quieres planear para un año, siembra arroz, si quieres
planear para 10 años, siembra árboles; pero, si quieres pla-
near para toda la vida, educa a las personas”, dice un pro-
verbio chino.

Señoras diputadas y señores diputados, el Estado mexica-
no tiene la obligación de garantizar la impartición de la
educación básica, así como determinar planes y programas
de estudio de la educación primaria, secundaria y de alfa-
betización. En esta primera década del siglo XXI, nuestro
país se encuentra en un gran rezago a nivel de educación
básica, donde —en principio— el analfabetismo mantiene
niveles inaceptables.

De acuerdo con el INEA y con el Conevyt hay 6 millones
de personas que no saben leer ni escribir; 10 millones de
personas no han concluido la primaria y 17 millones que no
han concluido la secundaria; 33 millones de mexicanos,
mayores de 15 años, no tienen la escolaridad mínima bási-
ca. A un alto porcentaje de mexicanos, en lugar de otorgar-
les mejor preparación a nivel escolar, se les otorgan apoyos
económicos o en especie como despensas y dinero.

La pobreza crece, el deterioro ambiental aumenta, los va-
lores se pierden; pero lo que las familias necesitan es que
les enseñemos a desarrollarse mediante la educación míni-
ma para que sean autoproductivos. Sin educación es impo-
sible el desarrollo nacional.

Por ello, es indispensable superar el rezago escolar; casi 4
de cada 10 mexicanos mayores de 15 años no tienen la es-
colaridad mínima para desarrollar sus habilidades para la
vida y el trabajo. Es urgente que la Secretaría de Educación
Pública, en coordinación con otras instancias responsables,
instrumente acciones para mejorar el nivel de escolaridad y

los contenidos educativos de acuerdo a los problemas de la
realidad socioeconómica del país.

Por lo anteriormente expuesto y fundado solicito del pleno
de esta soberanía la aprobación del siguiente punto de
acuerdo.

Primero. Se exhorta a la Secretaría de Educación Pública,
a que se establezca lo conducente para que se ponga un pla-
zo máximo, no mayor a 10 años, para resolver el problema
de la escolaridad, que asegure los niveles de secundaria y
primaria, y de alfabetización de la población adulta.

Segundo. Que la Secretaría de Educación Pública revise
los contenidos educativos para que se capacite para la vida
a la población objetivo, que hoy está en condiciones de ba-
ja escolaridad, garantizando la atención a los problemas
más apremiantes de las familias y su entorno.

Tercero. Que la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca asegure los recursos suficientes, en forma multianual, de
acuerdo con la meta para combatir el rezago educativo,
asegurando la educación del nivel secundaria, primaria y
alfabetización de la población adulta en nuestro país. Es
cuanto, señor presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SEP a establecer lo conducente para fijar un plazo máxi-
mo no mayor de 10 años para concluir la educación secun-
daria, primaria y alfabetización de la población mayor de 15
años que aún no lo ha hecho, a cargo del diputado Francisco
Alberto Jiménez Merino, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, diputado Francisco Alberto Jiménez Meri-
no, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional en la LXI Legislatura al Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; y 55, fracción II, 58 y 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, y demás relativos, somete a considera-
ción de esta soberanía proposición con punto de acuerdo
fundada en los siguientes antecedentes y consideraciones.

“Si quieres planear para un año, siembra arroz;
si quieres planear para 10 años, siembra árboles;

pero si quieres  planear para toda la vida, educa personas.”  

Proverbio chino
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Antecedentes

El Estado mexicano tiene la obligación de garantizar la im-
partición de la educación básica, así como determinar pla-
nes y programas de estudio de la educación primaria, se-
cundaria y alfabetización; e impartirla en las diferentes
modalidades que determine para el desarrollo humano y
siempre en beneficio de la población. 

En esta primera década del siglo XXI, nuestro país se en-
cuentra en un gran rezago a nivel de educación básica, don-
de en principio el analfabetismo mantiene niveles inacep-
tables. Una buena parte de la población carece de la
educación primaria y secundaria, y el analfabetismo es ele-
vado.

De acuerdo a los informes que proporcionan el Instituto
Nacional de Educación para Adultos y  el Consejo Nacio-
nal de Educación para la Vida y el Trabajo, existen 6 mi-
llones de personas que no saben leer ni escribir, 10 millo-
nes no han concluido la primaria y 17 millones no han
concluido la secundaria; 33 millones de mexicanos mayo-
res de 15 años no tienen la escolaridad mínima que les  pu-
diera permitir una vida digna y decorosa, sin embargo, es-
ta población se encuentra en la pobreza por falta de
conocimientos. 

A un alto porcentaje de mexicanos en lugar de otorgarles
mejor preparación a nivel escolar, se les otorgan apoyos
económicos o en especie, como despensas y dinero, lo que
las familias necesitan es enseñarles a desarrollarse median-
te la educación mínima escolar y que sean autoproductivos.
No hay que darles peces para que coman un día, sino, me-
diante la educación, hay que enseñarles a pescar para que
coman todos los días. 

Para superar la pobreza no se necesitaría incrementar el nú-
mero apoyos de Oportunidades para los nuevos pobres, si-
no apoyar mediante la educación mínima para su desarro-
llo personal y familiar. Por ello, es indispensable superar el
rezago escolar, donde 6 millones de personas no saben le-
er ni escribir, y otros 27 millones  no han concluido la  pri-
maria y secundaria, casi 4 de cada 10 mexicanos mayores
de 15 años no tienen la escolaridad mínima para desarrollar
sus habilidades para la vida y el trabajo.

Es preocupante que en nuestro país exista este gran rezago
educativo; por ello es urgente que la Secretaría de Educa-
ción Pública en coordinación con otras instancias respon-
sables instrumente acciones para mejorar el nivel de esco-

laridad y los contenidos educativos de acuerdo a problemas
de la realidad socioeconómica del país. 

Las acciones y alcances del Instituto Nacional de Educa-
ción de los Adultos no han respondido a la realidad nacio-
nal, el de atender a personas mayores de 15 años que por
alguna situación no tuvieron la oportunidad de aprender a
leer y escribir, asimismo, el de avanzar con el rezago edu-
cativo del nivel básico.

Ante esta situación, cabe precisar algunos de los objetivos
que llevaron la creación del Instituto Nacional de Educa-
ción de los Adultos que tiene el de promover, organizar,
proporcionar, acreditar y certificar los estudios de alfabeti-
zación, primaria y secundaria en el sistema abierto para los
jóvenes y adultos de 15 años o más, que no han iniciado o
en su caso concluido sus estudios, así como, ofrecer apo-
yos diversos a fin de desarrollar competencias y habilida-
des para la vida y el trabajo, incluyendo contenidos educa-
tivos que mejoren su entorno personal, familiar y social en
beneficio de la sociedad mexicana. 

Si observamos estos objetivos y la realidad nacional  en
materia educativa, sobre todo en educación básica, dista
mucho y es preocupante por el nivel de analfabetismo de la
población adulta que existe en nuestro país. 

Por lo expuesto y fundado, solicito del pleno de esta sobe-
ranía la aprobación de los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Secretaría de Educación Pública
a fin de que establezca lo conducente para que se ponga un
plazo máximo no mayor a 10 años para resolver el proble-
ma de escolaridad que asegure el nivel secundaria, prima-
ria y alfabetización de la población adulta. 

Segundo. Que la Secretaría de Educación Pública revise
los contenidos educativos para que se capacite para la vida
a la población objetivo que hoy está  en condiciones de ba-
ja escolaridad, garantizando la atención a los problemas
más apremiantes de las familias y su entorno.

Tercero. Que la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca asegure los recursos suficientes en forma multianual de
acuerdo a la meta para combatir el rezago educativo, ase-
gurando la educación del nivel secundaria, primaria y alfa-
betización de la población adulta en nuestro país. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de octubre de 2009.— Dipu-
tado Alberto Jiménez Merino (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, señor diputado. Túrnese a la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos.

LEY GENERAL DE CULTURA FISICA Y DEPORTE

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Yulenny Cortés León, pa-
ra presentar proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Comisión de Juventud y Deporte a trabajar en
el análisis y revisión de la Ley General de Cultura Física y
Deporte, a fin de realizar las reformas pertinentes a la mis-
ma, acorde a las necesidades del día de hoy, suscrita por los
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del PAN.

La diputada Yulenny Guylaine Cortés León: Con su
permiso, señor presidente. Compañeras legisladoras y
compañeros legisladores, en 1988 se creó con amplias fa-
cultades para coordinar el deporte en México la Comisión
Nacional del Deporte. Este órgano desconcentrado de la
Secretaría de Educación Pública cuenta, entre otras facul-
tades, con la de ser rector de las políticas nacionales en ma-
teria deportiva y cultura física, con las atribuciones de for-
mular, proponer y ejecutar estas políticas.

Dos años después, en 1990 se promulgó la Ley al Estímu-
lo y Fomento al Deporte que constituyó la materia deporti-
va en nuestro país y estableció las bases jurídicas del Sis-
tema Nacional del Deporte, citando a la Conade como su
entidad rectora, pero con carácter de organismo descon-
centrado de la SEP.

Cuatro años más tarde se emitieron reformas a esta ley y a
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y se
otorgaron a la SEP amplias facultades en materia deporti-
va, mismas que se ejercen a través de la Conade.

Una nueva ley en esta materia fue promulgada en junio de
2000, a la que se le denominó Ley General del Deporte. En
esta ley se estipularon las bases para la articulación de los
tres órganos de gobierno, a fin de integrar el Sistema Na-
cional del Deporte, promover la iniciación y práctica de-
portiva, y ejecutar y dar seguimiento al Programa Nacional

del Deporte, en sus respectivos ámbitos de competencia,
entre otras cosas.

Indicó además que deberán promoverse actividades depor-
tivas especiales para la población que padece alguna disca-
pacidad, la población de la tercera edad, así como el apoyo
a los deportes autóctonos.

Finalmente, en 2004 se promulgó una nueva ley bajo la de-
nominación Ley General de Cultura Física y Deporte, me-
diante la cual la Conade se convierte en organismo público
descentralizado y se le atribuye la responsabilidad de inte-
grar el Programa Nacional en Materia de Cultura Física y
Deporte. Esta ley y su reglamento tienen por objeto esta-
blecer la coordinación y colaboración entre la federación,
los estados, el Distrito Federal y los municipios, así como
la concentración para la participación de los sectores social
y privado en materia de cultura física y deporte.

Sin duda esta ley tiene beneficios relevantes, pues contiene
mecanismos legales que derivan en beneficios para la co-
munidad deportiva, en particular, y para la sociedad en ge-
neral. No obstante, ha quedado rezagada frente a la diná-
mica del deporte nacional e internacional y presenta
omisiones que han retardado el fomento de la cultura físi-
ca en la población, y especialmente no se ha logrado con-
cretar e insertar el gusto por la práctica de las disciplinas
deportivas en las escuelas de educación básica.

Lo anterior eminentemente deriva en la dificultad de iden-
tificar e impulsar a los talentos deportivos desde temprana
edad.

En el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional es-
tamos convencidos que debemos actuar desde nuestro ám-
bito para lograr, a través del impulso y fomento a la prácti-
ca de cultura física y el deporte, una población más sana y
más competitiva en todo los ámbitos. 

Es importante que nuestro objetivo no sólo sea cosechar
más talento deportivo, sino estimular y dar acceso a las ni-
ñas, los niños, los jóvenes, las jóvenes y los adultos a la
práctica de estas actividades. Para lograrlo tenemos que
fortalecer los lazos de acción que lleven a la ciudadanía a
tener contacto con la cultura física y el deporte. Y uno de
estos lazos es el marco jurídico que lo regula.

Es por ello que debemos iniciar el análisis de la Ley Gene-
ral de Cultura Física y Deporte, con el fin común de actua-
lizar y reforzar las bases para el desarrollo del deporte na-
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cional y la sociedad, haciendo partícipes de este trabajo a
todos esos actores de la comunidad deportiva y a los inte-
resados, de la sociedad en general.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, resul-
ta necesario darle continuidad al proceso de desarrollo de
la cultura física y el deporte para que México logre sobre-
salir en estas materias a nivel internacional. Si bien es cier-
to que se han logrado buenos resultados en la materia, tam-
bién es verdad que no son suficientes y que el futuro
impone retos que debemos enfrentar hoy.

En virtud de las anteriores consideraciones y con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 58 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, someto a consideración del pleno
la siguiente proposición con punto de acuerdo.

Único. Se exhorta respetuosamente a la Comisión de Ju-
ventud y Deporte a trabajar en el análisis y revisión de la
Ley General de Cultura Física y Deporte, a fin de realizar
las reformas pertinentes a la misma, acordes con las nece-
sidades de hoy en día. Es cuanto, señor presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Comisión de Juventud y Deporte a trabajar en el análisis
y revisión de la Ley General de Cultura Física y Deporte, a
fin de realizar las reformas pertinentes a ésta de acuerdo
con las necesidades actuales, suscrita por integrantes del
Grupo Parlamentario del PAN

Los que suscriben, diputados y diputadas federales Yu-
lenny Guylaine Cortés León, Wendy Guadalupe Rodríguez
Galarza, María Antonieta Pérez Reyes, Dora Evelyn Tri-
gueras Durón, José Francisco Landero Gutiérrez, César
Daniel González Madruga, Sixto Alfonso Zetina Soto,
Juan José Cuevas García, Daniel Gabriel Ávila Ruiz y Je-
sús Gerardo Cortés Mendoza, integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional de la LXI Legislatu-
ra de la Honorable Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión, con fundamento en los artículos 44, numeral 4,
45, numeral 6, incisos a), e), f) y g), numeral 7, de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, 58, fracción I, 60, 83, 87 a 89 y 93 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, someten a consideración de
esta soberanía la siguiente propuesta con punto de acuerdo
por el que se exhorta respetuosamente a la Comisión de Ju-
ventud y Deporte, a efecto de analizar y revisar la Ley Ge-
neral de Cultura Física y Deporte, con el objeto de lograr

una reforma de la misma que vaya acorde a las necesidades
de hoy en día, conforme a las siguientes

Consideraciones

En 1988 se creó, con amplias facultades para coordinar el
deporte en México la Comisión Nacional del Deporte (Co-
nade). Este órgano desconcentrado de la Secretaría de Edu-
cación Pública (SEP) cuenta, entre otras facultades, con la
de ser rector de las políticas nacionales en materia deporti-
va y cultura física, con las atribuciones de formular, pro-
poner y ejecutar estas políticas.

Dos años después, en 1990, se promulgó la Ley de Estí-
mulo y Fomento de Deporte que constituyó la primera en
materia deportiva en nuestro país y estableció las bases ju-
rídicas del Sistema Nacional del Deporte, situando al Co-
nade como su entidad rectora, pero con carácter de orga-
nismo desconcentrado de la SEP. Cuatro años más tarde se
hicieron reformas a esta Ley y a la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, y se otorgaron a la SEP am-
plias facultades en materia deportiva, mismas que ejerce a
través del Conade. 

Una nueva ley en esta materia fue promulgada en junio de
2000, a la que se le denominó Ley General de Deporte. En
esta ley se establecieron las bases para la articulación de
los tres órdenes de gobierno a fin de “integrar el Sistema
Nacional del Deporte, promover la iniciación y práctica de-
portiva, ejecutar y dar seguimiento al Programa Nacional
del Deporte, en sus respectivos ámbitos de competencia”,
entre otras cosas. Indicó además, que deberán promoverse
actividades deportivas especiales para la población que pa-
dece alguna discapacidad, la población de la tercera edad,
así como el apoyo a los deportes autóctonos. 

Finalmente, en 2004 se promulgó una nueva ley bajo la de-
nominación de Ley General de Cultura Física y Deporte,
mediante la cual la Conade se convierte en organismo pú-
blico descentralizado y le atribuye la responsabilidad de in-
tegrar el programa nacional en materia de cultura física y
deporte. 

Esta Ley y su Reglamento tienen por objeto establecer las
bases generales de coordinación y colaboración entre la Fe-
deración, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios,
así como de la concertación para la participación de los
sectores social y privado en materia de Cultura Física y De-
porte.
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Sin duda esta ley tiene beneficios relevantes, pues contiene
mecanismos legales que derivan en beneficios para la co-
munidad deportiva en particular y para la sociedad en ge-
neral, no obstante, ha quedado rezagada frente a la dinámi-
ca del deporte nacional e internacional, y presenta
omisiones que han retardado el fomento de la cultura físi-
ca en la población, y especialmente no se ha logrado inser-
tar el gusto por la práctica de las disciplinas deportivas en
las escuelas de educación básica. Lo anterior, eminente-
mente deriva en la dificultad de identificar e impulsar a los
talentos deportivos desde tempana edad.

En el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional es-
tamos convencidos que debemos actuar desde nuestro ám-
bito para lograr, a través del impulso y fomento de la prác-
tica de la cultura física y el deporte, una población más
sana y más competitiva en todos los ámbitos. Es importan-
te que nuestro objetivo no sea sólo cosechar más talento
deportivo, sino de estimular y dar acceso a las niñas, los ni-
ños, jóvenes y adultos a la práctica de estas actividades.

Para lograrlo tenemos que fortalecer los lazos de acción
que llevan a la ciudadanía a tener contacto con la Cultura
Física y el Deporte. Y uno de estos lazos es el marco jurí-
dico que lo regula, es por ello que debemos iniciar el aná-
lisis de la Ley General de Cultura Física y Deporte vigen-
te, con el fin común de actualizar y reforzar las bases para
el desarrollo del deporte nacional y de la sociedad, hacien-
do partícipes de este trabajo a todos esos actores de la co-
munidad deportiva y a los interesados de la sociedad en ge-
neral. 

Compañeras y compañeros legisladores, resulta necesario
darle continuidad al proceso de desarrollo de la cultura fí-
sica y el deporte para que México logre sobresalir en estas
materias a nivel internacional. 

Si bien es cierto que se han logrado algunos buenos resul-
tados en la materia, también es verdad que no son sufi-
cientes y que el futuro impone retos que debemos enfren-
tar el día de hoy. 

En virtud de las anteriores consideraciones y con funda-
mento en lo dispuesto por el artículo 58 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, someto a consideración del ple-
no, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a la Comisión de Ju-
ventud y Deporte a trabajar en el análisis y revisión de la
Ley General de Cultura Física y Deporte, a fin de realizar
las reformas pertinentes a la misma acorde a las necesida-
des de hoy en día.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 22 días de octubre
de 2009.— Diputados: Yulenny Guylaine Cortés León, Wendy Guada-
lupe Rodríguez Galarza, María Antonieta Pérez Reyes, Dora Evelyn
Trigueras Durón, José Francisco Landero Gutiérrez, César Daniel
González Madruga, Sixto Alfonso Zetina Soto, Juan José Cuevas Gar-
cía, Daniel Gabriel Ávila Ruiz, Jesús Gerardo Cortés Mendoza, Fran-
cisco Ramos Montaño, Leobardo Soto Martínez (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputada. Túrnese a la Comisión de Juven-
tud y Deporte.

ESTADO DE GUERRERO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Filemón Navarro Aguilar,
del Grupo Parlamentario del PRD, para presentar proposi-
ción con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público y a la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores a llevar a cabo la debida
inspección y vigilancia de las sociedades cooperativas de
ahorro y préstamo de la región de La Montaña, Guerrero, a
fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones con-
sagradas en la Ley para Regular las Actividades de las So-
ciedad Cooperativas de Ahorro y Préstamo.

El diputado Filemón Navarro Aguilar: Con su venia, se-
ñor presidente. Compañeras y compañeros diputados, con
fundamento en el artículo 58 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, someto a consideración del pleno, el pre-
sente punto de acuerdo al tenor de las siguientes
consideraciones:

La Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos
Indígenas ha determinado que en nuestro país existen 25
regiones indígenas que en conjunto concentran a poco más
de 8 millones de indígenas, es decir, alrededor de 77 por
ciento de la población indígena a nivel nacional.
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Una de ellas es la región de la Montaña de Guerrero, con-
siderada como una de las de mayor rezago y de muy alta
marginación, condiciones que se ven reflejadas en la ca-
rencia de servicios y en la tasa de fecundidad y tasa de
mortalidad infantil, sustancialmente elevadas.

Una vez descrita la región de La Montaña de Guerrero,
quiero compartirles lo que les está sucediendo a mis her-
manas y hermanos indígenas en esta región.

Desde hace varios meses se han asentado en esta región de
La Montaña varias empresas como Grupo Baz, Caja de
Ahorro Azteca, Grupo Amor, COOFIA y la Cooperativa de
Abasto Popular, las cuales ofrecen servicios de ahorro y
crédito.

Sin embargo, estas empresas sólo se han dedicado a de-
fraudar a los indígenas y campesinos de esta región, es de-
cir, esta seudosociedades o cajas de ahorro y crédito han
atraído a usuarios con la oferta de darles altos rendimien-
tos. Ejemplo de ello fue la modalidad consistente en apor-
tar la cantidad de 520 pesos a fin de que en un lapso de tres
meses pudieran recibir la cantidad de 3 mil pesos, cuestión
que nunca sucedió, no se cumplió por parte de los repre-
sentantes de la caja de ahorro.

Ante ello, las empresas en comento han defraudado a más
de 20 mil indígenas de la región de la Montaña del estado
de Guerrero, con una cantidad que supera los 139 millones
de pesos.

Por ello, es de urgente resolución frenar estas impunidades
que viven los que menos tienen y que son defraudados de-
bido a su idiosincrasia y escasa asesoría financiera.

Sin lugar a dudas se requiere que la presencia de la autori-
dad sea contundente para regular, supervisar y ordenar a
esas sociedades cooperativas relativas al ahorro y crédito
popular para tener el debido cumplimiento del objetivo que
persiguen las cooperativas de ahorro y préstamo.

Por ello, compañeras legisladoras y compañeros legisla-
dores, someto a su consideración el siguiente punto de
acuerdo.

Único. Se exhorta a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público y a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a
que realicen la debida inspección y vigilancia de las socie-
dades cooperativas y de ahorro y préstamo de la región de
La Montaña del estado de Guerrero, a fin de garantizar el

cumplimiento de las obligaciones consagradas en la Ley
para Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas
de Ahorro y Préstamo y para que, en su caso, se repare el da-
ño a los defraudados. Es cuanto, ciudadano presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SHCP y a la CNBV a llevar a cabo la debida inspección
y vigilancia de las sociedades cooperativas de ahorro y
préstamo de la región de La Montaña en Guerrero, a fin de
garantizar el cumplimiento de las obligaciones consagra-
das en la Ley para regular las Actividades de las Socieda-
des Cooperativas de Ahorro y Préstamo, a cargo del dipu-
tado Filemón Navarro Aguilar, del Grupo Parlamentario
del PRD

El diputado federal Filemón Navarro Aguilar de la LXI Le-
gislatura del Congreso de la Unión, integrante del Grupo
Parlamentario del PRD, con fundamento en los artículos 58
y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración del pleno el presente punto de acuerdo, al te-
nor de las siguientes:

Consideraciones 

La Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos
Indígenas, CDI, ha determinado que en nuestro país exis-
ten 25 Regiones Indígenas, que en conjunto concentran a
poco menos de 8 millones de indígenas, es decir, alrededor
del 77 por ciento de la población indígena a nivel nacional. 

La región indígena se refiere a la idea de “región cultu-
ral”, cuyo objetivo tiene que ver con la finalidad de iden-
tificar aquellos elementos y procesos comunes o paralelos
entre las diferentes regiones indígenas de México, a tra-
vés de la caracterización de la diversidad etnolingüística
y la distribución de los pueblos indígenas en el territorio
nacional.

Una de estas regiones, la región de La Montaña, Guerrero,
está considerada como una de las regiones con mayores re-
zagos y de muy alta marginación. Condiciones que se ven
reflejadas en la carencia de servicios y en las tasas de fe-
cundidad y mortalidad infantil sustancialmente elevadas. 

La región de La Montaña, Guerrero, está comprendida por
28 municipios con una población total de 685,167 habitan-
tes, de los cuales el 62 por ciento es población indígena
asentada, principalmente, en los municipios de Alcozauca,
Zapotitlán Tablas, Ahuacuotzingo, Huamuxtitlán, Omete-
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pec, Tlapa de Comonfort, Atlixtac, Tlacoapa, Metlatónoc y
Acatepec.

En este espacio territorial coexisten pueblos indígenas,
siendo la población de origen nahua la predominante, con
el 33.7 por ciento, seguida de los mixtecos y tlapanecos
con 29.8 y 25.9 por ciento, respectivamente (CDI-Regio-
nes Indígenas de México, 2006). Mientras que el grupo mi-
noritario en la región es el amuzgo, representado por el 9.9
por ciento.

Una vez descrita la región de La Montaña de Guerrero,
quiero compartirles lo que les está sucediendo a mis her-
manos y hermanas indígenas de la región en comento.

Desde hace varios meses se han asentado en la región de
La Montaña varias empresas como Grupo Bass, Caja de
Ahorros Azteca, Grupo Amor y la Cooperativa de Abasto
Popular, las cuales ofrecen servicios de ahorro y crédito.

Sin embargo, estas empresas solo se han dedicado a de-
fraudar a los indígenas y campesinos de esta región. Es de-
cir, estas seudo sociedades o cajas de ahorro y crédito han
atraído a sus usuarios con la idea de obtener altos rendi-
mientos en un período máximo de tres o seis meses.

Ejemplo de ello fue la modalidad consistente en aportar la
cantidad de 520 pesos, a fin de, en un lapso de tres meses,
recibir la cantidad final de tres mil pesos, cuestión que nun-
ca sucedió ni se cumplió por los representantes de las cajas
de ahorro. 

Una segunda modalidad que ofrecían estas empresas con-
sistía en aportar la cantidad de 1,020 pesos y a la postre de
ocho meses conseguirían la cantidad de 6,600 pesos. Final-
mente, otra de las supuestas modalidades consistía en en-
tregar cualquier cantidad de dinero y al tiempo de seis me-
ses duplicarían su inversión.

Ante ello, las empresas en comento han defraudado a más
de 20 mil indígenas y campesinos de la Región de la Mon-
taña del estado de Guerrero, con una cantidad que ascien-
de a más de 139 millones de pesos.

Por ello, es de urgente resolución frenar estas impunidades
que viven los que menos tienen y que son defraudados en
aras de su idiosincrasia y escasa asesoría financiera; son
conductas reprochables mediante las que dichas empresas
han despojados a nuestros indígenas de sus ahorros y del
poco patrimonio que tienen.

Ante tal situación, es necesario que el Ejecutivo federal se
aboque a la inmediata aplicación de los instrumentos jurí-
dicos que operan en nuestro país, que en el caso concreto
lo es la Ley Para Regular las Actividades de las Sociedades
Cooperativas de Ahorro y Préstamo; la cual acaba de entrar
en vigor el pasado mes de agosto. A fin de que se exija a
las empresas antes citadas al estricto cumplimiento de las
obligaciones consagradas en dicha normatividad, con lo
cual se logre proteger los intereses de los indígenas y cam-
pesinos que han sido defraudados.

Sin lugar a dudas, se requiere que la presencia de la autori-
dad sea contundente para regular, supervisar y ordenar a
estas sociedades relativas al ahorro y crédito popular al de-
bido cumplimiento del objetivo que persiguen las coopera-
tivas de ahorro y préstamo.

Por ello, compañeras y compañeros legisladores, someto a
su consideración el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público y a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores; a
la debida inspección y vigilancia de las sociedades coope-
rativas de ahorro y préstamo de la región de La Montaña,
del estado de Guerrero, a fin de garantizar el cumplimien-
to de las obligaciones consagradas en la Ley para Regular
las Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro
y Préstamo y para que, en su caso, se repare el daño a los
defraudados.

Diputado Filemón Navarro Aguilar (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público.

FINANCIERA COOFIA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió de la diputada María Isabel Merlo Talavera,
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a que, a través
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, tenga un
control más estricto de las instituciones financieras como
COOFIA, para evitar que continúen funcionando en demé-
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rito financiero de los recursos que son depositados por aho-
rradores de buena fe, suscrito por los diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del PRI. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SHCP a controlar a través de la CNBV de manera más
estricta a las instituciones financieras como Coofia, para
evitar que continúen funcionando en demérito de los recur-
sos depositados por ahorradores, a cargo de la diputada
María Isabel Merlo Talavera y suscrita por integrantes del
Grupo Parlamentario del PRI

María Isabel Merlo Talavera, diputada federal integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, en nombre de los diputados federales del estado
de Puebla y con fundamento en los artículos 58, fracción I,
y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, someto a
consideración de esta soberanía proposición con punto de
acuerdo para exhortar a la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público, controlar de manera más estricta a través de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores las instituciones
financieras como Coofia, para evitar que continúen funcio-
nando, en demérito financiero de los recursos que son de-
positados por ahorradores de buena fe.

Antecedentes

La Financiera Coofia, es una caja de ahorro originaria de
Puebla, propiedad del empresario Valente Medina Seoane
que tiene 85 sucursales en 8 estados del país, ante la Co-
misión Nacional para la Protección y Defensa de los Usua-
rios de Servicios Financieros, Coofia carece de registro, ya
que no ha logrado cumplir todos los requisitos que exige la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores para poder ope-
rar de forma regular.

Cerca de 40 mil ahorradores en territorio poblano confia-
ron en una empresa supuestamente regulada y/o supervisa-
da por la Secretaría de Hacienda del gobierno de la Repú-
blica a través de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores.

Paisanos de otros estados nacionales, 8 en total, entre los
que se encuentra Puebla, están en idénticas circunstancias.

La falta de intervención y compromiso con la población de
parte de la autoridad reguladora, permite que unos particu-
lares los burlen y aparentemente se fuguen con recursos

provenientes de los ahorros de personas de buena fe. Sabe-
mos que estas actividades se han multiplicado sin que se
prevea a la fecha evitar el daño patrimonial que muchos
mexicanos han sufrido. Recordamos que ya hay experien-
cias al respecto y que incluso, resulta más fácil para la Se-
cretaría de Hacienda reparar el daño que evitarlo. 

Con motivo de la multiplicación de las casas de ahorro e
inversión, creó el Fideicomiso “Pago” para no dejar des-
protegidos a esos ahorradores que en principio, nunca de-
bieron caer en las garras de los delincuentes de cuello blan-
co. 

Pero más allá de lamentaciones, aunque haciendo los seña-
lamientos puntuales de responsabilidad gubernamental, es
el momento de que esta soberanía intervenga para asegu-
rarse de que quienes tienen obligaciones públicas, no se es-
cuden en la mediocridad e intervengan actualizando sus fa-
cultades para entregar cuentas a la población probablemente
defraudada.

La posibilidad de que el fantasma de la impunidad persiga
la fama del nuevo Procurador General de la República y su
controvertida llegada a la responsabilidad que el C. Presi-
dente le confió y el Senado avaló, está inminentemente en
la puerta del cuestionamiento ante la conducta de los di-
rectivos de la malograda financiera Coofia.

Por ello hoy hacemos un paréntesis en éste cuerpo colegia-
do y recordamos que la falta de cultura jurídico-financiera
de la generalidad de la población no habrá de ser campo li-
bre para que se burlen unos cuantos por la falta de efecti-
vidad de las autoridades que tienen en éste país el mono-
polio del ejercicio de la acción penal.

Socios de la caja de ahorro Financiera Coofia denunciaron
un fraude por parte de esta institución, pues pese a tener
problemas económicos para entregar el dinero que los
clientes han ahorrado en la misma, continúa abriendo cuen-
tas de ahorro e inversión, los clientes temen que la empre-
sa se declare en quiebra y ya no se les regrese el total de su
dinero ahorrado, porque desde finales del año pasado soli-
citan la devolución de lo que depositaron en sus cuentas de
ahorro o inversión y no obtienen sus ahorros completos.

Ante esta situación, solicitaron la intervención de la Co-
misión Nacional Bancaria y de Valores y de la Comisión
Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de
Servicios Financieros, quienes son las instituciones gu-
bernamentales encargadas de regular a las cajas de ahorro.
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El fraude en Veracruz

La financiera Coofia, cuya casa matriz está en la ciudad de
Puebla, y en el Estado de Veracruz tiene representaciones
en varios municipios, como Xalapa, Perote, Alvarado, Ve-
racruz Puerto, Poza Rica, Córdoba, entre otros ha defrau-
dado a más de mil ahorradores en Xalapa, 300 en Juchique
de Ferrer y 500 en Naolinco, Veracruz.

El fraude en Puebla

En sesión de la Comisión Permanente del Congreso del Es-
tado de Puebla, se informó que en Teziutlán ya son 3 mil
500 los defraudados, mientras que, conjuntamente con sus
compañeros, en el Congreso local harán un recuento de los
municipios que han sido afectados por Coofia.

En los diferentes distritos judiciales que se ubican en el in-
terior del estado, como el de Zacapoaxtla, en donde había
dos sucursales, una en la cabecera y otra en el municipio de
Cuetzalan, están también captando a quienes perdieron sus
ahorros. 

Todos debemos ver en el estado de derecho la única vía pa-
ra armonizar las relaciones interpersonales. En Puebla, la
obligación de asegurar el acceso a los justiciables de ma-
nera gratuita es acción comprobada, por ello, la Procuradu-
ría del Ciudadano del Gobierno del Estado ha tenido en-
cuentros con más de 6 mil probables defraudados y ha
cumplimentado cerca de 2 mil 500 expedientes formales en
menos de 10 días. Hasta ayer, el monto de lo ahorrado for-
malmente asciende a 300 millones aunque sabemos que las
denuncias podrían llegar en próximos días a los mil millo-
nes, ¡¿quién sabe a  cuánto sume en otros estados?! Y
¿cuántos mexicanos más deban de ser víctimas para que el
gobierno responda?

Hasta el momento todos son asuntos particulares, pero que
a partir de ahora se buscará la organización entre todos los
defraudados para potencializar las posibilidades de triunfo,
pues la mayoría de los defraudados son gente humilde que
ahorró menos de 100 mil pesos durante toda su vida pero
que son desconocedores en materia de derecho económico
y financiero.

A la fecha no tienen un padrón final y por lo tanto tampo-
co la estimación total del monto defraudado.

El fraude en Hidalgo

El fraude en agravio de más de 40 mil ahorradores de 8 Es-
tados de la República, cometido por la Financiera Coofia,
SC de RL, podría ascender a los mil 500 millones de pesos
un grupo de inversionistas de Pachuca y la región decidie-
ron interponer una denuncia penal en contra de Hilda Ló-
pez Rosales, representante legal de Coofia y quienes resul-
ten responsables del delito de fraude.

A través de un representante común, 32 ahorradores cuyo
patrimonio e inversiones se encuentran en riesgo de per-
derse ante el incumplimiento de pago por parte de Finan-
ciera Coofia, interpusieron las correspondientes averigua-
ciones previas, y solicitaron que la consignación de las
indagatorias se realice a la brevedad posible para evitar que
los presuntos responsables del multimillonario fraude, pue-
dan darse a la fuga.

Pese a haber iniciado el procedimiento penal, los ahorra-
dores están preocupados porque no puedan recuperar su
patrimonio, que le habían confiado a Coofia mediante
cuentas de ahorro e instrumentos de inversión, ya que di-
cho organismo, no es reconocido como una institución fi-
nanciera por la Comisión Nacional de Defensa de Usuarios
de Servicios Financieros (Condusef) pues carece de regis-
tros legales y ello impide que se puedan apegar a los bene-
ficios del Fideicomiso denominado Fondo para el Fortale-
cimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y
Préstamo y de Apoyo a sus ahorradores, que sólo es para
instituciones acreditadas.

Los inversionistas a la fecha continúan organizándose para
tratar de recuperar su dinero, cuyas cantidades depositadas
y que les adeuda Coofia, varían entre los 17 mil y los 2 mi-
llones y medio de pesos.

Alerta de la CNBV

Con 12 años en operación y a pesar de que casi 40 mil
clientes habían depositado cerca de mil 500 millones de pe-
sos, fue en agosto pasado cuando la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores emitió la alerta de que Coofia no es-
taba autorizada para recibir dinero de particulares o inver-
sionistas, de acuerdo con la investigación realizada por la
Federación Integradora Nacional de Entidades. 

Derivado de lo expuesto se somete a consideración de esta
soberanía el siguiente
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Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, para que a través de la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores tenga un control más estricto de las insti-
tuciones financieras como Coofia, para evitar que continú-
en funcionando, en demerito financiero de los recursos que
son depositados por ahorradores de buena fe. 

Palacio Legislativo, a 27 de octubre de 2009.— Diputados: María Isa-
bel Merlo Talavera (rúbrica), Julieta Marín Torres (rúbrica), Juan Car-
los Lastiri Quirós (rúbrica), Ardelio Vargas Fosado (rúbrica), Jorge Al-
berto Juraidini Rumilla (rúbrica), Óscar Aguilar González (rúbrica),
Janet González Tostado (rúbrica), Francisco Ramos Montaño (rúbrica),
José Alberto González Morales (rúbrica), Fernando Morales Martínez,
Blanca Estela Jiménez Hernández (rúbrica), Juan Pablo Jiménez Con-
cha (rúbrica), Leobardo Soto Martínez, Alberto Jiménez Merino (rú-
brica), María del Carmen Izaguirre Francos (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico.

PLACAS Y CALCOMANIAS 
DE IDENTIFICACION VEHICULAR

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió de la diputada María Cristina Díaz Salazar,
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
Ejecutivo federal a que derogue el acuerdo de la Secretaría
de Comunicaciones y Transportes, por medio del cual se fi-
jan las características y especificaciones de las placas y cal-
comanías de identificación vehicular, entre otros documen-
tos, y emita un nuevo acuerdo que garantice que dichos
documentos sean elaborados por la industria nacional, sus-
crito por los diputados integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del PRI. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a derogar el acuerdo de la SCT por me-
dio del cual se fijan las características y especificaciones de
las placas y calcomanías de identificación vehicular, entre
otros documentos, y emitir un nuevo acuerdo que garanti-
ce que dichos documentos sean elaborados por la industria
nacional, a cargo de la diputada María Cristina Díaz Sala-
zar y suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario del
PRI

Los que suscriben, María Cristina Díaz Salazar, Benjamín
Clariond Reyes Retana y Jorge Juraidini Rumilla, diputa-
dos federales del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional de la LXI Legislatura, con funda-
mento en los artículos 72, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 67, numeral 1,
inciso b), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, así como 58 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, someten a consideración de esta
honorable asamblea la siguiente proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal a dero-
gar el acuerdo de la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes por medio del cual fijan las características y especi-
ficaciones de las placas y calcomanías de identificación
vehicular, entre otros documentos, y fija el control y regis-
tro de las empresas fabricantes de dichos documentos, y
que se emita un nuevo acuerdo que garantice que estas pla-
cas y documentos sean elaborados por la industria nacio-
nal, por razones de seguridad, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Estamos plenamente convencidos que las normas jurídicas
deben de ser respetadas plenamente en un Estado de Dere-
cho, por todos quienes estamos obligados a ello, gobernan-
tes y gobernados, pero sobre todo por quienes tiene la obli-
gación de vigilar su puntual cumplimiento, la autoridad.
Menciono lo anterior con el objetivo de alertar sobre la in-
tención del gobierno del presidente Calderón de darle un
nuevo golpe a la industria mexicana.

En los últimos años, sobre todo en la anterior administra-
ción y la presente, es por todos sabido que diversas indus-
trias mexicanas como la textil y del calzado, entre otras,
han visto su ruina en nuestro país consecuencia de una
apertura económica desmedida y no de un intercambio co-
mercial, donde fuera posible que nuestros productos en
igualdad de condiciones pudieran venderse en otros países
que hábilmente cierran sus fronteras, sin que se tenga las
respuesta a estas conductas por demás nocivas de un mun-
do globalizado y de competencia leal. Los acuerdos co-
merciales, una realidad del comercio globalizado de la
época moderna, no deben de ser pretexto para la inmovili-
dad ante conductas nocivas que afectan los Estados nacio-
nales. La nación siempre debe de estar por encima de cual-
quier interés privado.

En un marco tan complejo como el que rige la globaliza-
ción comercial, la autoridad siempre debe estar atenta al
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estricto cumplimiento de la normatividad para evitar con-
ductas que pongan en riesgo las industrias y los mercados
nacionales, que afectan el empleo y el crecimiento de la in-
dustria, ya que al final ello se traduce en bienestar para los
mexicanos; en posibilidad de mejoras en su calidad de vi-
da. Por ello la autoridad debe de estar atenta a su cumpli-
miento y sobre todo a la estricta observancia por parte de
la autoridad encargada de su aplicación y en su caso vigi-
lancia. 

Es por ello que se hace aún más necesario que se cumpla
con la legalidad en los procesos de de apertura económica,
que permita una libre concurrencia en igualdad de condi-
ciones y con ello en verdad fomentar el desarrollo y el cre-
cimiento del país. Debemos armonizar las políticas públi-
cas posibles, las necesarias, y aún las deseables, por lo que
se debe de proteger y alentar la inversión y el empleo, por
medio del fortalecimiento de aquellos quienes lo producen,
que son los muy diversos sectores de la producción, sobre
todos aquellos quienes se han comprometido con el país.
Aquellos que ven en la inversión más que una oportunidad
de negocio y que ven en sus inversiones un medio para re-
partir la riqueza nacional, en un esquema de ganara-ganar.

Se comenta lo anterior por que a la fecha el Ejecutivo fe-
deral por medio de la Dirección General de Autotransporte
Federal dependiente de la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes ha otorgado Registro como fabricante de pla-
cas y calcomanías para el control vehicular a la empresa
china Cangnan Riwong Craft Logo Co. Ltd. Con tal ges-
tión se afecta gravemente a este sector industrial poniendo
en riesgo 5,000 empleos, 3 mil directos y 2 mil indirectos, en
esta área en específico de producción, sin considerar los
efectos nocivos que se tiene por que resulta evidente que con
ellos se ve afectada también la industria acerera nacional.

Es importante indicar que el Artículo Décimo Octavo inci-
so i), del Acuerdo mediante el cual se fijan las característi-
cas y especificaciones de las placas metálicas, calcomanías
de identificación entre otros documentos, específicamente
señala:

“Artículo Décimo Octavo: …

Comprobación de la capacidad y métodos de resguardo
de la producción y de su seguridad…”

Lo anterior tiene como finalidad el otorgar certeza a quie-
nes están participando en este nicho de mercado de que la
autoridad estará permanentemente vigilante del cumpli-

miento de la normatividad, proporcionando la certeza jurí-
dica necesaria, ello implica la verificación por medio de
una inspección y evaluación de dichos requerimientos a
través de las entidades mexicanas de acreditación y certifi-
cación, como ha sido realizado mediante visita anual, co-
mo se realiza con toda puntualidad anualmente a los fabri-
cantes nacionales, con el objeto de garantizar condiciones
de acuerdo a estándares nacionales debido a que cada na-
ción establece la simetría y especificaciones propias. 

Este proceso de verificación anual, que se lleva a cabo a la
industria nacional que no se ha llevado a cabo a la empre-
sa de origen extranjero anteriormente mencionada, lo cual
constituye un evidentemente un trato discriminatorio para
la industria nacional.

La industria nacional tanto acerera, como la dedicada en
especifico a la elaboración de placas, a través de los años
ha invertido en tecnologías y materiales de la más alta ca-
lidad, de acuerdo a los estándares nacionales para brindar
productos que han permitido establecer y actualizar los pa-
drones de control vehicular de manera confiable atendien-
do a los requerimientos que en materia de seguridad son in-
dispensables, es por ello el grave riesgo que existe en que
una empresa extranjera pueda realizar la fabricación de es-
te tipo de documentos oficiales de identificación vehicular,
y sobre todo sin que sea comprobada su capacidad moral,
técnica y productiva. Es así el asunto de seguridad, para
nuestro país un tema fundamental a considerar en la emi-
sión de la normatividad vinculada con este tipo de docu-
mentación. Cada vez es más frecuente la falsificación de
documentación, y aún de las placas mismas, por el crimen
organizado para cometer todo tipo de delitos.

Por ello se considera de extrema gravedad que este tipo do-
cumentación y de trabajos industriales que son claramente
de interés nacional, de seguridad para la nación sean con-
cedidas a industrias de origen extranjero, sobre todo si se
cuenta con sectores industriales nacionales plenamente
probados con la capacidad y recursos necesarios para su
elaboración. Lo anterior es en sí mismo graves, pero lo es
más cuando se presume que el otorgamiento de dicho los
permisos y registros correspondientes incumplen con la
normatividad que actualmente rige esta actividad como lo
es la Norma Oficial Mexicana NOM-001-SCT-2-2000, o
que al menos no son lo suficientemente transparentes., y
que por su delicadeza deben de llevarse a cabo estos pro-
cesos de otorgamiento de permisos, registros y producción
con la más escrupulosa vigilancia a que obligan la norma-
tividad vigente.
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Sabemos que la normatividad que establece las caracterís-
ticas y especificaciones de las placas metálicas, calcomaní-
as de identificación y revalidación, y tarjetas de circulación
para los diferentes tipos de servicio que prestan los auto-
móviles, autobuses, camiones, motocicletas y remolques
matriculados en la república mexicana, así como la asigna-
ción de la numeración correspondiente a cada entidad fe-
derativa y disposiciones para su otorgamiento y control, así
como de la licencia federal de conductor, emitido por la Se-
cretaría de Comunicaciones y Transportes, van en el mis-
mo sentido de contar con un mecanismo de control a nivel
nacional, que distinga con toda claridad las regiones y tipos
de servicios, así como su control individualizado, como
elementos de seguridad indispensables en la prestación de
un servicio de origen público, que responde al interés co-
lectivo. Por ello cuando se incumple con la normatividad,
o se sacrifica seguridad en aras de un beneficio particular,
por muy legitimo que este sea, estamos ante un problema
que debe de ser abordado con la mayor seriedad por quie-
nes desde la responsabilidades públicas tenemos una obli-
gación para con nuestros gobernados. 

Esta Norma Oficial Mexicana NOM-001-SCT-2-2000 sa-
bemos ya resulta obsoleta, por lo que es necesario una ri-
gurosa revisión para su actualización y que responda a los
retos que como nación tenemos en la materia, y que nos
permita también por otro lado hacer frente a la falta de nor-
matividad internacional en la materia, que en ocasiones es
aprovechada por la industria extranjera, para penetrar a
mercados nacionales en esquemas de competencia desleal,
aprovechando ventajas competitivas internacionales en
perjuicio de los mercados nacionales provocando despla-
zamientos de la industria nacional ocasionando desempleo
y otras distorsiones económicas internas.

Sabemos que los poderes públicos han venido haciendo el
mayor de los esfuerzos por combatir la inseguridad, como
lo fue Acuerdo Nacional por la Seguridad, la Justicia y la
Legalidad, firmado por el presidente Felipe Calderón y los
mandatarios de todas las entidades del país y el compromi-
so es mantener actualizado el Registro Público Vehicular
implementado a nivel nacional, cuyo propósito también es
el de disponer de información nacional sobre vehículos así
como de otorgar seguridad pública y jurídica a los actos
que se realicen con vehículos que circulen en territorio na-
cional, mediante la identificación y control, además de
brindar servicios de información al público. o bien en este
mismo sentido de parte del Congreso de la Unión la emi-
sión de la Ley general que crea el Sistema Nacional de Se-

guridad Pública; la Ley de la Policía Federal; la Ley Fede-
ral de Extinción de Dominio, etcétera, donde se contempla
programas de seguridad relacionados con el control vehi-
cular, con procesos novedosos de concentración de infor-
mación y aditamentos que amplíen esta seguridad, en todos
los casos diseñados por instituciones mexicanas por, por
ejemplo en la elaboración de chip, de seguridad, en que
participaron en su elaboración, la Universidad Nacional
Autónoma de México, el Instituto Politécnico Nacional y
el Tecnológico de Monterrey. Elemento de extrema seguri-
dad en manos de mexicanos, ya sea del sector público o
privado, pero por su importancia siempre mexicanas.

Con lo anterior solo queremos dejar de manifiesto, que no
solo se está afectando gravemente a un sector de la indus-
tria nacional, como son las acereras nacionales y quienes se
dedican a la elaboración de las placas y la documentación
relacionada con el control vehicular, se afecta también de
manera directa al empleo que ésta genera, pero sin duda lo
más es que se afecta directamente la seguridad de los me-
xicanos. Por ello se reitera consideramos que estos sectores
de la producción tan delicados, como el de las placas, los
registros y todos aquellos documentos relacionados con el
transporte vehicular, deben de estar en manos de las indus-
trias nacionales y además controladas estrictamente por el
Estado Mexicano.

Ya tuvimos una mala experiencia con el registro vehicular
en manos de personas que no tienen un compromiso con
México, y pusieron en riesgo la seguridad de los mexica-
nos. No debemos correr nuevamente ningún riesgo, en es-
te sentido por lo que se debe de garantizar que sea la in-
dustria nacional quien elabore estas placas y la totalidad de
la documentación para el transporte vehicular.

Por lo expuesto, sometemos a consideración del pleno de
esta honorable Cámara de Diputados el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta al Ejecutivo federal a derogar el
acuerdo de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes
por medio del cual fijan las características y especificacio-
nes de las placas y calcomanías de identificación vehicular,
entre otros documentos, y fija el control y registro de las
empresas fabricantes de dichos documentos, y que se emi-
ta un nuevo acuerdo nuevo acuerdo que garantice que estas
placas y documentos sean elaborados por la industria na-
cional, por razones de seguridad.
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Segundo. Se exhorta al Ejecutivo federal a vigilar, por
conducto de la Secretaría de Comunicaciones y Transpor-
tes, en tanto se emite el nuevo acuerdo, la puntual aplica-
ción del vigente. 

Tercero. Se exhorta al Ejecutivo federal a llevar a cabo una
profunda revisión y la actualización de la Norma Oficial
Mexicana NOM-001-SCT-2-2000, a fin de que responda a
las necesidades actuales del país.

Cuarto. Se solicita al Poder Ejecutivo que informe a esta
honorable Cámara de Diputados si a la fecha ha otorgado
concesiones, permisos o cualquier otro medio, por el que se
lleve a cabo la producción de placas y documentación di-
versa relacionada con el control vehicular a empresas de
origen extranjeras.

Quinto. Se solicita a la Presidencia de esta honorable Cá-
mara de Diputados que el presente punto de acuerdo sea
turnado a las Comisiones de Transportes, y de Economía,
para su dictamen.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de octubre de 2009.— Dipu-
tados: María Cristina Díaz Salazar, Benjamín Clariond Reyes Retana,
Jorge Juraidini Rumilla (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a la Comisión de Transportes.

COMISION ESPECIAL SOBRE 
NO DISCRIMINACION

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acuña:
Tiene la palabra la diputada Claudia Edith Anaya Mota, del
Grupo Parlamentario del PRD, para presentar proposición
con punto de acuerdo por el que se crea la Comisión Espe-
cial sobre la No Discriminación.

La diputada Claudia Edith Anaya Mota: Con su permi-
so, ciudadano presidente. Compañeras diputadas y compa-
ñeros diputados, estoy pidiendo que se cree una Comisión
Especial sobre no discriminación, porque en la legislatura
anterior existía esta comisión y dejó trabajos pendientes.
Pero, sobre todo, para el reconocimiento de que en este
país la discriminación existe; de que existen millones de
niños y niñas con discapacidad que van a las escuelas, y
se les impide el acceso a ellas por tener limitaciones físicas

o intelectuales; de que existen millones de personas con
VIH/sida que van a los hospitales, y se les impide el acce-
so a la salud, únicamente por tener VIH o ser homosexua-
les.

También existen muchos despidos por discriminación. O,
cuando hay cierres en algunas empresas, las primeras que
salen son las mujeres; o bien se discrimina a personas que
tienen una religión diferente a la católica. Son muchas las
causas de discriminación en este país, las vivimos todos los
días. Pero lo peor, las ejercemos todos los días. Todos dis-
criminamos, porque esto es un círculo, un círculo violento
para los mexicanos y para las mexicanas.

Hay convenios internacionales que ha signado el Estado
mexicano, en los que nos comprometemos a erradicar la
discriminación y a respetar los derechos humanos, pero no
lo hemos hecho, compañeras diputadas y compañeros di-
putados.

En este sentido, el Estado mexicano tiene la obligación de
adoptar todas las medidas legislativas, tanto para el goce de
los derechos consagrados en los instrumentos internacio-
nales como en el principio de no discriminación. 

Pues no es válido que sólo a unos se les respeten los dere-
chos, pero a otros, justamente por el pensamiento o recha-
zo que tenemos a sus preferencias, a su color, a su etnia, a
su discapacidad, les neguemos el ejercicio de sus derechos
humanos, y por tanto los estemos discriminando y los este-
mos alejando del goce del ejercicio de los derechos.

La Comisión Especial sobre la No discriminación tendrá
dentro de sus objetivos identificar aquellas disposiciones
que, por no tomar en cuenta las situaciones particulares de
determinados grupos o sectores de la sociedad o ser pro-
ducto de factores generadores de discriminación, favorez-
can la violación o una incidencia negativa en el goce de los
derechos fundamentales de todas las personas.

El principio de igualdad establece que, si entre dos perso-
nas existen diferencias irrelevantes, éstas deben tener un
trato igual; pero también exige que, si entre estas personas
hay diferencias relevantes, entonces el tratamiento que el
ordenamiento jurídico les otorgue, en consecuencia, debe-
rá ser distinto.

Es aquí donde radica el sustento de esta Comisión Espe-
cial, pues en ella se velará porque no exista un trato dife-
rente entre dos o más personas sin que exista algún criterio
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que se juzgue razonable para ello. Y eso es algo que tene-
mos que consagrar en las leyes de esta nación. 

Existen avances legislativos; no se puede negar eso. Pero
hoy persisten claros fenómenos de discriminación, que si-
guen alojados en la mentalidad social y en los textos cons-
titucionales. Basta mencionar temas como la homosexuali-
dad o la nacionalidad, aun y cuando el párrafo tercero del
artículo 1o. constitucional establece la prohibición de dis-
criminar por razón de preferencias sexuales, es necesario
precisar el contenido de este término, a efecto de ofrecer
mayor claridad en todas las mexicanas y en todos los me-
xicanos.

El tema de protección frente a esta modalidad de discrimi-
nación es especialmente importante, ya que la primera en-
cuesta nacional sobre discriminación en México señala que
la sociedad mexicana es profundamente discriminatoria
hacia las personas que tienen una orientación sexual distin-
ta a la heterosexual.

En lo que concierne a la nacionalidad, basta hacer referen-
cia al artículo 33 de la Constitución, que permite al Ejecu-
tivo la expulsión de un extranjero del territorio nacional,
por considerar su permanencia inconveniente. Violenta es-
to los compromisos internacionales adquiridos por el Esta-
do mexicano en materia de derechos humanos. Por lo que
es necesario regular la situación en la que esta discreciona-
lidad del presidente pueda ser empleada, toda vez que es
necesario someter esta facultad al imperio de los principios
del Estado democrático de derecho, en el cual se respeta el
ejercicio de los derechos fundamentales de todas las perso-
nas, incluyendo a los no nacionales que se encuentran en
territorio mexicano.

La lista de rezago sobre esta problemática que tenemos en
cuestiones legislativas es muy amplia. Por eso es necesario
este punto de acuerdo por el que se crea esta Comisión Es-
pecial sobre la No discriminación y para que a ella se tur-
nen todas las iniciativas y puntos de acuerdo que tengan
que ver con la garantía para todos los mexicanos de tener
un ejercicio libre de nuestros derechos, independiente-
mente del estado que tengamos, de discapacidad, de pre-
ferencia sexual, de preferencia religiosa o de orientación
política.

Es cuanto, diputado presidente. Le pediría que se inserte el
texto íntegro en el Diario de los Debates. Gracias, compa-
ñeros diputados y compañeras diputadas.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se crea la
Comisión Especial sobre No Discriminación, a cargo de la
diputada Claudia Edith Anaya Mota, del Grupo Parlamen-
tario del PRD

Los que suscriben, Claudia Edith Anaya Mota, Samuel He-
rrera Chávez, Ramón Jiménez Fuentes, Gerardo Leyva
Hernández y Heladio Verver y Vargas Ramírez, diputados
de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, integrantes del Grupo Par-
lamentario el Partido de la Revolución Democrática, con
fundamento en el artículo 58 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, someten a consideración de esta honorable
asamblea proposición con punto de acuerdo, con base en
las siguientes:

Consideraciones

México ha asumido un compromiso internacional en la lu-
cha por la no discriminación de las personas. Ello, se ad-
vierte claramente en nuestra norma constitucional, así co-
mo en los tratados internacionales que, en la materia, ha
suscrito el país. En este sentido, corresponde a este órgano
legislativo actualizar el marco jurídico nacional, a fin de
garantizar que entre las disposiciones de carácter interno y
las internacionales, exista una armonización legislativa,
que refleje el principio de no discriminación y el derecho a
la igualdad en cada una de sus disposiciones. Asegurar la
igualdad de derecho, constituye apenas el primer paso pa-
ra la consecución de la igualdad sustantiva. La cual, una
vez lograda, hará efectivo el Principio de No Discrimina-
ción. Pues la experiencia, demuestra que la articulación ju-
rídica es necesaria para erradicar la discriminación existen-
te en la sociedad.

Si bien es cierto, se han presentado avances en cuando a las
acciones contra la discriminación, debemos reconocer la
necesidad de realizar un análisis a la normatividad vigente,
para determinar los ordenamientos que demande de modi-
ficaciones, por contener disposiciones discriminatorias,
que provocan que cualquiera de nosotros se encuentre, en
un momento y circunstancias determinados, en riesgo de
exclusión.

En un Estado respetuoso y garante de los derechos funda-
mentales, es inconcebible que existan personas que vivan
al margen de la sociedad, sin posibilidades de desarrollar
sus capacidades plenamente. Sin embargo, como diversos
informes en materia de derechos humanos lo han señalado,
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en el país existen grupos estigmatizados y marginados, cu-
yos derechos son escasamente tomados en consideración.
Situación que repercute en el ejercicio pleno de sus dere-
chos, traduciéndose así en dificultades, si no imposibilida-
des, para recibir educación, empleo, acceso a la seguridad
social, información, por citar algunos ejemplos. Ante este
panorama, no podemos negar que la universalidad de los
derechos humanos, persiste como una asignatura pendien-
te en nuestro país. Y, particularmente consideramos que un
primer paso para erradicar esta situación, es reconocer la
condición de todas las personas como sujetos de derecho,
independientemente de sus características; pero haciendo
hincapié en las necesidades específicas que cada una po-
see.

La Convención Americana sobre Derechos Humanos, de la
cual México forma parte desde el 24 de marzo de 1981, im-
pone a los Estados parte la obligación de respetar los dere-
chos y libertades reconocidos en ella, así como garantizar
su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de
cualquier condición social. En este sentido, el Estado me-
xicano tiene la obligación de adoptar todas las medidas le-
gislativas, administrativas, e incluso sociales, para hacer
efectivo tanto el goce de los derechos consagrados en los
instrumentos internacionales, como el principio de no dis-
criminación. Pues no es válido que sólo un grupo de per-
sonas puedan gozar de ellos y otra parte se encuentre ex-
cluido de éstos. De ahí la importancia de que esta
honorable Cámara de Diputados, atendiendo a los compro-
misos internacionales, cuente con una Comisión Especial
dedicada a examinar que los ordenamientos jurídicos estén
en concordancia con los estándares internacionales de no
discriminación impulsados por el derecho internacional de
los derechos humanos.

La Comisión Especial sobre no discriminación tendrá co-
mo uno de sus objetivos identificar aquellas disposiciones
que, por no tomar en cuenta las situaciones particulares de
determinados grupos o sectores de la sociedad; o bien, que
al ser producto de factores generadores de discriminación,
favorezcan la violación o una incidencia negativa en el go-
ce los derechos fundamentales que todas las personas po-
seemos.

El principio de igualdad establece que si entre dos personas
existen diferencias irrelevantes, éstas deben tener un trata-
miento igual; pero también exige que, si entre esas perso-
nas existen diferencias relevantes, entonces el tratamiento
que el ordenamiento jurídico les otorgue, en consecuencia,

deberá ser distinto. Es aquí donde radica el sustento de es-
ta Comisión Especial, pues en ella se velará que no exista
un trato diferente entre dos o más personas, sin que exista
algún criterio que se juzgue razonable para ello.

Existen avances legislativos, no se puede negar, pero hoy
en día persisten claros fenómenos de discriminación que si-
guen alojados en la mentalidad social y en los textos cons-
titucionales; baste mencionar temas como la homosexuali-
dad o la nacionalidad. Pues, aun cuando el párrafo tercero
del artículo 1o. constitucional establece la prohibición de
discriminar por razón de “preferencias”, es necesario pre-
cisar el contenido de este término, a efecto de ofrecer ma-
yor claridad a todas y todos los mexicanos. El tema de la
protección frente a esta modalidad de discriminación es es-
pecialmente importante, ya que la Primera Encuesta Na-
cional sobre Discriminación en México, señala que la so-
ciedad mexicana es profundamente discriminatoria hacia
las personas que tienen una orientación sexual distinta a la
heterosexual.

En lo que concierne a la nacionalidad, baste hacer referen-
cia al artículo 33 de la Constitución que, al permitir al Eje-
cutivo de la Unión la expulsión, de hacer abandonar a todo
extranjero el territorio nacional por considerar su perma-
nencia inconveniente, violenta los compromisos interna-
cionales adquiridos por el Estado mexicano en materia de
derechos humanos. Por lo que, es necesario regular las si-
tuaciones en que esta discrecionalidad del presidente pue-
de ser empleada; toda vez que, es necesario someter esta
facultad al imperio de los principios del Estado democráti-
co de derecho, en el cual se respeta el ejercicio de los de-
rechos fundamentales de todas las personas, incluyendo a
los no nacionales que se encuentran en territorio mexicano.

La lista de rasgo con base en los cuales no puede tratarse
de forma diferente a dos o más personas continúa incom-
pleta. Por lo cual, sería positivo agregar nuevos rasgos pro-
hibidos o incluso, precisar alguno de los cuales pueden pre-
sentar cierta ambigüedad. Entre estos, podemos mencionar
la discriminación en materia lingüística, por xenofobia, por
preferencias sexuales, por discapacidad, genética, entre
otras. Tenemos aún una enorme tarea legislativa, un gran
reto ante la necesidad de transformar culturalmente a la so-
ciedad para hacer efectivos los derechos humanos de las
personas, sin distinción alguna en su ejercicio.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo es-
tablecido en el artículo 42, numeral 1, de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y
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en el artículo 58 del Reglamento Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, proponemos la si-
guiente proposición con 

Puntos de Acuerdo

Primero. Se solicita respetuosamente a la Junta de Coor-
dinación Política de esta honorable Cámara de Diputados,
que constituya la Comisión Especial sobre No Discrimina-
ción, que dará seguimiento y retomará en el ámbito de las
competencias del Poder Legislativo federal, las iniciativas
y proposiciones con punto de acuerdo encaminadas a ga-
rantizar la efectividad del derecho a la igualdad y del prin-
cipio de no discriminación.

Segundo. La comisión contará con los recursos y personal
necesario para su operación, y su duración será hasta el tér-
mino de la actual legislatura; debiendo presentar un infor-
me de actividades ante el pleno de la Cámara de Diputados
o, en su caso, ante la Comisión Permanente del Congreso
General.

Tercero. La comisión especial estará integrada en forma
plural, de forma que refleje la equidad y proporcionalidad
conforme a la integración de esta legislatura y estarán pre-
sentados los diferentes grupos parlamentarios que la inte-
gran. Contará con una mesa directiva que se formará por
un presidente y dos secretarios.

Palacio Legislativo, a los 29 días del mes de octubre del 2009.— Di-
putados: Claudia Edith Anaya Mota, Samuel Herrera Chávez, Ramón
Jiménez Fuentes, Gerardo Leyva Hernández y Heladio Verver y Vargas
Ramírez, Jaime Fernando Cárdenas Gracia, Teresa Guadalupe Reyes
Sahagún, Leandro Rafael García Bringas, Laura Itzel Castillo Juárez,
Víctor Alejandro Balderas Vaquera (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Como lo solicita, insértese en el Diario de los Debates.
Túrnese a la Junta de Coordinación Política. Acaba-
mos...

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputado, dígame. 

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Es para adherirme a la propuesta de la diputada. Y

no solamente para eso, esperando que se apruebe la Comi-
sión, ojalá que la diputada Claudia Anaya pueda presidirla.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Le pregunto a la diputada Edith
Anaya Mota si está de acuerdo en aceptar la adhesión que
propone el señor diputado.

La diputada Claudia Edith Anaya Mota (desde la curul):
Sí.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Que sí está de acuerdo. Por tanto, las compañeras di-
putadas y los compañeros diputados que deseen adherirse,
favor de pasar a la Secretaría a suscribir el documento co-
rrespondiente.

Se acaba de recibir una comunicación de la Junta de Coor-
dinación Política, por lo que le pido a la Secretaría que pro-
ceda a dar cuenta de ésta.

ORDEN DEL DIA

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.—
Junta de Coordinación Política.

Diputado Francisco Javier Ramírez Acuña, Presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo vigésimo del
acuerdo relativo al orden de día de las sesiones, las discu-
siones de los dictámenes y la operación del sistema elec-
trónico de votación, le solicitamos a usted atentamente
consultar al pleno tenga a bien aprobar la modificación al
orden del día de la sesión de hoy, para ingresar en el primer
turno posible con el trámite de sólo turno a comisión, la si-
guiente iniciativa:

• Con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la di-
putada Angélica del Rosario Araujo Lara, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de
2009.— Diputado Francisco Rojas Gutiérrez (p.a. rúbrica), Presidente
y Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional; Diputada Josefina Vázquez Mota, Coordinadora del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional; Diputado Alejandro
Encinas Rodríguez (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática; Diputado Juan José Guerra
Abud, Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México; Diputado Pedro Vázquez González, Coordinador del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo; Diputado Reyes S. Ta-
mez Guerra (p.a. rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza; Diputado Pedro Jiménez León, Coordinador del Gru-
po Parlamentario de Convergencia.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación eco-
nómica, si es de modificarse el orden del día.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
En votación económica se consulta a la asamblea si es de
modificarse el orden del día en los términos solicitados por
la Junta de Coordinación Política. Los diputados y las di-
putadas que estén por la afirmativa favor de manifestarlo.
Los diputados y las diputadas que estén por la negativa fa-
vor de manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Aprobada en tales condiciones.

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió de la diputada Angélica del Rosario Araujo
Lara, del Grupo Parlamentario del PRI, iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una
Vida Libre de Violencia. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia, a cargo de la diputada Angélica del Ro-
sario Araujo Lara, del Grupo Parlamentario del PRI

Las suscritas, Angélica Araujo Lara, Esthela de Jesús Pon-
ce Beltrán, Luz Carolina Gudiño Corro y Sandra Méndez
Hernández, diputadas a la LXI Legislatura del Congreso de
la Unión por el Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, y demás relativos, someten respetuosa-
mente a consideración de esta honorable asamblea la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto, que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, confor-
me a la siguiente

Exposición de Motivos

La violencia contra la mujer constituye una violación a
los derechos humanos y las libertades fundamentales, li-
mita total o parcialmente el goce y ejercicio de los dere-
chos de la mujer, lo que sin duda representa una ofensa a
la dignidad humana y una manifestación de las relaciones
de poder históricamente desiguales entre mujeres y hom-
bres. La eliminación de la violencia contra la mujer es
condición indispensable para su desarrollo individual, so-
cial y su plena e igualitaria participación en todas las es-
feras de vida.1

En México, el orden jurídico, político y social tiene como
base el respeto de los derechos humanos, consagrados en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del
Hombre, en la Declaración Universal de los Derechos Hu-
manos y otros tratados internacionales y regionales, por los
cuales se tutela y amplía el catálogo de derechos debido al
reconocimiento de los mismos como parte del derecho po-
sitivo dentro de nuestro sistema jurídico.

El marco jurídico de los derechos de las mujeres se en-
cuentra consagrado en los artículos 1o. y 4o. de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por los
cuales queda prohibida la discriminación en forma ilimita-
da, de cualquier clase y forma garantizando la igualdad en-
tre todos los habitantes, con especial énfasis en la igualdad
que existe entre el hombre y la mujer, como uno de los pi-
lares fundamentales de la organización social y respeto a la
dignidad humana de todos los mexicanos.
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En el ámbito internacional, se constituye principalmente
por la Convención para la Eliminación de todas las formas
de Discriminación sobre las Mujeres de 1981, la Declara-
ción para la Eliminación de la Violencia contra las Mujeres
de 1993, y la Convención Interamericana para Prevenir,
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Con-
vención de Belém do Pará.

El 1 de febrero de 2007 fue publicada en el Diario Oficial
de la Federación la Ley General de Acceso de las Mujeres
a una Vida Libre de Violencia, visibilizando la problemáti-
ca de la violencia que son sujetas las mujeres, es así que ba-
jo la identificación de factores que han incidido en la per-
manencia de la violencia por décadas, se establecieron
políticas públicas y directrices generales y obligatorias pa-
ra lograr unificar criterios en todo el territorio nacional con
el objeto de atender, prevenir, sancionar y erradicar la vio-
lencia contra la mujer en México. Asimismo, quedó esta-
blecida la concurrencia entre la Federación, Estados y los
Municipios en la materia. Con esta Ley, inició la tarea a ni-
vel nacional por atender, prevenir, erradicar y sancionar la
violencia familiar, laboral o docente, en la comunidad, en
las instituciones, así como la violencia feminicida, y se en-
cauzó la actividad pública hacia el bien común reconocien-
do el valor, la fuerza, capacidad y la necesaria contribución
de las mujeres en el desarrollo de México.

Sin embargo, a dos años se haberse promulgado la ley es-
pecial, y que las entidades federativas dentro de su sobera-
nía legislaran en este sentido, las cifras continúan siendo
poco alentadoras:

La violencia laboral presenta un comportamiento que au-
menta con la edad de las mujeres hasta antes de los 40 años
y que desciende ligeramente de los 40 años en adelante
hasta alcanzar en las mujeres de 55 años y más niveles que
superan el de las de 15 a 19 años de edad, entre quienes se
aprecia el más bajo porcentaje de este tipo de violencia
(24.8 por ciento). Por nivel de escolaridad se aprecia un
comportamiento que denota un nivel de violencia mayor
entre las mujeres con menor nivel de escolaridad:

32.2 por ciento de las mujeres sin instrucción o con prima-
ria incompleta, contra 30.6 por ciento de las mujeres con
primaria completa o secundaria y 29 por ciento de las que
cuentan con estudios de postsecundaria. Esta circunstancia
ayuda a entender por qué las mujeres que trabajan en fá-
bricas, talleres o maquilas (donde es mínimo el nivel edu-
cativo que se requiere para la contratación del personal),
registran la más alta prevalencia de mujeres con incidentes

de violencia laboral: 45 de cada 100 mujeres que trabajan
en ese tipo de empresas.

En el país, 67 de cada 100 mujeres de 15 años y más han
padecido algún incidente de violencia, ya sea en su rela-
ción de pareja o en espacios comunitario, laboral, familiar
o escolar.

En 2007, las muertes intencionales o por violencia repre-
sentaron 2.6 por ciento de las defunciones totales y 27.1
por ciento de las muertes por lesiones, las cuales compren-
den a los decesos por accidentes, homicidios y suicidios.

En las muertes por violencia, el homicidio ocupa el primer
lugar como causa de muerte y en segundo lugar se encuen-
tra el suicidio. Los suicidios tienen un peso porcentual ma-
yor dentro de las muertes por violencia de mujeres (41.7
por ciento) que entre los varones (31.8 por ciento), en tan-
to que los homicidios presentan el caso contrario, una im-
portancia relativa mayor entre los varones (68.2 por cien-
to) que la que se aprecia entre las mujeres (58.3 por
ciento).2

Es insostenible que la violencia contra la mujer continúe
trascendiendo en todos los sectores de la sociedad inde-
pendientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel de
ingresos, cultural, nivel educacional, edad o religión y
afectando negativamente las propias bases de la sociedad
mexicana.

En tal virtud, pensando en las mujeres de todo el país, ba-
jo la orgullosa posición de ser mujer, con mis deseos y es-
peranzas de vivir en una sociedad donde se respete la dig-
nidad humana, comprometida con el período de transición
que nos corresponde vivir, tomo el desafío de contribuir
con propuestas a cambiar la condición actual de vida de las
mujeres, siendo actora y promotora del reconocimiento de
sus derechos humanos dentro de nuestro ordenamiento ju-
rídico, pero sobre todo de los correspondientes mecanis-
mos de garantía, pues son precisamente éstos, los que per-
mitirán en la práctica, la prevalencia y eficacia de todos los
documentos que los circunscriben y fundamentan.

En mi calidad de diputada federal, me permito atender el
tema de la violencia en las mujeres, vislumbrando solu-
ciones de nivel nacional mediante adiciones a la Ley Ge-
neral de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, estableciendo nuevas directrices sobre las que
deberá sustentarse la actividad y las acciones en la materia,
y cuyo impacto trascenderá en las vidas del 50.8 por cien-
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to de la población mexicana, porcentaje que representa al
total de las mujeres mexicanas.3

En lo general, el fundamento de la presente propuesta se
encuentra en el pleno reconocimiento de la igualdad formal
ante la ley como base para alcanzar la igualdad plena y
efectiva entre hombres y mujeres, estableciendo los su-
puestos que derivan en actos de discriminación en razón
del género y que nos obligan a establecer medidas legisla-
tivas de “acción positiva”, y así erradicar obstáculos y es-
tereotipos sociales, tal es el caso de la existencia que aun
prevalece en la solicitudes de embarazo para las mujeres,
que igualmente motiva diferencias en el trato y la promo-
ción profesional.

Precisamente el rubro del ámbito laboral se constituye en
una de las principales propuestas, considerando y prohi-
biendo cualquier solicitud de no gravidez como requisito
para obtener empleo, cargo o promoción laboral, o bien co-
mo causal de despido, excepto cuando por naturaleza de las
actividades profesionales concretas o del contexto donde
se lleven a cabo, se constituya una causa legítima, determi-
nante y esencial que ponga en riesgo a la mujer. De esta
manera, esta disposición quedará dentro de la generalidad
de la ley a fin de que el ámbito de validez se encuentre
constituido en todo el territorio de la República Mexicana.

Las acciones positivas dentro del ámbito familiar, propo-
nen incorporar el trabajo de los medios de comunicación
quienes a través de las medidas conducentes con la Fede-
ración, Estado y Municipios serán alentados para que ela-
boren directrices adecuadas de difusión y contribuyan a
erradicar la violencia familiar en todas sus formas y, en ge-
neral, difundir el respeto a la dignidad de la mujer.

En lo referente a la violencia en la comunidad, se amplía
para considerar ilícita la asociación del cuerpo femenino
con un producto concreto, legitimando a las asociaciones e
instituciones que trabajan a favor de la igualdad para soli-
citar al Instituto Nacional de las Mujeres la retirada de un
anuncio si lo consideran oportuno.

Se refuerzan las obligaciones de las instituciones en la la-
bor de combatir la violencia contra las mujeres, mediante
la garantía de los tres niveles de gobierno mediante la im-
plementación de sanciones a los servidores públicos que no
brindaran la debida tramitación a la denuncia por violencia
o bien, la dilaten o dificulten; capacitar a los servidores pú-
blicos sobre el contenido de la ley, en especial de los en-

cargados de su aplicación; la obligatoria tipificación del
delito de violencia por género en los códigos penales de los
estados, cuya agravante sería que se realizare por un servi-
dor público en ejercicio de sus funciones, y por último, de-
bido a la transversalidad del tema, se procurará integrar los
principios de equidad y género en el trabajo cotidiano.

Sin duda, lo más relevante de la presente propuesta es la
adición y complemento al sistema de sanciones a los agre-
sores de violencia, quienes deberán acudir a los talleres o
programas del Centro de Atención a la Violencia Masculi-
na, que deberá crearse para tal efecto, y que motiva un ca-
pítulo con esa denominación, con la premisa de su necesa-
ria reeducación, considerando que la vía de la prisión no
ofrecen solución alguna a la causa que motiva la violencia,
obstaculizando incluso la forma de garantizar los alimentos
y el sostenimiento de la familia. En los centros de atención
a la violencia masculina, mediante la intervención clínica y
socioeducativa, se lograrán los cambios significativos en el
patrón de actitudes que generen violencia y que dieron ori-
gen a la intervención de la autoridad. Será trabajo del Ins-
tituto Nacional de las Mujeres dar impulso para que sean
las entidades federativas quienes establezcan sus propios
Centros bajo estos lineamientos. De esa forma se atenderá
este problema desde un aspecto integral buscando romper
el ciclo de la violencia.

Para finalizar, y debido a que en lo general la ley dirige el
actuar de los poderes públicos quienes se encargan dar el
impulso para la cultura de la equidad de género, se esta-
blecen las correspondientes sanciones por su incumpli-
miento.

Por todo lo expuesto y fundado, someto a consideración
del Congreso de la Unión el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se adiciona la fracción VII al artículo 8,
modificando el contenido de la fracción V y recorriendo las
demás de manera subsecuente, se adicionan dos párrafos al
artículo 11 y un párrafo al artículo 16, se modifica el pri-
mer párrafo y se adicionan cuatro fracciones al artículo 20,
se adiciona una fracción XI en el artículo 48 modificando
el contenido de la actual fracción IX y recorriendo las de-
más de manera subsecuente, se adiciona una fracción
XXIII al artículo 49 modificando la actual fracción V y re-
corriendo las demás de manera subsecuente. Se adiciona el
Capítulo Cuarto al Título Tercero, “De los Centros de
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Atención a la Violencia Masculina”, y se adiciona el Títu-
lo Cuarto, con el Capítulo Único, “De las Responsabilida-
des y Sanciones”, para quedar como sigue:

Artículo 8. …

I. a IV. …

V. Proponer a los medios de comunicación para que
elaboren directrices adecuadas de difusión con res-
pecto a la atención, prevención y erradicación de la
violencia en todas sus formas y en especial a promo-
ver el respeto a la mujer;

VI. Favorecer la separación y alejamiento del agresor
con respecto a la víctima; y

VII. Favorecer la instalación y el mantenimiento de re-
fugios para las víctimas y sus hijas e hijos; la informa-
ción sobre su ubicación será secreta y proporcionarán
apoyo psicológico y legal especializados y gratuitos.
Las personas que laboren en los refugios deberán contar
con la cédula profesional correspondiente a la especiali-
dad en que desarrollen su trabajo. En ningún caso po-
drán laborar en los refugios personas que hayan sido
sancionadas por ejercer algún tipo violencia.

Artículo 11. …

Queda prohibida cualquier clase de solicitud o condi-
cionante de certificados de no gravidez para la obten-
ción de un trabajo o el despido por motivo de embara-
zo.

No se considerará discriminación en el acceso al empleo
incluido la formación necesaria, una diferencia de trato
cuando por motivo de la naturaleza de las actividades
profesionales concretas o al contexto donde se lleven a
cabo, se constituya una causa legítima, determinante y
esencial que ponga en riesgo a la mujer.

Artículo 16. …

Se considera ilícita la asociación del cuerpo femenino
con un producto concreto. Las asociaciones e institucio-
nes que trabajan a favor de la igualdad podrán solicitar
al Instituto Nacional de las Mujeres la retirada de un
anuncio si lo consideran oportuno.

Artículo 20. Para cumplir su obligación de garantizar el de-
recho de las mujeres a una vida libre de violencia, los tres
órdenes de gobierno deben prevenir, atender, investigar,
sancionar y reparar el daño que les inflige, para tal efecto
deberán

I. Implantar sanciones a los servidores públicos que
no brindaran la debida tramitación a la denuncia
por violencia o bien, la dilaten o dificulten;

II. Fomentar la educación y capacitación del perso-
nal de la administración pública, del Poder Judicial,
en general del personal encargado de aplicar las po-
líticas para la atender, prevenir, sancionar y eliminar
la violencia contra la mujer establecidos en la pre-
sente ley;

III. Tipificar el delito de violencia por género, to-
mando en cuenta como agravante el que se tratare de
un servidor público, en ejercicio de sus funciones; y

IV. Integrar los principios establecidos en el artículo
4 de la presente ley, en sus respectivas competencias.

Artículo 48. …

I. a VIII. …

IX. Promover la creación de centros de atención a la
violencia masculina en las entidades federativas, co-
mo medida efectiva para romper el ciclo de la vio-
lencia;

X. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y
concertación en la materia; y

XI. Las demás previstas para el cumplimiento de la ley.

Artículo 49. …

I. a IV. …

V. Impulsar la creación de unidades de atención y
protección a las víctimas de violencia, así como cen-
tros de atención a la violencia masculina prevista en
esta ley;

VI. a XIII. …
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Título III

Capítulo VI
De los Centros de Atención a la Violencia Masculina

Artículo 60. Los centros de atención a la violencia mas-
culina son las áreas encargadas de brindar ayuda pro-
fesional a los hombres que ejercen violencia, mediante
la modificación de las actitudes que generan violencia,
a fin de erradicar la situación de violencia que dio ori-
gen a la intervención de la autoridad, por medio del tra-
tamiento psicológico psiquiátrico, la aplicación de mo-
delos psicoterapéuticos y talleres educativos.

En los modelos de tratamiento para hombres que ejer-
cen violencia deberá considerarse la posible condición
de víctima.

Artículo 61. Los centros de atención a la violencia mas-
culina deben funcionar en lugar diferente de los refu-
gios o centros de atención de mujeres víctimas de vio-
lencia.

Artículo 62. El juez que conozca de la causa de violen-
cia contra las mujeres deberá decretar como parte de la
sanción impuesta, la necesaria integración del agresor a
los centros de atención a la violencia masculina, valo-
rando la gravedad de la conducta y de los hechos come-
tidos.

Artículo 63. Los centros de atención a la violencia mas-
culina tendrán las obligaciones siguientes:

I. Promover dentro de sus programas la modifica-
ción de los patrones socioculturales de conducta de
los agresores;

II. Diseñar programas de educación, con el fin de
contrarrestar prejuicios, costumbres y todo tipo de
prácticas que se basen en la premisa de la inferiori-
dad de cualquiera de los géneros o en los estereotipos
para el hombre y la mujer, que legitiman o exacer-
ban la violencia contra las personas;

III. Contar con el personal debidamente capacitado,
sensibilizado acreditad en materia de violencia; y

IV. Mantener informado al Juez que ordenó la medi-
da, de su cumplimiento.

Título IV
De las Responsabilidades y Sanciones

Capítulo Único
De las Responsabilidades y Sanciones

Artículo 64. Será causa de responsabilidad administra-
tiva el incumplimiento de esta ley, considerando espe-
cialmente grave el no atender con la diligencia necesa-
ria o negarse a brindar atención a las víctimas de
violencia.

Artículo 65. Las sanciones administrativas aplicables a
las infracciones serán las siguientes:

I. Apercibimiento público, que consistirá en la pre-
vención escrita que se hará al infractor en el sentido
de que de incurrir en una nueva falta, se le aplicará
una sanción económica, en términos de lo previsto
por esta ley. Dicho apercibimiento se fijará en el lu-
gar de trabajo o domicilio donde hubiere ocurrido la
infracción;

II. Multa de 120 a 220 días de salario mínimo gene-
ral vigente al momento de cometerse la infracción;

III. Suspensión del empleo, cargo o comisión por un
periodo no menor de tres días ni mayor de un año;

IV. Destitución del puesto; o

V. Inhabilitación temporal para desempeñar emple-
os, cargos o comisiones en el servicio público.

Las sanciones administrativas consignadas en este capí-
tulo, se impondrán sin perjuicio de la responsabilidad
civil o penal a que hubiere lugar.

Artículo 66. Para la aplicación de las sanciones a que se
refiere el presente capítulo, deberá seguirse el procedi-
miento establecido en la Ley Federal de Responsabili-
dades Administrativas de los Servidores Públicos.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones que
se opongan al contenido del presente decreto.

Artículo Tercero. Las legislaturas de los estados deberán
llevar a cabo las adecuaciones producto de las presentes re-
formas, en un término de seis meses, a partir de su entrada
en vigor.

Notas:

1 Preámbulo de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancio-
nar y Erradicar la Violencia.

2 Estadísticas nacionales “Estadísticas a propósito del Día Internacio-
nal de la Mujer”, México, 8 de marzo de 2009.

3 Informe del Inegi presentado con motivo de la celebración del Día
mundial de la Población, el 11 de julio de 2008: 106.7 millones de ha-
bitantes, de los que 50.8 por ciento corresponde a mujeres y 49.2 por
ciento a hombres. Se ocupa así el número 11 mundial y tercero en el
continente americano.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de octubre de 2009.— Dipu-
tadas: Angélica Araujo Lara, Esthela de Jesús Ponce Beltrán, Luz Ca-
rolina Gudiño Corro, Sandra Méndez Hernández (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a la Comisión de Equidad y Género.

DIPUTADO SUPLENTE QUE SE INCORPORA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Señoras diputadas y señores diputados, se encuentra a
las puertas de este recinto el ciudadano Gerardo del Mazo
Morales, diputado federal electo en la cuarta circunscrip-
ción plurinominal. Se designa en comisión para que lo
acompañen en el acto de rendir la protesta de ley para en-
trar en funciones, a los siguientes legisladores: Antonio Be-
nítez Lucho, Diego Guerrero Rubio, María del Pilar Torre
Canales, Cora Cecilia Pinedo Alonso, Roberto Pérez de Al-
va Blanco. Por tanto, les pedimos que cumplan con su co-
metido.

(La comisión cumple su encomienda)

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Invitamos a los presentes a ponerse de pie, por favor.

(De pie los presentes)

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Ciudadano Gerardo del Mazo Morales, ¿protesta guar-
dar y hacer guardar la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y las leyes que de ella emanen, y
desempeñar leal y patrióticamente el cargo de diputado
que el pueblo le ha conferido, mirando en todo por el bien
y la prosperidad de la Unión?

El ciudadano Gerardo del Mazo Morales: Sí, protesto.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Si así no lo hiciere, que la nación se lo demande.

AGENDA POLITICA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Señoras diputadas y señores diputados, de conformi-
dad con el acuerdo de la reunión de trabajo de la Junta de
Coordinación Política, y con la autorización del pleno, pro-
cedemos ahora a dar curso al siguiente punto del orden del
día es la agenda política relativa a la declaración política de
los pueblos indígenas.

Tiene el uso de la palabra el diputado Domingo Rodríguez
Martell, del Partido de la Revolución Democrática....

EXCITATIVAS

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Diputado Pérez de Alva, dígame usted.

El diputado Roberto Pérez de Alva Blanco (desde la cu-
rul): Para una pregunta, muy respetuosamente, señor dipu-
tado presidente, y dado que es la esencia primordial de es-
ta Cámara. ¿No se va a tocar el capítulo de excitativas?

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Hemos dado cumplimiento a la disposición que fue re-
mitida por la Junta de Coordinación Política.
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En los términos que fue establecido por los acuerdos del 12
de octubre, se señala que los jueves, a partir de las dos de
la tarde debemos tratar los temas de agenda política. Y los
temas que nos enviaron el día de ayer de la Junta de Coor-
dinación Política, como usted lo tiene en la Gaceta Parla-
mentaria, son: los pueblos indígenas, sembrar organismos
genéticamente modificados en nuestro país y los comenta-
rios sobre el 2 de octubre de 1968.

En tales condiciones, por los acuerdos considerados, ten-
dremos que entrar a agenda política a partir de este mo-
mento. Diputado, dígame.

El diputado Roberto Pérez de Alva Blanco (desde la cu-
rul): No desconozco la autoridad de la Junta de Coordina-
ción Política, sin embargo, como sólo una reflexión perso-
nal y respetuosa, deseo recordar a la Mesa Directiva que la
función principalísima, sin descartar que todos los demás
asuntos son importantes de la Cámara, es la de legislar.

Han pasado dos meses ya, de hecho, y no hemos aprobado
una sola iniciativa de ley, salvo la Ley de Ingresos. De ahí
que yo considere importante que este capítulo no deba de-
jarse permanentemente de lado.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: No está de lado, diputado. En el momento en que ten-
gamos los dictámenes correspondientes de todas las comi-
siones en condiciones de poder presentarlos al pleno, lo
estaremos haciendo.

Diputado, a sus órdenes.

El diputado Roberto Pérez de Alva Blanco (desde la cu-
rul): Muy rápidamente también, señor, sin querer quitar el
tiempo.

El dictamen al que yo haría alusión tiene guardado aquí en
la Cámara desde hace cinco o seis años. Ya está preparado
en la Comisión de Energía y no es un asunto nuevo, de tal
suerte que yo le rogaría que en la próxima sesión pudiera
tomarse en cuenta.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Le suplicaría, de la manera más atenta, lo transmita a
su coordinador de la fracción parlamentaria, para que pue-
da ser tratado en la Junta de Coordinación Política, y pue-
da ser agendado.

En la Mesa Directiva con mucho gusto lo hacemos, siem-
pre y cuando la recibamos del órgano de gobierno corres-
pondiente.

DECLARACION POLITICA DE LOS 
PUEBLOS INDIGENAS Y SU EDUCACION

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se concede el uso de la palabra al señor diputado Do-
mingo Rodríguez Martell, del Partido de la Revolución De-
mocrática, sobre el tema de la declaración política de los
pueblos indígenas y su educación.

El diputado Domingo Rodríguez Martell: Gracias, señor
presidente.

Compañeros y compañeras, este tema inicialmente debí
haberlo expuesto en el contexto del 12 de octubre; sin em-
bargo, no tuve que esperar 500 años para hacer uso de la
palabra.

Teniendo presente el contexto global de la crisis económi-
ca en que se debaten nuestros pueblos, en medio de los
grandes problemas de toda índole que aquejan a la huma-
nidad, marcando este tiempo con el signo de la inequidad
y la desigualdad social que amenaza el futuro de la huma-
nidad, donde las clases sociales más desprotegidas se van
empobreciendo cada día más, ante la mirada insensible de
los que detentan los grandes capitales y se enriquecen a
costa del hambre de millones de seres humanos, nuestros
pueblos sobreviven, resisten y luchan por un mejor futuro
para nosotros y nuestros hijos.

Recordando el compromiso asumido en el contexto de la
IV Cumbre Continental de los Pueblos Indígenas, celebra-
da a finales de mayo de 2009 en Puno, Perú, cuando nues-
tros delegados acordaron realizar movilizaciones el 12 de
octubre en cada uno de los países del Abya-Yala, recha-
zando que el 12 de octubre sea considerado como Día de la
Raza o Encuentro de Dos Mundos, con que el oficialismo
gubernamental pretende reafirmar el sometimiento y feste-
jar el exterminio de quienes fuimos sometidos por los in-
vasores europeos en 1492.

Retomando nuestra demanda principal en México, así co-
mo en cada uno de nuestros países, por la inclusión y res-
peto como sujetos de derecho público y por el reconoci-
miento de nuestros derechos colectivos, a fin de que éstos
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sean garantizados en nuestra Carta Magna como parte de
este pacto fundamental del Estado mexicano que hasta hoy
nos mantiene marginados en el Estado-nación.

Afirmando que aspiramos avanzar hacia la refundación del
Estado mexicano, a través de la instauración de un congre-
so constituyente que refunde la República con un nuevo
pacto nacional, en el que queden garantizados nuestros de-
rechos como pueblos indígenas en esta nueva Carta Mag-
na, retomando la Declaración de las Naciones Unidas sobre
los Derechos de los Pueblos Indígenas y el Convenio 169
de la Organización Internacional del Trabajo.

Ratificando que la lucha de nuestros pueblos es por el res-
peto de nuestras tierras y territorios; nuestros derechos y
nuestra cultura; de la percepción y cosmovisión indígena;
por el acceso libre y bajo el control de nuestros pueblos de
nuestros centros ceremoniales sagrados; por el derecho al
desarrollo como medio para garantizar nuestra sobreviven-
cia y el buen vivir.

Reafirmando también que el derecho de libre determina-
ción y autonomía que demandan nuestros pueblos pasa ne-
cesariamente por el derecho de consulta con consentimien-
to libre, informado en todos aquellos aspectos que
competen a nuestros pueblos, garantizando el respeto a
nuestras normas mínimas establecidas en el derecho inter-
nacional.

Sabiendo de la cercanía de la gran celebración anunciada
en nuestro país para festejar el Bicentenario de la Indepen-
dencia y el Centenario de la Revolución y haciendo un es-
fuerzo para coordinar nuestras luchas hasta ahora disper-
sas, alzamos nuestras voces en una sola voz y declaramos:

Primero. Que el 12 de octubre es el día de la dignidad y la
resistencia de nuestros pueblos indígenas. Si algo hay que
festejar es la valentía con la que cayeron peleando nuestros
ancestros contra el sometimiento español y las tiranías pos-
teriores.

Segundo. Que a 100 años de la Revolución Mexicana y a
200 años de la guerra de Independencia seguimos resis-
tiendo y exigiendo nuestra inclusión y reconocimiento en
la Carta Magna de México para ser parte de este Estado-na-
ción.

Por tal razón, cuestionamos el carácter festivo de la gran
celebración nacional de dos hechos históricos importantes:
el Centenario de la Revolución Mexicana y el Bicentenario

de la guerra de Independencia, sin un llamado a la refle-
xión profunda de lo que significan y han traído como con-
secuencia los hechos donde nuestros ancestros sirvieron
como carne de cañón, sin que por ello hayan sido incluidos
con justicia en la Constitución de este Estado-nación, que
no sólo nos excluyó, sino que nos avasalló pretendiendo
nuestro exterminio.

Tercero. Que no renunciaremos a la lucha por la armoniza-
ción de nuestra Carta Magna, para que se respete y reco-
nozcan todos nuestros derechos contemplados en la Decla-
ración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los
Pueblos Indígenas y el Convenio 169 de la OIT, para que
nuestros pueblos sean reconocidos como sujetos de dere-
chos, garantizando en todo momento el derecho a la libre
determinación de autonomía y de consulta con consenti-
miento libre, previo, informado que asegure nuestra parti-
cipación en la toma de decisiones que nuestros gobiernos
pretenden realizar en aquellas acciones que competan a
nuestros pueblos.

Cuarto. Con la gran diversidad de pensamiento y posturas
de las y los participantes, decimos que estamos unidos pa-
ra luchar por un nuevo congreso constituyente que habrá de
instalarse llegado el momento, donde todas nuestras pro-
puestas serán escuchadas y objeto de revisión seria y pro-
funda, con el fin de que sean incluidas sin mutilación ni re-
gateos en la nueva Carta Magna, por medio de la cual
entremos por la puerta grande a formar parte de ese nuevo
pacto pluriétnico, pluricultural y con pluralidad jurídica
con rostro indígena e incluyente. Un México plurinacional
que anhelamos todos.

Por tal razón, las organizaciones firmantes y los diputados
del PRD llamamos a todos los pueblos indígenas de Méxi-
co y sus organizaciones, a las diferentes tendencias y ex-
presiones del pensamiento indígena, hasta ahora dispersas;
a los movimientos campesino, obrero y popular, y a otros
sectores sociales, sujetos históricos, actores sociales y par-
tidos políticos, a nuestros hermanos indígenas y no indíge-
nas de México.

Desde el fondo de nuestros corazones indígenas, nosotros,
los olvidados y excluidos de siempre, desde la voz de nues-
tros originarios de estas tierras y territorios, llamamos al
Poder Legislativo, al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial,
¿y por qué no?, también a las empresas privadas para que
no perjudiquen a nuestros pueblos indígenas, como es el
caso de nuestros hermanos del municipio de Paracho, Mi-
choacán, afectado fundamentalmente por la empresa Tele-
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visa, para que en el ámbito de sus respectivas atribuciones
garanticen el efectivo acceso a la jurisdicción del estado.

Llamamos también a todas las organizaciones y pueblos in-
dígenas de México interesados en la articulación, coordi-
nación de la lucha de nuestros pueblos, a participar activa-
mente en la realización de un encuentro nacional, a
celebrarse el 10 de abril de 2010, encaminado a la reorga-
nización indígena nacional para definir las acciones y pro-
gramas de lucha de nuestros pueblos. 500 años después,
aquí estamos.

Compañeras y compañeros, muchas gracias. Es cuanto, se-
ñor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Tiene la palabra el señor diputado
Jaime Cárdenas Gracia, del Partido del Trabajo. Sí, diputa-
do, dígame.

El diputado Martín García Avilés (desde la curul): Para
tomar el uso de la palabra sobre los hechos vertidos por el
diputado, y que hace referencia a la violación de los dere-
chos indígenas.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Lo anotamos con mucho gusto, una vez que concluyan
los que tenemos inscritos, con mucho gusto se la concede-
mos, diputado. Adelante, diputado Cárdenas Gracia.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
ciudadano presidente, con su venia. Compañeras diputadas
y compañeros diputados, es un hecho que en México los
derechos de los pueblos indígenas constituyen una asigna-
tura pendiente. Una asignatura pendiente, porque la refor-
ma constitucional de 2001 no dio cumplimiento cabal a los
acuerdos de San Andrés Larráinzar, que fueron suscritos
por el gobierno federal mexicano y por las organizaciones,
los pueblos y las comunidades indígenas.

Nuestro marco constitucional en materia indígena, previs-
to en el artículo 2o. de la Constitución, está muy lejos del
contenido del Convenio 169 de la OIT (Organización In-
ternacional del Trabajo), y mucho más lejos aún de la De-
claración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los
Pueblos Indígenas.

En México, los indígenas siguen reclamando del Estado,
siguen reclamando de todos nosotros, tener autonomía ple-

na. Como sabemos, no se les quiso conceder, en la reforma
constitucional de 2001, autonomía territorial a sus pueblos
y comunidades. Pero eso no es lo más grave, si uno revisa
con cuidado el contenido del artículo 2o. de la Constitución
encuentra que no hay una tutela efectiva y adecuada a los
derechos colectivos de las comunidades indígenas.

La Constitución considera a las comunidades y los pueblos
indígenas entidades de interés público y no personas de de-
recho público. La Constitución señala, desde una visión
profundamente homogénea, pero también profundamente
antimulticultural y antipluriétnica, la visión de que México
es una nación única e indivisible. No se concibe que la na-
ción mexicana es una nación de naciones, en donde ahí hay
un juego o un papel muy importante que deben tener los
pueblos y las comunidades indígenas.

También hay otras deficiencias enormes. Por ejemplo, las
comunidades indígenas y los pueblos indígenas no tienen
acceso a los beneficios de los recursos estratégicos; tampo-
co son tomados en cuenta para participar en las decisiones
que el gobierno federal o los gobiernos locales asumen o
toman respecto a recursos estratégicos del Estado.

El derecho de consulta que establece el artículo 2o. de la
Constitución es solamente para la definición del Plan Na-
cional de Desarrollo, o en materia de planeación. Pero los
pueblos indígenas deben ser consultados en otro tipo de te-
mas y en otro tipo de asuntos que les afecten directamente,
para dar pleno cumplimiento a lo que establece el Conve-
nio 169 de la Organización Internacional del Trabajo.

Y, finalmente, algo que debe preocuparnos en esta Cámara
de Diputados es la posibilidad de que los pueblos indígenas
tengan derechos de representación política más allá del te-
ma municipal.

La Constitución, en el artículo 2o., permite que los pueblos
indígenas, que los indígenas, tengan representantes a nivel
municipal, pero ese derecho de representación política de-
be existir también en las legislaturas locales y, sobre todo,
en el Congreso de la Unión.

Así como existe una cuota de género para favorecer el pa-
pel y la intervención, cada vez creciente y más creciente —
y ojalá que así sea—, de las mujeres en la vida legislativa
y en la vida pública del país, debiera existir una cuota que
permitiera a los pueblos y a las comunidades indígenas te-
ner representación en este Congreso de la Unión.
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No debemos olvidar que los pueblos y las comunidades in-
dígenas en este país representan más de 10 por ciento de la
población. Y aquí, en este Congreso, en esta Cámara de Di-
putados, existe una insuficiente representación de los indí-
genas.

Los indígenas deben ser representantes de la nación, al
igual que muchos de nosotros, y tener espacios en el Con-
greso federal, tener espacios en las legislaturas locales y en
los municipios.

Muchas gracias, señor presidente. Muchas gracias, compa-
ñeras diputadas y compañeros diputados.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias a usted, señor diputado. Tiene la palabra la di-
putada María Felícitas Parra Becerra, del Partido Acción
Nacional.

La diputada María Felícitas Parra Becerra: Con su per-
miso, señor presidente. Compañeras legisladoras y compa-
ñeros legisladores, las reformas aprobadas en 2001 a la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos sin
duda alguna marcaron cambios sustanciales en las políticas
del Estado, al construirse una nueva relación entre éste, los
pueblos indígenas y la sociedad, fundada en el reconoci-
miento de la diversidad cultural, el diálogo y el respeto a
las diferencias.

A partir de agosto de este año se estableció en el ordena-
miento supremo que la nación tiene una composición plu-
ricultural, sustentada originalmente en sus pueblos indíge-
nas, que son aquellos que descienden de poblaciones que
habitan en el territorio actual del país al iniciarse la coloni-
zación y que conservan sus propias instituciones sociales,
económicas, culturales y políticas, o parte de ellas.

Asimismo, se señaló que son comunidades integrantes de
un pueblo indígena aquellas que formen una unidad social,
económica y cultural, asentadas en un territorio y que re-
conocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y
costumbres.

De igual forma se reconocieron una serie de derechos a
esos pueblos y comunidades indígenas como son: la libre
determinación y autonomía para decidir sus propias formas
internas de convivencia y organización social, económica,
política y cultural para aplicar sus propios sistemas norma-
tivos en la regulación y solución de los conflictos internos;
elegir a sus autoridades de acuerdo a sus normas, procedi-

mientos y prácticas tradicionales, para preservar y enrique-
cer sus lenguas, conocimientos y, en general, su identidad
cultural; para acceder al uso y disfrute de los recursos na-
turales de los lugares que habitan y a la jurisdicción del Es-
tado, por mencionar algunos.

Estos derechos reconocidos formalmente en la Constitu-
ción federal representan un gran avance. No obstante se ha
dicho que esta forma no satisfizo las expectativas respecto
al alcance de los derechos de los pueblos y comunidades
indígenas de nuestro país.

Compañeras y compañeros, México es una nación pluriét-
nica y multicultural. Actualmente hay 13.2 millones de in-
dígenas, quienes representan 12.6 por ciento de la pobla-
ción total. Es por eso que la administración federal ha
impulsado diversas acciones encaminadas a transformar el
modelo de atención hacia los pueblos y comunidades indí-
genas, el cual se ha basado en el fortalecimiento de las ins-
tituciones, creando la Comisión Nacional para el Desarro-
llo de los Pueblos y Comunidades Indígenas y el Instituto
Nacional de Lenguas Indígenas, encargados de dar cumpli-
miento a lo dispuesto en el artículo 2o. constitucional.

Resulta importante destacar el esfuerzo de estas institucio-
nes de promover el reconocimiento y vigencia de los dere-
chos indígenas.

Por ello nuestro grupo parlamentario se manifiesta por
avanzar en todos los campos que permitan fortalecer los
derechos de los pueblos y comunidades indígenas a fin de
lograr su desarrollo integral.

Por ello invitamos a esta Cámara a que retome el conteni-
do de la declaración de las Naciones Unidas sobre los de-
rechos de los pueblos indígenas y avanzar en las reformas
legales necesarias para su cumplimiento. Es cuanto, señor
presidente. Muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputada. Tiene la palabra el diputado
Teófilo Manuel García Corpus, del Partido Revolucionario
Institucional.

El diputado Teófilo Manuel García Corpus: Con su per-
miso, señor presidente. Honorable asamblea, el Partido
Revolucionario Institucional saluda la declaración política
de los pueblos indígenas que viene a sumarse a otras voces
de pueblos y organizaciones indígenas que reclaman justi-
cia y vida digna.
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Como presidente de la Comisión de Asuntos Indígenas y
como indígena, sólo puedo estar de acuerdo en la necesi-
dad de profundizar el compromiso de los poderes públicos,
los partidos políticos y la sociedad, a favor de las reivindi-
caciones de nuestros pueblos originarios.

Para los pueblos indígenas de México es imposible seguir
aceptando que el 12 de octubre sea considerado Día de la
Raza.

Los indígenas no desconocemos los buenos deseos de quie-
nes impulsaron esta celebración basada en la idea de don
José Vasconcelos sobre la raza cósmica, que pretendía ser
un colofón al principio liberal de que la unidad nacional y
el progreso de México requería fundarse en una sola cultu-
ra, una sola raza y una sola lengua.

A más de 500 años, la realidad social es contundente. Mé-
xico es un país pluricultural, cierto. Es necesario debatir
sobre el significado de la gestación del 12 de octubre; cier-
to es también que la resistencia y la dignidad indígena han
sido la historia de nuestros pueblos desde 1492; cierto es
también que el futuro de todos los mexicanos está susten-
tado en el diálogo intercultural. Diálogo intercultural que
supone equidad y respeto entre los interlocutores, sean es-
tos pueblos, instituciones o personas.

Pero necesitamos no sólo estar de acuerdo con esto, sino
trabajar más allá de las celebraciones.

Quienes formamos parte de la clase política, además de los
discursos debemos expresar nuestra voluntad y desplegar
nuestra capacidad para formular los instrumentos que per-
mitan construir las bases de un Estado pluricultural de de-
recho y con ello garantizar el ejercicio pleno de los dere-
chos de los pueblos indígenas.

Con este propósito y como presidente de la Comisión de
Asuntos Indígenas he presentado un punto de acuerdo cu-
ya intención es renovar el compromiso de los poderes pú-
blicos para armonizar programas, acciones, legislación y
resoluciones judiciales del Estado mexicano con la Decla-
ración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los
Pueblos Indígenas.

De realizarse el contenido de este punto de acuerdo, y si
nosotros cumplimos con nuestro deber, considero que se
sentarían las bases de compromiso político para la cons-
trucción de una auténtica política de Estado en materia de
derechos y desarrollo de los pueblos indígenas. Solamente

con un compromiso de esta magnitud pondremos en el cen-
tro del debate y la acción pública la equidad y el bienestar
de los pueblos indígenas de México.

Particularmente, considero que debemos poner énfasis en
temas como la educación intercultural para todos los mexi-
canos, garantizar el derecho a la consulta y a la obligación
de las autoridades a recabar el consentimiento libre, previo
e informado de los pueblos y comunidades, como requisi-
to para la ejecución de cualquier acción del Estado que les
afecte: el cumplimiento al mandato constitucional de acce-
so preferente de los pueblos indígenas al uso y disfrute de
los recursos naturales como el agua, los recursos mineros y
petroleros. La superación de los conflictos agrarios en las
regiones indígenas. Garantizar el derecho a la alimentación
y a la salud. La conciliación de las prácticas del derecho tra-
dicional de los pueblos con el derecho positivo, así como ha-
cer efectiva la asistencia de intérpretes y traductores para los
indígenas en los procesos de solución de conflictos.

Por último y de acción inmediata, con toda claridad y ener-
gía, y con el apoyo de los diputados comprometidos con las
mejores causas de México, la lucha por un presupuesto
digno y su correspondiente ejercicio pertinente a las nece-
sidades de desarrollo con identidad que permita avanzar
con mayor rapidez hacia la superación de las desventajas y
la falta de oportunidades que hoy caracterizan a nuestros
pueblos.

Honorable asamblea, en estas condiciones, la unidad na-
cional y la democracia en México están ligadas a la capa-
cidad del Estado para preservar la paz social y promover el
bienestar en la diversidad cultural.

En el momento actual nada hay más democrático que avan-
zar en la justicia, la libertad y el bienestar de nuestros pue-
blos originarios. Las causas que dieron origen al movi-
miento zapatista hoy siguen vigentes: el desprecio, el
abandono a que tienen sometidos a nuestros pueblos origi-
narios sigue estando presente y hoy se manifiesta de nueva
cuenta en esta soberanía.

Los legisladores estamos obligados a responder a los gran-
des retos que implica la justicia social plena para todos los
indígenas de México. Muchísimas gracias.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputado. Tiene la palabra el diputado
Martín García Avilés, del Partido de la Revolución Demo-
crática.

Año I, Primer Periodo, 29 de octubre de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados224



El diputado Martín García Avilés: Gracias, presidente,
con su venia.

Compañeras y compañeros diputados, he hecho uso de la
palabra a propósito de un tema pendiente de agenda, no so-
lamente porque no basta recordar las severas violaciones a
los derechos de los pueblos indios y de los indígenas en
general, sino porque la violación a los derechos día a día se
presenta en las diferentes instituciones, y ahora en la prác-
tica y muy recientemente, hasta en empresas televisivas.

Decirles que soy diputado federal electo del Distrito VII,
con cabecera en Zacapu, que lo componen mayoritaria-
mente municipios de la meseta purépecha. En el pueblo de
Paracho, enclavado en la sierra, a través de los años, de ma-
nera milenaria se ha establecido la elaboración artesanal de
la guitarra; con el paso de los años la fiesta tradicional se
ha convertido en Feria Internacional de la Guitarra; para to-
dos es conocida la conquista de la denominación de origen.

Todos reconocemos que la guitarra internacionalmente tie-
ne prestigio por su calidad, por ser artesanal. Decirles que
los artesanos indígenas del municipio de Paracho y los in-
dustriales de la guitarra se han quejado con mucha profun-
didad, porque en una de las telenovelas de la empresa Te-
levisa, particularmente en la que se titula Hasta que el
dinero nos separe, se presentó un diálogo que refiere, pala-
bras más, palabras menos: “Eres más corriente que las gui-
tarras de Paracho”. Y a mí me consta que el gobierno fede-
ral y estatal han realizado un sinnúmero de esfuerzos para
impulsar la guitarra, en particular, el estado de Michoacán
año con año adquiere más de 5 mil guitarras para donarlas
a escuelas secundarias, para promover e impulsar la educa-
ción artística con este importante instrumento.

En la actualidad la guitarra ha sido plagiada. Ahora, hasta
los chinos hacen guitarras y les ponen la denominación de
origen: “De Paracho”. De hace 36 años a la fecha, que se
viene realizando la Feria Internacional de la Guitarra, los
artesanos han conquistado la existencia de un centro para
promover el desarrollo de la guitarra; y año con año en la
feria tradicional de la guitarra se ven por las calles y las
tiendas artesanales, un sinnúmero de artistas internaciona-
les y actores que en medio de la discreción van a comprar
una guitarra a Paracho. Lo mismo concertistas, mariachis y
músicos de todo el mundo se acercan a Michoacán para
buscar, en el municipio de Paracho, guitarras que se elabo-
ran en la meseta purépecha.

Subo a esta tribuna, porque he recibido un sinnúmero de
mensajes y correos electrónicos, pidiendo que alce la voz a
nombre de los indígenas artesanos del pueblo de Paracho,
para pedirle a la empresa Televisa que ofrezca una discul-
pa pública. Así no nos ayuda a promover la guitarra que
tanta importancia ha significado para el pueblo indígena de
Paracho y que ha merecido reconocimiento internacional.

Le pido a la Mesa Directiva y al pleno de esta Cámara, una
misiva a la empresa, donde pida una disculpa pública. De
modo que tenemos vigente y muy presente la violación a
los derechos indígenas.

Ahora, de no hacer un pronunciamiento contra este acto de
esta empresa, podrá ser un precedente para que cualquier
actor en su diálogo, por quedar bien, viole, lastime, sosla-
ye y subestime la importante elaboración artesanal de esta
guitarra. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Tiene la palabra el diputado Gui-
llermo Zavaleta Rojas, del Partido Acción Nacional.

El diputado Guillermo José Zavaleta Rojas: Gracias,
ciudadano presidente. El día 12 de octubre se cumplieron
517 años del encuentro y la fusión multicultural que vino a
fundar finalmente México y que hoy tenemos como na-
ción, la cual se forjó como el acero y nuestra nación fue el
crisol en donde se llevó a cabo la aleación que forma nues-
tra orgullosa raza de bronce y de la raza cósmica de la que
hablaba hace un momento el diputado García Corpus, cita-
da por él y denominada así por el maestro José Vasconce-
los, oaxaqueño, también.

El análisis y el diagnóstico de lo que produjo este encuen-
tro es profundo, complejo y multifacético. Tenemos que re-
conocer que esta integración no se ha dado de manera ho-
mogénea.

En la actualidad existen mexicanos que, sin percatarse de
lo que le significó para ellos ese 12 de octubre, fecha que
puede pasar desapercibida aún en este Congreso, viven en
condiciones de rezago, que nos deben resultar intolerantes.

El Partido Acción Nacional ha luchado siempre porque los
conceptos básicos doctrinales de solidaridad y subsidiari-
dad no sean un catálogo de buenas intenciones, sino que se
apliquen en acciones concretas que logren disminuir, en
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principio, y terminar finalmente con la marginación, la po-
breza y la explotación que sufre nuestra población indígena.

Hoy debemos reconocer que tenemos una deuda con quie-
nes sus ancestros fueron los pobladores originales de nues-
tro país, ya que el México de hoy es depositario histórico
de su saber y su cultura. Debemos emplear toda nuestra ca-
pacidad, imaginación y oficio político, sobre todo, en el
ámbito de nuestra competencia, para que el Poder Legisla-
tivo no solamente logre incorporar a los millones de mexi-
canos que integran los 62 pueblos indígenas al desarrollo,
lo cual no puede ni debe ser postergado, sino también para
mantener la paz y evitar que las condiciones de atraso sean
utilizadas —siguiendo a Maquiavelo— sin escrúpulos pa-
ra ocupar nuestros pueblos lastimando su dignidad y po-
niendo en riesgo su seguridad en farsas de opereta.

El enfrentamiento apropiado de este reto va mucho más
allá de diferencias ideológicas y situaciones electorales, to-
dos juntos, unidos, como una sola voz, tenemos la obliga-
ción de dar respuesta y construir en el marco de la ley y en
la correcta aplicación de la misma, la contemplación de
principios básicos de solidaridad y subsidiaridad en la emi-
nente dignidad de la persona humana de nuestros pueblos
indígenas.

Las aportaciones de nuestros pueblos de México son hoy
patrimonio de la humanidad. Debemos defender nuestra
tradición histórica de la cual todos somos parte y preservar
nuestra identidad nacional. Los pueblos indígenas del
mundo exigen su reivindicación. Son pueblos originarios
que requieren un trato justo y el respeto a sus derechos. Es
inaplazable en México la instauración de una nueva rela-
ción entre los pueblos indígenas y el gobierno.

A su vez, con el conjunto de la sociedad que se fundamen-
te en un nuevo Estado pluricultural de derecho constituido
sobre la base verdadera de la identidad nacional, reconoci-
da desde 1992 en el artículo 4o. constitucional y ratificada
por la misma Constitución hoy vigente en su artículo 2o. a
partir de 2001.

El Grupo Parlamentario de Acción Nacional ratifica el
compromiso de contribuir en el trabajo legislativo que per-
mita generar las reformas necesarias al marco legal vigen-
te a fin de garantizar una vida digna para los pueblos indí-
genas; que reconozca sus derechos sociales, colectivos e
individuales, respetando siempre sus usos, costumbres y
tradiciones, reformas que puedan ser de nivel constitucio-
nal si es necesario y que tengan que empezar con la co-

rrecta distribución del ingreso en hechos que logren la in-
clusión de los pueblos indígenas al desarrollo nacional.

Es claro lo que debemos hacer en lo que a comunidades in-
dígenas se refiere. Sólo existe algo que definitivamente no
podemos hacer y eso es dejarlos en un lamentable e imper-
donable olvido. Es cuanto, ciudadano presidente. Es cuan-
to, ciudadano presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputado. Tiene la palabra el señor di-
putado Socorro Sofío Ramírez Hernández.

El diputado Socorro Sofío Ramírez Hernández: Gra-
cias, señor presidente.

Compañeras diputadas, compañeros diputados, como re-
presentante de una de las regiones más pobres de este país,
allá en la región de La Montaña, donde se encuentran los
municipios de menor índice de desarrollo humano, Metla-
tónoc o Cochoapa, por citar ejemplos, vengo  a expresar
frente a ustedes y a compartir con ustedes la preocupación
sobre el tema de los pueblos y comunidades indígenas.

La lucha de los pueblos indígenas ha sido escrita a través
del tiempo como una historia de despojos, de marginación,
de olvido; como una historia donde se han reflejado las vo-
ces colectivas que no han sido escuchadas y que siguen cla-
mando ese espacio de justicia; justicia social para los pue-
blos y comunidades más pobres, de mayor marginación de
este país.

Existe una realidad que no podemos ocultar, una creciente
desigualdad y discriminación social que ha hecho altamen-
te vulnerable a los pueblos y comunidades indígenas, mis-
mos que se encuentran en condiciones de extrema pobreza,
así también con educación de baja calidad.

Niños que no tienen oportunidad de ir a la escuela; niños
que no tienen la oportunidad de una alimentación sana; ni-
ños que tienen que emigrar con sus padres a los estados del
norte en busca de oportunidades para trabajar por el ingre-
so de sus familias; niños que por muchos años han sido ol-
vidados. Y consideramos que es el momento oportuno de
regresar una mirada, una mirada generosa a los pueblos y
comunidades indígenas.

El artículo 2o. de nuestra Constitución Política refiere la
necesidad de garantizar e incrementar los niveles de esco-
laridad, favoreciendo la educación bilingüe intercultural.
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La Asamblea General de la ONU aprobó el 13 de diciem-
bre de 2007 la Declaración Universal de las Naciones Uni-
das sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, un ins-
trumento internacional que debe armonizarse con nuestro
marco jurídico, y que nos permita, en materia de educación
indígena, mayores oportunidades para los pueblos y comu-
nidades de la región de la Montaña del estado de Guerrero,
y de todas las entidades federativas de nuestro país.

También, compañeras diputadas, compañeros diputados,
como lo refiere el Convenio 169 de la Organización Inter-
nacional del Trabajo en el capítulo educativo, está garanti-
zado que la educación debe ser un derecho para todos y pa-
ra todas, donde se preserven las lenguas, los usos y las
costumbres. Más de 500 años de lucha nacional y seguimos
esperando los espacios de oportunidad, de justicia social y
oportunidades para los pueblos y comunidades indígenas.

Las interrogantes son claras y es tiempo de preguntarnos si
en realidad todos los pueblos indígenas de este país tienen
acceso a la educación, en términos de igualdad y sin dis-
criminación. ¿Qué tanto contamos con términos y condi-
ciones que faciliten la participación de los diferentes gru-
pos sociales, con necesidades culturales y lingüísticas
especiales en todos los niveles educativos? ¿En qué medi-
da hemos incorporado en los planes y programas de estu-
dio, la historia, la tradición, los usos y costumbres de nues-
tros pueblos originarios?

El problema relacionado con la diversidad cultural y la
educación indígena en México sigue imperando.

Es necesario, compañeros diputados, que orientemos el
desarrollo de las políticas públicas y de fomento a la inter-
culturalidad. Es necesario que promovamos el reconoci-
miento pleno de los pueblos y comunidades indígenas.

Las fuerzas políticas de nuestro país deben superar los
tiempos de confrontación y amenazas de ruptura nacional,
reconociendo que es el Congreso de la Unión la instancia
suprema para encauzar las grandes transformaciones de
nuestro país. El Poder Legislativo tiene una gran responsa-
bilidad histórica en la conformación de la educación actual,
particularmente para la educación de los grupos sociales de
menor índice de desarrollo humano, donde se encuentra la
miseria desmedida sin oportunidades de vida. Ahí se en-
cuentran los pueblos y comunidades indígenas y es tiempo
de luchar por una educación digna.

No debemos permitir la fragmentación social que acabe
con la diversidad cultural de nuestra nación mexicana. Si-
gue pendiente la necesidad de superar múltiples problemas
y limitaciones de los pueblos como la marginación, la po-
breza, el olvido, el racismo, la exclusión de los diferentes
programas sociales.

Consolidemos las formas necesarias al marco legal en el te-
ma educativo, comenzando por revisar el artículo 3o. cons-
titucional. Por una mayor oportunidad de educación indí-
gena en sus diferentes niveles de escolaridad, debemos
fortalecer la creación de las universidades y preparatorias
interculturales.

Es tiempo, compañeras diputadas y compañeros diputados,
de impulsar una verdadera educación indígena que respete
y aproveche la sabiduría de los pueblos. Una educación in-
dígena que facilite el acceso a los campos del conocimien-
to. Una educación que mejore nuestras perspectivas de de-
sarrollo y eleve la calidad en nuestras filas.

Una educación que respete la rica diversidad cultural y rei-
vindique como parte de la identidad nacional la lengua, los
usos y las costumbres. Una educación contra la explota-
ción. Una educación contra la dominación cultural y contra
la discriminación racial. Una educación que revalore nues-
tra cultura. Una educación indígena que ofrezca mayores
oportunidades.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, como un
referente comparto con ustedes una gran preocupación. La
educación indígena ha tenido una disminución alarmante
en el Presupuesto de Egresos de la Federación.

Por citar un referente, en el Presupuesto de Egresos de la
Federación 2008, tuvo por este Congreso un presupuesto
de 443 millones de pesos para la Dirección General de
Educación Indígena. En 2009, de manera inexplicable, el
presupuesto lo disminuyeron a 261 millones de pesos. Y
todavía en el anteproyecto de Presupuesto de Egresos para
2010, como una grosería y una bofetada a las esperanza de
los pueblos y comunidades indígenas, el Presupuesto de
Egresos, en el anteproyecto 2010, se están contemplando
sólo 213 millones de pesos.

Consideramos, compañeros diputados y compañeras dipu-
tadas, que debemos sumar esfuerzos para que el Presu-
puesto de Egresos, en educación indígena, no quede en la
propuesta del Ejecutivo de los 213 millones y quede, como
un mínimo, en 443 millones, como estaba en 2008.
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Compañeras diputadas y compañeros diputados, devolva-
mos a los pueblos y comunidades indígenas lo que les ha
sido negado a través de los años: oportunidades de educa-
ción como parte de su desarrollo humano y consolidación
de sus libertades.

Queremos que la educación forme ciudadanos indígenas
como Altamirano y Vicente Guerrero, originarios de Gue-
rrero —por cierto—, que sean capaces de engrandecer y
desarrollar al país en que vivimos. Muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Ha concluido la lista de oradores. 

ORGANISMOS GENETICAMENTE MODIFICADOS

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Pasamos al siguiente punto del orden del día de la
agenda política, relativo a la autorización para sembrar or-
ganismos genéticamente modificados en nuestro país. Tie-
ne la palabra el diputado Alejandro Carabias Icaza, del Par-
tido Verde Ecologista.

El diputado Alejandro Carabias Icaza: Con su permiso,
diputado presidente. Compañeras legisladoras y compañe-
ros legisladores, en nuestro país el tema del maíz es defini-
tivamente de mayor relevancia, porque es un asunto histó-
rico, cultural y, sobre todo, de seguridad alimentaria de
todas las mexicanas y todos los mexicanos.

Hay que recordar que México es considerado el lugar de
origen del maíz desde hace más de 6 mil años y que exis-
ten al menos 59 razas y 200 variedades.

Por todo lo que representa el maíz para nuestro país, en el
Grupo Parlamentario del Partido Verde estamos muy preo-
cupados, muy preocupados, porque el pasado 15 de octu-
bre el gobierno federal, a través de la Sagarpa y la Semar-
nat, aprobó los dos primeros permisos para la siembra
experimental de maíz transgénico.

Estos permisos fueron otorgados ignorando el principio
precautorio referido en el Protocolo de Cartagena, que fue
ratificado por nuestro país en 2002 y entró en vigor en
2003. El principio precautorio tiene como fin proteger el
ambiente y la salud de las personas, por lo que los gobier-

nos deben aplicar ampliamente este criterio cuando haya
peligro de daño grave o irreversible, o cuando no exista
certeza científica absoluta de la posibilidad de estos daños,
eliminando o postergando cualquier técnica y su uso, hasta
que se tengan medidas eficaces para impedir la degrada-
ción del ambiente y proteger la salud pública.

Por ello, el Grupo Parlamentario del Partido Verde ha ma-
nifestado su rechazo a este tipo de cultivos, sin las medidas
precautorias necesarias que garanticen la preservación de
nuestros recursos naturales y el bienestar de las personas.

Preocupados por el delicado tema de los transgénicos, fui-
mos el primer partido en presentar una iniciativa de biose-
guridad de organismos genéticamente modificados, así co-
mo diversas disposiciones a la Ley Federal de Protección
al Consumidor y a la Ley General de Salud, para que se
respetara el etiquetado de los productos y que los consumi-
dores fueran informados a fin de decidir si quieren o no
consumir productos transgénicos.

Ante los permisos para la siembra experimental de orga-
nismos genéticamente modificados, el Partido Verde mani-
fiesta su total rechazo por la falta de aplicación del princi-
pio precautorio al emitir estas autorizaciones.

Es importante que en nuestro país existan controles y res-
tricciones a este tipo de cultivos, siendo este principio, eva-
luando caso por caso, tal como lo establece el Protocolo de
Cartagena y la Ley de Bioseguridad de Organismos Gené-
ticamente Modificados, para evitar riesgos a la salud y al
ambiente.

Queremos manifestar que las autorizaciones se dan siete
meses después de que el gobierno federal promulgó modi-
ficaciones reglamentarias para permitir el uso experimental
de maíz transgénico. El proceso para estas modificaciones
a las normas reglamentarias también dieron lugar en su
momento a cuestionamientos y observaciones por el Parti-
do Verde.

Las reformas al Reglamento de la Ley de Bioseguridad de
Organismos Genéticamente Modificados restan importan-
cia al régimen de protección especial del maíz, puesto que
se derogó el artículo 8o. transitorio, que indicaba que la Se-
marnat y la Sagarpa debían emitir disposiciones jurídicas
relativas a la bioseguridad que conformen el régimen de
protección especial y que fuesen necesarias para resolver las
solicitudes de permiso de liberación de este tipo de maíz.
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Compañeras diputadas y compañeros diputados, quiero
aclarar que el Partido Verde no está contra el desarrollo
científico y tecnológico, pero sí estamos contra ambiciones
de grupos económicos, cuyo único objetivo es hacer dine-
ro a partir de estas tecnologías, restándole importancia a las
repercusiones y consecuencias sociales y ambientales. De
ahí, que se exija la revocación de toda autorización para la
experimentación en ambiente libre de estos elementos, que
se exija la revocación de toda autorización para la experi-
mentación en ambiente libre de estos elementos hasta en
tanto no exista certeza científica de su inocuidad.

Los legisladores del Grupo Parlamentario Verde Ecologis-
ta reconocemos los beneficios de la biotecnología para la
salud, la alimentación y demás actividades productivas.
Sin embargo, consideramos imprescindible aplicar el prin-
cipio precautorio, ya que una contaminación genética es
tecnológicamente irreversible en este momento.

Finalmente, quiero dejar muy claro que los integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Verde en esta legislatura
seguiremos luchando por conseguir un régimen efectivo de
protección a una especie centro de origen, como el maíz. Y
sobre todo buscar, con el apoyo y la sensibilidad de los de-
más grupos parlamentarios, que se pueda implementar un
sistema de etiquetado para garantizarle a los consumidores
su derecho a la información respecto de los productos que
consumen y que contengan o haya sido producidos o con-
cebidos a partir de elementos transgénicos. Es cuanto, di-
putado presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputado. Le agradezco su participa-
ción. Tiene la palabra el diputado Avelino Méndez Rangel,
del Partido de la Revolución Democrática.

El diputado Avelino Méndez Rangel: Con su permiso,
señor presidente. La posición que acaba de expresar nues-
tro compañero del Partido Verde, nosotros también la asu-
mimos.

Queremos decir, hacer una breve cronología de esta situa-
ción que lamentablemente se está tratando aquí ante un re-
ducido número de diputados, pero que debería ser produc-
to de una discusión profunda de todos los aquí presentes,
porque aquí va la seguridad alimentaria, la soberanía ali-
mentaria de nuestro país y, sobre todo, cuidar el patrimonio
genético que tenemos en nuestro México.

El 18 de marzo de 2005 se aprueba la Ley de Bioseguri-
dad de Organismos Genéticamente Modificados. El 19 de
marzo de 2008 se aprueba el Reglamento de la Ley de
Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modifica-
dos; estos dos ordenamientos dejan un apartado especial
para el maíz.

Les quiero mencionar, a modo de comparación, que la ley
tiene 44 hojas tal como está aquí; 22 el reglamento. Final-
mente, aparece el 6 de marzo de este año un decreto —pa-
rece que quieren gobernar sobre la base de decretos— fir-
mado por Felipe de Jesús Calderón Hinojosa, en donde en
una hoja —que es lo que contiene este decreto— da pie a
que se permita la siembra de maíz transgénico en nuestro
país.

Este asunto viola claramente las atribuciones del que firmó
este decreto una vez más, porque es atribución de esta Cá-
mara legislar sobre salud y sobre ambiente. No se puede
estar legislando con base en decretos.

Quiero mencionarles a todos ustedes, que la liberación de
estas nuevas especies, lo debemos tener claro, no es un
maíz común y corriente, es un maíz que se creó en labo-
ratorio, es una nueva especie. Implica un alto riesgo ecoló-
gico en la liberación a gran escala de estos cultivos transgé-
nicos.

Pueden provocar el flujo de transgenes de los cultivos a
otras plantas silvestres, que entonces podrían transformar-
se en super rarezas.

Son asuntos, compañeras diputadas y compañeros diputa-
dos, de verdad muy graves como para que los dejemos pa-
sar sin decir nada en este Congreso.

La introducción de transgénicos en el ecosistema causa una
contaminación genética irreversible, provocando la des-
aparición de variedades endémicas o tradicionales; y se in-
troducen especies desconocidas; se altera todo el ecosiste-
ma y una alteración de todo el ecosistema, de las cadenas
alimentarias, que finalmente repercute en todos nosotros.

En la salud humana causa estragos como alergias, resisten-
cia a antibióticos y efectos tóxicos. Los mexicanos estamos
convencidos de que no queremos maíz transgénico.

Nuestro país puede dar ese maíz y otros productos de for-
ma natural sin recurrir a esos elementos.
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Los organismos transgénicos tienen sus antecedentes en la
revolución verde: terminar con los hambrientos del mundo.
Así nos lo dijeron a principios de los años sesenta y hoy el
hambre sigue siendo un flagelo de toda la humanidad, por-
que esa no fue la solución.

Quiero concluir, compañeras diputadas y compañeros di-
putados, diciendo que esta soberanía tiene que pronunciar-
se de forma urgente sobre la revocación de la siembra de
estos maíces transgénicos.

Está en riesgo la salud de los mexicanos, está en riesgo la
soberanía alimentaria. En la sesión  de la Comisión de De-
sarrollo Rural, a la que pertenezco, se propuso este punto y
estamos seguros de que este pleno debe retomar la pro-
puesta de revocar los permisos, nos debemos pronunciar en
ese sentido y al mismo tiempo originar un debate muy am-
plio sobre la introducción de estos transgénicos que, por
otra parte, nos llevan a depender de empresas que son due-
ñas de estas especies y, por tanto, aquellos que las siembren
o que sus cultivos sean contaminados con estos productos
biológicos van a tener que pagar regalías.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Le pedimos concluir, diputado.

El diputado Avelino Méndez Rangel: Concluyo, señor
presidente. La siembra de transgénicos autorizada por la
Sagarpa es ilegal; violó la Ley de Bioseguridad, el regla-
mento, y está basada en un traje a la medida, producto de
un decreto que esta soberanía debe analizar y revocar para
beneficio de la alimentación y de la salud de los mexica-
nos. Muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Tiene la palabra la diputada Dora
Evelyn Trigueras Durón, del Partido Acción Nacional.

La diputada Dora Evelyn Trigueras Durón: Buenas tar-
des, con su permiso, señor presidente. En la Ley de Biose-
guridad y Organismos Genéticamente Modificados, de
marzo de 2005, se estableció que el reglamento correspon-
diente debería publicarse dentro de los siguientes seis me-
ses. Sin embargo, dicho ordenamiento jurídico salió publi-
cado hasta el 19 de marzo de 2008.

Una vez publicada esta ley, en su ordenamiento se especi-
fica que dentro de los 60 días siguientes a la entrada en vi-
gor de este ordenamiento, la Secretaría de Medio Ambien-
te y la Secretaría de Agricultura deberían emitir las

disposiciones jurídicas relativas a la bioseguridad que, con-
forme al régimen de protección especial del maíz a la que se
refiere el artículo 2o., en su fracción XI de la ley, fuera ne-
cesaria para resolver las solicitudes de permisos de libera-
ción del maíz, lo cual no fue realizado en tiempo y forma.

De esta manera se dictarían las condiciones necesarias pa-
ra resolver las solicitudes de permisos de liberación del
maíz, lo cual no fue realizado en tiempo y forma, ya que
éste fue publicado hasta el 6 de marzo de 2009.

Como parte integral de un decreto que reforma el regla-
mento conformado al régimen de protección especial del
maíz, se resuelve la solicitud de los permisos para la libe-
ración experimental para los organismos genéticamente
modificados.

A nivel mundial, compañeros, ya existen más de 90 millo-
nes de hectáreas cultivadas con organismos genéticamente
modificados y diseminados prácticamente en todo el mun-
do, concentrándose en cuatro productos esencialmente: so-
ya, maíz, algodón y canola.

Hoy se cultivan en mayor o menor escala desde Canadá y
Estados Unidos hasta Honduras, Brasil, Argentina, Fran-
cia, España y muchos otros países de Europa Central.

Es inaceptable que después de más de una década de foros,
consultas y discusiones acerca de las ventajas de la biotec-
nología, no podamos avanzar en sentido favorable en la
evaluación y posterior adopción de estos cultivos en las re-
giones que la ley permite, lo que sin duda ayudaría a los
agricultores mexicanos a ser más competitivos y reducir la
dependencia de las importaciones para abastecimiento de
nuestro país.

Para el Grupo Parlamentario de Acción Nacional, el desa-
rrollo de la biotecnología agropecuaria explora las necesi-
dades de una agricultura sustentable que no sólo pretende
generar nuevas posibilidades ante la crisis mundial de ali-
mentos, los cambios climáticos y la sequía, sino como toda
innovación tecnológica radical los organismos genéticamen-
te modificados han generado y generarán más controversia
en cuanto a sus beneficios y sus repercusiones.

Por eso es loable que tengamos leyes y reglamentos que
normen su uso y su desarrollo experimental y que los re-
sultados de los mismos se evalúen y analicen con bases
científicas y no con percepciones particulares. Es cuanto,
señor presidente. Gracias.
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El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputada. Ha concluido la lista de ora-
dores. Hemos recibido de la Junta de Coordinación Políti-
ca...

Sí diputada. Para el mismo tema, pase usted.

La diputada Laura Itzel Castillo Juárez: Señor presi-
dente, diputados y diputadas. Me quiero referir a lo que ha
señalado la diputada del Partido Acción Nacional con rela-
ción al artículo 2o. de la Ley de Bioseguridad.

En específico yo señalaría que a partir de esta discusión,
que fue una discusión pública en la cual participaron di-
versas organizaciones no gubernamentales y que incluso a
la iniciativa se le denominó “Ley Monsanto”, uno de los
puntos fundamentales que introdujeron las organizaciones
fue el específico en torno a este régimen de protección es-
pecial, que está contenido dentro del artículo 2o.

Quiero señalar que la misma Sagarpa restó importancia a
este punto cuando, por parte de las organizaciones sociales,
fue el que consideraron fundamental como parte de este
principio precautorio que además, a nivel internacional, se
tiene contenido en los diferentes países. 

Aquí se le bajó el nivel a un simple reglamento y no era ése
el objetivo; el objetivo fundamental, cuando estamos ha-
blando de un régimen de protección especial, estamos ha-
blando de un programa especial como es el considerado en
el cambio climático, es decir, que se asignan recursos, que
ésa es una de las cuestiones que yo consideraría que sería
importante ahora con la propia discusión del presupuesto;
y a partir de que este punto lo está planteando el Partido
Verde Ecologista de México. Más bien lo que se tendría
que estar considerando es una iniciativa para que, efectiva-
mente, el régimen de protección especial tenga todas estas
características, y no simplemente como se señaló.

Quisiera llamar a la reflexión cuando se plantea que, por
ejemplo, existen granos transgénicos, que se está experi-
mentando en diversos países en el mundo y que nosotros
nos queremos quedar en el atraso. Países europeos, bueno
digamos todos los países europeos, para no mencionarlos,
y en específico Estados Unidos, protegen al trigo. ¿Por
qué? Porque se considera país de origen.

En el caso del arroz también habría que ponerse a pensar
por qué Japón, en específico, no considera la experimenta-
ción en el caso del arroz. Aquí lo que nosotros señalamos

es que México es centro de origen y biodiversidad del
maíz, e incluso yo señalaría que en la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable está considerado como un grano básico
estratégico.

Por tanto, a mí me parece que son elementos que se tienen
que tomar en consideración y que aquí hay presiones muy
fuertes por parte de las empresas transnacionales, desde
luego resalta Monsanto, Pioneer y Dow AgroSciences. Fi-
nalmente, también aquí, una de las cuestiones que debería-
mos tomar en consideración y denunciar, es que con recur-
sos públicos, por ejemplo, en el caso de Monsanto, a través
del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt),
es como se pretende experimentar.

Finalmente, una de las cuestiones que me parece también
importante señalar y que tomemos en cuenta nosotros co-
mo diputados y como diputadas, es que se considera que el
maíz es una especie que se reproduce por polinización cru-
zada; o sea, el polen de una planta fertiliza a otra; es decir,
el maíz, como lo han señalado alguno de los académicos en
forma irónica, es una planta promiscua. Por tanto, no es tan
sencillo, como ustedes consideran, que se pueda aislar.

Aquí ya los oradores anteriores han planteado el problema
de la contaminación del propio maíz, a partir de la misma
reproducción; es decir, no puede estar completamente ais-
lado. Ésta es una falsedad.

Por tanto, nosotros nos pronunciamos porque se revoquen
estos permisos; pero no solamente eso. Creo que es muy
importante que en esta Cámara haya una participación por
parte de científicos destacados y que vengan también de la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Se-
marnat) y de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desa-
rrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa).

Finalmente, quiero decir que nosotros estamos demandan-
do esta cancelación porque consideramos que hay diversas
violaciones, que se violan los derechos de participación
pública, que se violan los derechos de acceso a la informa-
ción; que no están los permisos ni bien fundados ni moti-
vados, y que los permisos van en contra del objeto y fin de
la Ley de Bioseguridad y Organismos Genéticamente Mo-
dificados. Gracias.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputada. Ha concluido la lista de oradores,
por lo que le pido a la Secretaría que proceda a dar lectura
al acuerdo de la Mesa Directiva.
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MINUTAS EN MATERIA FISCAL Y FINANCIERA

La Secretaria diputada María Teresa Rosaura Ochoa
Mejía: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Bicentenario de la Independencia.— Centenario de
la Revolución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputa-
dos.— Mesa Directiva.

Acuerdo de la Mesa Directiva, para dar turno y trámite a
las minutas en materia fiscal y financiera que, de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, remita el Sena-
do de la República

La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, con fundamento en la atribución que le con-
fiere el artículo 20, numeral 2, inciso b), de la ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, y

Considerando

I. Que la Mesa Directiva tiene la atribución de realizar
la interpretación de las normas establecidas en la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos y de los demás ordenamientos relativos a la
actividad parlamentaria que se requieran para el cum-
plimiento de sus atribuciones.

II. Que, de conformidad con el artículo 23, numeral 1,
inciso f), de la Ley Orgánica del Congreso General, es
facultad del Presidente de la Mesa Directiva dar curso a
los asuntos y negocios en términos de la normatividad
aplicable y determinar los trámites que deban recaer so-
bre las cuestiones con que se dé cuenta a la Cámara.

III. Que, con fundamento en el artículo 74, fracción IV,
párrafo segundo, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, el Ejecutivo federal hizo llegar
a la Cámara de Diputados, el 8 de septiembre de 2009,
la iniciativa de Ley de Ingresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2010, así como diversas iniciativas
en materia fiscal.

IV. Que en sesión celebrada el 10 de septiembre de 2009
se dio cuenta con dicho paquete de iniciativas, turnán-
dose a las comisiones respectivas para su estudio y dic-
tamen.

V. Que en sesión celebrada el 20 de octubre de 2009 la
Cámara de Diputados aprobó y turnó al Senado de la
República, para los efectos constitucionales proceden-
tes, diversas minutas con proyectos de decreto en mate-
ria fiscal y financiera.

VI. Que el Senado de la República se encuentra anali-
zando, discutiendo y votando los proyectos de decreto
citados en el considerando anterior en su sesión de hoy,
29 de octubre de 2009, y que podría aprobarlos con mo-
dificaciones que tendría que conocer y dictaminar la Cá-
mara de Diputados, de conformidad con el artículo 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

VII. Que este órgano de gobierno considera que es in-
dispensable hacer llegar con la mayor brevedad a las co-
misiones competentes de la Cámara de Diputados las
minutas que en materia fiscal y financiera remitiría el
Senado, en virtud de que, como establece el artículo 42,
fracción IV, de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria, la Ley de Ingresos debe ser
aprobada a más tardar el 31 de octubre del año en cur-
so.

VIII. Que, como establece el artículo 136 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, las observaciones o
modificaciones hechas a un proyecto de ley por la Cá-
mara revisora, al volver a la de su origen, pasarán a la
comisión que dictaminó y el nuevo dictamen de ésta se
ajustará a todos los trámites reglamentarios.

Por lo anterior, de conformidad con las disposiciones invo-
cadas, somete a la consideración del Pleno el siguiente

Acuerdo

Primero. Se autoriza a la Presidencia de la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados para que, con el apoyo de la Se-
cretaría General, reciba y de inmediato turne a las comi-
siones competentes, de conformidad con el artículo 136 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, las minutas en mate-
ria fiscal y financiera que, de acuerdo con lo dispuesto en
el artículo 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos podría remitir la Cámara de Senadores.
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Segundo. La remisión que se haga surtirá los efectos de
turno formal, por lo que las comisiones competentes debe-
rán iniciar el trabajo de análisis y emitir el dictamen co-
rrespondiente en el plazo que señala el artículo 87 del Re-
glamento para el Gobierno Interior de Congreso General.

Tercero. La Presidencia de la Mesa Directiva informará a
la asamblea en la siguiente sesión sobre los turnos dicta-
dos, de conformidad con el presente acuerdo.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de 2009.— Dipu-
tado Francisco Javier Ramírez Acuña (rúbrica), presidente; Diputado
Francisco Javier Salazar Sáenz (rúbrica), vicepresidente; Diputado Fe-
lipe Solís Acero (rúbrica), vicepresidente; Diputado José de Jesús
Zambrano Grijalva (rúbrica), vicepresidente; Diputada María Dolores
del Río Sánchez (rúbrica), secretaria; Diputada Georgina Trujillo Zen-
tella (rúbrica), secretaria; Diputado Balfre Vargas Cortez, secretario;
Diputado Carlos Samuel Moreno Terán (rúbrica), secretario; Diputado
José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, secretario; Diputado Jaime
Arturo Vázquez Aguilar (rúbrica), secretario; Diputada María Teresa
Rosaura Ochoa Mejía (rúbrica), secretaria.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputada. Consulte la Secretaría a la
asamblea si es de aprobarse el acuerdo.

La Secretaria diputada María Teresa Rosaura Ochoa
Mejía: Por instrucción de la Presidencia, se consulta a la
asamblea en votación económica, si es de aprobarse el pun-
to de acuerdo. Los ciudadanos diputados y diputadas que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Los ciudada-
nos diputados y diputadas que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo. 

Es mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Aprobado. Comuníquese. Se acaba de recibir una co-
municación de la Junta de Coordinación Política, proceda
la Secretaría a dar cuenta de ésta.

ORDEN DEL DIA

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.—
Junta de Coordinación Política.

Diputado Francisco Javier Ramírez Acuña, Presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo vigésimo del
acuerdo relativo al orden de día de las sesiones, las discu-
siones de los dictámenes y la operación del sistema elec-
trónico de votación, le solicitamos a usted atentamente
consultar al pleno la modificación al orden del día para la
inclusión correspondiente, en el primer turno posible, del
siguiente asunto:

• Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el
que se exhorta al Poder Ejecutivo federal, al gobierno
del estado de Jalisco y al ayuntamiento de Guadalajara,
en relación con la realización de los Juegos Panameri-
canos 2011.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de
2009.— Diputado Francisco Rojas Gutiérrez (p.a. rúbrica), Presidente
y Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional; Diputada Josefina Vázquez Mota (p.a. rúbrica), Coordi-
nadora del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; Diputa-
do Alejandro Encinas Rodríguez, Coordinador del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática; Diputado Juan José
Guerra Abud (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México; Diputado Pedro Vázquez González
(rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido del Traba-
jo; Diputado Reyes S. Tamez Guerra, Coordinador del Grupo Parla-
mentario de Nueva Alianza; Diputado Pedro Jiménez León, Coordina-
dor del Grupo Parlamentario de Convergencia.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación eco-
nómica, si es de modificarse el orden del día.

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
En votación económica se consulta a la asamblea, si es de
modificarse el orden del día en los términos solicitados por
la Junta de Coordinación Política.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Los ciudadanos diputados que estén
por la negativa sírvanse manifestarlo. 

Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Aprobada. En consecuencia, proceda la Secretaría a
dar lectura al acuerdo de la Junta de Coordinación Política.
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JUEGOS PANAMERICANOS 2011

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— Jun-
ta de Coordinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que se
exhorta al Poder Ejecutivo federal, al gobierno de Jalisco y
al ayuntamiento de Guadalajara, respecto a la realización
de los Juegos Panamericanos 2011

La Junta de Coordinación Política, con fundamento en lo
dispuesto en el inciso b), numeral 1, del artículo 34 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en el artículo décimo cuarto del
acuerdo de la Conferencia para la Dirección y Programa-
ción de los Trabajos Legislativos relativo al orden del día
de las sesiones, las discusiones de los dictámenes y la ope-
ración del sistema electrónico de votación, hace suya la
proposición con punto de acuerdo relativa a la materia ob-
jeto del presente, que presentan los diputados José Francis-
co Landero Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del PAN;
Juan Carlos Natale López, del Grupo Parlamentario del
PVEM; Carlos Torres Piña, del Grupo Parlamentario del
PRD; y Salvador Caro Cabrera, del Grupo Parlamentario
del PRI, por lo que se somete a la consideración del pleno
el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Poder Ejecutivo federal, a través de la
Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte, al gobier-
no del estado de Jalisco y al ayuntamiento de Guadalajara,
para que en lo inmediato se tomen las medidas pertinentes
en los aspectos económicos, políticos y jurídicos para ga-
rantizar la correcta realización de los Juegos Panamerica-
nos 2011 y nuestro país preserve la sede de dicha justa de-
portiva.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de
2009.— Diputado Francisco Rojas Gutiérrez (rúbrica), Presidente y
Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional; Diputada Josefina Vázquez Mota (rúbrica), Coordinadora
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; Diputado Ale-
jandro Encinas Rodríguez, Coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática; Diputado Juan José Guerra
Abud (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México; Diputado Pedro Vázquez González (rúbri-
ca), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo; Di-

putado Reyes Tamez Guerra, Coordinador del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza; Diputado Pedro Jiménez León, Coordinador del Gru-
po Parlamentario de Convergencia.»

«Proposición con punto de acuerdo mediante la cual se ex-
horta al Poder Ejecutivo federal, a través de la Comisión
Nacional de Cultura Física y Deporte, al gobierno de Jalis-
co y al ayuntamiento de Guadalajara a atender en lo inme-
diato los compromisos relativos a la organización de los
Juegos Panamericanos 2011 y nuestro país preserve la se-
de, a cargo de los diputados José Francisco Landero Gutié-
rrez, Juan Carlos Natale López, Carlos Torres Piña y Sal-
vador Caro Cabrera, integrantes de la Comisión de
Juventud y Deporte

Los suscritos diputados, integrantes de la Comisión de Ju-
ventud y Deporte de esta LXI Legislatura, conforme a los
artículos 58, 59 y 60 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, presentan punto de acuerdo de obvia y urgente re-
solución, mediante el cual se exhorta al Poder Ejecutivo
federal, a través de la Comisión Nacional de Cultura Físi-
ca y Deporte, al gobierno de Jalisco y al ayuntamiento de
Guadalajara a atender en lo inmediato los compromisos re-
lativos a la organización de los Juegos Panamericanos 2011
y nuestro país preserve la sede.

Los Juegos Panamericanos son el acontecimiento multide-
portivo más importante del continente americano. Se reali-
zan cada 4 años y forman parte del movimiento olímpico y
su ciclo. La primera edición se llevó a cabo en Buenos Ai-
res, Argentina, en 1951, y se han realizado en dos ocasio-
nes en la Ciudad de México: en 1955 y en 1975.

La Organización Deportiva Panamericana (Odepa) o Pana-
merican Sports Organization, es la que gobierna los juegos.
Se integra actualmente por 42 naciones de América del
Norte, América Central, Sudamérica y el Caribe.

Guadalajara fue elegida por la Odepa como sede para la re-
alización de los XVI Juegos Panamericanos.

Las cifras estimadas por los organizadores para los XVI
Juegos Panamericanos son las siguientes: 42 naciones par-
ticipantes, 28 deportes del programa olímpico, 7 del pan-
americano, 16 nuevos estadios, 5 mil 700 atletas, 15 mil
voluntarios, 2 mil delegados, 80 mil proveedores, mil 600
periodistas, 500 horas de producción televisiva, 1 millón y
medio de espectadores en sitio, mil millones de teleespec-
tadores.
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En este orden de ideas, el ayuntamiento de Guadalajara
aprobó en sesión ordinaria del 29 de agosto del 2007 el de-
creto que autoriza la creación del organismo público des-
centralizado de la administración pública municipal deno-
minado Comité Organizador de los XVI Juegos
Panamericanos Guadalajara 2011 (Copag 2011) y que ex-
pide su reglamento.

El Copag 2011 tiene la misión de organizar, operar, comer-
cializar y difundir la decimosexta edición de los Juegos
Panamericanos. Empezó sus operaciones como organismo
público descentralizado en enero del 2008, una vez que el
ayuntamiento de Guadalajara, en sesión de cabildo, aprobó
y le otorgó el presupuesto de operación para 2008.

Se tienen previstos 16 proyectos de infraestructura deporti-
va sujetos a evaluación y por distintas cuestiones, vincula-
das principalmente con la falta de transparencia, no se ha
construido la Villa Panamericana, de la que aún, a poco
más de veinte meses, se debate la ubicación.

El Copag, en su momento, indicó que el costo total de los
Juegos significará un gasto de 187 millones 478 mil dóla-
res, que 154 millones de dólares serían aportados por los
gobiernos federal, estatal y municipal y el resto estaría a
cargo de la iniciativa privada y el aporte de patrocinios que
se logren para la organización de estos juegos.

El Copag 2011 pidió, a través de la Comisión de Juventud
y Deporte de la Cámara de Diputados, un presupuesto ex-
tra de 800 millones de pesos para 2011. Así, los apoyos
presupuestales que se han otorgado al momento son los si-
guientes: federales, mil 181 millones; estatales, 225.5 mi-
llones; municipales, 424.7 millones; estos, de 2007 a la fe-
cha.

Desde el 23 de septiembre se turnó a la comisión de ha-
cienda del cabildo tapatío la minuta en que se pide que los
gobiernos municipal y estatal reiteraren su compromiso pa-
ra organizar la edición XVI de los Juegos Panamericanos y
cumplan la obligación de otorgar una fianza de 50 millones
de dólares (cerca de 670 millones de pesos) a favor de la
Odepa, que sólo será ejercida para el caso de incumpli-
miento en la construcción de la Villa Panamericana e ins-
talaciones deportivas. Venciendo el plazo para otorgarse el
día de hoy, lo que ha hundido en su crisis más severa la or-
ganización del evento.

El efecto negativo para la imagen de nuestro país y la mo-
ral colectiva de la comunidad deportiva será irreversible.

Con consecuencias funestas para eventos próximos por re-
alizarse, como los Juegos Centroamericanos y del Caribe
de 2014, y la disputa de la sede de la olimpiada juvenil del
mismo año, en la que Guadalajara es prácticamente la ciu-
dad que sucederá a Singapur.

Por lo anterior, es urgente que esta honorable Cámara haga
un llamado a las autoridades involucradas, a efecto de que
asuman su papel y cumplan sus compromisos dejando a
salvo la imagen del país.

Por tal motivo, proponemos ante este pleno como de ur-
gente y obvia resolución el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Poder Ejecutivo federal, a través de la
Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte, al gobier-
no de Jalisco y al ayuntamiento de Guadalajara para que,
en lo inmediato, se tomen las medidas pertinentes en los
aspectos económico, político y jurídico para garantizar la
correcta realización de los Juegos Panamericanos 2011 y
nuestro país preserve la sede de dicha justa deportiva.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de 2009.— Dipu-
tados: José Francisco Landero Gutiérrez (rúbrica), Juan Carlos Natale
López (rúbrica), Carlos Torres Piña (rúbrica), Salvador Caro Cabrera
(rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pedroza (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Pido a la Secretaría que consulte a la asamblea si es de
aprobarse el acuerdo.

La diputada María Dolores Del Río Sánchez: Por ins-
trucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea, en
votación económica, si es de aprobarse el punto de acuer-
do. Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Los ciudadanos diputados que estén
por la negativa sírvanse manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Aprobado. Comuníquese.

Señoras diputadas y señores diputados, en razón de que se
han cumplimentado las cinco horas de duración de la pre-
sente sesión que establece el artículo primero del acuerdo
relativo a los lineamientos de asistencia; con fundamento
en las atribuciones que me confiere el artículo 23 de la Ley
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Orgánica del Congreso General; y en cumplimiento con el
acuerdo propuesto por la Junta de Coordinación Política
del 12 de octubre del presente, proceda la Secretaría a dar
lectura al orden del día de la próxima sesión.

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

La diputada María Araceli Vázquez Camacho (desde la
curul): Señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputada, dígame usted.

La diputada María Araceli Vázquez Camacho (desde la
curul): Está enlistado el punto que yo he tratado de subir a
tribuna. Ya lo cambié, de efeméride a agenda política. Per-
mítame pasar porque me parece ya un atropello.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Lo sentimos, diputada, en el acuerdo del 12 de octubre
firmado por la Junta de Coordinación Política, está señala-
do, diputada, que los jueves debemos concluir las sesiones
a las 3 de la tarde. Por tanto, estaremos convocando para el
día de mañana y le pediremos a la Junta de Coordinación
Política que concluyamos la agenda que nos quedó pen-
diente hoy, dado que estaríamos esperando que lleguen los
dictámenes del Senado de la República.

Yo le pediría, diputada, que esperemos a mañana, porque
seguramente encontraremos acuerdo con la Junta de Coor-
dinación, para que estemos atentos a lo que hemos venido
acordando.

La diputada María Araceli Vázquez Camacho (desde la
curul): Esa respuesta me la ha dado 10 veces.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Son los términos en los que esta Mesa Directiva tiene
que cumplimentar los acuerdos de la Junta de Coordina-
ción Política. No son determinaciones nuestras, sino son
determinaciones de la Junta de Coordinación Política, di-
putada.

El diputado Víctor Manuel Castro Cosío (desde la cu-
rul): Que sea la última oradora.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Es que son posicionamientos de todos los grupos polí-

ticos, no es de una sola participación; por tanto, le pido a la
Secretaría dar lectura al orden del día de la próxima sesión.

ORDEN DEL DIA

La Secretaria diputada María Dolores Del Río Sán-
chez: «Primer Periodo de Sesiones Ordinarias.— Primer
Año de Ejercicio.— LXI Legislatura.

Orden del día 

Jueves 29 de octubre de 2009.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Oficio de la Secretaría de Gobernación 

Cuatro, con los que remite contestaciones a puntos de
acuerdo aprobados por la Cámara de Diputados. 

Los asuntos no abordados en esta sesión y los demás con
los que la Mesa Directiva dé cuenta.»

CLAUSURA Y CITATORIO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña (a las 15:37 horas): Se levanta la sesión y se cita para la
que tendrá lugar mañana viernes 30 de octubre, a las 12:00
horas. Se les informa que el sistema electrónico estará
abierto a partir de las 10:30 horas del día.

————— O —————
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RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración: 4 horas 34 minutos

• Quórum a la apertura de sesión: 342 diputados

• Asistencia al cierre de registro: 451 diputados

• Acuerdo de la Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos, aproba-
do: 1

• Acuerdo de la Mesa Directiva, aprobado

• Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, aprobado: 1

• Diputados suplentes que se incorporan: 2

• Comisiones reglamentarias y protocolarias: 2

• Oradores que participaron: 103
PRI - 20 PAN - 7 PRD - 56 PVEM - 8 PT - 10 Nueva Alianza - 1 Convergencia - 1

Se recibieron o presentaron:

• 2 comunicaciones de diputadas que solicitan licencia;

• 2 iniciativas de senadores del PRD;

• 2 iniciativas de senadores del PVEM;

• 1 acuerdo del senado respecto al Presupuesto de Egresos de la Federación de 2010;

• 2 proposiciones con puntos de acuerdo del Senado respecto al Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración de 2010;

• 1 acuerdo del Congreso de Zacatecas;

• 2 minutas con proyectos de decreto que conceden permiso al licenciado Felipe de Jesús Calderón
Hinojosa, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, y a la ciudadana Margarita Ester Zavala Gó-
mez del Campo, para aceptar y usar las condecoraciones que les confiere el gobierno de los Países
Bajos;

• 1 minuta para los efectos del inciso E del artículo 72 constitucional;

• 3 iniciativas del PRI;

• 1 iniciativa del PAN;

• 3 iniciativas del PRD;
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• 2 iniciativas del PVEM;

• 66 proposiciones con puntos de acuerdo;

• 2 temas de agenda política.
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• Alvarado Arroyo, Fermín Gerardo (PRI). . . . . . . . . . 

• Anaya Mota, Claudia Edith (PRD).. . . . . . . . . . . . . . 

• Anaya Mota, Claudia Edith (PRD).. . . . . . . . . . . . . . 

• Araujo Lara, Angélica del Rosario (PRI). . . . . . . . . . 

• Báez Ceja, Víctor Manuel (PRD).. . . . . . . . . . . . . . . 

• Benítez Treviño, Víctor Humberto (PRI). . . . . . . . . . 

• Carabias Icaza, Alejandro (PVEM). . . . . . . . . . . . . . 

• Carabias Icaza, Alejandro (PVEM). . . . . . . . . . . . . . 

• Cárdenas Gracia, Jaime Fernando (PT). . . . . . . . . . . 

• Cárdenas Gracia, Jaime Fernando (PT). . . . . . . . . . . 

• Cárdenas Gracia, Jaime Fernando (PT). . . . . . . . . . . 

• Cárdenas Gracia, Jaime Fernando (PT). . . . . . . . . . . 

• Castillo Juárez, Laura Itzel (PT). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Castillo Juárez, Laura Itzel (PT). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Castillo Juárez, Laura Itzel (PT). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Cortés León, Yulenny (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Cruz Cruz, Juanita Arcelia (PRD). . . . . . . . . . . . . . . 

• Di Costanzo Armenta, Mario Alberto (PT).. . . . . . . . 

Comisión Especial de Artesanías: 167

Comisión Especial sobre no Discrimina-
ción: 210, 213

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 104, 108

Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia: 214

Estado de Michoacán: 194, 197

Estado de Michoacán: 197

Organismos genéticamente modificados:
228

Sector turístico: 174

Comisión Especial sobre No Discrimi-
nación: 213

Declaración política de los pueblos indí-
genas y su educación: 222

Diputadas que solicitan licencia: 36

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 155

Diputadas que solicitan licencia: 37

Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores: 186

Organismos genéticamente modificados: 
231

Ley General de Cultura Física y Depor-
te: 200

Estado de Oaxaca: 172

Diputadas que solicitan licencia: 37

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION
( en orden alfabético )
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• Díaz Escárraga, Heliodoro Carlos (PRI). . . . . . . . . . 

• Díaz Salazar, María Cristina (PRI).. . . . . . . . . . . . . . 

• Diputados del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Domínguez Arvizu, María Hilaria (PRI). . . . . . . . . . 

• Eguía Pérez, Luis Felipe (PRD).. . . . . . . . . . . . . . . . 

• Escudero Morales, Pablo (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . 

• Fernández Noroña, José Gerardo Rodolfo (PT). . . . . 

• Flores Rico, Carlos (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Gallegos Soto, Margarita (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• García Avilés, Martín (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• García Corpus, Teófilo Manuel (PRI). . . . . . . . . . . . 

• González Hernández, Gustavo (PAN). . . . . . . . . . . . 

• Guajardo Villarreal, Mary Telma (PRD). . . . . . . . . . 

• Gudiño Corro, Luz Carolina (PRI).. . . . . . . . . . . . . . 

• Guerrero Castillo, Agustín (PRD). . . . . . . . . . . . . . . 

• Hernández Rodríguez, Héctor Hugo (PRD). . . . . . . . 

• Herrera Chávez, Samuel (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria: 63

Placas y calcomanías de identificación
vehicular: 207

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 89

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 86

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 88, 92, 95, 97, 98, 99, 100

Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación: 76

Artículos 52, 53 y 54 constitucionales: 
72

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 157

Ley General de Educación - Universidad
Autónoma de Aguascalientes: 178

Declaración Política de los Pueblos Indí-
genas y su educación: 225

Declaración Política de los Pueblos Indí-
genas y su educación: 223

Artículos 52, 53 y 54 constitucionales:
69

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 114, 115

Comisión Especial de puertos y marina
mercante: 162

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 130

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 105

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 139
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• Herrera Soto, María Dina (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Hinojosa Pérez, José Manuel (PAN). . . . . . . . . . . . . 

• Incháustegui Romero, Teresa del Carmen (PRD). . . . 

• Jiménez Fuentes, Ramón (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Jiménez López, Ramón (PRD).. . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Jiménez López, Ramón (PRD).. . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Jiménez Merino, Francisco Alberto (PRI). . . . . . . . . 

• Leyva Hernández, Gerardo (PRD). . . . . . . . . . . . . . . 

• López Hernández, Adán Augusto (PRD). . . . . . . . . . 

• López Portillo Basave, Jorge Humberto (PRI). . . . . . 

• López-Portillo Basave, Jorge Humberto (PRI). . . . . . 

• Méndez Rangel, Avelino (PRD).. . . . . . . . . . . . . . . . 

• Mendoza Arellano, Eduardo (PRD). . . . . . . . . . . . . . 

• Merlo Talavera, María Isabel (PRI). . . . . . . . . . . . . . 

• Moreira Valdez, Rubén Ignacio (PRI). . . . . . . . . . . . 

• Natale López, Juan Carlos (PVEM). . . . . . . . . . . . . . 

• Navarro Aguilar, Filemón (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Nazares Jerónimo, Dolores de los Ángeles (PRD). . . 

• Ochoa Mejía, María Teresa (Convergencia). . . . . . . . 

Comisión Especial de seguimiento al
Fondo de Apoyo Social Fideicomiso
2106, para ex Trabajadores Migratorios
Mexicanos: 183

Fondo de Apoyo Social para ex Trabaja-
dores Migratorios Mexicanos: 181

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 107

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 131, 132, 133

Estado de San Luis Potosí: 143

Estado de Tabasco: 145

Educación de población adulta: 198

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 125, 126, 128, 129

Artículo 88 constitucional: 72

Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos: 86

Artículo 4o. constitucional: 61

Organismos genéticamente modificados:
229

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 138

Financiera Coofia: 205

Estado de Michoacán: 197

Comisiones de Juventud y Deporte: 142

Estado de Guerrero: 202

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 137

Estado de Quintana Roo: 177
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• Orozco Torres, Norma Leticia (PVEM). . . . . . . . . . . 

• Osuna Millán, Miguel Antonio (PAN). . . . . . . . . . . . 

• Parra Becerra, María Felícitas (PAN).. . . . . . . . . . . . 

• Pérez de Alva Blanco, Roberto (Nueva Alianza). . . . 

• Quezada Contreras, Leticia (PRD).. . . . . . . . . . . . . . 

• Quezada Contreras, Leticia (PRD).. . . . . . . . . . . . . . 

• Quezada Contreras, Leticia (PRD).. . . . . . . . . . . . . . 

• Ramírez Hernández, Socorro Sofío (PRI). . . . . . . . . 

• Rodríguez Martell, Domingo (PRD). . . . . . . . . . . . . 

• Salgado Romero, Cuauhtémoc (PRI). . . . . . . . . . . . . 

• Salgado Vázquez, Rigoberto (PRD).. . . . . . . . . . . . . 

• Santana Alfaro, Arturo (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Santiago Ramírez, César Augusto (PRI). . . . . . . . . . 

• Sarur Torre, Adriana (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Serrano Jiménez, Emilio (PRD).. . . . . . . . . . . . . . . . 

• Serrano Jiménez, Emilio (PRD).. . . . . . . . . . . . . . . . 

• Terrazas Porras, Adriana (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Toledo Gutiérrez, Mauricio Alonso (PRD). . . . . . . . . 

• Trigueras Durón, Dora Evelyn (PAN). . . . . . . . . . . . 

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 93, 96

Ley General para el Control del Tabaco:
169

Declaración política de los pueblos indí-
genas y su educación: 223

Excitativas: 219

Fondo de Estabilización de los Ingresos
de las Entidades Federativas: 188

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 109

Distrito Federal: 149, 150

Declaración política de los pueblos indí-
genas y su educación: 226

Declaración política de los pueblos indí-
genas y su educación: 220

Financiera Coofia: 191

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 123, 135

Distrito Federal: 148

Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co: 153

Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos: 84, 86

Coca-Cola: 160

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 83

Horario de Verano: 151

Artículos 75, 115, 116, 122, 123 y 127
constitucionales: 66

Organismos genéticamente modificados:
230
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• Vázquez Camacho, María Araceli (PRD).. . . . . . . . . 

• Vázquez Camacho, María Araceli (PRD).. . . . . . . . . 

• Vázquez Camacho, María Araceli (PRD).. . . . . . . . . 

• Vázquez González, Pedro (PT). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Velázquez Esquivel, Emiliano (PRD).. . . . . . . . . . . . 

• Verver y Vargas Ramírez, Heladio Gerardo (PRD).. . 

• Vizcaíno Silva, Indira (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Zavaleta Rojas, Guillermo José (PAN).. . . . . . . . . . . 

Ley de Coordinación Fiscal: 79

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 134

Proposiciones con punto de acuerdo:
236

Universidad Juárez del estado de Duran-
go: 175

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 124

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 101, 103

Presupuesto de Egresos de la Federación
2010: 111, 112, 113

Declaración política de los pueblos indí-
genas y su educación: 225


